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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, la señora Ministra de Educación, doña Yasna Provoste Campillay, y los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis; del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y de Obras Públicas, don Eduardo Bitrán Colodro.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 60ª y 61ª, ordinarias, en 30 y 31 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veinte de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables (boletín Nº 4.030-04).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, acerca del proyecto sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



Con los diecisiete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo el 27 de junio de 1989 (boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (boletín N° 1.265-10).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que flexibiliza el uso del permiso maternal (boletín Nº 1.309-13).



4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales para establecer a la mujer y al marido iguales derechos y obligaciones (boletín Nº 1.707-18).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (boletín N° 2.469-03).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín Nº 3.588-08).



9.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 2002 (boletín N° 4.542-10).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 4.627-19).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (boletín N° 4.742-13).



12.- Proyecto, iniciado en moción del Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (boletín N° 4.886-07).



13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (boletín Nº 4.975-14).



14.- Proyecto que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (boletín N° 5.068-10).



15.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (boletín N° 5.083-04).



16.- Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar para alterar la competencia de los tribunales militares y suprimir la pena de muerte (boletín N° 5.159-07).



17.- Proyecto que introduce enmiendas a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y a otras normativas (boletín N° 5.172-09).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Allamand y Muñoz Aburto, que modifica el Código del Trabajo en lo referente a la jornada de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural (boletín N° 5.156-13).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que aprobó el proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 3.562-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, en su caso.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional, a través de los cuales remite copias de las sentencias dictadas con relación a igual número de recursos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad interpuestos en contra, uno, del artículo 96 del Código de Minería, y el otro, del artículo 1° de la ley N° 18.865, sobre Centros de Atención Sanitaria Militar.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, sobre reasentamiento de cien familias palestinas provenientes de los campamentos ubicados en la frontera entre Siria e Irak.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Bianchi, relativo a la asignación presupuestaria para concluir las obras del último tramo de pavimentación en el sector comprendido entre Puente Picana y Cerro Castillo, comuna de Torres del Paine.



Con el segundo da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Frei, atinente al planteamiento formulado por la Asociación de Profesores Jubilados de la comuna de Quirihue.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, referido a los Mapas Territoriales de Vulnerabilidad correspondientes a la Región de Valparaíso.



Tres de la señora Ministra de Educación:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, relativo a los problemas que afectan a los alumnos de la carrera de Investigación Criminalística impartida en el Centro de Formación Técnica Austral.



Con el segundo contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, referido al nombramiento del director de escuela de localidad de La Junta, comuna de Cisnes.



Con el tercero responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, atinente al endeudamiento que afecta a los municipios como consecuencia de la administración de los establecimientos de enseñanza pública a su cargo.



Ocho del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, relativo a los problemas que afectan a la Escuela Francisco Coloane, de Puerto Sur, Isla Santa María, Octava Región.



Con el segundo da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, concerniente al reemplazo de la barcaza que opera en el lago General Carrera.



Con el tercero contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor García, relativo al contrato a trato directo de la obra “Recarpeteo de Pista Poniente y calles de Rodaje Asociados al Aeropuerto Arturo Merino Benítez”.



Con el cuarto responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, atinente a la instalación de una pasarela peatonal en la zona de Pailahueque, Novena Región.



Con los tres siguientes contesta igual número de oficios dirigidos en nombre del Senador señor Navarro, referidos, uno, a los acuerdos y contratos celebrados por el Ministerio de Obras Públicas con las empresas Besalco y Vinci; otro, a los contratos de concesión del Programa de Concesiones de Infraestructura Penitenciaria (Grupos 1, 2 y 3), y el último, al alza de la estructura tarifaria en los peajes del contrato de Concesión Camino de la Madera.



Con el último responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los plazos para obtener derechos de agua para construir pequeñas plantas generadoras hidroeléctricas.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, referido a diversos aspectos vinculados con la aplicación del decreto que declaró “Zona de Emergencia Agrícola” a varias comunas de la Región de Valparaíso.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales subrogante, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, relativo a la construcción de camino en predio que indica.



Del señor Subsecretario de Pesca, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, sobre instalación de centrales termoeléctricas en la Región de Coquimbo y sus consecuencias para ambientes dulceacuícola y marino.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, mediante el cual da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, referido al corte del servicio de agua potable en las comunas de Concepción y Talcahuano.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, atinente a subsidios eléctricos otorgados en la Región de La Araucanía.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la instalación de centrales termoeléctricas en la Región de Coquimbo.



De la señora Directora del Trabajo, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Cantero, referido a la denuncia que presentaron los trabajadores de la empresa Pino Rivera, de la ciudad de Calama, colaboradora de la División CODELCO Norte.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Cantero, relativo a la responsabilidad que afectaría a quienes hicieron mal uso de los fondos del Programa Plenoempleo 2006.



De la señora Directora subrogante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la Región de Antofagasta, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, referido a venta clandestina de bencina y petróleo en la Villa Oro Blanco, de la ciudad de Antofagasta.



Del señor Gerente General de la Empresa Portuaria de Talcahuano San Vicente, con el que responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, sobre situaciones presente y futura de los puertos estatales.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Salud recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, que da el carácter de irrenunciables a los excedentes de cotizaciones de salud en isapres (boletín Nº 4.423-11) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Letelier, señora Alvear y señores Allamand y Muñoz Aburto, que introduce enmiendas al Código del Trabajo en lo referente a la jornada de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.156-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.875-11) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Barra, Cantero, Núñez, Ruiz-Esquide y Zaldívar, que establece fuero laboral para los dirigentes del Colegio de Profesores de Chile A.G. (boletín Nº 4.986-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825 con el objeto de facilitar la factorización de facturas por parte de pequeños y medianos empresarios (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.928-26) (Véase en los Anexos, documento 6).


Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 5.083-04) (Véase en los Anexos, documento 7).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (boletín N° 5.143-24) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Quedan para tabla.

Comunicaciones



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, mediante la cual, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 bis del Reglamento del Senado, solicita la autorización de la Sala para archivar las siguientes iniciativas, en primer trámite constitucional: 



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Foxley, Ominami y Romero, que excluye del régimen de feriados establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.973 a los trabajadores de salas de cine de centros comerciales (boletín N° 3.954-13).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Muñoz Aburto, que introduce enmiendas al Código del Trabajo en materia de horario de cierre de establecimientos comerciales en vísperas de festivos que indica (boletín Nº 4.808-13).



3.- Proyecto de ley, iniciado en moción de la Senadora señora Alvear, que modifica el Código del Trabajo para fijar horario de funcionamiento de establecimientos comerciales en las fechas que indica (boletín Nº 4.824-13).



4.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, que hace aplicables disposiciones relativas a feriados obligatorios que señala a supermercados y multitiendas (boletín Nº 4.825-13).



La Comisión funda su solicitud en que las materias que dichas iniciativas abordan ya fueron consideradas en la ley N° 20.215, que modificó normas relativas al trabajo de los empleados dependientes del comercio en los períodos de Fiestas Patrias, Navidad y otras festividades.



--Se accede al archivo de los proyectos indicados.



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, mediante la cual informa que en sesión celebrada el 30 de octubre del año en curso acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, designar a los Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Alejandro Navarro Brain como sus representantes ante el Consejo Nacional de Desarrollo Sustentable.



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales; la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y otros cuerpos legales, con relación al Fondo Común Municipal y otras materias municipales (boletín Nº 4040-06).


--Queda para tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En reunión de hoy, los Comités acordaron por unanimidad lo siguiente:



1) Despachar en general en la sesión ordinaria de mañana el proyecto relativo al Fondo Común Municipal, de cuyo informe se acaba de dar cuenta, determinando que la Comisión de Hacienda lo informe solo para la discusión particular.



2) Suprimir la hora de Incidentes de hoy, facultando a la Mesa para reducir hasta en la mitad el tiempo de esa parte de la sesión en la sesión ordinaria de mañana.



3) Realizar a las 18 todas las votaciones que corresponda efectuar hoy, sin fundamento de voto, y facultar a la Mesa para adoptar igual predicamento en la sesión ordinaria de mañana.



Tales acuerdos se adoptaron en atención al enorme trabajo de los señores Senadores en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

V. ORDEN DEL DÍA

INCREMENTO DE SUBVENCIÓN EDUCACIONAL

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, con informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5383-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 56ª, en 9 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.


Hacienda, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de esta iniciativa es incrementar la subvención base por alumno en 15 por ciento. Asimismo, se aumentan la subvención por ruralidad y mínimo rural y la subvención para adultos.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió el proyecto solo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez y Ruiz-Esquide. El texto pertinente se consigna en el primer informe de dicho órgano.



Por su parte, la Comisión de Hacienda también aprobó la iniciativa solo en general, en los mismos términos en que la despachó la de Educación, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores Escalona, Naranjo, Novoa y Sabag.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad el proyecto en debate, que eleva la subvención del Estado a establecimientos educacionales.



Se trata de un incremento real de 15 por ciento del valor unitario mensual de la subvención, que se hace extensivo a todos ellos. 



Ese aumento tiene un adicional de 10 por ciento en el caso de la subvención por ruralidad y mínima rural, lo cual redunda en un incremento superior a 25 por ciento.



Se trata de un esfuerzo que se realiza por primera vez en Chile desde la existencia de ese mecanismo de financiamiento de la educación. En consecuencia, recibió el respaldo unánime de los integrantes de la Comisión de Hacienda. 



Trasmitimos esa decisión a la Sala, esperando que, por cierto, apruebe en general la iniciativa, para más adelante entrar al debate particular.



Si todo camina bien, a partir del 1º de marzo del próximo año habrá un aumento cuantioso de la inversión directa que se hace respecto de cada niño y niña de nuestro país. Y deseamos que ello tenga una incidencia real en el mejoramiento de la calidad de la enseñanza y, en especial, que signifique elevar sustantivamente la calidad de la educación pública.



He dicho.

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, el titular de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología no está presente en la Sala. Sin embargo, quiero informar que dicho órgano técnico aprobó por la unanimidad de sus integrantes el incremento de las subvenciones en cuestión.



No hay mucho más que agregar a lo señalado por el Presidente de la Comisión de Hacienda. Solo me resta decir que quedamos muy atentos a la discusión particular del proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la idea de legislar y se fijará el 19 de noviembre, a las 12, como plazo para presentar indicaciones.



--Se aprueba en general el proyecto y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 19 de noviembre, a las 12.
CREACIÓN DE SISTEMA NACIONAL DE CERTIFICACIÓN DE

COMPETENCIAS LABORALES Y PERFECCIONAMIENTO 

DE ESTATUTO DE CAPACITACIÓN Y EMPLEO
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde discutir en particular el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional y con urgencia calificada de “simple”, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3507-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2006.


Informes de Comisión:


Trabajo, sesión 28ª, en 4 de julio de 2006.


Trabajo (segundo), sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007.


Hacienda, sesión 44ª, en 28 de agosto de 2007.

Trabajo (nuevo segundo), sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.

Discusión:



Sesiones 28ª, en 4 de julio de 2006 (se aprueba en general); 50ª, en 5 de septiembre de 2007 (queda para segunda discusión); 51ª, en 11 de septiembre de 2007 (vuelve a Comisión para nuevo segundo informe).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Esta iniciativa cuenta con un nuevo segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social -en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala en sesión del 11 de septiembre del año en curso-, que se refiere exclusivamente a los artículos 17 y 33 permanentes y tercero transitorio.



El citado órgano técnico introdujo modificaciones a los tres preceptos que mencioné, las que se consignan en la parte pertinente del nuevo segundo informe. Todas ellas fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Allamand, Longueira, Muñoz Aburto y Pizarro. De conformidad con lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas o que existan indicaciones renovadas.



Tales enmiendas dicen relación a la prohibición de las entidades certificadoras de competencias laborales que al mismo tiempo realicen actividades de capacitación o de formación de certificar a las personas egresadas de sus propios establecimientos; a que los organismos técnicos intermedios para capacitación servirán de nexo entre la empresa y los centros de certificación de competencias laborales, y a que el mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de la ley en proyecto desde su entrada en vigencia hasta el 31 de diciembre del año 2009 se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular la iniciativa.

El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por supuesto, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- ¿No hay debate sobre este proyecto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No puede haberlo.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Conforme al artículo 133 del Reglamento.

El señor LONGUEIRA.- ¿Tampoco se puede fundamentar el voto?

El señor LETELIER.- Se puede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Siempre es posible hacerlo. 



Lo que pasa es que estamos en la discusión particular de las modificaciones aprobadas por unanimidad en la Comisión y…

El señor LONGUEIRA.- Pero yo levanté la mano oportunamente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.


Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, solo deseo hacer breves comentarios sobre el despacho definitivo de este proyecto, que, a mi juicio, es muy importante.



En el nuevo segundo informe, la Comisión aprobó finalmente dos indicaciones que permiten que las certificaciones de competencias laborales que se pretende establecer en la ley en proyecto sean llevadas a cabo también por los OTEC, que estaban excluidos. Obviamente, se prohíbe la certificación en el caso de personas capacitadas o formadas en sus establecimientos.



Entonces, a mi entender, se ha perfeccionado la iniciativa original al aumentarse la cantidad de entes certificadores.



De la misma forma, se permite que los OTIC destinen recursos a dichos centros. Y, para evitar que entreguen una asignación muy relevante a alguno de ellos, se contempla un límite máximo de 15 por ciento.



Señor Presidente, quiero dejar consignada en acta -y es el sentido de mi intervención- la gran relevancia que tiene la aprobación de esas dos indicaciones, por cuanto permitirán a todas las universidades del país establecer centros de certificación a través de los OTEC.



Ahora bien, existe la idea -la planteé al Ejecutivo, y la voy a presentar como indicación- de incorporar en esta iniciativa la posibilidad de que todos estos centros certifiquen también la capacitación sindical.



Hoy día no existe ninguna institucionalidad que permita formar dirigentes sindicales. 



Entonces, dado que la ley en proyecto posibilita la creación de centros de certificaciones laborales a lo largo de todo el país -en el fondo, lo que llamamos comúnmente “la universidad de la vida”-, considero del caso que, aprovechando esa coyuntura, podamos dar vida a una institucionalidad que permita la existencia de centros de formación sindical con derecho a acceder a los fondos del SENCE, tal como se consigna respecto de aquellos en la normativa que nos ocupa.



El Presidente de la CUT me planteó en una ocasión la factibilidad de un instituto de formación sindical, el que debería crearse centralizadamente, a lo mejor en Santiago. Y me parece que el cuerpo legal en estudio resulta óptimo en tal sentido.



Aprovechando, pues, los centros que surgirán de esta iniciativa de ley -con especial énfasis en los OTEC y las universidades-, creo que debiéramos procurar la existencia de entes dedicados a la formación sindical, determinando, a base de la estructura del texto sometido al conocimiento de la Sala, los cursos y la capacitación pertinentes.



Pienso que para una buena relación laboral se requieren un sindicalismo moderno y dirigentes con la posibilidad de formarse y adquirir ciertos conocimientos. Es preciso profesionalizar el sindicalismo del país. Y un sindicalismo moderno precisa también espacios y acceso a financiamiento, el que bien puede provenir del consignado en la Ley del SENCE.



El Ejecutivo consideró muy positiva la idea en comento. Lamentablemente, por la instancia en que se encuentra el proyecto en debate, es bastante difícil incorporarla allí. Para ello se necesita la unanimidad de la Sala, y lo más probable es que no exista. Pero ojalá logremos perfeccionar este cuerpo legal ampliando su ámbito a lo sindical y permitiendo que todos los OTEC capaciten dirigentes a lo largo del país, pues, en mi concepto, eso posibilitará una negociación más justa en las empresas.



Por tal motivo, quería dejar insinuada dicha moción -obviamente, requeriría el patrocinio del Ejecutivo o ser concordada entre todos los que deseen suscribirla-, que ampliaría el ámbito abordado por la iniciativa en debate.



Gracias. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, estamos frente a un proyecto que trata un aspecto fundamental en materia de equidad. 



Muchos trabajadores -como muy bien lo sabemos- empiezan a adquirir, fruto de su experiencia, ciertas habilidades, lo que incluso les permite evolucionar y perfeccionarse, con lo cual pueden lograr una mejor calidad en sus empleos. 



En Chile, lamentablemente, a diferencia de lo que ocurre en otros países -en especial, en los europeos-, no existen los suficientes incentivos para que las empresas busquen retener a su personal e inviertan de un modo adecuado en la capacitación que este necesitaría. Una de las cuestiones pendientes en el ámbito laboral es el fortalecimiento del capital humano, a lo cual deberían destinar muchos más recursos.



Es natural que lo anterior perjudique a los trabajadores, pues si no tienen la posibilidad de especializarse o, al hacerlo, no pueden acreditarlo, les resultará difícil encontrar una nueva ocupación.



La inexistencia de un organismo de certificación también afecta a la economía, en general, al hacer más caros los costos de transacción en la contratación y causar ineficiencias. 



Por ello, creo que la regulación en una iniciativa legal como la que nos ocupa, que ha pasado por una larga discusión en la Comisión de Trabajo, representa un gran avance, resulta muy relevante, ayuda al progreso personal en el sector laboral, permite fortalecer la capacitación y, a la vez, genera mejor capital humano para mejores empleos. 



Ahora bien, el proyecto demandará la dictación de algunos reglamentos, y deseo solicitar explícitamente al Ejecutivo que ello se realice a la brevedad. Mientras más corto sea el plazo, más pronto podremos tener operando una ley que generará los beneficios indicados. 



Por último, señor Presidente, me sumo por completo a las expresiones del Senador señor Longueira en cuanto a la importancia de que también pudiésemos contar -creo que con la iniciativa en debate ya no será posible, pero sí en otra que necesariamente debe corresponder al Ejecutivo- con una certificación de competencias sindicales. 



Es absolutamente necesaria una mayor cantidad de trabajadores sindicalizados. En la actualidad lo está apenas 7 por ciento del total. Y ese hecho no apunta a fortalecer una relación más madura entre los empresarios, el sector laboral y el Gobierno, que es lo que permitiría sustentar un pacto social o un consejo económico social, algo que usted, señor Presidente, ha impulsado con tanta fuerza. 



En consecuencia, me parece que debemos pedir al Ejecutivo que apure la reglamentación y, en lo posible, que asimismo envíe una iniciativa legal tendiente a certificar competencias sindicales. 



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, de hecho, la creación del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y el perfeccionamiento del Estatuto de Capacitación y Empleo proporcionan un instrumento que contribuye a algo que la OIT ha calificado como “trabajo decente”. 



No es posible, en un país como el nuestro, avanzar hacia tal objetivo si no concurren varios elementos, entre ellos el que existan empleo, normas laborales respetadas, un sistema de protección social y, también, mecanismos de diálogo social institucionalizado. 



Y es muy importante, además, que los trabajadores logren mayores grados de capacitación y que se certifiquen las competencias laborales que se adquieren, no en la universidad ni en los centros de estudio, muchas veces, sino en la práctica cotidiana, donde hay numerosas personas con grandes conocimientos y habilidades no reconocidos socialmente. El instrumento que estamos aprobando apunta a ello. 



Como indicó el señor Senador que inicialmente fundamentó su voto, aquí se llegó a un acuerdo entre los que participan del proceso de certificación y se amplían las instituciones a las que corresponde extender esta última en relación con las competencias laborales, a pesar de que esas mismas entidades podrían formar, educar o instruir a quienes deseen rendir las pruebas respectivas. 



¿A qué se refirió el debate, señor Presidente? Se quería evitar que los mismos OTEC que capacitan o formalizan los conocimientos de un trabajador -por ejemplo, un podador frutícola- sean los que con posterioridad certifiquen que sabe hacer la pega. Es decir, se pretendió impedir el abuso de parte de los certificadores, o bien, garantizarles una posición de independencia. 



El que la norma que aquí estamos aprobando y el acuerdo que se construyó se respeten depende, efectivamente, de que quienes son dueños de un OTEC, de que quienes se dediquen a tales funciones, entiendan que, más allá del negocio legítimo que podrán realizar -porque habrá recursos para pagar los procesos de certificación-, las instituciones deberán tener la decencia de no tratar de triangular relaciones con otros o con ellos mismos en su rol de capacitadores.



Inicialmente, el proyecto apuntaba a evitar que hubiera OTEC certificadores. Aquí, señor Presidente, se llegó a aprobar un acuerdo.



En lo personal, doy con ciertas dudas mi voto favorable sobre la materia. Me habría gustado que estuviesen muy separadas la función de instruir, de capacitar a un trabajador, y las instituciones que van a certificar esos conocimientos. Se ha llegado a una situación intermedia.



Espero que quienes hemos respaldado la iniciativa -como lo haremos con nuestros votos- no tengamos que lamentar mañana que ciertos OTEC certificadores intenten ejercer tal función, a la vez, respecto de los mismos alumnos que capaciten.



Este es el primer paso de la certificación, señor Presidente.



Y no hay ninguna restricción para que se certifiquen competencias sindicales -es un ámbito que, sin duda, está abierto-, lo cual constituye para muchos, por cierto, una actividad laboral.



Ojalá que entre todos podamos, eso sí, más allá de la ley en proyecto, generar las condiciones para tener más sindicalismo y una mayor cantidad de trabajadores organizados, lo cual es también uno de los requisitos para que existan empleos decentes y una concertación económica y social en estos temas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la preceptiva.



--Por unanimidad, se aprueba en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.

Aplicación de normativa para bicicletas a vehículos

con motor de hasta 50 centímetros cúbicos

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, iniciado en moción del Senador señor Novoa, que modifica la Ley de Tránsito, para hacer aplicable la normativa de las bicicletas a los vehículos de cilindrada que indica, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4720-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del señor Novoa).


En primer trámite, sesión 76ª, en 12 de diciembre de 2006.


Informes de Comisión:


Transportes, sesión 5ª, en 21 de marzo de 2007.

Transportes (segundo), sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.

Discusión:


Sesión 6ª, en 3 de abril de 2007 (se aprueba en general).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en la sesión de 3 de abril del año en curso.



En el segundo informe se da cumplimiento a las constancias reglamentarias pertinentes.



La modificación introducida al texto acogido en la oportunidad a que he hecho referencia consiste en reemplazar el artículo único por una norma que modifica el artículo 83 de la Ley de Tránsito, a fin de establecer un criterio general para las bicicletas con pedaleo asistido, con motor fijo o agregado.



La Comisión acordó dicha enmienda por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Cantero, Novoa y Pizarro), por lo que, en virtud de lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento, debe ser votada sin debate.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que transcriben, la primera, las normas pertinentes de la Ley de Tránsito; la segunda, el proyecto aprobado en general; la tercera, la modificación efectuada por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y la última, el texto final que resultaría de aprobarse dicha enmienda.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la proposición de la Comisión.



--Se aprueba en particular el proyecto.

creación de Ministerio de Seguridad Pública y


Servicio Nacional para Prevención de

Consumo y Tráfico de Drogas

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4248-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 20 de junio de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es la creación de una nueva Secretaría de Estado, denominada Ministerio de Seguridad Pública, que se define como el órgano superior de colaboración al Presidente de la República en materias de seguridad pública interior.



Asimismo, se establece el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas.



La Comisión discutió en general y en particular el proyecto, en virtud de una autorización otorgada por la Sala en sesión de 15 de mayo próximo pasado.



En una primera instancia, votó la idea de legislar contenida en la normativa inicialmente propuesta por el Ejecutivo, esto es, referida a la creación de un Ministerio de Seguridad Pública, aprobándola por 4 votos a favor, de los Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y una abstención, del Honorable señor Prokurica.



Luego, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva tendiente a crear, en el Ministerio del Interior, una Subsecretaría de Seguridad Pública, lo cual fue discutido latamente por la Comisión, resolviéndose reabrir el debate y votar nuevamente en general el proyecto, en su texto original, el cual fue aprobado por 3 votos a favor, de los Senadores señores Gómez, Muñoz Aburto y Pizarro, y 2 votos en contra, de los Honorables señores Espina y Larraín.



Los fundamentos de voto se transcriben en el primer informe, al igual que el texto de la iniciativa que se propone aprobar en general.



Cabe destacar que los artículos 1º, inciso segundo; 2º, letra c); 3º, inciso segundo; 8º, letra a); 11, letras a) y b); 13; 14; 16; 20 y 22, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores.



Finalmente, la normativa, en el trámite de la discusión en particular, debe necesariamente ser informada por la Comisión de Hacienda.

El señor ESPINA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, solicito que el proyecto, con la autorización de la Sala, sea retirado del Orden del Día, por referirse a un asunto que ha sido objeto de conversaciones con el Gobierno y respecto del cual parlamentarios de la Alianza por Chile y de la Concertación están buscando un acuerdo. Tratarlo ahora constituiría un obstáculo insalvable para ese propósito.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existen inconvenientes, se procederá en esa forma.



--Así se acuerda.

Tratado de Libre Comercio entre Chile y Panamá

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, adoptado en Santiago el 27 de junio de 2006, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4932-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 30ª, en 4 de julio de 2007.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.

Hacienda, sesión 60ª, en 30 de octubre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del instrumento en estudio es facilitar el libre comercio entre los dos países por la vía de estimular su expansión y diversificación, eliminar los obstáculos que se presentan, allanar la circulación transfronteriza de mercancías y servicios, y promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes (Senadores señores Coloma, Muñoz Barra, Pizarro y Romero), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó idéntica resolución, con el voto favorable de los Honorables señores Escalona, García y Sabag.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, tal como lo expresó el señor Secretario, el tratado apunta a estimular la expansión y la diversificación del comercio entre las Partes; eliminar los obstáculos al comercio; facilitar la circulación de mercancías y servicios a través de sus fronteras; promover condiciones de competencia leal en la zona de libre comercio; aumentar sustancialmente las oportunidades de inversión en los territorios de las Partes, y crear procedimientos eficaces para la aplicación y cumplimiento del instrumento, para su administración conjunta y para la solución de controversias.



Considero conveniente informar a la Sala que Chile alcanzó con Panamá un intercambio comercial de 122 millones de dólares en 2005, con una balanza comercial superavitaria de 100 millones de dólares.



Este es un Tratado de cobertura amplia, en el cual -según señala el mensaje- casi todos los productos tendrán acceso libre de aranceles a los mercados de las Partes dentro de un plazo máximo de 15 años en Panamá y de 10 años en Chile. Además, se acordó la consolidación de los aranceles para los productos de ambos países y la posibilidad de acelerar la desgravación arancelaria en el futuro. Por otro lado, se estableció el compromiso de no imponer medidas paraarancelarias que pudieren afectar el comercio entre las naciones signatarias. También se fijó el compromiso de eliminar los subsidios a la exportación de productos agrícolas entre los socios y promover su eliminación en el ámbito multilateral.



Como resultado de las negociaciones, Panamá concedió a Chile la desgravación del 65 por ciento de los productos en categoría inmediata, lo que significa que estos podrán ingresar libres de aranceles desde el primer día de vigencia del Tratado. En desgravación a 5 años quedó el 9 por ciento de los productos. En categorías más largas, como 10, 12 y 15 años, Panamá otorgó a Chile el 23 por ciento de los ítems arancelarios, y en excepciones, un 3 por ciento.



Considerando las exportaciones efectivas de Panamá según cifras de 2005, el 82 por ciento de las exportaciones chilenas tendrán acceso libre de aranceles a ese mercado desde la entrada en vigencia del Tratado. Entre los productos que obtuvieron acceso inmediato libre de aranceles destacan los siguientes: carnes ovinas, carnes caprinas, pescados y mariscos frescos, frutas frescas (naranjas, uvas, manzanas, entre otras), duraznos en conserva, harina de pescado, insecticidas, guantes para cirugía, cocinas, etcétera.



En cuanto a la apertura comercial de Chile (la desgravación arancelaria que se otorgó a Panamá), 92,5 por ciento de los productos tendrá acceso inmediato libre de aranceles desde la entrada en vigencia del Tratado, quedando en desgravación a 5 años el 5,8 por ciento; en desgravación a 10 años, el 1,3 por ciento, y en excepciones, el 0,4 por ciento. Respecto al valor de las importaciones de Chile desde Panamá, el 93 por ciento de estas podrá ingresar libre de aranceles desde la entrada en vigencia del instrumento.



Cabe hacer presente que los servicios financieros no fueron incluidos en las negociaciones del Tratado de Libre Comercio, luego de un análisis técnico del equipo negociador encargado de ese rubro. Para dicho estudio se hicieron consultas con el Banco Central de Chile, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y la Asociación de Bancos. Ello, porque la OCDE calificó a Panamá como una jurisdicción con prácticas tributarias nocivas, lo que llevó a suscribir un compromiso con dicha organización para el intercambio de información tributaria. Nuestro país solicitó a Panamá, por escrito y verbalmente, que le diera el mismo trato que brindó a la OCDE, con el objeto de excluir a dicha nación de la lista de paraísos tributarios o regímenes fiscales preferenciales nocivos, pero Panamá no estuvo en condiciones de extenderlo a Chile. Nosotros no somos el único país de América Latina que califica a Panamá como paraíso tributario.



Además, el régimen de inversiones de esa nación contempla la posibilidad de constituir sociedades con acciones “al portador”, esto es, acciones cuyo propietario es desconocido, solo identificado por un número. Esta práctica es altamente riesgosa, en general, más aún cuando se trata de servicios financieros.



Finalmente, cabe señalar que el proyecto de acuerdo -como mencionó el señor Secretario- fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión de Relaciones Exteriores que me honro en presidir.



Eso es todo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en virtud del artículo 131, Nº 1, del Reglamento, pido el aplazamiento de la discusión de este proyecto, sobre la base de las siguientes consideraciones.



Efectivamente, cuando se votó la iniciativa en la Comisión de Relaciones Exteriores yo concurrí con mi voto a su aprobación. Con posterioridad, sin embargo, en mi calidad de Presidente de la Comisión de Agricultura, he conocido diversas aprensiones de la Asociación de Exportadores de Chile (ASOEX), quienes hacen presente la gran cantidad de medidas paraarancelarias que se han empezado a adoptar durante los últimos meses en Panamá, las que afectan gravemente a nuestras exportaciones. En particular, hoy están literalmente terminadas las exportaciones de manzanas y peras, en virtud de numerosas resoluciones de la Autoridad Panameña de Seguridad de Alimentos (AUPSA), la cual se halla en estos momentos en un entredicho con el SAG por haber impedido el ingreso de frutas chilenas en función de distintos motivos, que han ido variando a medida que se han ido superando los anteriores.



El primero de ellos fue la detección de -excúsenme si cometo algún error, porque no soy experto en lingüística- Pseudococcus longispinus y Eriosoma lanigerum. Se hizo constar que se trataba de insectos muertos que no generaban ningún inconveniente.



Luego se cambió el diagnóstico y se indicó la presencia de Hypothenemus hampei, insecto conocido como “broca del café” y que no existe en nuestro país, por lo cual tampoco podía impedirse el ingreso por esa vía.



Pocos días atrás se volvieron a cambiar las razones aducidas y la AUPSA emitió la resolución Nº 46, que da cuenta de la detección de ejemplares larvarios de Cydia pomonella y de dos ejemplares adultos de Pseudococcus longispinus.



El SAG sostiene que todo lo anterior no es efectivo y que, claramente, las garantías dadas por Chile respecto de sus exportaciones son suficientes para permitir el ingreso de fruta a Panamá.



Los indicios planteados apuntan, según los exportadores, a que la autoridad panameña aspira a enviar a Chile de manera permanente a sus inspectores para que revisen la carga destinada a su país y a que la estadía de estos sea financiada por nuestro sector exportador. De ser efectiva, dicha medida aparece del todo desproporcionada y, obviamente, impediría el objetivo buscado por el Tratado de Libre Comercio, que es generar fluidez en los esquemas de comercio.



Por eso, señor Presidente, solicité que la próxima semana concurran a la Comisión de Agricultura representantes del SAG y del Ministerio del ramo. Y, en atención a ello, me parece prudente pedir la suspensión del debate de este proyecto, a fin de que no se configure un escenario donde, por un lado, creamos estar avanzando hacia un aumento en la libertad de comercio, pero, por otro, se empiecen a aplicar a nuestros productos medidas paraarancelarias que la dificulten.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aplazará la discusión del proyecto hasta el martes 4 de diciembre.



--Así se acuerda.

PROTECCIÓN DE TRABAJADORES Y LIBRE COMPETENCIA EN PROVISIÓN DE BIENES Y SERVICIOS AL ESTADO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
--Los antecedentes sobre el proyecto (3620-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 32ª, en 6 de septiembre de 2005.


Informe de Comisión:


Trabajo, sesión 58ª, en 16 de octubre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es modificar la normativa en materia de adquisición de bienes y servicios por parte del Estado, de tal suerte de exigir a quienes contraten con la Administración el pleno cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.



La Comisión de Trabajo discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por constar de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto).



En cuanto a la discusión particular, la Comisión informante efectuó diversas modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en cuatro columnas, que consignan, la primera, las normas pertinentes de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios; la segunda, el proyecto despachado por la Cámara de Diputados; la tercera, las modificaciones introducidas por la Comisión de Trabajo y Previsión Social al texto enviado por la otra rama legislativa, y la última, el texto final que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor  Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la iniciativa contiene dos o tres ideas fundamentales, por medio de las cuales se pretende que el Estado, a través del mecanismo de ChileCompra -y eso es lo que está en discusión-, dé el ejemplo de lo que debe ocurrir en el conjunto de la economía.



El primer concepto que subyace en la moción presentada por varios Diputados -entre ellos se incluye el actual Senador señor Muñoz Aburto, quien integraba la Cámara en esa época-, la cual suscribimos varios parlamentarios, tiene como propósito excluir de la participación en contratos con el Estado y evitar que ganen licitaciones publicadas en ChileCompra aquellas empresas que no respetan las leyes del trabajo, que no cumplen con sus obligaciones laborales y que mantienen prácticas antisindicales contumaces. Así lo indica la letra a) del número 1 del artículo único del proyecto, que modifica el inciso primero del artículo 4º de la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos, donde se establece el criterio de excluir a "quienes, al momento de la presentación de la oferta, de la formulación de la propuesta o de la suscripción de la convención, según se trate de licitaciones públicas, privadas o contratación directa, hayan sido condenados por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador, dentro de los anteriores dos años.".



Con esto se persigue evitar que los malos empresarios -aquellos que compiten de manera desleal con los buenos empresarios- sean premiados con la posibilidad de suscribir contratos con el Estado, con sus empresas, con recursos públicos, en última instancia.



Otro punto relevante -que nos llevó a un largo debate al interior del órgano técnico- dice relación a los incisos segundo y tercero, nuevos, del citado artículo 4º, que se refiere al caso de las empresas que ganan una licitación pero registran saldos insolutos de remuneraciones o de cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con aquellos que hayan contratado en los últimos dos años.



La realidad nos dice que pequeñas empresas, a veces, debido al incumplimiento de terceros -una empresa mayor, por ejemplo, que no les paga o se atrasa en hacerlo-, pueden llegar a registrar remuneraciones insolutas. Por lo tanto, la idea es no castigarlas cuando ese hecho obedezca a la irresponsabilidad de otros.



Esta materia fue motivo de extenso debate en la Comisión. Algunos expresamos grandes dudas sobre el particular. En principio, varios fuimos contrarios a autorizar que empresas que exhibieran remuneraciones insolutas participaran en contratos con el Estado. Sin embargo, se planteó la situación de excepción -así la entendemos- de algunas pequeñas empresas con deudas previsionales o remuneraciones insolutas no atribuibles a incumplimientos propios o a falta de voluntad, sino a terceros que no les han pagado trabajos que ellas ejecutaron previamente.



En el fondo, se apunta a permitir que empresas que se hallen en el caso recién descrito participen de una licitación o celebren un convenio con el Estado, pero asegurándose de que este pueda pagar por subrogación los saldos insolutos.



Repito que este punto motivó un gran debate al interior de la Comisión. Y se quiso encontrar un adecuado equilibrio entre sancionar a los malos empresarios, excluyéndolos, y no cerrar las puertas a pequeñas empresas que experimenten dificultades debido a los ciclos económicos o al incumplimiento de terceros que las afecten en un momento determinado.



Asimismo, se dispone -y esto es importante- que la empresa ganadora de un contrato con el Estado que desee subcontratar parte de sus actividades deberá informar a su mandante. Se trata de un asunto que ya se encuentra establecido, pero quisimos reiterarlo.





Señor Presidente, esa es la primera área del proyecto, que resulta fundamental para clarificar qué tipo de empresas queremos para firmar contratos con el Estado.



La segunda se refiere a una situación que ya vivimos este año y el anterior y que ha sido bastante recurrente. Se da, por ejemplo, cuando un municipio contrata la extracción de basura con una empresa de servicios. En esta se forman sindicatos de trabajadores que a través de procesos de negociación colectiva consiguen ciertos beneficios y derechos. Entonces, si en una nueva licitación -es posible que en el contrato estén fijadas cada, por ejemplo, 5 años- se produce un empate, en términos de los valores que deba desembolsar el municipio, ¿a qué empresa se escoge? El proyecto busca consagrar el criterio de premiar, otorgando mayor puntaje o calificación, a aquel postulante que exhiba mejores condiciones de empleo y de remuneraciones.



Se trata de una cuestión relevante, porque el señalado no es un parámetro que siempre se tenga presente al momento de definir una licitación. Por lo tanto, en el caso de la prestación de servicios habituales que deban proveerse a través de dicho mecanismo, la idea es que se otorgue mayor puntaje a quienes exhiban mejores condiciones de empleo y remuneraciones.



Y esta fue la razón del conflicto que se originó en la Región Metropolitana con los sindicatos de trabajadores dedicados a la extracción de basura. Ahí no se valoró a las empresas que entregaban mejores condiciones de trabajo.



Por último, señor Presidente, en el artículo 6º de la ley se agrega un inciso segundo, nuevo, que aborda el tercer tema que plantea la iniciativa -fui uno de los Senadores que presentaron la indicación correspondiente-, donde se apunta a terminar con una situación poco feliz que afecta a más de 40 mil personas -mujeres, en su gran mayoría-. Me refiero a las "tías" de los colegios municipales y particulares subvencionados y de los jardines infantiles de Integra o de JUNJI que prestan servicios como manipuladoras de alimentos. Ellas, igual que profesores, inspectores y otros funcionarios del sector educacional, trabajan todo el año en el mismo establecimiento. Sin embargo, solo reciben diez meses de sueldo y no doce. Por ende, terminan como las ardillas, obligadas a acumular dinero para pasar los meses de verano.



Por eso, el inciso segundo establece que "en los contratos de prestación de servicios para establecimientos escolares y preescolares, los contratos de trabajo de las manipuladoras de alimentos deberán contemplar el pago de las remuneraciones de los meses de enero y febrero", tal como ocurre con los profesores y con el resto del personal vinculado al sistema educativo.



Señor Presidente, esas son las principales ideas de la ley en proyecto. Consideramos que representan una modernización de la institucionalidad de ChileCompra y que hacen justicia con las manipuladoras de alimentos de los colegios, que son las "tías" con quienes la gran mayoría de los niños de Chile convive durante todo el año y que deben ser tratadas como trabajadoras igual que los profesores. A ellas se les deben pagar los meses de verano para que en ese período no queden sin sueldo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la normativa en debate hacía mucha falta.



Desde luego, existía un vacío muy grande en el ámbito de que se trata, lo cual ha causado un daño sumamente delicado a amplias capas de la población que, de una u otra manera, dependen de empresas que se relacionan con el Estado. 



Llama la atención que incluso instituciones que poseen rigurosos reglamentos internos tengan una mirada laxa con relación a aquellas entidades que les brindan algún tipo de servicio. 



Quizás un ejemplo sirve para graficar de mejor modo lo que hoy ocurre en el país en cuanto al asunto que aborda el proyecto.



Las señoras Guillermina Mery y Maritza Carvajal prestaron servicios desde 1994 en la empresa Saint Etienne Sociedad Anónima, de Valparaíso, como operarias dedicadas al rubro de confección de ropa e implementos para la Armada. 



Sin embargo, desde el año 2001, su dueño, el señor Reinaldo Herrera, comenzó a modificar las condiciones laborales de los empleados para obligarlos a renunciar, por las “magras utilidades de la empresa”. Tal menoscabo se agravó cuando no se cancelaron las gratificaciones y comenzaron a quedar impagas las imposiciones. 



A lo anterior se sumaron las pésimas condiciones en las que debieron trabajar las operarias antes de su finiquito. Encerradas en un local sin luz natural, distinto del lugar de desempeño que el giro comercial establecía, fueron sometidas a apremios sicológicos. 



Recientemente, la empresa intentó cerrar un acuerdo en virtud del cual se les cancelarían las imposiciones atrasadas y se repactaría, en cuotas de 100 mil pesos, 50 por ciento del total de las deudas, gratificaciones y finiquitos por años de servicio. 



La causa respectiva se encuentra actualmente en la Inspección Provincial del Trabajo de Valparaíso y en informe para los tribunales correspondientes por la negación del representante legal y del dueño a cancelar lo efectivamente adeudado y en condiciones más dignas que dichas cuotas en 48 pagos. 



Mientras tanto, la empresa continúa trabajando y prestando servicios para la Armada. 



He ahí, entonces, un ejemplo típico, quizás, de miles que se suceden a lo largo del país.



Dado que las entidades estatales no se encargan de vigilar adecuadamente el cumplimiento de la normativa laboral, ahora sí que deberán preocuparse necesariamente de la cuestión, por cuanto dejará de existir ese vacío que tanto daño ha causado a miles de compatriotas. 



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.-  Señor Presidente, creo que este es un gran proyecto. El Senador señor  Letelier ya precisó las materias que aborda.



En la Comisión tuvimos una larga discusión y me parece que, en términos generales, logramos un buen perfeccionamiento de la normativa.



El propósito es que las empresas que proveen de bienes o servicios al Estado cumplan una serie de requisitos de buenas prácticas y, en mi opinión, va a contribuir, precisamente, a que muchas de las que  recurren a esta importante instancia de compra de sus productos y servicios tengan que satisfacer mayores exigencias laborales y sindicales, como se plantea en el texto.



Como ha dicho el Senador señor Letelier, se incorpora un perfeccionamiento que propuso él -es necesario destacar con honestidad a quienes aportan buenas ideas- y que fue acogido, por unanimidad, en la Comisión, tendiente a resolver la compleja situación que afecta a las manipuladoras de alimentos que se desempeñan en establecimientos escolares a lo largo del país. Como se ha indicado, son alrededor de 40 mil trabajadoras las que, por la forma en que se viene licitando tal servicio, se ven imposibilitadas de gozar de estabilidad laboral y de percibir ingresos durante los doce meses del año. En efecto, muchas de ellas, no obstante tener 20, 30 y hasta 40 años de servicio en esta importante actividad -como nos consta a quienes conocemos su realidad en todo el territorio nacional-, no reciben ingresos durante el verano, a raíz de que el Estado financia a las empresas que se adjudican estos servicios solo durante el tiempo en que funciona el sistema de escolaridad.



Por lo tanto, con esta iniciativa el Estado podrá exigir a las empresas que ganen las licitaciones que contraten a dicho personal por los doce meses del año. En virtud de ello, estas personas podrán tener continuidad laboral y disfrutar de los beneficios de una contratación permanente y no de solo diez meses.



Señor Presidente, creo que, en términos generales, el proyecto fue objeto de un perfeccionamiento importante  y que debiéramos tramitarlo con la mayor brevedad para que pronto sea ley. Desde luego, todos los Senadores de la UDI vamos a concurrir con nuestros votos a su aprobación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra. 



Terminada la discusión del proyecto.



Conforme a lo convenido por los Comités, lo votaremos a las 18, porque no tenemos quórum en este momento.

TIPIFICACIÓN DE DELITO DE ROBO DE TAPAS DE ALCANTARILLADO O DE CAUCES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el ilícito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauces, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (4266-07 y 4267-07 refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 68ª, en 14 de noviembre de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es reprimir el robo, el hurto y la receptación de elementos que forman parte de las redes de suministro de servicios públicos o domiciliarios, como los de electricidad, gas, agua, alcantarillado, colectores de agua lluvia, telefonía y otros, así como brindar sustento legal al delito de interrupción de servicios eléctricos.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular a la vez, en virtud del acuerdo de la Sala de 21 de junio pasado, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto.



En la discusión en particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones al articulado de la Cámara de Diputados, todas las cuales fueron resueltas, también, por unanimidad.



El texto del proyecto que la Comisión propone a la Sala se transcribe en las páginas pertinentes de su primer informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, al igual que ocurrió con el Senador señor Prokurica algunas sesiones atrás, me siento absolutamente sorprendido por la forma en que nos relacionamos con la Cámara de Diputados.



La iniciativa que presentamos junto con ese señor Senador -buscaba castigar a quienes fundan, refinen o transformen los materiales robados del sistema eléctrico del país- se encontró con otra similar iniciada en su momento por moción de algunos señores Diputados. Pero el problema es que la otra rama legislativa resolvió que la nuestra fuese archivada.

El señor LONGUEIRA.- ¡Les robaron el proyecto…! 

El señor NÚÑEZ.- Y aquí me encuentro con la novedad de que nosotros hemos aceptado el predicamento de esa Corporación, que decidió archivar un proyecto del Senado aprobado por su Comisión de Minería y por la Sala. Y determinó que había que hacerlo porque en ella se había originado otro de tenor similar.



Entonces, nos hallamos frente a un hecho que nos obligará a modificar la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, porque es de una irracionalidad absoluta. 



Naturalmente, estamos claros de que urge legislar respecto de la materia que aborda el proyecto en debate. Sin embargo, no debe ocurrir que las dos ramas del Parlamento se enfrasquen en latas discusiones, como lo vimos a propósito de la iniciativa sobre el boletín minero. 



A instancias del Senador señor Prokurica, en la Comisión presentamos una iniciativa sobre el particular. Pero a los pocos días se presentó otra con idéntico propósito  en la Cámara de Diputados. 



Entonces, estamos frente a una situación absurda.



Por lo tanto,  pido no tratar todavía el proyecto en análisis y devolverlo a la Comisión respectiva, a fin de que sea estudiado con más detención. No me parece propio que, respecto de este tipo de asuntos, el Senado adopte una manera de proceder distinta de la de la otra Cámara, la que, sin más, decidió archivar la iniciativa patrocinada por nosotros y aprobada por nuestra Corporación, y que, por lo demás, dice relación a la misma materia: receptación de partes robadas desde la red eléctrica.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Entonces, el proyecto quedaría para segunda discusión.

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente? Yo prefiero que vuelva a Comisión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, si efectivamente el Senado despachó un proyecto que fue archivado con posterioridad por la Cámara de Diputados, creo que, antes de tomar una determinación, correspondería investigar el hecho y conversar con esa Corporación. No conozco esa iniciativa. La Comisión no tuvo antecedentes sobre ella cuando estudiamos la que está en debate, que  versa sobre un asunto que, por su gravedad, debe ser resuelto con la mayor urgencia. Por eso prestamos nuestra aprobación  a su texto.



Pero, si había otra similar -no lo recuerdo-, que fue archivada en la otra Cámara, valdría la pena hacer una gestión ante ella antes de tomar una decisión.



En consecuencia, propongo suspender la tramitación de este asunto hasta tener una información de qué pasó en aquella respecto de lo denunciado por el Senador señor Núñez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Otra solución sería rechazar el proyecto para crear una controversia.

El señor LETELIER.- Me parecería mejor, señor Presidente, porque iría a Comisión Mixta.

El señor LARRAÍN.- Pero hay que averiguar primero lo que pasó allá, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En varias oportunidades se ha repetido la situación. Por lo tanto, insisto en que un camino podría ser rechazar el proyecto.

El señor NAVARRO.- Pido la palabra. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, es necesario legislar al respecto, dada la urgencia de terminar con este tipo de prácticas. 



En la tramitación del proyecto en debate han participado todos los actores, incluidos los recicladores. Si lo mandamos de vuelta a la Comisión, tengo la sensación de que eso va a demorar su despacho. Por tanto, lo que procede, a mi juicio, es rechazarlo y dar lugar a la formación de una Comisión Mixta, de manera de darle continuidad.

El señor LETELIER.- ¡Debiera desarchivarse el otro!

El señor NAVARRO.- Así se podría tener a la vista el texto que aprobó el Senado. 



Personalmente, me interesa que esta iniciativa tenga un trámite expedito. Y me parece que su propuesta, señor Presidente, cumple con ese objetivo. Devolverlo a la Comisión, en cambio, lo va a retrasar, quizá por varios meses.

El señor LETELIER.- ¡Rechacémoslo, señor Presidente!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ya vivimos esta situación en otra oportunidad, cuando el Senador señor Orpis dio a conocer que había presentado un proyecto que no se trató. Finalmente, vimos que no tenía las mismas características que el que había aprobado la Sala, el que se despachó sin problemas.



En la Comisión de Constitución no tuvimos conocimiento de la iniciativa del Senador señor Núñez, probablemente porque la archivaron en la Cámara de Diputados y no se devolvió. Pero tengo la impresión de que rechazar esta iniciativa, hallándose en juego una situación que es necesario resolver con prontitud -el robo de cables eléctricos y de tapas, problema denunciado permanentemente en los medios de comunicación-, sería delicado. Por ello, propongo revisar lo que pasó en la Cámara de Diputados con el proyecto del Senado. Pero retrasar el despacho del que está en debate a  consecuencia de esa disputa me parece complejo, más aún tratándose de normas que hemos revisado y discutido, y que es necesario que sean ley a la brevedad.



En mi opinión, la solución consiste en saber qué sucedió con el proyecto del Honorable señor Núñez y hacer la representación que corresponda ante la Cámara de Diputados. Pero no considero conveniente retrasar el despacho del que está en análisis. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no podemos rechazarlo sin comprobar si efectivamente coincide con otro. Debemos tener un buen fundamento en tal sentido.



Demos una semana para su estudio. Yo comprendo el argumento del Senador señor Navarro. También no deseo que se dilate su tramitación. Estoy dispuesto a zanjar el punto. Si el proyecto es semejante a otro, lo rechazaré con bombos y platillos. Pero si no es así, debemos buscar una solución. Nosotros no tuvimos los antecedentes del caso en la Comisión de Constitución. Supongo que esta lo habrá visto en algún minuto, pero yo no lo recuerdo. Está aquí el Secretario de dicho órgano técnico y tampoco tiene memoria de que se haya tratado.



Entonces, sería bueno determinar si estamos hablando de lo mismo, para no incurrir en error.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, propongo que devolvamos la iniciativa a la Comisión de Constitución, donde podremos revisarla de inmediato junto con la del Honorable señor Núñez. Si fueran similares, podremos rechazar aquella en la Sala. Pero lo cierto es que anteriormente demoramos el despacho de un importante proyecto, porque había otro sobre el mismo asunto, y resultó que ambos no tenían relación entre sí.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿es posible volverlo a la Comisión estableciendo un plazo con el objeto de presentar indicaciones? De ese modo, podemos ganar tiempo incorporando algunas ideas. Porque de la sola lectura se desprende que es posible introducir aportes a la propuesta de la Cámara de Diputados.

El señor LARRAÍN.- Para eso, habría que aprobarlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Efectivamente.

El señor LARRAÍN.- Devolvámoslo a la Comisión  para que investigue.

El señor NAVARRO.- Entonces, enviémoslo no más.

El señor NÚÑEZ.- Estoy de acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Podríamos remitirlo por una semana.

El señor NÚÑEZ.- El proyecto que aprobamos en el Senado -presentado por quien habla junto con el Honorable señor Prokurica- versa sobre la misma materia. Por lo tanto, habría que solicitar a la Cámara Baja que lo devuelva.

El señor PROKURICA.- Se debe pedir su desarchivo.

El señor NÚÑEZ.- Esa rama del Parlamento lo archivó, y por la vía de aprobarlo, nosotros también lo aceptamos, lo cual es absurdo. Habría que recuperarlo para los efectos de que la Comisión de Constitución pueda contar con la información del caso.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el proyecto a la Comisión de Constitución.



--Así se acuerda.

REINSCRIPCIÓN DE INMUEBLES EN NUEVOS

 CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde, en seguida, ocuparse del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre reinscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.











--Los antecedentes sobre el proyecto (4670-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez).

En primer trámite, sesión 68ª, en 14 de noviembre de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer que las actuaciones de los titulares de esos registros a que den lugar las reinscripciones que deban practicarse cuando se crea un nuevo oficio conservatorio estarán liberadas del pago de los derechos arancelarios correspondientes.



La Comisión de Constitución discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por ser de artículo único, y le dio su aprobación por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Espina, Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Pizarro. El texto pertinente se transcribe en el informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general y particular, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, anuncio que votaré a favor de la iniciativa. Sin duda, con el correr del tiempo han ido creciendo las ciudades, por lo que se han creado nuevos Conservadores de Bienes Raíces y miles de personas -algunas muy modestas- se han visto obligadas a reinscribir sus propiedades, lo cual les ha significado un alto costo económico, pese a tratarse de una decisión más bien administrativa, la que para nada es de responsabilidad de ellas.



Por lo tanto, me parece que el proyecto viene a dar solución a un problema que, más que resguardar la propiedad pública y el sistema registral, introduce un cambio administrativo que genera un gasto adicional al propietario que ya ha pagado la inscripción original.



Por los motivos expuestos, es menester apoyar esta iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esta moción en verdad surgió de una experiencia bastante dramática ocurrida en la Sexta Región. Esa fue la razón por la que la presenté junto con los Honorables señores Muñoz Aburto y Vásquez. Y estoy seguro de que lo señalado por el Senador  señor Prokurica no es más que parte de la experiencia que él ha vivido. Pero Su Señoría ha sido tal vez un poco más generoso de lo que voy a ser yo en cuanto a las calificaciones.



Ocurre que de buena fe los parlamentarios de períodos anteriores hemos estado de acuerdo con la creación de nuevos Conservadores de Bienes Raíces debido a que las ciudades han crecido y tienen más habitantes. Pero fuimos testigos de un abuso descriteriado -no cabe otro concepto- consistente en presionar a las personas diciéndoles que estaban obligadas a reinscribir su propiedad -en circunstancias de que no era necesario-, porque si no lo hacían la perderían. ¡Es decir, una campaña del terror!



Cuando alguien necesitaba obtener un certificado de dominio vigente, se le presionaba expresándole que debía reinscribir su propiedad; cuando postulaba a un subsidio, a veces se le decía que si no estaba inscrito en la nueva división jurisdiccional no iba a tener derecho a él.



En el caso de la Sexta Región, en los dos nuevos Conservadores de Bienes Raíces -uno de Peralillo y el otro de Litueche-, se generaron abusos que en verdad no hacen más que reflejar un descriterio por parte de los nuevos titulares de ellos, quienes no tienen la vieja escuela.



En esto, debo valorar lo que sucedía en el pasado. La Asociación de Conservadores y Notarios de Chile -me refiero a los de antaño- entiende que esta facultad tan especial de inscribir las propiedades de ciertos territorios en un registro (proveniente de la tradición española),  debe ser de costo -como es natural- del nuevo Conservador y no del propietario, a quien no se le consultó cuando lo cambiaron de jurisdicción. Pero se lo presiona indebidamente para la reinscripción, cuando ni siquiera es necesaria. A menos que desee vender el inmueble, caso en el cual el pago debe asumirlo el comprador y no el vendedor.



Señor Presidente, la iniciativa en estudio no hace más que generar un criterio de justicia con los propietarios, ya que ellos no son responsables de las divisiones jurisdiccionales de los nuevos Conservadores que se puedan crear.



El texto inicialmente propuesto fue modificado en la Comisión para simplificar el concepto de que las actuaciones de los Conservadores a que den lugar las reinscripciones se practiquen sin implicar un desembolso para los dueños de las propiedades. 



Espero que esa redacción incluya todas las acciones en tal sentido y que, desde el momento en que aprobemos la iniciativa, los 
Conservadores de las nuevas jurisdicciones detengan el abuso de cobrar a las familias más pobres y sencillas 80 mil pesos o más. Ello significa, literalmente, "quitar el pan de la boca" a muchas personas modestas, dado el esfuerzo que deben hacer ante la demanda de algunos de aquellos, situación que en verdad es bastante injusta e indigna.



Señor Presidente, deseo agradecer a la Comisión de Constitución por la prontitud con que aprobó el proyecto en debate.



No se encuentra presente en la Sala en este instante el Senador señor Espina, con quien también discutimos la iniciativa. Al principio, él no estaba consciente de cuál era su alcance, pero en verano le tocó vivir en su propia Región este mismo problema y se dio cuenta de que en verdad el proyecto tiene sentido. 



Creo que esta situación nos enfrenta a muchos, porque cuando concordamos en la creación de los nuevos Conservadores no pensamos nunca que se iban a cobrar a los propietarios los costos por reinscribir sus propiedades, ni que los presionarían para ello.



Espero que con la aprobación de este proyecto se dé una señal clara a los Conservadores de Bienes Raíces de las nuevas jurisdicciones de que no deben abusar con la gente sencilla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, vamos a apoyar la rápida tramitación de esta iniciativa. Sin embargo, cada vez que el Congreso apruebe este tipo de iniciativas relacionadas con la extensión del territorio jurisdiccional, deberá tomar en cuenta que quienes ejercen en ella han de tener la restricción que aquí se quiere introducir, que es postampliación.



De haber procedido así, habríamos evitado esta situación que al final juega en contra del Parlamento y, también, de la institucionalidad. 



Así que se trata de una lección que al menos vamos a asimilar y recoger para próximos proyectos de ley.



Por lo tanto –reitero-, votaremos a favor de la iniciativa en aras de su rápida tramitación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se suspenderá la sesión y se reanudará a las 18, a fin de votar dos proyectos cuya discusión ya se efectuó. 

)------------(



--Se suspendió a las 17:40.



--Se reanudó a las 18:2.

)------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúa la sesión.



Corresponde, conforme a lo resuelto por los Comités, efectuar la votación de dos proyectos cuya discusión ya se realizó.

PROTECCIÓN DE TRABAJADORES Y LIBRE COMPETENCIA EN PROVISIÓN DE BIENES Y SERVICIOS AL ESTADO. VOTACIÓN
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En primer lugar, hay que pronunciarse respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.886, asegurando la protección de los trabajadores y la libre competencia en la provisión de bienes y servicios a la Administración del Estado, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general el proyecto; por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.

REINSCRIPCIÓN DE INMUEBLES EN NUEVOS CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES. VOTACIÓN

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En segundo término, debe votarse el proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción de los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.



Si le parece a la Sala, se aprobará la iniciativa.



--Se aprueba en general el proyecto; por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A la señora Directora de la Oficina Nacional de Emergencia, solicitándole FRAZADAS Y COLCHONETAS PARA FAMILIAS DE ZONAS RURALES DE CURACAUTÍN, y a la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, requiriéndole URGENTE APERTURA DE ACCESO CURACAUTÍN-PARQUE NACIONAL CONGUILLÍO (ambos de la Novena Región).



Del señor FREI:



Al señor Ministro de Hacienda, recabándole su opinión acerca de PLANTEAMIENTOS DE “COMANDO PROVINCIAL CONTRA POBREZA JUBILATORIA Y REPARACIÓN DE DAÑO PREVISIONAL, FUNCIONARIOS PÚBLICOS ACTIVOS Y PASIVOS”, DE CAUQUENES. A la señora Ministra de Salud, a fin de que considere NOTA DE CONFENATS ACERCA DE PROYECTO DE LEY SOBRE PROMOCIÓN DE TÉCNICOS PARAMÉDICOS. A la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, solicitándole ACLARACIÓN Y REGULARIZACIÓN DE SITUACIÓN DE SEÑORA LUCINDA MORIS CON COMPAÑÍA DE ELECTRICIDAD "CGE DISTRIBUCIÓN SOCIEDAD ANÓNIMA". Al señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, pidiéndole SOLUCIÓN PARA DON LUIS ALBERTO LEMARI GÓMEZ, DECLARADO MUERTO PRESUNTIVAMENTE. Al Secretario Ministerial de Justicia de la Región del Maule, a fin de requerirle ORIENTACIÓN JUDICIAL PARA SEÑOR ALBERTO VERDUGO VILLARROEL.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de plantearle INVESTIGACIÓN SOBRE MALA CALIDAD DE VIVIENDAS EN VILLA LOS JARDINES DE LA LABRANZA EN TEMUCO (Novena Región).




Del señor NARANJO:

A los señores Director General de la Policía de Investigaciones y Director Nacional de Gendarmería, solicitándoles información acerca de GASTOS INSTITUCIONALES POR ESTADÍA DE ALBERTO FUJIMORI EN CHILE.

)-------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:3.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A  N  E  X  O  S
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN GESTIÓN PÚBLICA

(3562-06)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Título I

DE LAS ASOCIACIONES SIN FINES DE LUCRO
Párrafo 1°

Del derecho de asociación

Artículo 1°.- Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos.


El referido derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales.


Prohíbense las asociaciones contrarias a la moral, al orden público y a la seguridad del Estado.


Las asociaciones no podrán realizar actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática.


Artículo 2°.- Las asociaciones que no tengan fines de lucro y que no estén sometidas a un régimen legal asociativo específico se regirán por la presente ley.


Sin perjuicio de ello, sus normas y principios se aplicarán supletoriamente respecto de los regímenes jurídicos especiales.


Para efectos de esta ley serán consideradas asociaciones sin fines de lucro aquellas que así lo declaren explícitamente, prohibiéndose a los integrantes de dichas entidades cualquier retiro individual o colectivo de ganancias o utilidades que resulten del quehacer propio de ellas.


Artículo 3°.- Es deber del Estado promover y apoyar el asociacionismo.


Los órganos de la Administración del Estado no podrán adoptar medidas que interfieran en la vida interna de las asociaciones, garantizando su plena autonomía.


El Estado, en sus programas, planes y acciones, deberá contemplar iniciativas de fomento de las asociaciones sin fines de lucro garantizando, en los procedimientos de asignación de recursos, la aplicación de criterios técnicos objetivos y de plena transparencia.


Artículo 4º.- Nadie puede ser obligado a constituir una asociación, a integrarse a ella o a permanecer en su seno. La incorporación a éstas es libre, personal y voluntaria, debiendo ajustarse a lo establecido en la legislación vigente y en los estatutos respectivos.


Ninguna ley o disposición de autoridad pública podrá exigir la afiliación a una asociación como requisito para desarrollar una determinada actividad o trabajo, ni la desafiliación para permanecer en éstos.


Artículo 5°.- En cuanto a su régimen interno, las asociaciones ajustarán su funcionamiento a lo establecido en sus Estatutos.


Su organización y funcionamiento deben ser democráticos y con respeto al pluralismo interno.

Párrafo 2°

De las organizaciones sin fines de lucro

Artículo 6°.- Las personas que cumplan con los procedimientos señalados en esta ley, independientemente de los otros medios reconocidos por la legislación vigente, podrán constituir una organización sin fines de lucro.


Para la obtención de personalidad jurídica, estas organizaciones podrán constituirse mediante acuerdo de siete o más personas naturales, que se comprometen a aportar conocimientos, medios o actividades para conseguir fines comunes lícitos, de interés general o particular, y dotándose de los Estatutos que regirán su funcionamiento.


A estas asociaciones les será aplicable, en forma supletoria, lo dispuesto en los artículos 549 al 559 del Código Civil.


Para efectos de esta ley, las denominadas organizaciones no gubernamentales deben entenderse como organizaciones sin fines de lucro.


Artículo 7°.- Las organizaciones sin fines de lucro, sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 2°, podrán contraer todo tipo de obligaciones financieras, administrar proyectos de origen nacional o de cooperación internacional, recibir subvenciones o donaciones, postular a fondos concursables, solicitar créditos, pagar remuneraciones y asignar becas.


Las organizaciones sin fines de lucro responden de sus obligaciones con todos sus bienes presentes y futuros, lo que no se hace extensivo a sus asociados.


Artículo 8°.- Las organizaciones constituidas en conformidad a esta ley podrán darse la estructura que estimen pertinente para la consecución de sus fines. En todo caso, deberán contar con una asamblea y con un órgano directivo.


La asamblea es el órgano supremo de la organización, estará integrada por sus miembros y adoptará sus acuerdos conforme a los estatutos, debiendo reunirse, al menos, una vez al año.


El órgano directivo tendrá por tarea gestionar y representar los intereses de la organización de acuerdo con las disposiciones de la asamblea, pudiendo formar parte de aquél sólo los asociados.


Artículo 9°.- Las organizaciones podrán constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo acuerdo expreso de sus órganos competentes y cumpliendo los requisitos exigidos para su constitución.

Párrafo 3°

De la obtención de personalidad jurídica y de su cancelación

Artículo 10.- El procedimiento común y supletorio para obtener personalidad jurídica por las asociaciones sin fines de lucro será el regulado en este párrafo.


Artículo 11.- La constitución de las asociaciones como organizaciones sin fines de lucro será acordada por los interesados en asamblea que se celebrará, indistintamente, en presencia de un notario público, de un oficial del Registro Civil, o de un funcionario municipal designado para tales efectos por decreto alcaldicio.


En la asamblea constitutiva se aprobarán los estatutos de la organización y se elegirá un órgano directivo provisional. De igual modo, se levantará acta de los acuerdos referidos, en la que deberá incluirse la nómina e individualización de los asistentes y de los documentos en que conste su representación, en su caso.


Los estatutos de las organizaciones constituidas en conformidad a la presente ley deberán contener, a lo menos, las siguientes estipulaciones:


a) Nombre y domicilio de la organización;


b) Finalidades y objetivos;


c) Derechos y obligaciones de sus miembros y dirigentes;


d) Órganos de dirección y de representación y sus respectivas atribuciones;


e) Tipo y número de asambleas que se realizarán durante el año, indicando las materias que en ellas podrán tratarse;


f) Procedimiento y quórum para la reforma de los estatutos y quórum para sesionar y adoptar acuerdos;


g) Normas sobre administración patrimonial y forma de fijar cuotas ordinarias y extraordinarias;


h) Disposiciones y procedimientos que regulen la disciplina, resguardando el debido proceso;


i) Forma de liquidación y destino de los bienes en caso de disolución;


j) Mecanismos y procedimientos de incorporación, y


k) Periodicidad con la que deben elegirse sus dirigentes, la que no podrá exceder de cuatro años, sin perjuicio de que éstos puedan ser reelectos.


Las organizaciones deberán dar cumplimiento permanente a sus finalidades estatutarias. Aquéllas que se constituyan de conformidad a la presente ley podrán acogerse a estatutos tipo que establecerá el Ministerio Secretaría General de Gobierno, mediante decreto supremo.


Artículo 12.- Las organizaciones que se constituyan en conformidad a las normas de la presente ley deberán entregar una copia autorizada del acta de la asamblea constitutiva y de los estatutos, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la asamblea, al Ministerio Secretaría General de Gobierno o a los organismos públicos que éste señale.


No podrá negarse el reconocimiento de la personalidad jurídica a las organizaciones que cumplan con las estipulaciones señaladas en el artículo anterior.


Sin embargo, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la recepción de los documentos, el Ministerio Secretaría General de Gobierno podrá objetar la constitución de la organización, si no se hubiere dado cumplimiento a los requisitos que esta ley establece para su formación y para la aprobación de sus estatutos, todo lo cual será notificado por carta certificada al presidente del órgano directivo provisional de aquélla.


La organización deberá subsanar las observaciones efectuadas dentro del plazo de treinta días, contado desde su notificación. Si así no lo hiciere, la personalidad jurídica caducará por el solo ministerio de la ley y los miembros de la directiva provisional responderán solidariamente por las obligaciones que la organización hubiese contraído en ese lapso.


Transcurrido el plazo establecido en el inciso tercero, sin que el Ministerio hubiere objetado la constitución, la solicitud de inscripción se entenderá aprobada conforme a las normas que regulan el silencio administrativo, previstas en la ley Nº19.880.


Cumplido el procedimiento anterior, el Ministerio Secretaría General de Gobierno procederá a inscribir la organización en el Registro Único de Asociaciones sin Fines de Lucro, conforme a lo establecido en el párrafo 5º de este Título.


Entre los sesenta y noventa días siguientes a la obtención de la personalidad jurídica, la organización deberá convocar a una asamblea extraordinaria, en la que se elegirá a su órgano directivo definitivo.


Artículo 13.- Sin perjuicio de la causal de disolución por voluntad de los asociados, sólo se podrá cancelar la personalidad jurídica u ordenar la suspensión de las actividades de una asociación por resolución fundada de la autoridad competente.


La cancelación de la personalidad jurídica sólo tendrá lugar en los siguientes casos:


a) Cuando sean declaradas ilícitas por ser contrarias a la moral, al orden público o a la seguridad del Estado.


b) Cuando realicen actos contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la sociedad democrática.


c) Por las demás causas previstas en las leyes.


En todo caso, frente al acto administrativo de cancelación de la personalidad jurídica o de suspensión de funciones, las asociaciones podrán entablar los recursos señalados en el capítulo IV de la ley Nº19.880.

Párrafo 4°
De los derechos y deberes de los asociados

Artículo 14.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 11, todo asociado poseerá los siguientes derechos:


a) Participar en las actividades de la organización, en su asamblea y órganos directivos, como asimismo en la fijación de cuotas u otras obligaciones;


b) Ser informado acerca de la composición de los referidos órganos, de sus estados de cuenta y del desarrollo de sus actividades;


c) Ser oído en forma previa a la adopción de medidas disciplinarias en su contra e informado de los hechos que den lugar a éstas; debiendo ser fundado el acuerdo que, en su caso, imponga la sanción, y


d) Impugnar los acuerdos de la organización que estime contrarios a la ley o a los estatutos.


Artículo 15.- Son deberes de los asociados:


a) Compartir las finalidades de la organización y colaborar para la consecución de las mismas;


b) Pagar las cuotas y otros aportes que, con arreglo a los estatutos, puedan corresponder a cada socio;


c) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos de la organización, y


d) Cumplir el resto de las obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias.

Párrafo 5°
Del Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro

Artículo 16.- Existirá un Registro Único de Asociaciones Sin Fines de Lucro, a cargo del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


La asociación interesada podrá requerir del referido Ministerio el otorgamiento de un certificado que dé cuenta de su inscripción en el Registro. Un reglamento determinará las menciones mínimas que deberá contener aquél.


El Ministerio mantendrá el Registro permanentemente actualizado, de modo que sea accesible vía Internet, en forma gratuita y sin exigencia de clave para el ingreso de los usuarios.


El Registro distinguirá la calidad de organización sin fines de lucro y de organización de interés público.


Deberá consignar, además, detalladamente los recursos que toda asociación inscrita en él reciba del Fondo que establece el Título III de esta ley, y de las transferencias a organizaciones sin fines de lucro que sean informadas al Ministerio Secretaría General de Gobierno por otros ministerios y municipalidades.


El reglamento señalará las demás disposiciones relativas a la forma, contenidos y modalidades de la información del Registro que sean indispensables para su correcta y cabal operación.


Artículo 17.- Los representantes de las organizaciones inscritas en el Registro serán responsables de comunicar al Ministerio Secretaría General de Gobierno, o al organismo que éste señale, dentro del plazo de 30 días, toda modificación que se introduzca a sus estatutos, domicilio legal o composición de los órganos directivos.

Título II

DE LAS ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO

Artículo 18.- Establécense las Organizaciones de Interés Público, cuyo estatuto jurídico será regulado por este Título.


Artículo 19.- Las Organizaciones de Interés Público son aquellas personas jurídicas, sin fines de lucro, que tengan como uno de sus fines esenciales la promoción del interés general, mediante la prosecución de objetivos específicos en materia de derechos ciudadanos, asistencia social o de cualquier otra finalidad de bien común y que, cumpliendo con los demás requisitos señalados en este Título, se incorporen al Registro de Organizaciones de Interés Público que al efecto llevará el Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Artículo 20.- Las organizaciones constituidas de conformidad al Título I de esta ley e incorporadas al Registro a que se refiere el artículo 16, que tengan objetivos comprendidos en los fines específicos señalados en el artículo precedente, tendrán el carácter de “interés público” por el solo ministerio de la ley.


También, por el solo ministerio de la ley, las organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a lo previsto en la ley N° 19.418, y las comunidades y asociaciones indígenas reguladas en la ley N° 19.253, tienen el carácter de “interés público” y podrán acceder a los derechos y beneficios que tal condición otorga, desde su incorporación en calidad de Organizaciones de Interés Público al mencionado Registro Único.


Podrán, asimismo, acceder a la calidad de Organización de Interés Público aquellas personas jurídicas, sin fines de lucro, constituidas de conformidad con las disposiciones del Título XXXIII del Libro Primero del Código Civil, que tengan objetivos comprendidos en los fines específicos indicados en el artículo 19 y que sean incorporadas al Registro, en tal calidad.


Artículo 21.- Las Organizaciones de Interés Público no podrán efectuar contribuciones de aquellas señaladas en el Título II de la ley N° 19.884 y en el Título II de la ley N° 19.885.


El incumplimiento de esta prohibición será causal de pérdida de la calidad antes mencionada.


Artículo 22.- Sólo las personas jurídicas registradas de conformidad a este Título podrán usar el rótulo “de interés público”, junto con su nombre, en toda clase de documentos o comunicaciones, y acceder a los demás beneficios económicos, sociales y culturales que les asigne la ley.


Artículo 23.- Sólo podrá denegarse la inscripción en el Registro de Asociaciones sin Fines de Lucro, en calidad de Organizaciones de Interés Público, en los siguientes casos:


a) Cuando no se acredite la vigencia de la personalidad jurídica como organización sin fines de lucro.


b) Cuando los fines u objetivos de la persona jurídica no correspondan a los previstos en este Título.


En todos los casos, la denegación de la inscripción en el Registro será materia de una resolución fundada, la cual podrá ser impugnada mediante los recursos que correspondan conforme a la ley Nº 19.880.


Artículo 24.- Las entidades incorporadas al Registro Único como  Organizaciones de Interés Público tendrán, por este solo hecho, la calidad de potenciales beneficiarias del Fondo que se crea en el Título III de esta ley, pudiendo acceder a sus recursos en la forma y condiciones que en aquél se establecen.


Para mantener esta calidad, las organizaciones incorporadas al Registro deberán acreditar el cumplimiento permanente de sus fines estatutarios, en la forma y con la periodicidad que establezca el reglamento.

Título III

DEL FONDO DE FORTALECIMIENTO DE LAS ASOCIACIONES Y ORGANIZACIONES DE INTERÉS PÚBLICO


Artículo 25.- Establécese el Fondo de Fortalecimiento de las Asociaciones y Organizaciones de Interés Público, en adelante “el Fondo”, el cual podrá ser denominado para todos los efectos como “Fondo para el Desarrollo de la Sociedad Civil”. Éste será administrado por el Consejo Nacional y por los Consejos Regionales, de conformidad con las normas del presente Título.


El Fondo se constituirá con los aportes, ordinarios o extraordinarios, que el Ministerio Secretaría General de Gobierno contemple anualmente en su presupuesto para tales efectos y con los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título. No obstante, también podrá recibir y transferir recursos provenientes de otros organismos del Estado, así como de donaciones y otros aportes que se hagan a título gratuito.


El Fondo tendrá por objeto contribuir al fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público reguladas por el Título II de esta ley.


Los recursos de éste deberán ser destinados al financiamiento de proyectos o programas nacionales y regionales que se ajusten a los fines específicos a que hace referencia el artículo 19.  Anualmente, el Consejo Nacional fijará una cuota nacional y cuotas para cada una de las regiones, sobre la base de los criterios objetivos de distribución que determine mediante resolución fundada.


Con todo, la asignación a la Región Metropolitana no podrá exceder del 50% del total de los recursos transferidos.


Artículo 26.- El Consejo Nacional estará integrado por:


a) El Subsecretario General de Gobierno;


b) El Subsecretario de Hacienda;


c) Seis representantes de las Organizaciones de Interés Público, y


d) Dos representantes del Presidente de la República, con trayectoria en la materia.


Los representantes a que se refiere la letra c) serán elegidos por las Organizaciones de Interés Público inscritas en el Registro mediante el mecanismo que determine el reglamento. Éstos se renovarán cada dos años.


El procedimiento de selección o elección de los representantes de las Organizaciones de Interés Público, que establezca el reglamento, deberá garantizar la participación igualitaria de los distintos tipos de asociaciones que integren el registro y su representación proporcional en el Consejo.


En el proceso de elección de los representantes de la letra c), deberá también seleccionarse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación. En el caso de los representantes de la letra d), el Presidente de la República, en el mismo acto de su nombramiento, les designará un suplente.


El Subsecretario General de Gobierno y el Subsecretario de Hacienda deberán nombrar a sus respectivos suplentes en la primera sesión del Consejo.


El Presidente del Consejo será nombrado por el Presidente de la República de entre las seis personas elegidas por las Organizaciones de Interés Público, a través del mecanismo que determine el reglamento. En caso de ausencia de aquél, lo reemplazará el miembro que, por mayoría simple, determine el Consejo.


El quórum de asistencia y para adoptar decisiones será la mayoría absoluta de sus miembros, quienes deberán inhabilitarse, o podrán ser recusados, respecto de su participación en votaciones para programas en que tengan interés, directo o indirecto.  En dicho caso serán reemplazados por el o los suplentes que procedan.


En caso de empate en las votaciones, el Presidente tendrá voto dirimente.


Los miembros del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales no recibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en los mismos.


Artículo 27.- Los Consejos Regionales estarán integrados por:


a) Seis representantes de las Organizaciones de Interés Público, de cada región, incorporadas al Registro que crea esta ley.


b) El Secretario Regional Ministerial de Gobierno;


c) El Secretario Regional Ministerial de Planificación, y


d) Dos representantes de la sociedad civil, que deberán ser designados por el Consejo Regional del Gobierno Regional respectivo.


El presidente de cada Consejo Regional del Fondo será elegido por los miembros del Consejo Regional del Gobierno Regional respectivo, de entre los seis representantes señalados en la letra a).


En el proceso de elección de los representantes de la letra a), deberá también elegirse al menos a tres miembros suplentes, definiéndose su orden de prelación.


En el caso de los representantes de las letras b), c) y d), sus respectivos suplentes deberán ser presentados en la primera sesión del Consejo.


El reglamento deberá establecer el procedimiento de selección de los representantes de las Organizaciones de Interés Público que deberán formar parte del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales respectivos, debiendo garantizar una participación proporcional de los distintos tipos de asociaciones que integren el Registro a que se refiere la presente ley. Sin embargo, el voto de cada organización será por un solo candidato.


En las restantes materias, los Consejos Regionales estarán sujetos a las regulaciones establecidas para el Consejo Nacional.


Artículo 28.- Al Consejo Nacional le corresponderá:


a) Aprobar los criterios y requisitos para la postulación de proyectos o programas a ser financiados con los recursos del Fondo, sean éstos de ejecución nacional o regional, y adjudicar los proyectos o programas de carácter nacional que postulen anualmente, y


b) Cumplir las demás funciones determinadas por la presente ley y su reglamento.


Por su parte, a los Consejos Regionales les corresponderá:


a) Fijar anualmente, dentro de las normas generales definidas por el Consejo Nacional, criterios y prioridades para la adjudicación de los recursos del Fondo entre proyectos y programas que sean calificados de relevancia para la región;


b) Adjudicar los recursos del Fondo a proyectos o programas de impacto regional, y


c) Cumplir las demás funciones que señala esta ley y su reglamento.


Artículo 29.- Una Secretaría Ejecutiva, radicada en el Ministerio Secretaría General de Gobierno, actuará como soporte técnico para el funcionamiento normal y ordinario del Consejo Nacional, incluyendo la recepción de los proyectos o programas que postulen al Fondo.


En regiones, dicha función será ejercida por la Secretaría Regional Ministerial de Gobierno respectiva.


En la Región Metropolitana, aquélla corresponderá a la Secretaría Ejecutiva del Consejo Nacional.


Los gastos que origine el funcionamiento del Consejo Nacional, de los Consejos Regionales y de las respectivas Secretarías Ejecutivas, se financiarán con cargo al presupuesto del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Artículo 30.- Un reglamento del Ministerio Secretaría General de Gobierno, suscrito además por los Ministros de Hacienda y de Planificación, establecerá el funcionamiento del Fondo, fijando criterios uniformes sobre las modalidades de transferencia y rendición de recursos públicos.


Artículo 31.- Tanto el registro como las resoluciones del Consejo Nacional y de los Consejos Regionales deberán encontrarse a disposición de la Contraloría General de la República, para el efecto de que ésta conozca la asignación y rendición de cuenta de los recursos.

Título IV

DEL ESTATUTO DEL VOLUNTARIADO

Artículo 32.- Para los efectos de la presente ley, se entiende por voluntariado el conjunto de personas que realizan actividades de interés público, no remuneradas, llevadas a cabo de forma libre, sistemática y regular, por alguna de las organizaciones a que se refiere el Título II de esta ley.


La no contraprestación pecuniaria a que se refiere el inciso anterior, es sin perjuicio del derecho al reembolso de los gastos que el desempeño de la actividad voluntaria ocasione.


Artículo 33.- Los derechos y obligaciones que surgen de este estatuto sólo serán exigibles a las Organizaciones de Interés Público que se acrediten como organización de voluntariado.


Al acreditarse como tales, las organizaciones de voluntariado deberán registrar sus programas, en conformidad a lo establecido en este Título.


Artículo 34.- Los voluntarios que participen en una organización  acreditada tienen los siguientes derechos:


a) Participar activamente en la organización donde presten su acción;


b) Recibir la capacitación y formación necesaria para el ejercicio de sus funciones de parte de la organización respectiva, y


c) Recibir la certificación de su condición de voluntario y de la acción realizada.


Artículo 35.- Los voluntarios que participen en una organización acreditada tienen las siguientes obligaciones:


a) Cumplir los compromisos adquiridos con la organización en la que se integren, respetando sus fines;


b)  Rechazar cualquier remuneración por su acción voluntaria allí desarrollada;


c)  Participar en los cursos de capacitación y de formación que otorgue la entidad correspondiente, y


d) Velar por la mantención de  los recursos materiales que ponga a su disposición la organización en la cual preste su acción voluntaria.


Artículo 36.- El Ministerio Secretaría General de Gobierno deberá supervigilar la coordinación de los distintos servicios públicos en la promoción de la acción del voluntariado.


Artículo 37.- La incorporación de los voluntarios a las organizaciones se formalizará en un documento, que deberá contener, como mínimo, las siguientes menciones:


a) El conjunto de derechos y deberes que corresponden a ambas partes, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley;


b) Las funciones y actividades que se compromete a realizar el voluntario;


c) La capacitación que se requiera para el cumplimiento de sus actividades, y


d) La duración del vínculo.  

Título V

DE LA MODIFICACIÓN DE OTROS CUERPOS LEGALES
Párrafo 1°

Modificaciones en la ley N°18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado

Artículo 38.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:


1) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 3°, entre el vocablo “administrativas” y la coma (,) que sigue a éste, la frase “y participación ciudadana en la gestión pública”;


2) Intercálase antes del Título Final, el siguiente Título IV, pasando el actual artículo 69 a ser 76:

“Título IV

De la participación ciudadana en la gestión pública

Artículo 69.- El Estado reconoce a las personas el derecho de participar en sus políticas, planes, programas y acciones.


Contraviene las normas establecidas en este Título toda conducta destinada a excluir o discriminar, sin razón justificada, el ejercicio del derecho de participación ciudadana señalado en el inciso anterior.


Artículo 70.- Cada órgano de la Administración del Estado deberá establecer, en una norma general, las modalidades específicas de participación que tendrán las personas en el ámbito de su competencia.


Artículo 71.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, los órganos de la Administración del Estado deberán poner en conocimiento público información relevante acerca de sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos, asegurando que ésta sea oportuna, completa y ampliamente accesible. Dicha información se publicará en medios electrónicos u otros.


Artículo 72.- Los órganos de la Administración del Estado, anualmente, darán cuenta pública directamente a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones y de su ejecución presupuestaria. Dicha cuenta deberá desarrollarse desconcentradamente, en la forma y plazos que fije la norma establecida en el artículo 70.


En el evento que a dicha cuenta se le formulen observaciones, planteamientos o consultas, la entidad respectiva deberá dar respuesta conforme a la norma mencionada anteriormente.


Artículo 73.- Los órganos de la Administración del Estado, de oficio o a petición de Organizaciones de Interés Público, deberán señalar aquellas materias de interés ciudadano en que se requiera conocer la opinión de las personas, en la forma que señale la norma a que alude el artículo 70.


El proceso señalado en el inciso anterior deberá ser realizado de manera pluralista, ecuánime y representativa.


Las opiniones recogidas deberán ser evaluadas y ponderadas por el órgano respectivo, en la forma que señale la norma de aplicación general.


Artículo 74.- Los órganos de la Administración del Estado deberán establecer Consejos de la Sociedad Civil, de carácter consultivo, que estarán conformados de manera diversa, representativa y pluralista por integrantes de Organizaciones de Interés Público que tengan relación con la competencia del órgano respectivo.


Artículo 75.- Las normas de este Título no serán aplicables a los órganos del Estado señalados en el inciso segundo del artículo 21 de esta ley.


Dichos órganos podrán establecer una normativa especial referida a la participación ciudadana.”.

Párrafo 2°

Modificaciones en la ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades

Artículo 39.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1) Reemplázase en la letra m) del artículo 63 la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil,”.


2) Intercálase en el inciso primero del artículo 67, a continuación de la palabra “concejo”, la frase “y al Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


3) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 75 la palabra “comunales” por la expresión “Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:


i) Intercálase en la letra k), entre la expresión “territorio comunal” y el punto y coma (;) que la sigue, la frase “previo informe escrito del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


ii) Agréganse las siguientes letras n) y ñ):


“n) Pronunciarse, a más tardar el 31 de marzo de cada año, a solicitud del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, sobre las materias de relevancia local que deben ser consultadas a la comunidad por intermedio de esta instancia, como asimismo la forma en que se efectuará dicha consulta, informando de ello a la ciudadanía, y


ñ) Informar a las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional; a las organizaciones de interés público y demás instituciones relevantes en el desarrollo económico, social y cultural de la comuna, cuando éstas así lo requieran, acerca de la marcha y funcionamiento de la municipalidad, de conformidad con los antecedentes que haya proporcionado el alcalde con arreglo al artículo 87.”.


5) Reemplázase en la letra a) del artículo 82 la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


6) Agrégase el siguiente inciso en el artículo 93:
“Con todo, la ordenanza deberá contener una mención de las organizaciones que deben ser consultadas e informadas, como también las fechas o épocas en que habrán de efectuarse tales procesos. Asimismo, describirá los instrumentos y medios a través de los cuales se materializará la participación, entre los que podrán considerarse la elaboración de presupuestos participativos, consultas u otros.”.


7) Sustitúyese el artículo 94 por el siguiente:

“Artículo 94.- En cada municipalidad existirá un Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil.


Éste será elegido por las organizaciones comunitarias de carácter territorial y funcional, y por las organizaciones de interés público de la comuna. Asimismo, y en un porcentaje no superior a la tercera parte del total de sus miembros, podrán integrarse a aquellos representantes de asociaciones gremiales y organizaciones sindicales, o de otras actividades relevantes para el desarrollo económico, social y cultural de la comuna.


Un reglamento, que el alcalde respectivo  someterá a la aprobación del concejo,   determinará  la  integración, organización,  competencia y funcionamiento del  Consejo Comunal de Organizaciones de  la  Sociedad  Civil, como también la  forma  en  que podrá autoconvocarse, cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes. Dicho reglamento podrá ser modificado por los dos tercios de los miembros del Concejo, previo informe del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil.

Los consejeros durarán cuatro años en sus funciones. El Consejo será presidido por el alcalde y, en su ausencia, por el vicepresidente que elija el propio Consejo de entre sus miembros. El secretario municipal desempeñará la función de ministro de fe de dicho organismo.


El secretario municipal y el vicepresidente del Consejo deberán comunicar por escrito a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, con copia al Ministerio Secretaría General de Gobierno, la constitución y nómina de los integrantes del Consejo, así como la renovación de éstos.


Las sesiones del Consejo serán públicas, debiendo consignarse en actas los asuntos abordados en sus reuniones y los acuerdos adoptados en las mismas. El secretario municipal mantendrá en archivo tales actas, así como los originales de la ordenanza de participación ciudadana y del reglamento del Consejo, documentos que serán de carácter público.


El alcalde deberá informar al Consejo acerca de los presupuestos de inversión, del plan comunal de desarrollo y sobre las modificaciones al plan regulador, el que dispondrá de quince días para formular sus observaciones.


Con todo, el  Consejo deberá pronunciarse respecto de la cuenta pública del alcalde, sobre la cobertura y eficiencia de los servicios municipales, así como sobre las materias de relevancia comunal que hayan sido establecidas por el concejo durante el mes de marzo de cada año, y podrá interponer el recurso de reclamación establecido en el Título final de la presente ley.


Asimismo, los consejeros deberán informar a sus respectivas organizaciones, en sesión especialmente convocada al efecto y con la debida anticipación para recibir consultas y opiniones, acerca de la propuesta de presupuesto y del plan comunal de desarrollo, incluyendo el plan de inversiones y las modificaciones al plan regulador, como también sobre cualquier otra materia relevante que les haya presentado el alcalde o el concejo.


Cada municipalidad procurará proporcionar los medios necesarios para el funcionamiento del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil.”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 95:


a) Reemplázase, en sus incisos primero y tercero, la expresión “consejo económico y social comunal” por “Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil”.


b) Elimínase en su inciso tercero la frase “en el artículo 74 y en la letra b) del artículo 75”.


9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 98 por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, cada municipalidad deberá habilitar y mantener en funcionamiento una oficina de informaciones, reclamos y sugerencias abierta a la comunidad. La ordenanza de participación establecerá un procedimiento público para el tratamiento de las presentaciones o reclamos, como asimismo los plazos en que el municipio deberá dar respuesta a ellos, los que, en ningún caso, serán superiores a treinta días, de acuerdo a las disposiciones contenidas en la ley N°19.880.”.


10) Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- El alcalde, con acuerdo del concejo; a requerimiento de los dos tercios de los integrantes en ejercicio del mismo; a solicitud de dos tercios de los integrantes en ejercicio del Consejo Comunal de Organizaciones de la Sociedad Civil, ratificada por los dos tercios de los concejales en ejercicio; o por iniciativa de los ciudadanos inscritos en los registros electorales de la comuna, someterá a plebiscito las materias de administración local relativas a inversiones específicas de desarrollo comunal, la aprobación o modificación del plan comunal de desarrollo, la modificación del plan regulador u otras de interés para la comunidad local, siempre que sean propias de la esfera de competencia municipal, de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos siguientes.”.


11) Sustitúyese en el artículo 100 el guarismo “10%” por “5%”.


12)  Suprímese en el artículo 141 letra b) la expresión “éste o de otros”.


13) Agrégase la siguiente disposición transitoria:


“Artículo 4° transitorio.- La ordenanza a que alude el artículo 93 y el reglamento señalado en el artículo 94 deberán dictarse dentro del plazo de 180 días siguientes a la fecha de publicación de la ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.


Los Consejos Comunales de Organizaciones de la Sociedad Civil, deberán quedar instalados en el plazo de 60 días, contado desde la fecha de publicación del reglamento mencionado en el inciso precedente.”.

Párrafo 3°

Modificaciones en la ley N°19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias

Artículo 40.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N°19.418:


1) Intercálase el siguiente artículo 6°bis:


“Artículo 6º bis.- Las uniones comunales de juntas de vecinos y las uniones comunales de organizaciones comunitarias funcionales podrán agruparse en federaciones y confederaciones de carácter provincial, regional o nacional. Un reglamento del Presidente de la República establecerá el funcionamiento de este tipo de asociaciones, garantizando la debida autonomía en sus distintos niveles de funcionamiento.”.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en su artículo 19:


a) Sustitúyese en su inciso primero la expresión “cinco miembros” por “tres miembros”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto: “No podrán ser parte del directorio de las organizaciones comunitarias territoriales y funcionales los alcaldes, los concejales y los funcionarios municipales que ejerzan cargos de jefatura administrativa en la respectiva municipalidad, mientras dure su mandato.”.


3) Agrégase al inciso final del artículo 45 la siguiente frase: “El concejo deberá cuidar que dicho reglamento establezca condiciones uniformes, no discriminatorias y transparentes en el procedimiento de asignación, así como reglas de inhabilidad que eviten los conflictos de intereses y aseguren condiciones objetivas de imparcialidad.”.

Párrafo 4°

Modificaciones a leyes sobre organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno

Artículo 41.- Incorpórase la siguiente letra i) en el artículo 2° de la ley N°19.032, que reorganiza el Ministerio Secretaría General de Gobierno:


“i) Dar cuenta anualmente sobre la participación ciudadana en la gestión pública, para lo cual deberá establecer los mecanismos de coordinación pertinentes.”.


Artículo 42.- Reemplázase el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, de 1992, que modifica la organización del Ministerio Secretaría General de Gobierno, por el siguiente:


“Artículo 3°.- Corresponderá, especialmente, a la División de Organizaciones Sociales:


a) Contribuir a hacer más eficientes los mecanismos de vinculación, interlocución y comunicación entre el gobierno y las organizaciones sociales, favoreciendo el asociativismo y el fortalecimiento de la sociedad civil.



b) Promover la participación de la ciudadanía en la gestión de las políticas públicas.


c) Coordinar, por los medios pertinentes, la labor del Ministerio señalada en la letra i) del artículo 2° de la ley N°19.032.”.


Artículo Transitorio.- Los ministerios y servicios referidos en el Título IV de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, deberán dictar la respectiva norma de aplicación general  a que se refiere su artículo 70, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.”. 

***


Hago presente a V.E. que los artículos 11, 25, 26, 27, 28, 29, 31, 38 y 39 del proyecto fueron aprobados en general con el voto a favor de 101 Diputados, de 119 en ejercicio; en tanto que en particular, lo fueron con el voto a favor de 87 Diputados. Con igual votación se aprobó en particular el artículo 94, incorporado en el segundo trámite reglamentario, en ambos casos de 117 Diputados en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):PATRICIO WALKER PRIETO, Presidente de la Cámara de Diputados.- ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Prosecretario de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALVEAR, QUE DA CARÁCTER DE IRRENUNCIABLES A EXCEDENTES DE COTIZACIÓN DE SALUD EN ISAPRES

(4423-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de presentaros su segundo informe, recaído en el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de la Honorable Senadora señora Alvear.


El proyecto ingresó al Senado el 16 de agosto de 2006.


Fue aprobado en general por la Sala el día 4 de septiembre de 2007, oportunidad en la que acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta las 12 horas del día 1 de octubre del año en curso. 

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrieron, además de sus integrantes, especialmente invitadas por la Comisión, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Alan Mgrulasky y el asesor jurídico, señor Eduardo Álvarez.


 De la Superintendencia de Salud: el Superintendente, señor Manuel Inostroza, y el Fiscal, señor Ulises Nancuante.

El asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Marcelo Drago.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No tiene. 

- - -





Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones:  Ninguno.





II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Ninguna.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: La N° 3.





IV.- Indicaciones rechazadas: Las N°s 1 y 2.




V.- Indicaciones retiradas: No hay.




VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

ARTÍCULO ÚNICO

El proyecto aprobado en general por el Senado dispone, en un artículo único, modificar la ley Nº 18.933, intercalando en su artículo 32 bis, un nuevo inciso tercero, del siguiente tenor:


“Los excedentes serán irrenunciables y no será posible pactar de modo ni en momento alguno su renuncia, aun cuando se ofrezca, a cambio, una determinada cobertura adicional en el plan de salud. Cualquier estipulación en contrario, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.

El proyecto fue objeto de tres indicaciones, todas las cuales proponen sustituir el texto aprobado en general por otro.


Previo a la consideración de las indicaciones, el señor Presidente de la Comisión le ofreció el uso de la palabra al señor Superintendente, señor Manuel Inostroza, quien recordó que un excedente es la diferencia positiva producida entre la cotización mínima de salud, correspondiente a un 7%, con tope legal de 4,2UF, y el precio del plan contratado, el cual debe ser mayor o igual al 90% de la cotización legal al momento de celebrarse el contrato de salud.

Señaló que se abre una cuenta de excedentes cada vez que respecto de un afiliado se produjeren excedentes de cotización en los términos señalados en la definición. Una vez constituida la cuenta se le agregan los excedentes mensualmente generados más los reajustes e intereses y se le deducen las comisiones y los usos.


También recordó que al cambiarse el afiliado a otra Isapre o a Fonasa, el saldo debe ser traspasado a la nueva institución cuando éste sea superior a 0,019 UF. Lo señalado es sin perjuicio que el saldo existente debe ser traspasado en su totalidad cuando así lo solicite el afiliado, por cualquier medio escrito. 

En relación a las ganancias por mantención de saldos, indicó que estos son interés corriente, el mismo cobrado por los bancos y sociedades financieras establecidas en Chile, para operaciones reajustables en moneda nacional, y los reajuste por IPC.

Precisó que los costos por mantención de excedentes corresponden a una comisión mensual, cuyo máximo lo fija la Superintendencia semestralmente.

También señaló que los usos autorizados por ley para los excedentes son para cubrir cotizaciones en caso de cesantía y al pensionarse, copagos y prestaciones de salud no cubiertas por el contrato, y cotizaciones adicionales voluntarias.


Luego se refrió a los excedentes acumulados y cotizantes sin renuncia, basado en datos reales de personas que no han renunciado a sus excedentes.

Excedentes Acumulados Cotizantes sin renuncia

En millones de $ de junio 2007


[image: image15.emf]Ene-02 Ene-03 Ene-04 Ene-05 Ene-06 Ene-07

Dic-02 Dic-03 Dic-04 Dic-05 Dic-06 Jun-07

Excedentes acumulados $ 9.389 $ 7.885 $ 7.901 $ 7.708 $ 10.502 $ 12.352

Excedentes generados $ 6.490 $ 5.678 $ 6.825 $ 9.667 $ 9.952 $ 6.130

Traspasos de otras isapres $ 220 $ 115 $ 239 $ 282 $ 594 $ 253

Reajustes $ 941 $ 311 $ 465 $ 763 $ 639 $ 470

Intereses $ 159 $ 109 $ 168 $ 251 $ 485 $ 229

Comisiones $ 811 $ 323 $ 225 $ 272 $ 306 $ 146

Usos $ 7.284 $ 5.133 $ 5.768 $ 7.390 $ 8.280 $ 4.723

Traspasos a otras isapres $ 333 $ 217 $ 292 $ 352 $ 852 $ 793

Saldo Final $ 8.770 $ 8.424 $ 9.311 $ 10.657 $ 12.733 $ 13.772

(*) Incluye cuentas superiores a 0,05 UF.



Este gráfico demuestra que, en general, todos los años se utilizan un poco menos de los excedentes que se generan por parte de los usuarios.  Al respecto destacó las cifras correspondientes al período enero a junio del último año, en el cual se han generado $ 6.130 millones en excedentes y los afiliados han usado $ 4.723 millones. Una consecuencia de ello es que cada año el saldo inicial ha ido subiendo, llegando el último período a $ 12.452 millones.


Luego, explicó que habían simulado cómo sería esta situación para los que renunciaron a los excedentes, ya sea que lo hayan hecho en forma voluntaria o involuntariamente, en los casos en que los planes no contemplen la posibilidad de renunciar a tales excedentes.

Simulación de Excedentes Acumulados

En millones de $ de junio 2007
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Ante una consulta del Honorable Senador señor Ominami sobre la frecuencia de una renuncia no voluntaria, el señor Superintendente mostró la siguiente gráfica:

Cotizantes con y sin Renuncia de Excedentes
Junio de 2007

[image: image4]

Destacó que en muchas de las Isapres el porcentaje de los afiliados que renuncia a los excedentes supera el 80%, como son Colmena Golden Cross, Vida Tres, Ferrosalud, Más Vida, Isapre Banmédica y Consalud. También indica que las mismas no venden planes que no permitan renunciar a los excedentes.


Agregó que las demás Isapres no estarían infringiendo la ley al ofrecer un plan de salud que no considere la posibilidad de renunciar a los excedentes, y es precisamente por este motivo que el proyecto de ley adquiere sentido, al declarar irrenunciables los excedentes.


Luego se refirió al uso de los excedentes por parte de los afiliados, de acuerdo a los usos que la ley autoriza. Al respecto, el señor Superintendente exhibió al siguiente gráfico:

USO DE EXCEDENTES

[image: image5]

Explicó que el 47,2% de los excedentes la gente los utiliza en copagos de su propio plan de salud. Un 44,5% se destina a prestaciones no cubiertas, es decir, aquéllas que no están en el arancel FONASA ni en el obligatorio por ley.  Finalmente, el porcentaje restante se divide entre los destinados a la cotización de períodos de cesantía (3,7%) y cotización adicional voluntaria (4,6%).

- - -


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, es para reemplazar el artículo único por el siguiente:


“Artículo único.- Modifícase el artículo 32 bis de la ley Nº 18.933 en los siguientes términos:


1º En su inciso primero, agrégase una coma (,) después de la palabra “afiliado”, incorporando a continuación la expresión “e inembargables”.


2º En su inciso tercero, elimínase la expresión “, a menos que el cotizante renuncie a ella y prepacte con la Institución de Salud Previsional que los eventuales excedentes que se produzcan durante la respectiva anualidad sean destinados a financiar un plan de salud que otorgue mayores beneficios.”.


3º En su inciso octavo, agrégase una coma (,) después de la palabra “anualidad”, introduciéndose a continuación la siguiente oración: “y a la cual deberá agregar, en su caso, la individualización de aquellas prestaciones y beneficios de salud adicionales que la Institución ofrezca por la renuncia del valor acumulado.”.


4º Agrégase como nuevo inciso once el siguiente: “En caso alguno las Instituciones podrán condicionar la vigencia de un plan, prestación o beneficio de Salud, a que el cotizante disponga de una determinada forma de los excedentes de su propiedad.”.


5º
Agrégase como nuevo inciso doce el siguiente: “Si en atención al monto de los excedentes de un afiliado los gastos de mantención de apertura y mantención de una cuenta individual de excedentes sean extremadamente onerosos, éstos podrán ser depositados y administrados en una cuenta general de excedentes con que cuente la Institución para tales efectos, bajo los supuestos y en los términos que establezca para tal efecto la Superintendencia. Los gastos de mantención de esta cuenta se distribuirán entre los respectivos afilados a prorrata de valor de sus excedentes depositados en ella.  En este caso, toda referencia realizada por la ley a la cuenta de excedentes del afiliado se entenderá hecha respecto de aquellos valores que se hayan depositado en la cuenta general referida y que correspondan a los excedentes de su propiedad, más los reajustes e intereses legales.”.”.


En los fundamentos de su indicación, el Honorable Senador señor Horvath señala que existe acuerdo generalizado en cuanto a que la posibilidad que los cotizantes puedan renunciar anticipadamente a sus excedentes futuros ha generado una situación de abuso, ya que las ISAPRES en la práctica exigen a los afiliados pactar tal renuncia como condición para acceder a ciertos beneficios. 

Es más, en ciertos casos la permanencia de los afiliados depende en el hecho de tal renuncia, a lo que se debe sumar el beneficio económico para las ISAPRES derivado de la circunstancia que por la vía de los excedentes cuentan  con recursos que les permiten beneficiar el ejercicio de su giro, ya que acceden a importantes sumas de dinero más allá de las cotizaciones regulares pactadas, sin necesidad de concurrir a la banca ni otorgar algún tipo de garantías. 


Sin embargo, el sólo establecer sin más la irrenunciabilidad de los excedentes, como lo hace el texto del proyecto en su redacción original, no es suficiente. Resulta más conveniente para el afiliado establecer, por una parte, la irrenunciabilidad anticipada de tales excedentes, pero también por la otra definir expresamente que las ISAPRES deben informar anualmente acerca del monto de los mismos, y ofrecer, en caso que lo consideren pertinente, determinados beneficios concretos a cambio de que el afiliado renuncie a tales excedentes, cuyo monto es conocido por él.


De esta forma se evitan los abusos, además de permitirle al afiliado poder decidir sobre acceder a ciertos beneficios adicionales de manera informada, a cambio de excedentes cuyo valor se encuentra perfectamente determinado. 


Una de las discusiones más relevantes generadas a partir de este proyecto es aquella relativa a la situación de quienes tienen excedentes por montos pequeños, lo que determina que los costos de apertura y mantención de una cuenta de excedentes individual sean muy altos, lo que no sólo perjudica a las ISAPRES, sino que principalmente al cotizante. 

Para enfrentar tal situación, la indicación propone permitir que esos excedentes de valor reducido sean depositados en una cuenta general o común que tenga cada ISAPRE para tal efecto, debiendo la Superintendencia establecer las normas específicas que regulen los casos en que se consideren  como excesivos tales costos de apertura y administración, además de fijar un marco reglamentario para su funcionamiento.


Respecto de los costos señalados y la forma que se repartirán entre cada uno de los cotizantes cuyos excedentes estén depositados en la respectiva cuenta general o común, estima conveniente establecer por ley que estos se distribuyan a prorrata de los valores que cada uno de ellos tengan en dicha cuenta.


Por último, y a fin de no dejar espacio a ningún tipo de interpretación que pueda afectar a los afiliados, propone establecer expresamente que en caso alguno las Instituciones podrán condicionar la vigencia de un plan, prestación o beneficio de Salud, a cambio que el cotizante disponga de una determinada forma de los excedentes de su propiedad.


--La Comisión rechazó esta indicación por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Girardi y Ominami, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Kuschel. (Rechazada) (3 en contra x 2 abstenciones).


La indicación número 2 fue presentada por los Honorables Senadores señores Bianchi y Kuschel, para sustituir el artículo único aprobado en general por el Senado por el siguiente:


“Artículo único.- Incorpóranse los siguientes incisos cuarto a séptimo nuevos al artículo 188 del DFL Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, pasando los actuales incisos cuarto a décimo a ser incisos octavo a décimo cuarto, respectivamente:


"En caso que se renuncien los excedentes, los mayores beneficios a que se refiere el inciso precedente podrán valorarse y destinarse a una o más de las siguientes prestaciones:


a) Aumento del límite anual por beneficiario.


b) Aumento de la cobertura en medicamentos.


c) Aumento del límite anual en medicamentos.


d) Aumento de la cobertura en prestaciones determinadas, hospitalarias o ambulatorias.


e) Aumento de los límites anuales en prestaciones determinadas, hospitalarias o ambulatorias.


f) Cobertura de cotizaciones por un período determinado en caso de cesantía o muerte del titular.


g) Acceso a sistemas de asistencia médica a distancia, y


h) Acceso a sistemas de cobertura internacional.


No se podrá condicionar la suscripción del contrato de salud previsional por parte de la ISAPRE a la renuncia de los excedentes, sin perjuicio de los beneficios adicionales que se financien con ella de acuerdo a lo dispuesto en los dos incisos precedentes.


Al cumplir su anualidad, todo titular de un contrato de salud previsional que haya renunciado a los excedentes, podrá solicitar en las oficinas de la respectiva ISAPRE que se le indique el monto total al que ellos habrían ascendido durante el respectivo período. La ISAPRE podrá dar cumplimiento a la solicitud entregando un documento impreso en la misma oficina o remitiendo la información por medios electrónicos.


Para todos los efectos, se entenderá que aquellos afiliados cuya cotización de salud sea superior al límite de cotización exenta señalada en el artículo 187, no generan excedentes y, en consecuencia, no se les aplican las normas contenidas en los incisos precedentes.”.”.


--La Comisión rechazó esta indicación por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Girardi y Ominami; uno a favor, del Honorable Senador señor Kuschel, y una abstención, de la Honorable Senadora señora Matthei. (Rechazada) (3 en contra x 1 a favor y 1 abstención).



Finalmente, la indicación número 3, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide, también propone reemplazar el artículo único por otro, del siguiente tenor:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al DFL Nº 1, de 2005:


1. Reemplázase el inciso primero del artículo 188 del DFL Nº 1, de 2005, por el siguiente:


“Toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio de las Garantías Explícitas en Salud y el precio del plan convenido, en los términos a que se refiere el inciso siguiente, esos excedentes serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la Institución deberá abrir a favor del afiliado, aumentando la masa hereditaria en el evento de fallecimiento. El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para el efecto de destinarlos a financiar los beneficios adicionales de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley. Cualquier estipulación en contrario a lo señalado, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.


2. Suprímese el inciso tercero del artículo 188.


3. Intercálase, en el inciso cuarto actual, que ha pasado a ser inciso tercero, a continuación del numeral 3, un nuevo numeral 4, modificándose la numeración correlativa:


“4.- Para pagar las cuotas de los préstamos de salud que la Institución de Salud Previsional le hubiese otorgado al afiliado;”.


4. En el inciso sexto actual, que ha pasado a ser quinto, suprímase la frase “o en sucesivas adecuaciones anuales”.


5. En el inciso sexto actual, que ha pasado a ser inciso quinto, intercálase, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso que las sucesivas adecuaciones anuales, el monto de los excedentes a destinar a la cuenta corriente individual superen el referido 10%, la ISAPRE estará obligada a ofrecer al afiliado un plan de salud alternativo cuyo precio más se aproxime al plan actualmente convenido; en ningún caso, el afiliado estará obligado a suscribir el plan de salud alternativo.”.


6. Reemplázase, en el inciso octavo actual que ha pasado a ser inciso séptimo, el guarismo “60” por “90”.


7. Sustitúyase, en el actual inciso final, todo lo que sigue al punto seguido (.) por lo siguiente:


“Si el interesado, a partir de ese momento, no se incorpora a una nueva Institución de Salud Previsional, los haberes existentes a su favor deberán:


1)
Ser traspasados a su cuenta de capitalización individual de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que pertenezca o,


2)
Serle entregados a él cuando pertenezca al régimen que administra el Instituto de Normalización Previsional, ya sea como imponente o pensionado; o bien, cuando ya se encuentre pensionado por el nuevo régimen de pensiones.”.


8. Agrégase, en el artículo 203, el siguiente inciso final, nuevo:


“Los beneficiarios de este artículo no podrán hacer uso de los recursos acumulados en la cuenta corriente a que se refiere el artículo 188, los que sólo podrán ser dispuestos por los herederos del cotizante.”.”.


La Honorable Senadora señor Alvear explicó el sentido de los distintos puntos de su indicación, señalando que, junto con mejorar el texto del proyecto original, recoge planteamientos y observaciones de la discusión general.


En relación al punto N° 1, indicó que el sentido del nuevo inciso primero propuesto es corregir los siguientes dos aspectos:


1.- Hoy en día no existe compatibilidad entre la definición de excedentes con el precio de las Garantías Explícitas en Salud, por lo que una persona bien podría generar excedentes y, al mismo tiempo, adeudar el precio de las GES. La definición legal de excedente asocia la cotización para salud con el precio del plan de salud, pero nada dice con el precio de las GES.


Con esta corrección, se propone incorporar ese concepto, de modo que los excedentes sólo operen si se han pagado los dos precios obligatorios, es decir, el plan de salud y las GES.


2.- En cuanto a la renuncia en planes grupales, señaló que con la indicación se aclara que se mantiene la posibilidad de renuncia a los excedentes en el caso de los planes grupales, pues en ellos se plasma el principio de la solidaridad, ya que los que ganan más permiten financiar mejores prestaciones a los que ganan menos.


En cuanto al punto N° 2 de su indicación, para suprimir el inciso tercero del artículo 188 mencionado, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que se funda en que sus elementos quedaron mejor definidos en el inciso primero nuevo que se propone en el número anterior. De este modo se aclara que la regla general es el carácter irrenunciable de los excedentes, salvo en el caso de los planes grupales.


Luego, señaló que el N° 3 de su indicación persigue ampliar los posibles usos de los excedentes, en este caso, para pagar cuotas de los préstamos de salud que la institución de salud previsional le hubiese otorgado al afiliado.


Respecto del N° 4 que suprime la frase “o en sucesivas adecuaciones anuales”, en el inciso sexto actual, que pasa a ser quinto, y del N° 5, que intercala, a continuación del punto seguido, una norma según la cual, en caso que las sucesivas adecuaciones anuales, el monto de los excedentes a destinar a la cuenta corriente individual superen el referido 10%, la ISAPRE estará obligada a ofrecer al afiliado un plan de salud alternativo cuyo precio más se aproxime al plan actualmente convenido, y que, en ningún caso, el afiliado estará obligado a suscribir el plan de salud alternativo, la Honorable Senadora Alvear hizo presente que mantiene la regla del 10%, y si el excedente es mayor al 10 % en un período determinado, debe cambiarse de plan, pero nada se dice respecto de la cobertura del nuevo plan y puede ocurrir que el nuevo plan que se le ofrezca tenga menor cobertura. Por ello, se propone obligar a la Isapre a ofrecer un nuevo plan, pero que sea facultativo para el afiliado aceptarlo o no.


En relación al N° 6, que reemplaza, en el inciso octavo actual, el guarismo “60” por “90”, la Honorable Senadora señora Alvear señaló que su finalidad es superar un error menor, toda vez que a la fecha de publicación de la ley que reguló los excedentes, existía un plazo de 60 días para enviar la carta de adecuación de los contratos de salud.  El año 2005 ese plazo se amplió a 90 días, por lo que el inciso octavo quedó desfasado y, por lo tanto, lo que corresponde es superar tal situación.


Sobre el particular, el señor Fiscal de la Superintendencia de Salud, señor Ulises Nancuante, concordando con la finalidad de este punto de la indicación, hizo presente la conveniencia de reemplazar “60 días” por “tres meses” para que sea concordante con lo dispuesto en el artículo 197 de la ley.


Luego, la Honorable  Senadora señora Alvear indicó que el N° 7 propone sustituir, en el actual inciso final, todo lo que sigue al punto seguido, para incorporar una norma que regule el destino de los excedentes cuando la persona se cambia a Fonasa. La indicación propone que si el interesado no se incorpora a una nueva Institución de Salud Previsional, los haberes existentes a su favor deberán ser traspasados a su cuenta de capitalización individual de la Administradora de Fondos de Pensiones a la que pertenezca o entregados a él cuando pertenezca al régimen   que   administra   el   Instituto  de Normalización Previsional, ya sea 

como imponente o pensionado; o bien, cuando ya se encuentre pensionado por el nuevo régimen de pensiones.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que este punto aborda materias previsionales, que la Constitución Política de la República reserva a la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, por lo que manifestó estar de acuerdo en que este aspecto de la indicación no fuese acogida.


Sin perjuicio de lo anterior, solicitó al señor Presidente recabar el acuerdo de la Comisión para remitir un oficio al Ejecutivo para que tenga a bien hacer suyo este planteamiento.


La Comisión acordó remitir el oficio solicitado, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Girardi y Ominami.


Finalmente, el N° 8 agrega un inciso final, nuevo, al artículo 203, disponiendo que los beneficiarios de este artículo no podrán hacer uso de los recursos acumulados en la cuenta corriente a que se refiere el artículo 188, los que sólo podrán ser dispuestos por los herederos del cotizante. La finalidad de este punto de su indicación no es otro que dejar claramente establecido que los excedentes van a los herederos en caso de fallecimiento.


--La Comisión aprobó esta indicación, con modificaciones, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Girardi y Ominami, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Kuschel. (Mayoría) (3 a favor x 2 abstenciones).
- - -
MODIFICACIONES:


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Salud tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO ÚNICO

- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469:


A) En el artículo 188:


1. Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 188.- Toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio de las Garantías Explícitas en Salud y el precio del plan convenido, en los términos a que se refiere el inciso siguiente, esos excedentes serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la Institución deberá abrir a favor del afiliado, aumentando la masa hereditaria en el evento de fallecimiento. El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para el efecto de destinarlos a financiar los beneficios adicionales de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley. Cualquier estipulación en contrario a lo señalado, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.


2. Suprímese el inciso tercero.


3. Intercálase, en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso tercero, a continuación del numeral 3, un nuevo numeral 4, modificándose la numeración correlativa:


“4.- Para pagar las cuotas de los préstamos de salud que la Institución de Salud Previsional le hubiese otorgado al afiliado;”.


4. En el inciso sexto, que pasa a ser inciso quinto, suprímese la frase “o en sus sucesivas adecuaciones anuales” e intercálese, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de que en las sucesivas adecuaciones anuales, el monto de los excedentes a destinar a la cuenta corriente individual superen el referido 10%, la ISAPRE estará obligada a ofrecer al afiliado un plan de salud alternativo cuyo precio más se aproxime al plan actualmente convenido; en ningún caso, el afiliado estará obligado a suscribir el plan de salud alternativo.”.


5. Reemplázase, en el inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, el guarismo “60” por “tres meses”.


B) En el artículo 203, agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los beneficiarios de este artículo no podrán hacer uso de los recursos acumulados en la cuenta corriente a que se refiere el artículo 188, los que sólo podrán ser dispuestos por los herederos del cotizante.”.”.

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N°s 18.933 y 18.469:


A) En el artículo 188:


1. Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 188.- Toda vez que se produjeren excedentes de la cotización legal en relación con el precio de las Garantías Explícitas en Salud y el precio del plan convenido, en los términos a que se refiere el inciso siguiente, esos excedentes serán de propiedad del afiliado, inembargables e incrementarán una cuenta corriente individual que la Institución deberá abrir a favor del afiliado, aumentando la masa hereditaria en el evento de fallecimiento. El afiliado sólo podrá renunciar a ellos para el efecto de destinarlos a financiar los beneficios adicionales de los contratos que se celebren conforme al artículo 200 de esta ley. Cualquier estipulación en contrario a lo señalado, establecida en el contrato de salud previsional, se tendrá por no escrita.”.


2. Suprímese el inciso tercero.


3. Intercálase, en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso tercero, a continuación del numeral 3, un nuevo numeral 4, modificándose la numeración correlativa:


“4.- Para pagar las cuotas de los préstamos de salud que la Institución de Salud Previsional le hubiese otorgado al afiliado;”.


4. En el inciso sexto, que pasa a ser inciso quinto, suprímese la frase “o en sus sucesivas adecuaciones anuales” e intercálese, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración: “En caso de que en las sucesivas adecuaciones anuales, el monto de los excedentes a destinar a la cuenta corriente individual superen el referido 10%, la ISAPRE estará obligada a ofrecer al afiliado un plan de salud alternativo cuyo precio más se aproxime al plan actualmente convenido; en ningún caso, el afiliado estará obligado a suscribir el plan de salud alternativo.”.


5. Reemplázase, en el inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, el guarismo “60” por “tres meses”.


B) En el artículo 203, agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Los beneficiarios de este artículo no podrán hacer uso de los recursos acumulados en la cuenta corriente a que se refiere el artículo 188, los que sólo podrán ser dispuestos por los herederos del cotizante.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada 9 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavin (Presidente), señoras Soledad Alvear Valenzuela y Evelyn Matthei Fornet y señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Carlos Ominami Pascual.

- - -


Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LETELIER, LA HONORABLE SENADORA ALVEAR Y LOS HONORABLES SENADORES ALLAMAND Y MUÑOZ ABURTO, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO EN LO REFERENTE A JORNADA DE TRABAJO DE CHOFERES Y AUXILIARES DE LOCOMOCIÓN COLECTIVA RURAL

(5156-13)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel, señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Allamand Zavala y Pedro Muñoz Aburto.


A una o más de las sesiones en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Trabajo, señor Osvaldo Andrade, acompañado por su asesor legislativo, señor Francisco Del Río, y por su asesor jurídico, señor Cristián Pumarino; el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, acompañado de su asesor, señor Ariel Rossel, y de la Dirección del Trabajo, el Jefe de Fiscalización, señor Cristián Melis.


Asimismo, concurrieron especialmente invitadas a exponer sus puntos de vista sobre el proyecto de ley en informe, las entidades que se indican a continuación, representadas del siguiente modo:


- La Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile, encabezada por su Presidente, señor Andrés Ovalle, acompañado por el Secretario General, señor Ramón Morras, el Director Nacional, señor Juan Araya, y el abogado asesor, señor Carlos Boada.


- La Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Trabajadores del Transporte Terrestre y Afines (CONATRACH), representada por el abogado, señor Omar Pizarro, el Tesorero Nacional, señor Víctor Quevedo, el dirigente del Sindicato Nacional, señor Juan Millachez, el Presidente Regional, señor Ramón Becerra, el delegado, señor José Figueroa, y el señor Manuel Morales.


- La Federación Nacional de Sindicatos de Conductores de Buses, Camiones, Actividades Afines y Conexas de Chile (FENASICOCH), por intermedio de su Presidente, señor José Sandoval, acompañado por el Secretario General, señor Juan Ibáñez, y el Tesorero, señor Sabino Pasten. 

- La Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interurbano, Interregional e Internacional de Chile (FENABUS), encabezada por su Presidente, señor Marcos Carter, acompañado por el Tesorero, señor Oscar Barros, y el abogado, señor Antonio Rodríguez. 

- La Asociación de Buses de la Provincia de Curicó A.G. (ASOBUS), mediante su Presidente, señor Osvaldo Yánez, junto al Director, señor Pablo Oyarzún, el Coordinador, señor José Cervela, y el asesor legal, señor Marcos Santelices. 

- La Confederación Nacional de Transporte de Regiones (CONABUS), por intermedio de su Presidente, señor José Muñoz, acompañado por el Secretario Regional de la VII Región, señor Luis Araya, el Presidente del Sindicato Rancagua, señor Luis Soto, y los abogados asesores, señores Jorge Ibarra y Wladimir Román.

- La Federación de Transportes de la Provincia de Talagante, representada por el señor Víctor Fuentealba.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: ninguno.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: no hay.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: números 1 y 3.

4.-
Indicaciones rechazadas: ninguna.

5.-
Indicaciones retiradas: 2, 4 y 5.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: no hay.

- - -


Previo a la discusión en particular del proyecto, en sesión celebrada con fecha 8 de agosto de 2007, la Comisión escuchó a diversas organizaciones del sector del transporte, tanto de carga como de pasajeros, representativas de empleadores y trabajadores, las cuales expusieron sus opiniones en torno al proyecto de ley en análisis. 


Se deja constancia de que todos los documentos acompañados por quienes concurrieron invitados a la Comisión, fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la misma, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


En primer término, presentaron sus planteamientos las entidades vinculadas al transporte de carga terrestre.


Iniciando la ronda de exposiciones, intervino el señor Presidente de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile, quien manifestó que, en términos generales, la entidad a la que representa comparte la iniciativa legal en estudio y las modificaciones propuestas por el Ejecutivo para su perfeccionamiento. 


Al respecto señaló que, por ejemplo, coincide con la propuesta de separar la jornada ordinaria de trabajo de 180 horas mensuales, de los tiempos de espera, los que son concebidos como una jornada especial, no imputable a aquélla, con un tope máximo de 88 horas al mes, y remuneradas en base a la proporción de 1,5 ingresos mínimos mensuales. Lo  anterior, apuntó, podría significar para los conductores un incremento de sus remuneraciones entre un 15 y un 25%. En cambio, acotó, de permanecer sin modificación el actual artículo 25 del Código del Trabajo, seguiría siendo necesaria la contratación de un segundo conductor por camión, lo que importa una merma de un 35% en los ingresos de los empleados y un aumento de los costos para los dueños de camiones que alcanza el 26%. En consecuencia, puntualizó, la forma de resolver la problemática actual que afecta al sector en este ámbito, es positiva.


Destacó que la Confederación que preside, durante más de dos años sostuvo reuniones con los sindicatos de choferes a fin de consensuar algunas materias tales como, la jornada de trabajo y su distribución mensual, la utilización de los tiempos de descanso cuando la conducción es inferior a cinco horas, la posibilidad de arribar a un lugar seguro para efectuar el descanso, la inimputabilidad de los tiempos de espera a la jornada laboral y la compensación económica de los mismos. Dichas negociaciones concluyeron en una serie de acuerdos que se orientaban hacia una flexibilización del régimen aplicable.


Sin embargo, advirtió, la actual propuesta en estudio para la modificación de la normativa vigente no corresponde íntegramente a los consensos alcanzados, por cuanto, si bien los recoge en diversos aspectos, en otros tantos se observan algunas imprecisiones. Seguidamente, detalló los puntos que corresponden a uno y otro caso:


- Duración de la jornada ordinaria de trabajo de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, estableciéndose ésta en un tiempo no superior a 180 horas mensuales. En este aspecto, apuntó, el texto responde a los acuerdos alcanzados y se condice con la realidad del sector.


- Distribución de dicha jornada laboral en no más de 26 ni en menos de 24 días, punto que no coincide con los consensos logrados, al tenor de los cuales la jornada se distribuiría mensualmente en no menos de 21 días, aplicando la regla de distribución de jornada contemplada en el artículo 28 del Código del Trabajo, el cual establece un mínimo de 5 días a la semana, lo que, mensualizado, arroja la cantidad de 20,70, es decir, un aproximado de 21 días al mes.


- Tiempo de descanso -a bordo y en tierra- y el de las esperas -a bordo o en el lugar de trabajo-, no imputables a la jornada laboral. Al respecto, indicó que se incurre en un error al contemplar la compensación económica sólo tratándose de los períodos de espera, mas no así en el caso de los tiempos de descanso.


- Retribución económica de los tiempos de espera según el acuerdo de las partes, estableciéndose una base de cálculo no inferior a la proporción de 1,5 ingresos mínimos mensuales y un tope máximo de 88 horas mensuales a pagar por dicho concepto. Destacó que esta fue una materia largamente debatida y que fue resuelta en el sentido indicado.


- En los casos de conducción continua inferior a cinco horas, el descanso mínimo será de 24 minutos por cada hora conducida, cumpliéndose esta obligación en el lugar habilitado más próximo en que el vehículo pueda detenerse sin obstruir la vía pública. La duración de este descanso, acotó, fue el primer punto de acuerdo logrado, constituyendo una flexibilidad pactada que beneficia a todo el sector. En cuanto al lugar de descanso, la propuesta es un verdadero avance para evitar la conducción indebida por más de cinco horas o el descanso en lugares sin la seguridad suficiente para tales efectos.


- Finalmente, entre las materias que no fueron objeto de innovaciones, destacó el descanso mínimo ininterrumpido del trabajador de 8 horas dentro de cada 24 horas, la prohibición de conducir más de 5 horas continuas, después de las cuales el trabajador debe tener un descanso mínimo de 2 horas, y la obligación de mantener una litera en el camión, cuando el descanso se realice, total o parcialmente, a bordo de aquél. 


El señor Presidente de la Confederación Nacional de Dueños de Camiones de Chile concluyó su intervención instando a la aprobación del proyecto de ley en informe, el cual representa una flexibilidad consensuada entre las partes interesadas, que persigue el mejoramiento de las condiciones laborales y remuneracionales de los trabajadores del sector.


A continuación, expuso el abogado asesor de la Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Trabajadores del Transporte Terrestre y Afines (CONATRACH), quien llamó al rechazo del proyecto de ley en análisis por cuanto, en la forma propuesta, vulneraría los derechos de los trabajadores.


En efecto, explicó, al tenor de la modificación propuesta, la jornada laboral de los trabajadores del sector se extendería por un total de 268 horas, toda vez que, además de las 180 horas de jornada ordinaria, se contemplan 88 horas adicionales por concepto de tiempos de espera. Lo anterior, a pesar de que los restantes trabajadores del país tienen una jornada laboral de 180 horas, tras las cuales el mayor tiempo trabajado corresponde a horas extraordinarias que deben pagarse con el respectivo recargo legal.


Además, las referidas 88 horas adicionales se pagarían a un valor inferior al que corresponde a la remuneración derivada de la ejecución de una jornada ordinaria, en razón de que el proyecto establecería una base de cálculo especial para su pago en función del ingreso mínimo mensual. Consecuencialmente, agregó, dicha fórmula también arroja una retribución económica menor de la que habría correspondido de pagarse esta jornada anexa como horas extras propiamente tales. 


Asimismo, sólo después de verificadas estas 88 horas de espera, el trabajador podrá cumplir horas extraordinarias, pero, a mayor abundamiento, no queda claro si éstas se pagarán conforme a la remuneración de la jornada ordinaria o de acuerdo a la remuneración del tiempo de espera, la que, como se dijo, es inferior a aquélla.


Añadió que lo anterior no sólo contraviene el ordenamiento jurídico interno, sino que también la normativa existente en esta materia a nivel internacional.


En efecto, explicó, conforme a nuestra legislación laboral, el tiempo en que el trabajador se encuentra a disposición del empleador, aun sin realizar labor efectiva, por causas que no les son imputables, es considerado como jornada de trabajo propiamente tal, lo que no sucedería en la especie. 


Asimismo, de acuerdo al Convenio N° 153 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el descanso -de 10 horas consecutivas o, a lo menos, de 8 horas, cada 24-, debe efectuarse lejos del vehículo, por lo tanto no se vislumbraría razón alguna para pretender extender aun más la jornada laboral, vulnerando el debido y necesario descanso.


Por otra parte, agregó, el proyecto excluiría al trabajador de los beneficios y la cobertura de protección de la ley N° 16.744, sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, durante los descansos a bordo del vehículo y de los tiempos de espera, al no ser éstos considerados como jornada laboral. Lo anterior, apuntó, resulta particularmente preocupante.


De igual modo, añadió, reviste especial interés para el sector que la normativa que se establezca considere la implementación de un efectivo sistema de control de la jornada de trabajo. Indicó que es necesario que se imponga la obligación de utilizar elementos técnicos para el registro de la jornada laboral a fin de verificar las horas exactas de conducción y las de espera. En el ámbito del transporte interurbano de pasajeros, por ejemplo, las resoluciones Nos 1.081 y 1.082 de la Dirección del Trabajo, contemplan un mecanismo de control de la jornada de trabajo y del descanso mediante el sistema satelital GPS. Sin embargo, advirtió, la modificación legal, tal como está propuesta, no contempla en forma alguna el control del cumplimiento de la jornada.


Asimismo, apuntó, es igualmente importante que los organismos fiscalizadores ejecuten su labor de control, a fin de reducir el actual nivel de incumplimiento normativo. Numerosos estudios han comprobado que las extensas jornadas laborales del trabajador del transporte terrestre es la causa no sólo de fatales y lamentables accidentes de tránsito, sino que, además, afecta gravemente la salud de dichos trabajadores.


Finalmente, reiteró su petición de no aprobar el proyecto de ley en los términos en que está concebido, por cuanto vulnera los derechos laborales de los trabajadores del sector. Añadió que la materia requiere de una nueva discusión, pero con todas las organizaciones representadas en la mesa de diálogo social.


Enseguida, intervino el señor Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Conductores de Buses, Camiones, Actividades Afines y Conexas de Chile (FENASICOCH), quien, en primer término, reseñó los acontecimientos que dieron lugar a la actual regulación sobre la materia.


Al respecto, señaló que el debate sobre este tema se remonta al año 1991, cuando se inició la tramitación de la respectiva iniciativa legal, la cual llegó a ser ley en 1993, motivando posteriormente -en 1998-, que la Dirección del Trabajo emitiera una resolución sobre la materia, en contra de la cual se efectuó un paro nacional por parte de los empresarios del transporte. Añadió que FENASICOCH, junto a un sector de los empresarios no involucrados en el referido paro, llegaron a un acuerdo para compensar los tiempos de espera mediante el otorgamiento de un bono económico. Sin embargo, destacó, dicho acuerdo no fue cumplido, por lo que no hubo incremento alguno en las remuneraciones de los trabajadores del rubro, situación que fue puesta en conocimiento de los señores parlamentarios de la época -año 2000-, acompañándose la respectiva documentación que acreditaba los hechos denunciados. Lo anterior, finalmente, dio lugar a la modificación del artículo 25 del Código del Trabajo, para incorporar los tiempos de espera al cómputo de la jornada de trabajo. No obstante, esta nueva disposición también tuvo detractores, generando movilizaciones que pretendieron obtener su derogación.


Por otra parte, agregó, desde el año 2006, se han estado realizando reuniones tripartitas, con participación del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, a fin de encontrar una solución a las irregularidades y evitar que los conductores, antes de cumplir los 20 días trabajando, deban bajar de los camiones a su cargo por haber completado las 180 horas mensuales de jornada ordinaria laboral.


Producto de estas reuniones, acotó, se ha consensuado mantener la jornada de trabajo en 180 horas mensuales, pero agregando otras 88 horas al mes para efectos de espera, compensadas económicamente. Asimismo, se acordó que la jornada de 180 horas se distribuya en un determinado número de días al mes, esto es, en no más de 26 ni en menos de 21 días.


Puso especial énfasis en señalar que este tiempo de espera no corresponde a un momento de descanso, ya que el trabajador no dispone para sí de ese lapso de horas, y que, incluso, ni siquiera es un período de simple espera, por cuanto en la mayoría de los casos los trabajadores efectúan labores de vigilancia de los procesos de carga y descarga, rinden las cuenta del viaje y hasta realizan las cobranzas del flete.


Concluyó manifestando su preocupación por la propuesta que plantea que las referidas 88 horas adicionales sean remuneradas conforme al mutuo de acuerdo de las partes. Explicó que, según la experiencia verificada en el sector, los acuerdos de las partes no siempre se cumplen, lo que finalmente perjudica a los trabajadores. En mérito de lo anterior, solicitó que la normativa imponga la obligación de retribuir económicamente estas horas, estableciendo, directamente, que se pagarán en proporción al valor de 1,5 ingresos mínimos mensuales.


Al finalizar esta primera ronda de exposiciones, el señor Subsecretario del Trabajo expresó que, efectivamente, las materias en debate, en lo que al transporte de carga terrestre se refiere, han sido objeto de sendos acuerdos entre las partes interesadas. Recordó, asimismo, que el punto de preocupación en esta Comisión surgió en relación a la base de cálculo propuesta para el pago de las 88 horas de tiempo de espera 
-establecida en un principio en proporción a un ingreso mínimo mensual-, motivando la sugerencia de ser incrementada a la proporción de 1,5 ingresos mínimos mensuales. En todo lo demás, remarcó, imperó el consenso de las partes.


A continuación, se presentaron las organizaciones vinculadas a los servicios de transporte de pasajeros.


En primer lugar, expuso el señor Presidente de la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interurbano, Interregional e Internacional de Chile (FENABUS), quien explicó que la norma del artículo 25 del Código del Trabajo, en su actual redacción, data del año 1993 y ha sido aplicada sin inconvenientes, tanto a empleadores como trabajadores, por casi catorce años.


De ahí que, entonces, la entidad a la que representa no comparte la idea de excluir al transporte rural del ámbito de aplicación de dicha norma, ni menos la de aplicarle la normativa vigente para los servicios de transporte urbano de pasajeros que, de suyo, corresponden a una realidad distinta a la del servicio rural.


Por otra parte, destacó, el impacto de las modificaciones en estudio no sería menor, toda vez que los servicios de transporte que se prestan para distancias inferiores a 200 kilómetros, comprenden el 82% de los pasajeros transportados a nivel nacional.


Asimismo, agregó, el proyecto de ley, en los términos en que está concebido, obligaría en la mayoría de los casos a reducir la jornada laboral de los choferes a medio día y a contratar otros tantos para completar el resto de la jornada diaria, lo cual, obviamente, implica un costo importante que financiar y que no todos los empresarios podrán asumir, a menos que trasladen dicho costo al público, vía alza de tarifas.


En cuanto al sistema de control de jornada, indicó que, en principio, al sustraer el transporte rural de la aplicación de las normas que regulan el transporte por carretera y aplicarles las relativas al transporte urbano -porque se estima que se asimila más a éste-, lo cierto es que se eximiría al servicio rural de la utilización de los mecanismos automatizados de control de jornada implementados en el transporte interurbano. Lo anterior, porque el transporte urbano se rige en esta materia por sistemas manuales -planillas de ruta-, como ocurría antes con el transporte por carretera, mecanismos que, según advirtió, son altamente manipulables y vulnerables.


Sin embargo, si lo que se pretende es aplicar al transporte rural las normas del transporte urbano a fin de no someterlo al actual sistema automatizado de control propio del servicio interurbano, en su opinión, bastaría con modificar las normas reglamentarias sobre fiscalización de jornada, en lugar de alterar las disposiciones de fondo.


En efecto, explicó, el legislador ha delegado la regulación de los respectivos mecanismos de control a la autoridad administrativa, precisamente para posibilitar su adecuación a las diversas particularidades de las distintas actividades económicas, entre éstas, las del sector transportes, y con ello, propender a mejores formas de fiscalizar el cumplimiento de la ley en beneficio de los trabajadores.


En este contexto, añadió, en el transcurso de los años la autoridad administrativa ha implementado diversas modalidades de control, desde los sistemas manuales, prácticamente fracasados, hasta los tecnológicamente más avanzados, como el sistema vigente aprobado por la resolución Nº 1.081, de 2005, de la Dirección del Trabajo, que implanta un mecanismo automatizado aplicable a los buses, con equipos a bordo o en los terminales.


Ahora bien, si de lo que verdaderamente se trata es de flexibilizar o eliminar estas normas de control, la vía correcta no sería la de modificar la legislación de fondo, ubicando al sector rural en las normas aplicables al transporte urbano, sin reconocer su especificidad, sino readecuar las normas administrativas que reglamentan el sistema de control de las horas de trabajo.


Por su parte, el asesor legal de FENABUS hizo presente que en el documento que se entregó a la Comisión, dicha entidad propone diversas alternativas para contribuir al perfeccionamiento de las modificaciones legales en proyecto, a fin de eliminar la inconsistencia derivada de equiparar el transporte rural al transporte urbano de pasajeros. Asimismo, se insta al reconocimiento legal expreso del servicio rural, atendiendo a las características que le son propias, y regulándolo mediante la incorporación en el Código del Trabajo de una disposición especial y distinta -por ejemplo, un artículo 25 bis A-, que se haga cargo de la particular realidad de dicho sector.


Enseguida, intervino el asesor legal de la Asociación de Buses de la Provincia de Curicó A.G. (ASOBUS), quien explicó que dicha organización agrupa exclusivamente a transportistas rurales y que su creación respondió a las necesidades propias del sector, las que no se veían reflejadas en las grandes organizaciones que, por lo general, reúnen a entidades representativas del transporte urbano e interurbano.


Agregó que ASOBUS, trabajando como organización de transportistas de exclusivo carácter rural, ha desarrollado negociaciones que han rendido frutos conforme a su propia realidad, por ejemplo, en la contratación de los seguros automotrices los que, con anterioridad, sólo se obtenían por intermedio del transporte interurbano y a un mayor valor.


Desde esa perspectiva, enfatizó, ASOBUS valora la idea de legislar respecto del transporte rural, el cual cuenta con características particulares que no lo hacen asimilable a ningún otro servicio de los que se prestan en el ámbito del transporte de pasajeros.


Añadió que, efectivamente, en la actualidad el transporte rural sólo está reconocido a nivel reglamentario, mediante el decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, mas no así en el rango legal, donde éste no aparece, motivando que reciba un tratamiento que no resulta acorde a su realidad. Así por ejemplo, acotó, se exige a los microbuses rurales que utilicen el sistema automatizado de control que hoy día se implementa en los buses interurbanos, lo cual es imposible de cumplir. Para graficarlo, señaló que el microbús que recorre la ruta Curicó-Vichuquén no puede ni siquiera portar un aparato de radio, porque el mal estado del camino lo destruye al poco tiempo y, en consecuencia, menos podría contar con un dispositivo electrónico de control. A lo anterior se suma la antigua data de las máquinas con que opera el transporte rural, por lo que el señalado sistema automatizado, por su precio, sólo encarece los costos del servicio. Con ello, por tanto, se incurre en un permanente incumplimiento ya que no es posible implementar el mecanismo y acatar la referida exigencia. 


Dentro de dicho contexto, solicitó que la nueva regulación legal reconozca la existencia del servicio de transporte rural de pasajeros, como propiamente tal, sin asimilarlo a otros servicios de transporte. Equipararlo, por ejemplo, al transporte urbano significaría que los choferes tendrían que trabajar sólo medio día y, tras ello, habría que paralizar el bus o contratar a un segundo chofer que lo conduzca, lo cual es económicamente inviable para el sector.


Recordó que este servicio se presta en el campo, transportando a los temporeros o a los jubilados que, desde las zonas rurales, concurren a los centros urbanos para recibir su pensión. Además, explicó, los microbuses no cuentan con maletero, sino que con una parrilla donde la gente traslada sus enseres o animales. En consecuencia, se trata de una realidad totalmente diferente que amerita, por tanto, una regulación también distinta. Así por ejemplo, acotó, la jornada de trabajo requiere ser controlada mediante un sistema manual que permita acatar la normativa pertinente. Asimismo, la compensación económica de los tiempos de espera debe ser determinada de común acuerdo por la partes, porque ello responde a la forma como opera esta actividad.


Finalmente, el señor Presidente de ASOBUS hizo presente que en el sector siempre ha existido la inquietud por abordar esta realidad y, en ese esfuerzo, se han desarrollado negociaciones referidas a la jornada laboral, a los tiempos de espera y descanso, y al control de asistencia, participando incluso la Dirección del Trabajo cumpliendo un rol mediador entre empleadores y trabajadores. Sin embargo, puntualizó, tales procesos no arribaron a los resultados esperados.


Posteriormente, expuso el señor Presidente de la Confederación Nacional de Transporte de Regiones (CONABUS), quien manifestó que esta entidad agrupa empresas desde Arica a Punta Arenas -exceptuando la Región Metropolitana-, que operan con buses tanto rurales como urbanos. De ahí entonces, recalcó, que su preocupación se oriente hacia ambas modalidades del transporte de pasajeros. 


Señaló que para abordar el tema que nos ocupa, cabe tener presente que nuestro país tiene una geografía heterogénea, razón por la cual los servicios que se ofrecen en las diversas regiones son también diferentes. En efecto, explicó, no es lo mismo realizar el servicio de transporte en los alrededores de una localidad u otra, porque las vías y condiciones de acceso en cada caso son distintas. 


Agregó que, efectivamente, en materia rural se trabaja con microbuses de parrilla, donde la gente puede transportar sus animales, productos de almacén, etcétera. Asimismo, se efectúa el transporte diario de escolares, otorgando un servicio que es gratuito. Desde ese punto de vista, enfatizó, éste es un verdadero aporte del rubro a la población rural.


Sin embargo, advirtió, las circunstancias en que se desarrolla esta actividad generan una merma en los ingresos provenientes de la misma, los cuales no solventan los altos costos que implica la operatividad del servicio.


En efecto, recalcó, el sector es afectado, por ejemplo, por la competencia desleal por parte de los taxis colectivos, los cuales, al no acatar estrictamente la normativa vigente, reducen sus costos y ofrecen un servicio que, finalmente, produce una disminución de la rentabilidad del rubro y, con ello, de las remuneraciones de los trabajadores. Asimismo, este problema económico incide en la dificultad para adquirir vehículos en óptimo estado de mantención, debiendo conformarse con la compra de máquinas usadas, de segunda o tercera mano, como única alternativa para estar en condiciones de continuar prestando el servicio.


A mayor abundamiento, añadió, hoy en día se ha experimentado una disminución en la disponibilidad de choferes, razón por la cual, al tenor de la normativa vigente, durante medio día prácticamente no podría ofrecerse el servicio de transporte a la comunidad, porque la forma de completar la jornada laboral -mediante la contratación de un segundo chofer-, restringe esa posibilidad.


En mérito de lo anterior, enfatizó, es importante que la normativa laboral sea modificada a fin de que no se sigan imputando las horas de espera a la jornada de trabajo y que se registre como tal sólo el tiempo efectivamente trabajado. Lo anterior, además, facilita el necesario descanso de los choferes, lo que, a la postre, permite ofrecer a los usuarios un mejor servicio, en calidad, eficiencia y seguridad.


Finalmente, recalcó que CONABUS propone que se haga una reclasificación de estos servicios y que se reconozcan las tres categorías de transporte de pasajeros ya contempladas en la regulación del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, esto es, urbano, interurbano y rural, estableciendo además una regulación propia para este último. Lo anterior, especialmente en atención a la errada interpretación que se ha hecho de la actual normativa y en virtud de la cual se ha aplicado la regulación del transporte interurbano al transporte rural, irrogando con ello serios perjuicios económicos a este último.


Por su parte, el asesor legal de CONABUS señaló que son ostensibles las diferencias entre el servicio interurbano y el rural de transporte de pasajeros. En primer término, el transporte rural no excede de 200 kilómetros de longitud de recorrido; en segundo lugar, la conducción continua prácticamente no supera la hora y media de duración; un tercer elemento es que, alternadamente, este servicio recoge y deja pasajeros, y, finalmente, circula fuera de los radios urbanos, eventualmente comunicando localidades colindantes, lo cual hace por caminos interiores.


Todas estas circunstancias, apuntó, ameritan un reconocimiento expreso del servicio de transporte rural y de sus peculiaridades, instaurando una regulación propia que se haga cargo de las mismas.


Para tales efectos, concuerdan en que, por ejemplo, la jornada laboral se regule conforme al artículo 26 del Código del Trabajo, porque en ese aspecto el transporte rural resulta más cercano al servicio urbano, dado que ambos reciben y dejan alternadamente pasajeros, así como también se asemejan en las longitudes de recorrido. En cuanto a los tiempos de de descanso, a bordo o en tierra, y de las esperas que corresponda cumplir entre turno laborales sin realizar labor, proponen que no sean constitutivos de jornada laboral, y que su compensación económica sea determinada por el mutuo acuerdo de las partes.


En el ámbito del transporte urbano, señaló que también se requieren ciertas precisiones. Actualmente, el cómputo de la jornada se realiza desde que el chofer está a disposición del empleador, por lo que los tiempos de espera y descanso, a bordo o en tierra, se imputan a aquélla.


El problema surge porque la escasa rentabilidad de la actividad impide financiar un doble turno que permita cumplir adecuadamente la normativa laboral, registrándose constantes infracciones en esta materia.


Ahora bien, esta cuestión económica deriva, por una parte, del gravamen que significa el transporte de estudiantes, ya sea gratis como en el caso de los escolares que cursan enseñanza básica, o bien, con una subvención del 60% en el caso de los estudiantes medios y superiores, subvención que en regiones alcanza el 50% del corte diario de boletos. Por otra parte, atenta contra los resultados económicos del sector, la competencia no regulada y desleal de los taxis colectivos, que desvirtúan los costos reales en la tarifa. Para graficar lo anterior, señaló que en la ciudad de Rancagua, por cada bus urbano, existen setenta taxis colectivos a la hora, obteniendo estos últimos la mayor recaudación y provocando el desfinanciamiento que dificulta cumplir a cabalidad las normas laborales que exigen el doble turno.


En este contexto, también propuso para el transporte urbano una modificación legal que permita no computar como jornada de trabajo los tiempos de descanso, a bordo o en tierra, y los de espera que se deban cumplir entre turno y turno sin realizar labor, compensándose esta jornada pasiva según el acuerdo de las partes.


Enseguida, el señor Presidente del Sindicato Rancagua, indicó que muchos trabajadores del sector se sienten excluidos de las mesas de negociaciones, por lo que esperarían tener mayor participación en el tratamiento de estas materias.


Asimismo, señaló que, si bien celebran las modificaciones propuestas en cuanto a la jornada laboral, ello no resulta suficiente para generar una regulación que efectivamente aborde la realidad del sector, la que lamentablemente demuestra que esta fuente laboral se está extinguiendo dadas las precarias condiciones en las que se está desarrollando.


Mencionó, como ejemplo, la competencia desleal por parte de los taxis colectivos que siempre reciben pasaje completo, en circunstancias que los buses de la red urbana efectúan el transporte gratuito de escolares o bien con pasaje subvencionado pero con tarifa menor, todo lo cual afecta no sólo las remuneraciones de los trabajadores, sino que, en general, disminuye la rentabilidad de la actividad.


Dicha rentabilidad, por lo demás, ya no es la misma que la obtenida en el año 2003 cuando comenzaron los procesos de licitación, los que se basaron en estudios que proyectaban un incremento del valor del pasaje, cosa que, con el paso del tiempo, no aconteció. También se contemplaba el uso de uniformes para los choferes y otros tantos beneficios que, finalmente, nunca llegaron a concretarse.


Lo anterior, además, reduce las posibilidades de negociar colectivamente, porque, en verdad, no existen recursos suficientes para ello. Peor aún, el empresariado no podrá, a la postre, sostener su propio negocio, ya que los elevados costos del mismo no se solventarán con ingresos cada vez más disminuidos. Por ello, insistió, si no se aborda el tema en su integridad, tarde o temprano, se extinguirá esta fuente laboral.


Por su parte, el representante de la Federación de Transportes de la Provincia de Talagante, destacó la importancia de la innovación que se está incorporando en el Código del Trabajo en el sentido de no computar en la jornada laboral los tiempos de espera y de descanso. Sin embargo, acotó, las inapropiadas exigencias respecto de los sistemas de control de jornada, es lo que ha llevado a la problemática laboral que hoy nos ocupa. Agregó que si se va a limitar la jornada de trabajo, ello se traduce en la respectiva baja de las remuneraciones, ya que en este rubro se trabaja en base a porcentajes, por lo que resulta muy importante que se registren las horas efectivamente trabajadas, así como también que se verifiquen los tiempos de permanencia en las garitas, por cuanto en ese lapso el trabajador se encuentra a disposición del empleador y, por tanto, corresponde el pago de una compensación.


Concluyó destacando la relevancia de distinguir claramente el servicio de transporte rural del transporte urbano e interurbano. En efecto, apuntó, se trata de una actividad de características distintas y que, por tanto, amerita una regulación propia y diferenciada de las demás que se desarrollan en este mismo ámbito.


A continuación, los miembros de la Comisión formularon sus observaciones en torno a la materia.


El Honorable Senador señor Letelier indicó que, cuando se presentó esta iniciativa de ley, la idea era precisamente motivar el debate sobre una materia que requería urgentemente una redefinición legal. Como era de esperar, agregó, en ese mismo sentido se han pronunciado los representantes del sector, quienes, además, se han manifestado contestes en diversos aspectos de importancia. Por ejemplo, acotó, existe consenso en cuanto a la inconveniencia de asimilar el transporte rural a otras modalidades del transporte de pasajeros. Asimismo, es compartida la opinión de que los tiempos de espera no deben ser contabilizados en la jornada laboral, y que, además, éstos deben ser compensados económicamente. Sin embargo, hay cierta divergencia en torno a la forma de determinar dicha compensación, por cuanto para unos -esto es, en el área del transporte de carga-, dicha retribución debe quedar regulada en la ley, en tanto que para otros -esto es, en el ámbito del transporte de pasajeros-, la compensación debe ser definida por el mutuo acuerdo de las partes.


En cambio, enfatizó, no es objeto del actual debate el sistema de control de la jornada laboral de los trabajadores del sector. Añadió que, si bien al tenor de las exposiciones efectuadas, se trata de un tema de especial preocupación de los trabajadores, no forma parte de este proyecto de ley, el cual está orientado a la determinación de los distintos tipos de transporte y al establecimiento de la correspondiente normativa legal respecto de cada uno de ellos, en atención a sus propias particularidades. Aclaró que se están revisando los artículos 25 y 26 del Código del Trabajo, a fin de superar los problemas a que ha dado lugar la aplicación de los mismos, especialmente atendida la diferencia que hay entre la normativa laboral que reconoce dos categorías de transporte de pasajeros, en tanto que la reglamentación administrativa contempla tres modalidades de dicha actividad. Asimismo, el análisis se orienta a la reformulación en el área del transporte, sea de carga o de pasajeros, de la jornada de trabajo, del cómputo de los tiempos de descanso y espera, y la compensación económica de estos últimos.


Finalmente, manifestó su preocupación porque la distribución de la jornada laboral en no menos de 21 días al mes, propuesta por los representantes del transporte de carga terrestre, podría vulnerar el tiempo de descanso obligatorio a que tienen derecho los trabajadores y que, por lo demás, es esencial para la prestación de este servicio.


El Honorable Senador señor Allamand apuntó que, en este último caso, la distribución de la jornada mensual en no menos de 21 días es, al parecer, la alternativa que mayormente satisface al sector y, por tanto, probablemente fue definida en consideración a la forma en que opera el servicio en cuestión.


Por su parte, el Honorable Senador señor Longueira indicó que durante la discusión de este proyecto de ley se ha revisado el tema del transporte en sus diversos aspectos, analizando la duración y distribución de la jornada de trabajo, el cómputo de los tiempos de descanso y de espera, la compensación económica de estos últimos, y el reconocimiento legal del servicio de transporte rural de pasajeros, a partir de lo cual ha podido apreciarse la situación del sector en su real dimensión.


Lo anterior, agregó, ha permitido además observar que, si bien existen criterios comunes para ser aplicados al transporte en sus diversas modalidades, en algunos aspectos es necesario hacer una distinción entre unas y otras. Por ejemplo, el transporte de pasajeros requiere de una redefinición de sus diversas categorías, reconociendo la existencia del servicio rural y consagrando a su respecto una regulación propia, independiente de los servicios urbano e interurbano. Por su parte, el transporte de carga también necesita ser diferenciado del de pasajeros, a lo menos en materia de compensación económica de los tiempos de espera, en atención a la ostensible diferencia que hay entre la rentabilidad de una y otra actividad, lo que significa que la norma que se establezca en esta materia no puede ser la misma para ambos casos. Concluyó señalando que se trata de elementos relevantes a considerar al momento de legislar en este ámbito.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Se deja constancia que la Comisión, durante el estudio de esta iniciativa legal, tuvo a la vista un proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech, que se encuentra radicado en esta Comisión para su estudio y que se relaciona con el tema en debate, toda vez que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a los choferes de vehículos de carga terrestre. Corresponde al Boletín Nº 4.651-13.


El objetivo de dicha moción es establecer para el conductor de un vehículo de transporte de carga terrestre, la obligación de exhibir su contrato de trabajo, tanto a los funcionarios de Carabineros de Chile como a los del Servicio Nacional de Aduanas, al momento de ser requerido para los respectivos controles de rigor. Asimismo, persigue establecer la sanción de multa, tanto para el empleador como para el trabajador, en el caso de contravención a la norma relativa al tiempo máximo de conducción y de descanso.


Para los referidos efectos, la moción propone incorporar al Código del Trabajo un artículo 9º bis, y, agregar un inciso quinto, nuevo, al artículo 25 del mismo Código.

Asimismo, cabe consignar que, previo al análisis pormenorizado de las indicaciones, la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interurbano, Interregional e Internacional de Chile (FENABUS), hizo llegar a la Comisión un documento mediante el cual dicha entidad expone sus comentarios a las indicaciones presentadas a la iniciativa de ley en informe.


Por otra parte, diversas organizaciones sindicales vinculadas al transporte de carga terrestre, acompañaron sendas declaraciones públicas, manifestando su rechazo al proyecto de ley en estudio y adhiriendo a la exposición presentada ante esta Comisión por la Confederación Nacional de Federaciones y Sindicatos de Trabajadores del Transporte Terrestre y Afines (CONATRACH).

Se deja constancia de que dichos documentos fueron debidamente considerados por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se transcribe-, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social:
Artículo Único


Dispone, literalmente, lo siguiente:


“Artículo único.- Incorpórese, como incisos sexto y séptimo del artículo 25 del Código del Trabajo, los siguientes:

“Lo dispuesto en el presente artículo no será aplicable a los servicios rurales de transporte público de pasajeros, los que se regirán por el artículo siguiente.

Se entiende por éstos, los que, sin superar los 200 kilómetros de recorrido, exceden el radio urbano, con excepción de los que unen la ciudad de Santiago con localidades o ciudades costeras ubicadas en la V Región.”.”.


Cabe señalar que el artículo 25 del Código del Trabajo regula la jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transporte de pasajeros, de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana y del que se desempeña a bordo de ferrocarriles. El artículo 26 del mismo Código, en tanto, se ocupa del transporte urbano colectivo de pasajeros.


A continuación, para una más adecuada comprensión de la iniciativa legal en análisis, se transcribe el texto de ambas disposiciones: 


“Artículo 25.- La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transporte de pasajeros, de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana y del que se desempeña a bordo de ferrocarriles, será de 180 horas mensuales. En el caso de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de los servicios interurbanos de pasajeros, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. Tratándose de los choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, el mencionado tiempo de descanso tampoco será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará de igual modo. No obstante, en el caso de estos últimos, los tiempos de espera se imputarán a la jornada.


Todos los trabajadores aludidos en el inciso precedente deberán tener un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas.


Cuando los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y el personal que se desempeña a bordo de ferrocarriles arriben a un terminal, después de cumplir en la ruta o en la vía, respectivamente, una jornada de ocho o más horas, deberán tener un descanso mínimo en tierra de ocho horas.


En ningún caso el chofer de la locomoción colectiva interurbana o el de vehículos de carga terrestre interurbana podrá manejar más de cinco horas continuas, después de las cuales deberá tener un descanso cuya duración mínima será de dos horas.


El bus o camión deberá contar con una litera adecuada para el descanso, siempre que éste se realice total o parcialmente a bordo de aquéllos.”.


“Artículo 26.- Si en el servicio de transporte urbano colectivo de pasajeros, las partes acordaren cumplir en turnos la jornada ordinaria semanal, éstos no excederán de ocho horas de trabajo, con un descanso mínimo de diez horas entre turno y turno. En todo caso, los choferes no podrán manejar más de cuatro horas continuas.”.


Por su parte, el decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1992, contiene el Reglamento de los Servicios Nacionales de Transporte Público de Pasajeros.


Dicho cuerpo normativo establece que el Ministerio del ramo llevará un Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, como catastro global en el que deberán inscribirse todas las modalidades de servicios de transporte público remunerado de pasajeros, así como también los vehículos destinados a prestarlos.

El artículo 6º de dicho Reglamento, dispone las secciones en que se dividirá el Registro Nacional. Su texto es el siguiente:


“Artículo 6°: El Registro Nacional se dividirá en las siguientes secciones:


a) servicios urbanos de transporte público de pasajeros, entendiéndose por tales los que se prestan al interior de las ciudades o de conglomerados de ciudades cuyos contornos urbanos se han unido. El radio que comprende una ciudad o un conglomerado de ciudades, según sea el caso, podrá ser determinado para estos efectos por los Secretarios Regionales Ministeriales de Transportes y Telecomunicaciones;


b) servicios rurales de transporte público de pasajeros, entendiéndose por éstos los que, sin superar los 200 km de recorrido, exceden el radio urbano, con excepción de lo indicado en la letra c) siguiente;


c) servicios interurbanos de transporte público de pasajeros, entendiéndose por éstos los que superan los 200 km de recorrido, y los que sin exceder los 200 km unen la ciudad de Santiago con localidades o ciudades costeras ubicadas en V Región.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, previo informe del Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones competente, considerando otras variables, podrá, por resolución fundada, clasificar como servicios rurales o interurbanos a servicios que no cumplan las características antes señaladas.


A los buses que con antelación al ejercicio de la facultad de la letra a) se encontraren inscritos en servicios rurales de una región, no les serán exigibles en ella los requisitos funcionales y dimensionales establecidos para los buses urbanos.”.


Fueron presentadas cinco indicaciones al artículo único del proyecto de ley en informe.


La indicación número 1, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar el artículo único del proyecto, por los siguientes:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 25 del Código del Trabajo:

1) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transportes de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles, será de 180 horas mensuales. En el caso de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de los servicios interurbanos de transporte de pasajeros, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes.”.


2) Elimínase, en el inciso cuarto, la frase “o el de vehículos de carga terrestre interurbana”.


3) Elimínase, en el inciso quinto, la expresión “o camión”.


Artículo 2°.- Agrégase al Código del Trabajo el siguiente artículo 25 bis, nuevo:


“Artículo 25 bis.- La jornada ordinaria de trabajo de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, no excederá de 180 horas mensuales, la que no podrá distribuirse en más de 26 ni en menos de 24 días. El tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas a bordo o en el lugar de trabajo que les corresponda no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. La base de cálculo para el pago de los tiempos de espera, no podrá ser inferior a la proporción respectiva de 1,5 ingresos mínimos mensuales. Con todo, los tiempos de espera no podrán exceder de un límite máximo de ochenta y ocho horas mensuales.


El trabajador deberá tener un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas.


En ningún caso el trabajador podrá manejar más de cinco horas continuas, después de las cuales deberán tener un descanso cuya duración mínima será de dos horas. En los casos de conducción continua inferior a cinco horas el conductor tendrá derecho, al término de ella, a un descanso cuya duración mínima será de 24 minutos por hora conducida. En todo caso esta obligación se cumplirá en el lugar habilitado más próximo en que el vehículo pueda ser detenido, sin obstaculizar la vía pública. El camión deberá contar con una litera adecuada para el descanso, siempre que éste se realice total o parcialmente a bordo de aquél.”.


Artículo 3°.- Agrégase en el artículo 26 del Código del Trabajo, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“El personal de choferes y auxiliares de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirán por lo dispuesto en el inciso precedente. Con todo, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. Para estos efectos, se entenderá por servicios de transporte rural colectivo de pasajeros aquéllos que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determina como tales.”.”.


Sobre el particular, el señor Subsecretario del Trabajo hizo presente dos correcciones de texto que sería necesario incorporar a la indicación número 1, del Ejecutivo.


En primer término, puntualizó, en el artículo 2º contemplado en la referida indicación, y mediante el cual se propone la incorporación de un artículo 25 bis al Código del Trabajo para regular el transporte de carga terrestre, sería necesario reemplazar, en el inciso primero, la oración “en más de 26 ni en menos de 24 días” por la frase “en menos de 21 días”. Ello, explicó, definiría el tiempo mínimo dentro del cual deberá distribuirse la jornada ordinaria de trabajo de 180 horas mensuales propia del rubro, resolviendo el problema derivado de la inexistencia de una norma que fije dicho límite de tiempo, y que se traduce en que la jornada laboral de estos trabajadores se cumple mucho antes de completar la respectiva mensualidad. El término de 21 días, acotó, responde al acuerdo alcanzado en el sector durante los instantes previos al inicio de la anterior sesión de esta Comisión, siendo así manifestado en dicha oportunidad por los representantes de los trabajadores y de los empleadores, en sus respectivas exposiciones.


En segundo lugar, añadió, sería preciso eliminar, también en el inciso primero de la norma, la referencia a los descansos a bordo o en tierra. De esta forma, apuntó, la disposición establecería que el tiempo de espera no será imputable a la jornada y que su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes, determinando, a su vez, la base de cálculo para efectuar dicha compensación, así como también el límite máximo de horas mensuales que podrá computarse como tal tiempo espera. 


El Honorable Senador señor Longueira advirtió que la normativa vigente se refiere expresamente tanto al tiempo de espera como el de descanso, y lo hace, además, a propósito del transporte de pasajeros y del de carga. En tal sentido, acotó, las nuevas disposiciones deberían hacer la misma mención, haciendo las distinciones que sean de rigor.


Por otra parte, Su Señoría hizo presente que esta indicación sustrae del artículo 25 del Código del Trabajo, el servicio de transporte de carga terrestre, para regularlo por separado en una disposición que aborde exclusivamente dicha materia y que se incorporaría al referido Código como artículo 25 bis.


Manifestó compartir dicha propuesta por cuanto permite ordenar la normativa en este ámbito. Sin embargo, sugirió que, siguiendo la misma lógica precedente, la regulación del servicio de transporte rural de pasajeros, también sea establecida mediante una disposición propia -que podría ser, por ejemplo, un artículo 25 A ó 25 ter-, tal como lo propone la indicación número 3, de su autoría. Ello, agregó, sería más apropiado que incluir la norma respectiva en el actual artículo 26 -relativo al transporte urbano de pasajeros-, como lo contempla la indicación del Ejecutivo. A su vez, sugirió que la regulación del referido transporte urbano se mantenga, individualmente, en el artículo 26. 


Por consiguiente, aplicando en todos los casos la misma técnica legislativa, el Código del Trabajo contemplaría cuatro disposiciones distintas para consagrar, por separado, cada una de las cuatro categorías de transporte que se reconocen, esto es, de carga terrestre y de pasajeros, y, dentro de este último, los de carácter urbano, rural e interurbano. Lo anterior, enfatizó, contribuye a la claridad de las normas y resulta más acorde con los objetivos del proyecto. 

En la sesión siguiente, la Comisión resolvió unánimemente, analizar separadamente los artículos 1°, 2° y 3° contenidos en la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, y el último de ellos en conjunto con las indicaciones número 3, 4 y 5, y, asimismo, revisar separadamente la indicación número 2.
Indicación número 1 (artículo 1°, nuevo)


En cuanto al artículo 1º propuesto por la referida indicación, los representantes del Ejecutivo reiteraron que éste contiene un conjunto de modificaciones al artículo 25 del Código del Trabajo, mediante las cuales se excluyen de dicha norma las referencias al transporte interurbano de carga terrestre, a fin de reglamentar esa materia en una disposición propia y distinta de aquélla.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes con las enmiendas propuestas, por cuanto ellas obedecen a la idea central de establecer una regulación específica y por separado respecto de cada una de las áreas del transporte, sistematizando, de esta manera, la normativa aplicable al sector, razón por la cual, además, como las modificaciones propuestas se consultarían para varios artículos, pero todos del Código del Trabajo, procedería que en un artículo único, con distintos numerales, se contengan los cambios a efectuar.


- Puesta en votación la indicación número 1, respecto al artículo 1° propuesto, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Longueira y Muñoz Aburto, reestructurándose el texto del proyecto de ley, de acuerdo a lo dicho precedentemente, como se consigna en el Capítulo de Modificaciones.

Indicación número 1 (artículo 2°, nuevo)|


En lo que respecta al artículo 2º propuesto por la indicación en estudio, el señor Subsecretario del Trabajo destacó que, conforme a lo señalado precedentemente, esta norma incorpora al Código del Trabajo un nuevo artículo 25 bis, mediante el cual se regula, por separado, el transporte interurbano de carga terrestre.


Sin embargo, hizo presente que sería necesario introducir una enmienda al texto sugerido, a fin de reemplazar, en el inciso primero de dicha disposición, la oración “en más de 26 ni en menos de 24 días” por la frase “en menos de 21 días”. Lo anterior, explicó, al tenor del acuerdo alcanzado por los representantes del sector, en los instantes previos a la sesión en que fueron recibidos por esta Comisión. Apuntó que esta enmienda significa que, la jornada de trabajo de 180 horas mensuales, no podrá distribuirse en menos de 21 días al mes, con lo cual se evitaría el actual problema que aflige a los trabajadores del rubro, quienes completan su jornada laboral mucho antes de cumplir el mes, lo que les impide continuar trabajando el tiempo restante.


El Honorable Senador señor Allamand consultó qué sucede en este caso con el trabajo desarrollado durante los días domingos.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que, tratándose de una jornada laboral mensualizada, los días domingos pueden quedar comprendidos dentro de la jornada ordinaria de trabajo, sin perjuicio de los respectivos descansos a que hubiere lugar.


El Honorable Senador señor Longueira advirtió que el efecto derivado de reducir de 24 a 21 días el período dentro del cual se podrá distribuir la jornada de 180 horas mensuales, es que el empleador podrá establecer jornadas laborales diarias más extensas, pues podrá efectuar esa distribución en 21, 22 o 23 días.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que, además, ello implica que los trabajadores contarán con 9 ó 10 días de descanso al mes.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo dos precisiones. Por una parte, explicó que la distribución de la jornada laboral en 21 días, no resta el carácter mensual de dicha jornada, razón por la cual los trabajadores efectivamente tendrán 9 ó 10 días de descanso, según si el mes tiene 30 ó 31 días totales.


Por otro lado, en lo que respecta al trabajo en día domingo, señaló que en el caso de los trabajadores exceptuados del descanso dominical, se parte de la base de que su desempeño es en jornada de trabajo semanal. En cambio, en el caso de los choferes de transporte de carga terrestre -cuya jornada es mensual-, éstos sí pueden trabajar en día domingo y ello es parte de su jornada ordinaria laboral.


Finalmente, la Comisión compartió tanto la norma propuesta por la indicación, como la modificación descrita que establece en no menos de 21 días el período dentro del cual se podrá distribuir la jornada laboral mensual de los choferes de transporte de carga terrestre.


- Consecuentemente, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Longueira y Muñoz Aburto, aprobó la indicación número 1, respecto del artículo 2º contenido en ella, con la enmienda reseñada precedentemente y otra de carácter meramente formal.

Indicación N° 1 (artículo 3°, nuevo), e indicaciones N°s. 3, 4 y 5


En cuanto al artículo 3º propuesto por la indicación número 1, cabe señalar que dicha disposición aborda la regulación del transporte rural colectivo de pasajeros, incorporando las enmiendas respectivas al artículo 26 del Código del Trabajo. Por su parte, lo propio hace la indicación número 3 -agregando un artículo 25 A-, y las indicaciones números 4 y 5 -ambas modificando el citado artículo 26-. A continuación, se transcriben dichas indicaciones:

La indicación número 1, del Ejecutivo, en lo pertinente, es la siguiente:


“Artículo 3°.- Agrégase en el artículo 26 del Código del Trabajo, el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“El personal de choferes y auxiliares de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirán por lo dispuesto en el inciso precedente. Con todo, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. Para estos efectos, se entenderá por servicios de transporte rural colectivo de pasajeros aquéllos que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determina como tales.”.”.

La indicación número 3, del Honorable Senador señor Longueira, consulta el siguiente artículo nuevo:


“Artículo … .- Agrégase al Código del Trabajo el siguiente artículo 25 A nuevo:


“Artículo 25 A.- La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva rural, será de 180 horas mensuales, las que podrán ser distribuidas en no menos de 20 días en el mes.  Los tiempos de descanso a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponde cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo entre las partes.


Para estos efectos se entenderá como servicios rurales de transporte público de pasajeros aquéllos que cumplan los siguientes requisitos copulativos: a) no superar los 200 kilómetros de recorrido; b) que excedan el radio urbano; c) que su duración sea inferior a cinco horas continuas de manejo; d) que alternadamente recojan y dejen pasajeros, y e) tratándose de servicios que circulan en una misma región o regiones colindantes lo hagan preferentemente por caminos interiores.”.”.

La indicación número 4, también del Honorable Senador señor Longueira, incorpora el siguiente artículo nuevo:


“Artículo … .- Agrégase al artículo 26 del Código del Trabajo el siguiente inciso final nuevo:


“Con todo, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al  acuerdo de las partes. Sin embargo, el tiempo en que éste se encontrare conduciendo, más el tiempo que permaneciere a disposición del empleador en terminales, garitas y talleres no podrán exceder de 12 horas diarias.”.”.

La indicación número 5, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, es para consultar el siguiente artículo nuevo:


“Artículo … .- Agrégase al artículo 26 del Código del Trabajo el siguiente inciso segundo nuevo:


“El personal de choferes y auxiliares de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirán por lo dispuesto en el inciso precedente. Con todo, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. Para estos efectos se entenderá  por servicios de transporte rural colectivo de pasajeros aquéllos que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determina como tales.”.”.

El Honorable Senador señor Longueira, en primer término, reiteró que la norma sobre el transporte rural de pasajeros debería consagrarse en una disposición propia para dicha materia, en lugar de ser incorporada en el artículo 26 del Código del Trabajo. Ello, en mérito de las razones que expresó a propósito del primer análisis de la indicación número 1, del Ejecutivo, a las cuales se remitió.


En un segundo orden de ideas, manifestó que, a su juicio, sería apropiado que la norma en cuestión defina expresamente el servicio de transporte rural de pasajeros, señalado sus características fundamentales, tal como lo propone la indicación número 3. Ello, enfatizó, evitaría que, en lo sucesivo, surjan dudas interpretativas respecto a qué se entiende por tal servicio, permitiendo distinguirlo claramente del transporte de pasajeros tanto urbano como interurbano. Añadió que, para tales efectos, dicha indicación contempla una definición del transporte rural de pasajeros que, además de incluir el concepto contenido en el decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1992, detalla cada una de sus características esenciales.


Señaló, asimismo, que la norma sugerida por la indicación número 3 en comento, no contempla para el transporte rural el descanso mínimo de dos horas cada cinco horas de conducción continua -la que sí establece la ley para el transporte interurbano-, por no justificarse en tal caso una disposición de esa naturaleza. En efecto, explicó, el transporte rural de personas, por su propia naturaleza, no incluye recorridos superiores a cinco horas continuas de conducción, al contrario de lo que acontece con el transporte interurbano, el cual, por definición, supera dicho tiempo de trayecto.

Por su parte, el señor Subsecretario del Trabajo advirtió que la definición que propone la indicación número 3, no contempla una facultad ministerial que incide en la determinación del concepto en referencia.


En efecto, precisó, al tenor del artículo 6º del citado decreto supremo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, previo informe del Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones competente, considerando otras variables, podrá, por resolución fundada, clasificar como servicios rurales o interurbanos a servicios que no cumplan las características señaladas como propias de dicho servicios.


En consecuencia, afirmó, esta facultad del Ministerio del ramo otorga cierta flexibilidad que permite calificar aquellos casos en que no se reúnan estrictamente los requisitos legales y catalogar el servicio respectivo en uno u otro carácter, atribuyéndole la clasificación pertinente. Se trata, apuntó, de contemplar algún grado de discrecionalidad en una materia que, según indica la experiencia, es susceptible de registrar cambios de importancia con el devenir del tiempo.


De ahí entonces que, la indicación número 1, del Ejecutivo -en su artículo 3º, el cual propone agregar un inciso segundo al artículo 26 del Código del Trabajo-, disponga que, para estos efectos, se entenderá por servicios de transporte rural colectivo de pasajeros, aquéllos que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determina como tales.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que, si bien es efectivo que lo anterior evita una excesiva rigidez de los conceptos legales y permite adaptarlos a las distintas realidades del rubro, no es menos cierto que, tanto o más importante que ello, es que quede expresa y claramente señalado en la ley cuáles son las diferentes categorías de transporte de pasajeros y qué se entiende por cada una de ellas.

En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Longueira hizo presente que, al tenor del analisis efectuado anteriormente, las normas referidas al transporte rural de pasajeros deberían ser incorporadas al Código del ramo en un artículo propio -signado, por ejemplo, como 26 bis-, en lugar de llevarlas al actual artículo 26 que está referido al transporte urbano. De esta manera, apuntó, se logra el objetivo de normar por separado cada área del transporte terrestre, sistematizando el régimen aplicable y evitando su errónea interpretación.


Sin embargo, reiteró su preocupación en cuanto a que la norma propuesta por la indicación del Ejecutivo, no contiene una definición del transporte rural y encarga al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones la respectiva calificación de tales servicios.


El señor Subsecretario del Trabajo aclaró que el Ejecutivo tiene una nueva propuesta de redacción para el texto de esta norma, en su parte final, con la cual se salvaría la inquietud expresada por Su Señoría.


En efecto, explicó, si la norma quedara abierta -tal como se contempla en la indicación-, sería la Dirección del Trabajo la que, en definitiva, debería resolver sobre la materia, definiendo cuando el transporte de pasajeros califica como rural. Atendido lo anterior, añadió, se optó por proponer una doble alternativa, esto es, por una parte, establecer expresamente en la ley los requisitos propios del transporte rural colectivo de pasajeros, y, por la otra, contemplar la facultad del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para clasificar como tal servicio, mediante resolución fundada y considerando otras variables, a servicios que no cumplan con los requisitos o características descritas en la norma legal.


Conforme a ello, sugirió un nuevo texto para la disposición en lo pertinente, el que sería del siguiente tenor: 


“Para estos efectos se entenderá como servicios rurales de transporte público de pasajeros aquéllos que cumplan los siguientes requisitos copulativos: a) no superar los 200 kilómetros de recorrido; b) que excedan el radio urbano; c) que su duración sea inferior a cinco horas continuas de manejo; d) que alternadamente recojan y dejen pasajeros, y e) tratándose de servicios que circulan en una misma región o regiones colindantes lo hagan preferentemente por caminos interiores.


Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, previo informe del Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones competente, considerando otras variables, podrá, por resolución fundada, clasificar como servicios rurales o interurbanos a servicios que no cumplan las características antes señaladas.”.


Esta nueva redacción, explicó, permitiría superar una eventual rigidez de la norma, en el evento de establecerse requisitos fijos que deban cumplirse para que el servicio de transporte sea calificado como rural. Ello porque, en lo sucesivo, podrían surgir nuevas características o condiciones que definan o estructuren de manera diferente dicha actividad.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que, para los efectos de cambiar los requisitos que deben cumplirse para calificar como transporte rural, lo que procedería es presentar la respectiva iniciativa legal que proponga modificar la ley en lo pertinente. No corresponde, añadió, que un decreto pueda alterar lo que previamente ha dispuesto el legislador.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que lo anterior resta agilidad a la adecuación de las normas a las nuevas realidades que se puedan ir presentando.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social añadió que el propósito de la norma en cuestión, es facilitar el ejercicio de una determinada actividad económica.


El Honorable Senador señor Longueira indicó que, si bien ello es importante, también lo es la necesidad de dar estabilidad a las actividades que se desarrollan en nuestra economía, para lo cual la regulación de las mismas debería estar instaurada en la ley, mediante estatutos jurídicos estables, y no en normas reglamentarias que, posteriormente, podrían ser rápidamente modificadas, restando certeza jurídica a la actividad del rubro. Recordó que el servicio rural responde a una realidad distinta a la urbana y, por tal motivo, la iniciativa legal fue evolucionando hasta derivar en la proposición de establecer una regulación propia para esta actividad, en lugar de someterla, pura y simplemente, al régimen del servicio de transporte urbano, como estaba originalmente contemplado.


El señor Subsecretario del Trabajo aclaró que lo que se propone es que el Ministerio del ramo tenga la facultad para calificar un servicio como rural, en atención a que concurren otras circunstancias, no contempladas en la ley, que así lo ameritan. En consecuencia, destacó, ello no significa que la autoridad administrativa quede facultada para cambiar los requisitos legales, los que, estando establecidos en la ley, sólo podrían ser alterados mediante otro cuerpo legal. Prueba de ello, acotó, es que la disposición sugerida hace referencia a “otras variables” en virtud de las cuales se proceda a calificar como rural un servicio de transporte de pasajeros.


El Honorable Senador señor Allamand refutó lo anterior, expresando que esa facultad permitiría, vía decreto, eludir los requisitos legales y, por consiguiente, modificarlos en su aplicación práctica, alterando en definitiva la ley que rige la materia.


El Honorable Senador señor Longueira insistió en que, la gran aspiración del sector, es que esta materia, por primera vez en su historia, quede consagrada en la ley, y no simplemente remitida a las normas reglamentarias. En la actualidad, apuntó, el transporte rural no cuenta con el reconocimiento legal que sí tienen el servicio urbano y el interurbano de transporte de pasajeros, lo que genera una insana sensación de inestabilidad al interior de esta actividad. Puso especial énfasis en señalar que el servicio rural responde a una realidad propia, que lo hace distinto a las otras modalidades del transporte de pasajeros. Sin embargo, reiteró, estas últimas se regulan en la ley, en tanto que aquél queda entregado al reglamento. Por tanto, insistió, es preciso establecer la correspondiente normativa por intermedio de una ley y no mediante un decreto reglamentario. 


El señor Subsecretario del Trabajo hizo presente que, en verdad, no sería óptimo regular, vía Código del Trabajo, una materia técnica que es propia del ámbito del transporte. Añadió que, en estricto rigor, estos temas podrían corresponder a una ley especial que regule el transporte, y a la cual se remitiera el Código del Trabajo para los efectos laborales a que hubiere lugar. En cambio, enfatizó, de la manera en que se está normando la materia, resulta pertinente encargar a la autoridad administrativa competente, esto es, al Ministerio del ramo, la definición del servicio en cuestión y las decisiones a que haya lugar al respecto.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, bajo la lógica descrita, también habría que definir en la ley las diferentes modalidades del transporte, sea urbano o interurbano, sea de pasajeros o de carga, cosa que no sucede en la especie. Añadió que las disposiciones legales no cumplen el mismo rol que los preceptos reglamentarios, y es por ello que, por lo general, se encarga a la norma administrativa la regulación del detalle pormenorizado que permitirá implementar y ejecutar la ley. Así por ejemplo, acotó, la denominación de rural en atención a la distancia de los recorridos, podría involucrar la consideración de factores como la continuidad o discontinuidad de la línea urbana o la existencia o ausencia de pavimentación. Ese tipo de elementos, tan variados como la realidad misma, pero muy importantes a la hora de aplicar una definición, no pueden quedar preestablecidos y resueltos en la ley, la que tampoco puede ser modificada cada vez que uno de dichos elementos varíe.


El Honorable Senador señor Longueira apuntó que, sin duda, la propuesta que se analiza mejora la normativa actualmente vigente. Asimismo, coincidió en que no es atinente regular una actividad económica por la vía de establecer las condiciones laborales en que dicha actividad debe desarrollarse. Sin embargo, añadió, si bien podrían obviarse las estrictas definiciones legales, no es menos cierto que las diferentes modalidades del transporte terrestre responden a realidades muy diversas, ameritando que se establezca una regulación propia y especial para cada caso.


Por su parte, el asesor jurídico del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, en materia de transporte rural de pasajeros, existe otra diferencia importante que resolver y que se relaciona con la jornada laboral de los trabajadores del sector. 


En efecto, acotó, mientras la indicación sustitutiva del Ejecutivo establece al efecto una jornada laboral semanal, la indicación número 3 establece una jornada de trabajo mensual equivalente a 180 horas. Recordó que la iniciativa legal en análisis, en principio, estaba orientada a incorporar el transporte rural dentro de la normativa del servicio de transporte urbano de pasajeros, a fin de hacer aplicable a aquél la jornada laboral semanal propia de este último. Agregó que, sin perjuicio de la evolución que ha experimentado el tratamiento de la materia, el criterio en ese aspecto se mantiene y, de hecho, la indicación del Ejecutivo incorpora el servicio rural al régimen del artículo 26 del Código del Trabajo. De esta forma, acotó, se sigue la misma línea original del proyecto en orden a establecer para estos trabajadores una jornada de carácter semanal.


El Honorable Senador señor Longueira apuntó que, si bien es efectivo que el proyecto originalmente estaba orientado a la consagración de la jornada de trabajo semanal, no es menos cierto que, producto del análisis efectuado, la alternativa que aparece como la más adecuada es la jornada laboral mensual.


El Honorable Senador señor Allamand agregó que ello, por lo demás, resulta más acorde con la regulación de las otras modalidades del transporte, las que -salvo la urbana-, también contemplan una jornada de trabajo mensualizada.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo presente que, en la actualidad, estos servicios se cumplen en jornadas mensuales, por lo que, de mantenerse la jornada en dicho carácter, no se estaría innovando en esa materia, lo que se aparta del espíritu del proyecto. 


En la última sesión, la Confederación Nacional de Transporte de Regiones (CONABUS), hizo llegar a la Comisión un documento en el cual dicha entidad manifiesta su apoyo al proyecto de ley en estudio.

Se deja constancia de que dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.


A continuación, el Honorable Senador señor Longueira, en su calidad de autor de la indicación número 4, la retiró. Asimismo, los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira, retiraron la indicación número 5, de la cual son coautores.


Lo anterior, en razón de que las indicaciones retiradas pasaron a ser innecesarias al tenor de la propuesta contenida en la indicación número 3, que fue presentada con posterioridad a aquéllas.


En consecuencia, la Comisión continuó el análisis abocándose a la indicación número 1 -para el artículo 3º que propone-, y la indicación número 3, ambas referidas a la regulación del transporte rural colectivo de pasajeros.


El Honorable Senador señor Longueira hizo presente que ambas indicaciones difieren, por una parte, en cuanto a la definición del transporte rural y, por la otra, en lo relativo a la jornada laboral contemplada para dicho servicio.


Al respecto, el señor Subsecretario del Trabajo señaló que la propuesta del Ejecutivo en esta materia, no incluye una definición taxativa del transporte rural de pasajeros. Añadió que el decreto supremo Nº 212, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 1992, es el texto normativo que contiene las definiciones pertinentes del transporte de pasajeros, en sus diversas modalidades, esto es, interurbano, urbano y rural. En consecuencia, lo que la norma en análisis hace, es remitirse para tales efectos a lo dispuesto por el Ministerio del ramo.


Lo anterior, explicó, se justifica en la medida que, en este ámbito, las condiciones que definen al transporte de pasajeros en uno y otro carácter, podrían cambiar con el devenir del tiempo, y así, lo que hoy en día es considerado como interurbano, en el futuro podría ser catalogado como rural, o viceversa, por ejemplo, con motivo de la existencia de nuevas carreteras que acorten las distancias, con lo cual el elemento de los 200 kilómetros podría quedar superado como factor de definición de este servicio para algunos trayectos o recorridos.


En lo que respecta a la jornada laboral de los choferes del transporte rural, añadió, la norma propuesta por la indicación en examen contempla una jornada semanal, aplicando a este servicio el régimen del transporte urbano colectivo de pasajeros. Con ello, precisó, se resuelve la permanente inquietud que afectaba a los trabajadores del sector en cuanto a que, por no estar contemplados explícitamente en la normativa del Código del Trabajo, eran asimilados al servicio de transporte interurbano de pasajeros, sometiéndolos, por tanto, a su misma normativa. Ello significó, por una parte, aplicarles su régimen mensual de jornada laboral. Por otro lado, esta asimilación fue acogida por una resolución de la Dirección del Trabajo referida al sistema de vigilancia y control aplicado al transporte interurbano, en virtud de lo cual el mecanismo contemplado para este último, fue exigido también al transporte rural. Se trata, precisó, del denominado Sistema de Posicionamiento Global, conocido por sus siglas en inglés “GPS”. Este requerimiento para el control de jornada, que si bien es atendible para el transporte interurbano -que por su propia naturaleza es más riesgoso, ameritando un sistema más riguroso de control-, no resulta igualmente justificable tratándose del transporte rural, el cual se ejecuta en condiciones diversas a aquél. Peor aún, el único efecto derivado de ello, fue el incremento en los costos de operación de dicha actividad. 


Recordó que esta dificultad fue uno de los fundamentos en los que se basó la iniciativa legal originalmente planteada, la cual justamente pretendía desvincular el transporte rural de la modalidad interurbana, a fin de no imponer al primero las exigencias más estrictas propias del segundo.


De ahí entonces, apuntó, la alternativa que se adoptó fue la de proponer la asimilación del transporte rural al urbano, con lo cual, además de eximirlo del sistema GPS de control, se establece a su respecto una jornada de trabajo semanal en lugar de mensual.


El Honorable Senador señor Allamand advirtió que, en esta materia, es preciso distinguir dos asuntos. Por una parte, está el sistema de control GPS exigido por analogía al servicio de transporte rural, tema en el cual, apuntó, existe consenso en cuanto a la improcedencia de dicho requerimiento. Por otra parte, en cambio, está la jornada laboral que debe cumplirse en el transporte rural, y respecto de la cual aún no hay una opinión única. 


Al respecto, señaló que es muy importante revisar con detención la definición de dicha jornada de trabajo como semanal, por cuanto, a la postre, podría más bien perjudicar a los trabajadores en lugar de favorecerlos. En efecto, explicó, de aplicar la misma regla de jornada laboral semanal, significaría que un chofer que, por ejemplo, cubre el recorrido desde Panguipulli a Valdivia, estaría sujeto a la misma jornada de trabajo que cumple un chofer de la locomoción colectiva en Santiago, lo cual no parece lógico atendidas las evidentes diferencias entre las condiciones en que se ejecuta uno y otro trabajo. Agregó que, si un chofer hace un trayecto rural de 4 horas, luego cumple un determinado descanso y posteriormente hace el mismo recorrido de regreso, aplicar a ese caso la jornada laboral que tienen los choferes de locomoción colectiva urbana, obligaría a mantener, a lo menos, dos choferes por cada bus rural, lo cual es insostenible para el sector, no sólo por lo dispendioso del sistema, sino que también por lo impracticable. Ello, concluyó, sería fulminante perjudicial para el servicio rural.


El Honorable Senador señor Longueira consultó cómo opera en la práctica la determinación de cuándo un chofer termina un recorrido rural y empieza otro, para los efectos de contabilizar su jornada de trabajo. Lo anterior, añadió, resulta también importante por cuanto la ley contempla una diferencia respecto de las horas máximas de conducción continua, ya que para los servicios interurbanos establece un tope de 5 horas, en tanto que para los urbanos lo fija en 4. 


El señor Subsecretario del Trabajo señaló que el artículo 26 del Código del Trabajo, referido al servicio de transporte urbano 
-al cual se propone asimilar el rural-, establece que si las partes acuerdan cumplir en turnos la jornada ordinaria semanal, éstos no podrán exceder de 8 horas diarias, con un descanso mínimo de 10 horas entre turno y turno. Asimismo, dispone que estos choferes no podrán conducir más de 4 horas continuas.


El Honorable Senador señor Allamand advirtió que el régimen del artículo 26 del Código del ramo, está concebido para el servicio de transporte de pasajeros que se presta en las ciudades, de ahí que disponga que la jornada diaria no podrá exceder de 8 horas, que el descanso mínimo debe ser de 10 horas entre turno y turno y que los choferes no podrán conducir más de 4 horas continuas. Pero ese esquema, muy lógico al interior de la ciudad, no es igualmente aplicable al servicio de transporte que se presta fuera del radio urbano, donde la realidad es otra.


El asesor legislativo del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que, más allá de un tema de mensualización o semanalización de la jornada de trabajo, el asunto se vincula a los sistemas de registro y control de la jornada, respecto de los cuales, según ya se ha explicado, se han establecido administrativamente ciertas exigencias que, para el servicio de transporte rural, son imposibles de cumplir. De hecho, acotó, dicha circunstancia motivó la presente iniciativa legal. En efecto, precisó, este sector, producto de haber sido asimilado al régimen de los buses interurbanos, tenía mensualizada su jornada laboral y, además, estaba sometido al mismo sistema de registro y control. Ahora bien, sin perjuicio de la definición de la jornada laboral, los servicios rurales de transporte deberían quedar exentos de cumplir con el sistema de registro y control de los servicios interurbanos.


El señor Subsecretario del Trabajo manifestó que, si se mantiene la jornada laboral como mensual, estos trabajadores terminarán con el mismo problema que afectaba a lo choferes de vehículos de carga terrestre, quienes con jornadas diarias más extensas, completaban las 180 horas de su jornada ordinaria mucho antes de cumplir la mensualidad, con lo cual una buena parte del mes quedaban sin posibilidad de continuar trabajando. Ello demuestra, agregó, la trascendencia de la modificación que en este aspecto se propone. Añadió que, si en un recorrido rural el viaje demora tres horas, el chofer descansa la cuarta hora y luego regresa, con lo cual cumple sus dos turnos diarios. Así funciona, por lo general, el transporte de carácter rural.


El Honorable Senador señor Longueira hizo presente que también se da el caso de transportistas rurales que prefieren la jornada mensual de trabajo, por cuanto su temor es que, siendo empresas pequeñas de transporte, terminen siendo absorbidas por las compañías más grandes que operan en el rubro. Añadió que el problema de la exigencia del GPS fue sólo un efecto de la asimilación con el servicio interurbano, pero que la mayor preocupación del sector estaba centrada en obtener, por primera vez, un reconocimiento expreso de su actividad a nivel legal. De ahí surge, además, la necesidad de determinar el carácter -mensual o semanal- de su jornada laboral, y la respuesta debería emerger de la propia realidad de dicha actividad, que no es interurbana ni urbana, sino rural, es decir, con características particulares que la distinguen claramente de las otras modalidades señaladas.


En cuanto a la exigencia referida al sistema de registro y control, dado que ésta se ha impuesto al servicio rural por vía administrativa y no por una norma de rango legal, no corresponde incorporar la respectiva exención en este proyecto de ley. Sin embargo, sugirió, sería importante dejar constancia en el informe de la Comisión que los requerimientos administrativos sobre tales mecanismos de registro y control, en lo sucesivo, no deberían ser exigidos al servicio de transporte rural de pasajeros, el cual, por esta ley, es desvinculado del servicio interurbano de de transporte pasajeros.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que, además, no sería necesario incorporar una norma de ese tipo al proyecto en estudio, por cuanto si éste separa el tratamiento legal de los servicios de transporte interurbano y rural, desaparece el supuesto que hacía aplicable a este último las exigencias de control contempladas administrativamente para el primero.


Por su parte, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social propuso establecer en la norma un régimen alternativo, esto es, consagrar que la jornada laboral de los trabajadores del servicio de transporte rural colectivo de pasajeros, podrá ser semanal o mensual, según el acuerdo de las partes. De esta forma, queda entregada a la voluntad de las partes la definición del régimen al que han de someterse en materia de jornada de trabajo, permitiendo, en consecuencia, aplicar al efecto el sistema que mejor se ajuste a la realidad de cada caso en particular.


Finalmente, los miembros de la Comisión, en aras de encontrar las alternativas que resulten más apropiadas al servicio de transporte rural, estuvieron contestes en lo siguiente:


1.- Establecer una normativa especial aplicable al servicio de transporte rural colectivo de pasajeros, que contenga la regulación laboral a la que habrá de sujetarse la prestación de dicho servicio;


2.- Contemplar la referida normativa en un artículo propio, que se incorporaría al Código del Trabajo en forma independiente de las restantes disposiciones existentes en dicho cuerpo legal en materia de transporte. Para ello, el nuevo precepto sería signado como artículo 26 bis;


3.- En lo relativo a la jornada laboral de los trabajadores del transporte rural colectivo de pasajeros, disponer que ésta podrá ser semanal o mensual, dejando la elección al acuerdo de las partes, y


4.- Dejar constancia en este informe que, dada la separación en el tratamiento legal de los servicios de transporte de pasajeros rural e interurbano, no serían exigibles a aquél los requerimientos sobre sistemas de registro y control aplicables a este último.


- Conforme a lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Longueira y Muñoz Aburto, aprobó la indicación número 1, para su artículo 3º, y la indicación número 3, modificadas de manera de acoger los acuerdos descritos precedentemente sobre la materia., con el texto que se consulta en el Capítulo de Modificaciones.
Indicación número 2


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Orpis, intercala, en el primero de los incisos del artículo único aprobado en general, agregar, a continuación de la palabra “rurales”, la expresión “, internacional”.


El Honorable Senador señor Longueira sugirió consultar al autor de esta indicación acerca de los fundamentos y objetivos de la misma, a fin de conocer su sentido y alcance.


El señor Subsecretario del Trabajo apuntó que en este tipo de transporte podrían considerarse como tal los taxis colectivos que cubren el trayecto Arica-Tacna. Señaló que, efectivamente, en este caso se da una mixtura de transporte rural e internacional, por cuanto, si bien los recorridos no superan los 200 kilómetros de distancia, traspasan las fronteras de nuestro país.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier señaló que, actualmente, este transporte internacional recibe el tratamiento del servicio interurbano. 


Asimismo, advirtió que de ser aceptada la indicación número 1, sería reemplazado el artículo único del proyecto aprobado en general, que es el texto respecto del cual la indicación en análisis fue formulada. En consecuencia, habría que revisar si es posible incorporar la enmienda propuesta por dicha indicación en las nuevas disposiciones del proyecto, particularmente en las relativas al servicio de transporte rural, ya que respecto de éste fue planteada, para hacer aplicable sus normas al servicio de transporte internacional de pasajeros.


En otro orden de ideas, hizo presente que, traspasando los límites chilenos, corresponde aplicar las normas nacionales del respectivo país donde se encuentre el trabajador, sin perjuicio de los convenios internacionales vigentes, los que, en materia de transporte, Chile ha celebrado con diversos países.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto coincidió con lo anterior, recordando que trabajadores chilenos de la Empresa Nacional de Petróleo (ENAP), que se desempeñaban en Argentina, se regían por las normas laborales de ese país.


En la última sesión, el señor Subsecretario del Trabajo explicó que, revisado este tema con el Honorable Senador señor Orpis, autor de la indicación en análisis, así como también con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y la Secretaría Regional Ministerial respectiva, pudo arribarse a la conclusión de que la mejor alternativa en este ámbito, sería la elaboración de un reglamento especial que aborde la regulación del servicio internacional de transporte de pasajeros, a fin de dar una respuesta normativa sobre la materia al tenor de las características que son propias de dicho servicio.


- Atendido lo anterior, el Honorable Senador señor Longueira, en nombre del Honorable Senador señor Orpis, retiró la indicación número 2. 

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1.- Modifícase el artículo 25, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 25.- La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transportes de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles, será de 180 horas mensuales. En el caso de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de los servicios interurbanos de transporte de pasajeros, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes.”.


b) Suprímese, en el inciso cuarto, la frase “o el de vehículos de carga terrestre interurbana”.


c) Elimínase, en el inciso quinto, la expresión “o camión”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 25 bis, nuevo:


“Artículo 25 bis.- La jornada ordinaria de trabajo de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, no excederá de 180 horas mensuales, la que no podrá distribuirse en menos de 21 días. El tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas a bordo o en el lugar de trabajo que les corresponda no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. La base de cálculo para el pago de los tiempos de espera, no podrá ser inferior a la proporción respectiva de 1,5 ingresos mínimos mensuales. Con todo, los tiempos de espera no podrán exceder de un límite máximo de ochenta y ocho horas mensuales.


El trabajador deberá tener un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas.



En ningún caso el trabajador podrá manejar más de cinco horas continuas, después de las cuales deberá tener un descanso cuya duración mínima será de dos horas. En los casos de conducción continua inferior a cinco horas el conductor tendrá derecho, al término de ella, a un descanso cuya duración mínima será de 24 minutos por hora conducida. En todo caso, esta obligación se cumplirá en el lugar habilitado más próximo en que el vehículo pueda ser detenido, sin obstaculizar la vía pública. El camión deberá contar con una litera adecuada para el descanso, siempre que éste se realice total o parcialmente a bordo de aquél.”.


3.- Incorpórase el siguiente artículo 26 bis, nuevo:


“Artículo 26 bis.- El personal que se desempeñe como chofer o auxiliar de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirá por el artículo precedente. Sin perjuicio de ello, podrán pactar con su empleador una jornada ordinaria de trabajo de 180 horas mensuales distribuidas en no menos de 20 días al mes. En ambos casos, los tiempos de descanso a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. En ningún caso los trabajadores podrán conducir por más de cinco horas continuas.

Se entenderá como servicios de transporte rural colectivo de pasajeros, aquellos que cumplan con los requisitos que determine reglamentariamente el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación número 1, para numerales 1 y 2. Unanimidad 3x0. Indicaciones números 1 y 3, para numeral 3)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1.- Modifícase el artículo 25, del modo que sigue:


a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 25.- La jornada ordinaria de trabajo del personal de choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana, de servicios interurbanos de transportes de pasajeros y del que se desempeñe a bordo de ferrocarriles, será de 180 horas mensuales. En el caso de los choferes y auxiliares de la locomoción colectiva interurbana y de los servicios interurbanos de transporte de pasajeros, el tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes.”.


b) Suprímese, en el inciso cuarto, la frase “o el de vehículos de carga terrestre interurbana”.


c) Elimínase, en el inciso quinto, la expresión “o camión”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 25 bis, nuevo:


“Artículo 25 bis.- La jornada ordinaria de trabajo de choferes de vehículos de carga terrestre interurbana, no excederá de 180 horas mensuales, la que no podrá distribuirse en menos de 21 días. El tiempo de los descansos a bordo o en tierra y de las esperas a bordo o en el lugar de trabajo que les corresponda no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. La base de cálculo para el pago de los tiempos de espera, no podrá ser inferior a la proporción respectiva de 1,5 ingresos mínimos mensuales. Con todo, los tiempos de espera no podrán exceder de un límite máximo de ochenta y ocho horas mensuales.


El trabajador deberá tener un descanso mínimo ininterrumpido de ocho horas dentro de cada veinticuatro horas.



En ningún caso el trabajador podrá manejar más de cinco horas continuas, después de las cuales deberá tener un descanso cuya duración mínima será de dos horas. En los casos de conducción continua inferior a cinco horas el conductor tendrá derecho, al término de ella, a un descanso cuya duración mínima será de 24 minutos por hora conducida. En todo caso, esta obligación se cumplirá en el lugar habilitado más próximo en que el vehículo pueda ser detenido, sin obstaculizar la vía pública. El camión deberá contar con una litera adecuada para el descanso, siempre que éste se realice total o parcialmente a bordo de aquél.”.


3.- Incorpórase el siguiente artículo 26 bis, nuevo:


“Artículo 26 bis.- El personal que se desempeñe como chofer o auxiliar de los servicios de transporte rural colectivo de pasajeros se regirá por el artículo precedente. Sin perjuicio de ello, podrán pactar con su empleador una jornada ordinaria de trabajo de 180 horas mensuales distribuidas en no menos de 20 días al mes. En ambos casos, los tiempos de descanso a bordo o en tierra y de las esperas que les corresponda cumplir entre turnos laborales sin realizar labor, no será imputable a la jornada, y su retribución o compensación se ajustará al acuerdo de las partes. En ningún caso los trabajadores podrán conducir por más de cinco horas continuas.


Se entenderá como servicios de transporte rural colectivo de pasajeros, aquellos que cumplan con los requisitos que determine reglamentariamente el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 29 de agosto, y 3 y 31 de octubre, de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Allamand Zavala, Juan Pablo Letelier Morel (Presidente Accidental), y Pablo Longueira Montes.


Sala de la Comisión, a 6 de noviembre de 2007.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.284, QUE ESTABLECE NORMAS PARA PLENA INTEGRACIÓN SOCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

(3875-11)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje del ex Presidente la República, don Ricardo Lagos Escobar. 

La iniciativa ingresó a tramitación en el Senado con fecha 09 de octubre de 2007, pasando a la Comisión de Salud y la de Hacienda, en su caso.  

Corresponde señalar que Su Excelencia la señora Presidenta de la República hizo presente urgencia para el despacho de esta iniciativa, en todos sus trámites constitucionales, en el carácter de “simple”.
- - - 

La Comisión discutió sólo en general esta iniciativa legal, en atención a lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento de la Corporación. 

Asimismo, se deja constancia que, en cumplimiento de lo acordado por el Senado en su oportunidad, el proyecto deberá ser considerado por la Comisión de Hacienda, en su caso, por contener normas propias de su competencia.

- - -


A la sesión en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, la señora Ministra de Planificación, doña Clarisa Hardy.




Asimismo, concurrieron, especialmente invitados, las siguientes personas:





-De MIDEPLAN: la Jefa de la División Jurídica, señora Andrea Soto; la Asesora Legislativa, señora María Eugenia Mella; la Abogado del FONADIS, señora Soledad Torres; el asesor jurídico de Mideplan, señor José Muñoz, y la periodista, señora María José Farias.





-Del Ministerio de Salud: el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic; el Jefe de Gabinete de la Ministra, señor Alan Mulgraski, y el asesor jurídico, señor Eduardo Díaz.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Las siguientes disposiciones deben ser aprobadas con el carácter de norma orgánica constitucional, en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Carta Fundamental:

1.- El artículo 27, que otorga nuevas facultades a las direcciones de obras municipales, cuestión que recae en materias a que alude el artículo 118, sobre administración municipal.


2.- El artículo 48, al consagrar la reserva preferente de cupos para las personas con discapacidad, establece un modo diferente de ingreso a las instituciones públicas que señala, y por lo tanto incide en los siguientes artículos de la Constitución: 38, sobre bases generales de la administración del Estado; 77, sobre organización y atribuciones de los tribunales de justicia; 84, sobre organización y atribuciones del Ministerio Público, y 118, sobre administración municipal, y

3.- Los artículos 65, 66 y 72, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 38 de la Carta Fundamental, sobre bases generales de la administración del Estado, toda vez que éstos están referidos a la organización del servicio público FONADIS.
- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto tiene por objeto asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.





La iniciativa en estudio consta de ochenta artículos permanentes, agrupados en un título preliminar y siete títulos, y cinco artículos transitorios. 

El Título Preliminar, que comprende los artículos 1° al 5°, se denomina “Objeto, principios y definiciones”.


El Título I se extiende del artículo 6° al 11, consta de dos párrafos y se titula “Derecho a la igualdad de oportunidades”.


El Título II, “Calificación y certificación de la discapacidad”, comprende del artículo 12 al 16.


El Título III, que consta de dos párrafos, se titula “Prevención y Rehabilitación”, y va del artículo 17 al 21.


El Título IV, cuyo epígrafe es “Medidas para la igualdad de oportunidades”, comprende cuatro párrafos, entre los artículos 22 y 57.


El Título V, “Del Registro Nacional de la Discapacidad”, incluye los artículos 58 y 59.


El Título VI, relativo a “Acciones Especiales”, comprende del artículo 60 al 63.


Finalmente, el Título VII, que va del artículo 64 al 80, se denomina “Del Fondo Nacional de Discapacidad”.

- - -
ANTECEDENTES 
ANTECEDENTES LEGALES.


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:





- La ley N° 19.284, sobre la plena integración de las personas con discapacidad, que el proyecto deroga.




-El Código del Trabajo

.

ANTECEDENTES DE HECHO.


El proyecto de ley tuvo su origen en Mensaje del Ejecutivo enviado al Cámara de Diputados del 18 de mayo de 2005, el cual fue objeto de una indicación sustitutiva a la totalidad del proyecto, presenta por Su Excelencia la Presidenta de la República, en octubre de 2006.


En la referida indicación sustitutiva, Su Excelencia la Presidenta de la República señala que en 1994 se aprobó la ley N° 19.284, que reguló por primera vez en nuestro país los derechos de las personas con discapacidad, incorporando transversalmente esta variable dentro del quehacer del Estado, a la vez que fortaleció la participación social y la cooperación público-privada en la atención de las necesidades de las personas con discapacidad.


Más adelante destaca que el proyecto presentado por el Ejecutivo el año 2005, es un significativo avance en la materia, pues cambia el eje de la acción estatal en materia de discapacidad, desde el rol tradicional de asistencia al de proveedor de calidad de vida.  Así, establece una nueva definición de persona con discapacidad, la cual se considera ya no desde las deficiencias de la persona, sino en la restricción de su participación y limitaciones en su capacidad para ejercer actividades esenciales en la vida diaria.


Con ello se modifica el concepto de prevención, rehabilitación y de ayudas técnicas, poniendo el acento en la funcionalidad y vida independiente y no en el tratamiento de la deficiencia. 


El proyecto dio un paso enorme al definir el derecho de equiparación de oportunidades como la ausencia de discriminación, directa o indirecta que tenga su causa en una discapacidad. Se especifica cuando dicho derecho se entiende vulnerado, tanto por acciones u omisiones de discriminación, de acoso, de incumplimiento de las exigencias de accesibilidad, etcétera.


En definitiva, la modificación propuesta dio un paso fundamental en la adecuación de la normativa nacional en materia de discapacidad. 


Sin embargo, y por lo señalado en el mensaje, las materias tratadas por el proyecto era sólo uno de los frentes desde los cuales se asume el tema de la discapacidad en nuestro país, requiriendo la incorporación de otros elementos.


Agrega que, asumiendo el compromiso contraído con la Comisión Especial de Discapacidad de la Cámara de Diputados, se estudiaron las adecuaciones legales necesarias para la efectiva transversalidad de la discapacidad en el quehacer de la sociedad chilena y sus instituciones, como un requisito fundamental en la construcción de un Sistema de Protección Social entendiendo por tal, el conjunto de políticas, programas y acciones deliberadas de defensa ante los riesgos que impiden o limitan el despliegue de las personas, garantizando su ejercicio desde la gestación a la vejez.


Así, la base de las adecuaciones que se presentan son las políticas públicas basadas en derechos. Este cambio exige una normativa en materia de discapacidad respetuosa de los principios de la dignidad inherente, la autonomía individual y la independencia de las personas; de no discriminación; participación e inclusión plena; el respeto por la diferencia y la aceptación de la discapacidad como parte de la diversidad y la condición humana; la igualdad de oportunidades; la accesibilidad y el respeto de las capacidades en evolución de los niños con discapacidad. 


La indicación sustitutiva se basa en un marco universal de cultura y respeto de los derechos, considerando los cambios de la sociedad moderna como la prolongación de la esperanza de vida; las enfermedades crónicas y los accidentes del trabajo, hacen que la situación de discapacidad se convierta en un fenómeno creciente y de común ocurrencia dentro de la humanidad.


Refuerza la necesidad de adecuar la normativa nacional a la Convención Internacional de los Derechos de las Personas con Discapacidad, que será presentada para su aprobación a la Asamblea General de las Naciones Unidas, cuyos principios y obligaciones son ya considerados por la presente indicación.


Junto con lo anterior, se estimó conveniente adecuar la estructura de la ley sobre discapacidad para permitir su fácil lectura y comprensión, ajustándola al cambio de paradigma.  De ahí que la presente indicación se construye sobre la base de las modificaciones introducidas el año 2005 a la ley N° 19.284, originando así un nuevo proyecto de ley que se denomina: “De la igualdad de oportunidad e inclusión de las personas con discapacidad”.


Enfatiza que las nuevas materias que se incorporan por la indicación sustitutiva son las siguientes:


1.- En primer lugar, el refuerzo del principio de no discriminación que inspira nuestro sistema jurídico. Se señala que las personas con discapacidad disfrutarán en condiciones de igualdad con los demás; y se consagra el deber del Estado de garantizar el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, así como la prevención y rehabilitación de las discapacidades.


Para facilitar la aplicación e interpretación del cuerpo normativo integral que se construye, se incluyen un conjunto de definiciones, destacándose la de discriminación arbitraria, ayudas técnicas, servicios de apoyo, cuidador y dependencia, todas las cuales siguen los ejes centrales del proyecto.


2.- En segundo lugar, y complementario al actual proyecto, se incorpora un título que trata de la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad como un derecho compuesto por la ausencia de discriminación y en la adopción de medidas de acción positiva. 


Se establecen acciones u omisiones que vulneran el derecho a la igualdad de oportunidades y se incorpora el deber del Estado de garantizar condiciones de accesibilidad y no discriminación, realizar ajustes razonables y la del prevenir conductas de acoso.


3.- En tercer lugar, se incorpora un párrafo especial relativo a las mujeres y niños con discapacidad, y a las personas con discapacidad en situación de dependencia.


4.- En cuarto lugar, se incorporan las medidas para la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, destacando en las medidas de accesibilidad el reconocimiento de la lengua de señas como el medio de comunicación natural de la comunidad sorda, estableciendo la obligación del Estado de fomentar  la formación en lengua de señas y su uso en espacios institucionales, tanto públicos como privados.


También se establece la obligatoriedad para la televisión abierta y por cable de incorporar mecanismos de comunicación audio visual para las personas con discapacidad auditiva.


En materia de educación, se establece que el Estado garantizará el acceso de todas las personas con discapacidad a los establecimientos públicos y privados comunes de enseñanza o establecimientos de educación especial. 


Por otra parte, se instaura que la Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.


En materia de inserción laboral, se autoriza la suscripción del contrato de aprendizaje sin limitación de edad y se instituye la reserva de cupos en la dotación del personal de los servicios públicos para personas con discapacidad. 


En cuanto a exenciones arancelarias, se incrementa el valor máximo de  los vehículos susceptibles de esta franquicia, acorde con los precios de mercado ampliándose el beneficio a todas las personas con discapacidad, su familia y guardadores.


Además, se propone simplificar el procedimiento para impetrar el beneficio arancelario en caso de importación de ayudas técnicas y elementos de apoyo, sustituyendo el sistema de reintegro por un mecanismo de liberación de aranceles. Se incorpora, también, el beneficio establecido para otros casos en el Código Tributario, de pago fraccionado del Impuesto al Valor agregado por la importación de vehículos o ayudas técnicas y elementos de apoyo.


5.- En quinto lugar, manteniendo las normas que regulan el funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad, se elimina la exigencia de estar inscrito en él para acceder a beneficios que otorga el Estado, manteniéndose como registro de fe pública para casos determinados como el uso de estacionamientos preferentes y perros de asistencia.


6.- En sexto lugar, la indicación sustitutiva busca fortalecer el sistema de defensa de los derechos de las personas con discapacidad, elevando las sanciones establecidas para el caso de infracción.


Finalmente, y a objeto de adecuar la normativa a la manera de trabajar del Fondo Nacional de la Discapacidad, se crea el cargo de Director Nacional, reemplazando el de Secretario Ejecutivo, y los de Subdirector Nacional y  Directores Regionales.
- - -

DISCUSION EN GENERAL 


La Comisión inició la discusión general del proyecto, con una presentación del mismo por parte de la Ministra de Mideplan, señora Clarisa Hardy.


En primer término hizo presente a la Comisión la magnitud de la discapacidad en nuestro país. Señaló que, según el “Primer  Estudio Nacional de la Discapacidad en Chile”, realizado durante el año 2004 por el Fondo Nacional de la Discapacidad, en conjunto con el Instituto Nacional de Estadísticas, 2.068.072 personas presentan algún nivel de discapacidad en nuestro país, cifra que representa el 12,9 % de la población total. Es decir, uno de cada ocho chilenos y chilenas vive con discapacidad.


Del colectivo de personas con discapacidad, 917.939 tiene una disminución importante de su funcionalidad o graves dificultades para realizar actividades esenciales de la vida diaria, como las de vestirse, comer, desplazarse y para superar las barreras que plantea el entorno. Esta situación compromete todos los ámbitos de la vida del país.


Luego, exhibió diversos gráficos, que se reproducen a continuación, sobre los hogares con integrantes con discapacidad y a las fuentes de discapacidad. 
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En relación a los tipos de incapacidad, la señora Ministra de Mideplan señaló que un 44,1% corresponde a ceguera o dificultad visual aún usando lentes.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD, 

SEGÚN EL TIPO DE DISCAPACIDAD, 2006 (%)
[image: image9.wmf]Tipo de discapacidad

N

%

%

Ceguera o dificultad visual aún usando lentes

494.366

44,1

Sordera o dificultad auditiva aún usando audífonos

143.595

12,8

Mudez o dificultad en el habla

31.368

2,8

Dificultad física y/o movilidad

283.398

25,3

Dificultad mental o intelectual

112.204

10,0

Dificultad psíquica o psiquiátrica

54.936

4,9

Total con discapacidad

1.119.867

100,0

6,9

No tiene ninguna de estas condiciones de larga duración

15.001.629

93,1

Total

16.121.496

100,0



A continuación, se refirió al nivel educacional de las personas con discapacidad grave, indicando que cerca de un 30% de los discapacitados presenta la educación media como el último nivel educacional alcanzado, cifra que llega a un 44% para personas sin discapacidad, según antecedentes del año 2006.
NIVEL EDUCACIONAL-PERSONAS CON DISCAPACIDAD GRAVE 

(ÚLTIMO NIVEL EDUCACIONAL ALCANZADO SEGÚN EXISTENCIA DE DISCAPCIDAD, 2006) 
FUENTE: ENCUESTA CASEN 2006
	NIVEL EDUCACIONAL
	CON DISCAPADIDAD
	SIN DISCAPADIDAD

	PREPARATORIA 

(SISTEMA ANTIGUO)
	27,5
	9,1

	EDUCACIÓN BÁSICA
	18,4
	18,4

	EDUCACIÓN MEDIA CIENTÍFICO-HUMANISTICA
	14,4
	29,2

	NINGUNO
	12,5
	10,4

	HUMANIDADES

(SISTEMA ANTIGUO)
	11,4
	5,1

	EDUCACIÓN TÉCNICA PROFESIONAL
	4,4
	10,0

	EDUCACIÓN UNIVERSTARIA COMPLETA (CON TÍTULO)
	2,9
	6,7

	TÉCNICA, COMERCIAL, INDUSTRIAL O NORMALISTA (SISTEMA ANTIGUO)
	2,0
	1,4

	ESCUELA ESPECIAL

(DIFERENCIAL)
	2,0
	0,1



En relación a la tasa de desempleo y de participación laboral, la señora Ministra destacó que la tasa de participación laboral de los no discapacitados duplica a la de los discapacitados.  Es así como en el caso de las personas con discapacidad las tasas de desempleo y de participación laboral son de 9,1% y 31, 5%, respectivamente, y que respecto de las personas sin discapacidad, estos valores alcanzan a 7,2% y 59,7%, respectivamente.


Afirmó que los antecedentes anteriormente señalados, llevaron a Mideplan a estudiar las modificaciones legales necesarias para garantizar el respeto por los derechos de las  personas con discapacidad y los apoyos y servicios que estos ciudadanos requieren, y además alcanzar un cambio cultural  que consiga la toma de conciencia colectiva, respecto a la responsabilidad  transversal de la sociedad chilena y sus instituciones por mejorar el entrono social en las personas con discapacidad viven.


La señora Ministra de Mideplan indicó que los derechos de las personas con discapacidad se han convertido en un componente fundamental en la construcción del sistema de protección social comprometido por la Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, al 2010, destinado a la gestión de políticas, programas  y acciones de defensa de las personas, desde la etapa de gestación a la de vejez y ante las distintas situaciones de vulnerabilidad  que en la actualidad  les impiden  ejercer sus derechos sociales.


Como una manera de asegurar la inclusión social de las personas con discapacidad, prevenir la discriminación de la que son víctimas y garantizar la igualdad de derechos y oportunidades para este colectivo, el Ejecutivo envió al Congreso Nacional una iniciativa legal que sustituye la actual ley N° 19.284, sobre Integración Social de las Personas con discapacidad, vigente desde 1994.


El desarrollo del país, la demanda permanente de las personas con discapacidad y de sus familias, así como el impulso de nuevas formas de ver la situación de las personas con discapacidad en el derecho internacional, especialmente producido por el proceso de elaboración y aprobación el año 2006, en el seno de Naciones Unidas, de una “Convención Internacional sobre Dignidad y Derechos de las Personas con Discapacidad”, exigió una completa revisión de la normativa vigente, concluyéndose que, no obstante los avances que la actual ley ha hecho posibles, la ley de integración social de las personas con discapacidad no respondía al actual escenario, enfocado en la perspectiva de derechos  más que en roles asistenciales.


Puso énfasis en que el cambio más importante respecto de la situación actual, es aquél relativo al paradigma existente en torno a la discapacidad, toda vez que mientras el sustento de la ley vigente es, como señaló, la plena integración social, el proyecto de ley en estudio consagra la igualdad de oportunidades e inclusión de las personas con discapacidad.


Luego, la señora Ministra de Mideplan desarrolló los aspectos más importantes del proyecto.

Al respecto, indicó que el objetivo de la ley es hacer efectivo el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, para obtener su plena inclusión social, asegurar el disfrute de sus derechos y eliminar cualquier forma de discriminación en su contra.


Destacó que la definición de persona con discapacidad se ajusta a los paradigmas internacionalmente aceptados, en el sentido de conceptualizarla como aquella persona que como consecuencia de una deficiencia, experimenta una restricción sustancial en su capacidad de ejercer o participar en actividades de la vida diaria, lo que puede ser agravado por el entorno.


El proyecto refuerza el principio de no discriminación que inspira el sistema jurídico. En efecto, establece que las personas con discapacidad disfrutarán en condiciones  de igualdad con los demás de los derechos consagrados en el ordenamiento jurídico, para lo cual exige del estado medidas para garantizar ese ejercicio.


En materia de igualdad de oportunidades, se establecen acciones u omisiones  que vulneran el derecho a la igualdad de oportunidades  para las personas con discapacidad, e incorpora  el deber del Estado de velar por la accesibilidad, por la realización de ajustes necesarios y prevenir conductas de acoso.


En cuanto a los grupos especialmente vulnerables, la iniciativa se ocupa en destacar y visibilizar los derechos de  las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad: Mujeres, niñas, niños y personas con discapacidad y de  causa mental.


También destacó que el proyecto consagra el derecho de los niños con discapacidad menores de seis años a la atención temprana y los exime de la certificación ante COMPIN para acceder a ayudas técnicas y servicios de apoyo que otorgue FONADIS.


En materia de calificación y certificación, el proyecto perfecciona los procedimientos de calificación y certificación de la discapacidad exigiendo a COMPIN y otras entidades que califican, la utilización de criterios uniformes en todo el país y consagrando plazos estrictos: 20 días para la calificación, 5 días para la certificación. Para la calificación de la discapacidad  establece el deber de incorporar los instrumentos y criterios de la OMS.


La prevención y la rehabilitación son consagrados  como un derecho de las personas con discapacidad y de toda la sociedad.


Asimismo, consagra el concepto de rehabilitación integral y la estrategia de rehabilitación con base comunitaria.


Luego, la señora Ministra se refirió a las medidas que considera para la igualdad de oportunidades:


1.- Procesos de selección educacional o laboral: Exigencia de exámenes adaptados.


2.- Televisión abierta y por cable: Exigencia de Subtitulado Oculto Opcional (Closed Caption) y lengua de señas. Campañas de servicio público subtituladas y en lengua de señas


3.- Personas con discapacidad auditiva: Reconoce lengua de señas y promueve su uso en espacios institucionales.


4.- Bibliotecas de acceso público.  Exige contar con material accesible, además de los ajustes que sean necesarios y los servicios de apoyo que sea menester, para atender a las personas con discapacidad sensorial.


5.- Espacio físico: Accesibilidad a edificios y a bienes nacionales de uso público, de manera que sean accesibles y utilizables por las personas con discapacidad.


6.- Fiscalización: Radica el deber de fiscalizar el cumplimiento de medidas de accesibilidad, en el director de Obras municipales, imponiéndole la  obligación de denunciar las infracciones.


7.- Subsidios: Establece el deber del MINVU de contemplar subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a las personas con discapacidad.


8.- Transporte: Exigencias de accesibilidad a todos los medios de transporte e infraestructura de apoyo.


9.- Conserva disposiciones sobre perros de asistencia.


En materia de educación, el proyecto garantiza el acceso de las personas con discapacidad a los establecimientos educacionales, y  el deber de los establecimientos de enseñanza de adecuar currículo, infraestructura y materiales pedagógicos. 


También establece el derecho de las personas con discapacidad, en los casos en que la integración a los cursos de enseñanza regular no sea posible, a que se les imparta enseñanza en el mismo establecimiento en clases especiales o en escuelas especiales.


Asimismo, consagra el deber del MINEDUC de considerar a los alumnos con necesidades especiales en las mediciones de la calidad de la educación, y perfecciona la institución de las aulas hospitalarias, ampliando su actual cobertura.


Consagra el deber de promover el respeto por las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial en el espacio educativo.


En relación a las Instituciones de Educación Superior, el proyecto establece el deber de estas entidades de facilitar el acceso e ingreso de las personas con discapacidad a las carreras que imparten y adaptar programas de estudios y materiales de enseñanza.


En materia de inserción laboral, el proyecto establece el deber del Estado de adoptar medidas de acción positiva que fomenten la inserción laboral de las personas con discapacidad, entre las cuales se señala expresamente la creación de instrumentos tributarios  que favorezcan la contratación.


Asimismo, consagra el deber del Estado de reservar cupos laborales.


Faculta que las personas con discapacidad puedan celebrar el contrato de aprendizaje sin límite de edad.


En materia de exenciones arancelarias, amplía exención de importación de vehículos a todas las personas con discapacidad, a sus cuidadores y guardadores y a personas jurídicas que asistan, apoyen o cuiden a personas con discapacidad.


Se aumentan los montos susceptibles de exención arancelaria para importación de vehículos a US$ 27.500 para vehículos particulares, US$ 32.500 para vehículos para transporte de mercaderías y US$ 47.500, para vehículos de transporte colectivo de personas  


Sustituye el régimen de reintegro de gravámenes aduaneros, para la importación de bienes destinados a personas con discapacidad, por el sistema de liberación directa.


Establece el derecho de pagar el IVA derivado de las  importaciones a las que la ley exenciona de pago arancelario, cuotas mensuales, trimestrales o semestrales, con un máximo de 60 meses.


En otro orden de materias, la señora Ministra señaló que el proyecto traslada la gestión del Registro Nacional de la Discapacidad a FONADIS, eliminando como requisito para acceder a beneficios del Estado, el que las personas con discapacidad se encuentren inscritas en dicho registro. 


También destacó que el proyecto eleva las sanciones aplicables a un rango que va de 10 a 120 UTM y establece que lo recaudado por concepto de multa debe ser destinado a programas municipales en favor de las personas con discapacidad.


En relación al  FONADIS, señaló que amplía su objeto al de  promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.


Establece las funciones para este Servicio, conservando las de financiar proyectos y ayudas técnicas. Organiza el FONADIS en un Consejo, un Director Nacional, un Subdirector y direcciones regionales en todas las Regiones del país. También amplía la representación de la sociedad civil en el Consejo a cinco integrantes, y señala los deberes y derechos de los consejeros así como las causales de su remoción.


La señora Ministra indicó que los artículos transitorios del proyecto establecen plazos breves para cumplir con medidas en accesibilidad televisiva, acceso a bibliotecas, promoción de lengua de señas, respeto por diferencias lingüísticas en la educación y accesibilidad  de los medios de transporte, los que no pueden pasar de tres años.


También se establece un plazo de ocho años para  dotar de accesibilidad a bienes nacionales de uso público tales como parques nacionales y sitios de interés histórico o recreacional.


Se reforma el Código del Trabajo, de modo que los reglamentos internos de las empresas consideren a las personas con discapacidad y los ajustes necesarios y servicios de apoyo que requieren para un desempeño adecuado.


Finalmente, hizo presente que el proyecto deroga la ley N° 19.284, creando una nueva institucionalidad en discapacidad.
- - -

Finalizada la exposición de la señora Ministra, los Honorables Senadores presentes formularon preguntas y observaciones en relación al proyecto en estudio.

El Honorable Senador señor Kuschel, en primer término, manifestó su preocupación respecto del tema de la prevención de la discapacidad.

En efecto, hizo notar que, como lo señaló la señora Ministra, de acuerdo a los resultados de los estudios sobre el particular, existe una tendencia al aumento de la discapacidad adquirida. 

Como existen discapacidades que se pueden prevenir, como ocurre en alguno de los tipos de ceguera, en numerosos casos de accidentes, y en otras situaciones, hizo un llamado a poner el mayor énfasis posible al respecto y reforzarlo.

A modo de ejemplo, sugirió que se informara a la población de qué modo es posible prevenir la ceguera, que es la más numerosa de las formas de discapacidad, haciendo campañas de comunicaciones masivas para el auto cuidado en aspectos tan simples y cotidianos como trabajar, leer o escribir con el nivel adecuado de luz, o realizando ejercicios oculares, que pueden ayudar a ver mejor y mantener los ojos sanos.

El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que existe un aspecto relativo a la pensión asistencial que le preocupa y es el referido a la situación que afecta a las personas que reciben una pensión por invalidez, que tienen temor de que, por el hecho de trabajar, no sean beneficiados nuevamente con la pensión, particularmente si pierden su trabajo. De ser así, efectivamente sería un desincentivo no sólo para que trabajen las persona con discapacidad, sino que, además, los mantendría menos integrados aún. 


La señora Ministra indicó que esa situación está contemplada en la legislación actual, desde que la pensión asistencial adquirió el carácter de pensión automática y no por cupos.  De este modo, desde el momento que una persona adquirió el derecho a la referida pensión, sólo se le suspende cuando trabaja, pero lo recupera automáticamente si deja de trabajar.


Agregó que si en algún caso no está operando del modo señalado, y una persona discapacitada con pensión asistencial no la recibe, se estaría frente a un incumplimiento de la ley y el afectado debería reclamar. 


A mayor abundamiento, señaló que tal situación no debería presentarse porque el sistema de información existente, que es el resultado de la ficha de protección social, que es el instrumento por medio del cual se otorgan las pensiones asistenciales, tiene perfectamente identificada a una persona que ingresa a trabajar o que deja de hacerlo, casos en los cuales se les suspende o recuperan automáticamente la pensión.


Sobre el particular, los Honorables Senadores señores Ruiz Esquide y Kuschel le pidieron a la señora Ministra que se ocupara de analizar lo planteado, para descartar que existan personas que no reciban la pensión asistencial teniendo derecho a ella, recibiendo una acogida inmediata de su parte a tal requerimiento y anunciando que remitirá la información que recabe.


Por su parte, el Honorable Senador señor Ominami, le preguntó a la señora Ministra por las medidas que contempla la ley que tendrán un mayor impacto.


Al respecto, la señora Ministra de Mideplan indicó que, en lo sustancial, serían las relativas al uso del espacio y al cambio cultural que generará la nueva normativa en cuanto a lograr una mayor integración efectiva de las personas con discapacidad.


Luego, el Honorable Senador señor Ominami consultó por el porcentaje de personas discapacitadas que forman parte del Registro de Discapacidad.


El Asesor Jurídico de Mideplan, señor José Muñoz indicó que el Registro de Discapacidad cuenta con 80.000 personas inscritas, aproximadamente, lo que representa alrededor de un 10% del universo total de discapacitados. Señaló que esta cifra es baja porque para poder formar parte del mismo es necesario cumplir con todos los trámites que exige la ley vigente, lo cual muchas veces es demoroso y supone elevar solicitudes a otros organismos, como, por ejemplo, COMPIN.


Sobre lo planteado, destacó que el proyecto traslada la gestión del Registro Nacional de la Discapacidad a FONADIS, eliminando como requisito para acceder a beneficios del Estado, el que las personas con discapacidad se encuentren inscritas en dicho registro.

Finalmente, la señora Ministra de Mideplan agradeció a buena acogida de la Comisión de Salud a un proyecto de ley de tanta trascendencia y tan significativo para un grupo muy importante de nuestro país, así como para el país en su conjunto, y que estaría muy contenta de poder anunciar a todos, en la época en que el país se prepara para realizar una nueva Teletón, que Chile tiene una nueva institucionalidad en materia de discapacidad.

- - -

APROBACIÓN EN GENERAL


-- En votación el proyecto en informe, la Comisión lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Salud os propone aprobar en general. Éste corresponde al aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Título preliminar

Objeto, principios y definiciones


Artículo 1º.- El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.


Artículo 2º.- En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a los principios de vida independiente, accesibilidad universal, diseño universal, intersectorialidad, participación y diálogo social.


Para todos los efectos se entenderá por:


a) Vida Independiente: El estado que permite a una persona tomar decisiones, ejercer actos de manera autónoma y participar activamente en la comunidad, en ejercicio del derecho al libre desarrollo de la personalidad. 


b) Accesibilidad Universal: La condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible.


c) Diseño Universal: La actividad por la que se conciben o proyectan, desde el origen, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de forma que puedan ser utilizados por todas las personas o en su mayor extensión posible.


d) Entorno: El medio ambiente, natural y artificial, en el que las personas desarrollan su participación social, económica, política y cultural, a lo largo de todo su ciclo vital.


e) Intersectorialidad: El principio en virtud del cual las políticas, en cualquier ámbito de la gestión pública, deben considerar como elementos transversales los derechos de las personas con discapacidad. 


f) Participación y Diálogo Social: Proceso en virtud del cual las personas con discapacidad, las organizaciones que las representan y las que agrupan a sus familias, ejercen un rol activo en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que les conciernen.


Artículo 3º.- Es deber del Estado garantizar el derecho a la igualdad y equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad, así como la prevención y rehabilitación de las discapacidades. Las personas con discapacidad disfrutarán, en condiciones de igualdad, de todos los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico. 


El Estado ejecutará programas y creará apoyos destinados a las personas con discapacidad. Estos programas tendrán como objetivo mejorar la calidad de vida de las personas con discapacidad a través del fortalecimiento o promoción de las relaciones interpersonales, su bienestar general, el desarrollo personal, la autodeterminación, la inclusión social y el ejercicio de sus derechos. 


En la ejecución de estos programas y en la creación de apoyos se dará preferencia a la participación de las personas con discapacidad, sus familias y organizaciones. El Estado priorizará la ejecución de programas, proyectos y la creación de apoyos en el entorno más próximo a las personas con discapacidad que se pretende beneficiar.


Con todo, en el diseño de estos programas se considerarán las discapacidades específicas que se pretende suplir y se determinarán los requisitos que deberán cumplir las personas que a ellos postulen, considerando dentro de los criterios de preferencia el grado de la discapacidad.


Artículo 4º.- Persona con discapacidad es aquella que al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno económico, social, político o cultural, y como consecuencia de una o más deficiencias de causa física, mental, intelectual  o sensorial de largo plazo,  puede ver impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de condiciones que los demás. 


Un reglamento de los ministerios de Salud y Planificación señalará la forma de determinar la existencia de una discapacidad y su calificación. Este reglamento deberá incorporar los instrumentos y criterios contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. 


Sin perjuicio de lo anterior, la incorporación de dichos criterios e instrumentos no podrá afectar el ejercicio de los derechos de que gocen  las personas con discapacidad, al entrar en vigencia esta ley.


Artículo 5º.- Para los efectos de esta ley, se entiende por:


a) Discriminación: Toda distinción, exclusión o restricción arbitraria fundada en la discapacidad, y cuyo fin o efecto sea la privación, perturbación o amenaza en el goce o ejercicio de los derechos establecidos en el ordenamiento jurídico.


b) Ayudas técnicas: Los elementos o implementos requeridos por una persona con discapacidad para prevenir la progresión de la misma, mejorar o recuperar su funcionalidad, o desarrollar una vida independiente.


c) Servicio de apoyo: Toda prestación de acciones de asistencia, intermediación o cuidado, requerida por una persona con discapacidad para realizar las actividades de la vida diaria o participar en el entorno social, económico, laboral, educacional, cultural o político, superar barreras de movilidad o comunicación, todo ello, en condiciones de mayor autonomía funcional.


d) Cuidador: Toda persona que proporciona asistencia permanente, gratuita o remunerada, para la realización de actividades de la vida diaria, en el entorno del hogar, a personas con discapacidad, estén o no unidas por vínculos de parentesco.


e) Dependencia: El estado de carácter permanente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de una o más deficiencias de causa física, mental o sensorial, ligadas a la falta o pérdida de autonomía, requieren de la atención de otra u otras personas o ayudas importantes para realizar las actividades esenciales de la vida.

TITULO I

Derecho a la igualdad de oportunidades

Párrafo 1°

De la igualdad de oportunidades


Artículo 6º.- Se entiende por igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, la ausencia de discriminación por razón de discapacidad, así como la adopción de medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, educacional, laboral,  económica, cultural y social.


Artículo 7º.- Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, el Estado establecerá medidas contra la discriminación, las que consistirán en exigencias de accesibilidad, realización de ajustes necesarios y prevención de conductas de acoso.


Se entiende por exigencias de accesibilidad, los requisitos que deben cumplir los bienes, entornos, productos, servicios y procedimientos, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con arreglo al principio de accesibilidad universal.


Los ajustes necesarios son las medidas de adecuación del ambiente físico, social y de actitud a las carencias específicas de las personas con discapacidad que, de forma eficaz y práctica y sin que suponga una carga desproporcionada, faciliten la accesibilidad o participación de una persona con discapacidad en igualdad de condiciones que el resto de los ciudadanos.


Conducta de acoso, es toda conducta relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

Párrafo 2°

De las personas con discapacidad en situación de especial vulnerabilidad


Artículo 8º.- El Estado promoverá el ejercicio de los derechos de las mujeres, niñas y niños con discapacidad, en especial en lo referente a su sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptarán todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su condición de género y discapacidad.


Artículo 9º.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a los niños y niñas con discapacidad el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás niños, en especial, a vivir en un entorno familiar, a la salud, a la educación, a las oportunidades de recreación y a desarrollar sus capacidades y aptitudes en la máxima medida posible.


En toda actividad relacionada con niños y niñas con discapacidad, se considerará en forma primordial la protección de sus intereses superiores.


Los niños y niñas, menores de 6 años, tienen derecho a recibir del Estado atención temprana a las necesidades que presenten por causa de trastornos del desarrollo o déficit de salud que puedan derivar en discapacidad o agravar la ya existente.


Artículo 10.- El Estado adoptará todas las medidas necesarias para asegurar a las personas con discapacidad por causa mental el pleno disfrute de sus derechos en condiciones de igualdad con los demás, en especial lo referente a su dignidad, sexualidad, salud reproductiva y a constituir una familia. Asimismo, adoptará todas las medidas necesarias para evitar las situaciones de violencia, abuso y discriminación de que puedan ser víctimas en razón de su discapacidad.


La rehabilitación de las personas con discapacidad por causa mental propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En ningún caso, la persona con discapacidad por causa mental podrá ser sometida, contra su voluntad, a prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos médicos o científicos.


Artículo 11.- El Estado promoverá la autonomía personal y la atención a las personas  en situación de dependencia a través de prestaciones o servicios, los que se entregarán en forma equitativa, sin perjuicio de la contribución que puedan efectuar de acuerdo a su capacidad económica, tipo de servicio y costo del mismo. 


La atención de las personas con discapacidad en situación de dependencia, deberá facilitar una existencia autónoma en su medio habitual y proporcionar un trato digno en todos los ámbitos de su vida personal, familiar y social.

TÍTULO II

Calificación y certificación de la discapacidad


Artículo 12.- Corresponderá a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN), dependientes del Ministerio de Salud y a las instituciones públicas o privadas, reconocidas para estos efectos por ese ministerio, calificar la discapacidad. 


El proceso de calificación de la discapacidad asegurará una atención interdisciplinaria a cada persona que requiera ser calificada.


Para los efectos de esta ley, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se integrarán, además, por un psicólogo, un fonoaudiólogo, un asistente social, y un educador especial o diferencial o un terapeuta ocupacional según el caso. Asimismo, cuando fuere pertinente, se integrarán uno o más especialistas, de acuerdo a la naturaleza de la discapacidad y a las circunstancias particulares de las personas sometidas a ellas. 


La certificación de la discapacidad sólo será de competencia de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


La calificación y certificación de la discapacidad podrá efectuarse a petición del interesado, de las personas que lo representen, o de las personas o entidades que lo tengan a su cargo.


Artículo 13.- Los criterios uniformes y procedimientos de calificación de la discapacidad, se contendrán en un reglamento de los ministerios de Salud y de Planificación, los que deberán fundarse en las normas e instrumentos contenidos en las clasificaciones internacionales aprobadas por  la Organización Mundial de la Salud. El Ministerio de Salud podrá establecer, mediante resolución,  protocolos e instrucciones técnicas que permitan aplicar e implementar estos criterios uniformes.


La calificación de la discapacidad deberá hacerse de manera uniforme en todo el territorio nacional, garantizando con ello la igualdad de condiciones para el acceso de las personas con discapacidad a los derechos y servicios que la ley contempla.


La calificación de la discapacidad deberá efectuarse dentro del plazo máximo de veinte días contado desde la solicitud del trámite, la que deberá contener los requisitos establecidos en el reglamento. La certificación de la discapacidad deberá expedirse dentro de los cinco días siguientes contados desde la fecha de la calificación.


Toda persona tiene derecho a la recalificación de su discapacidad por la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, previa solicitud fundada del interesado. No podrá solicitarse la recalificación más de una vez en cada año calendario, a menos que esta solicitud se fundare en hechos o antecedentes nuevos, no vinculados a las circunstancias que dieron lugar a la calificación.


Artículo 14.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán requerir de los servicios e instituciones de salud y asistenciales, sean éstos públicos o privados, y de los profesionales que hubieren intervenido en el tratamiento de las personas de cuyos casos estén conociendo, los antecedentes clínicos y otros que sean necesarios para cumplir las funciones que esta ley les encomienda, y aquéllos estarán obligados a proporcionarlos.


Artículo 15.- Las personas que se encuentren en proceso de calificación o de recalificación, deberán concurrir a los exámenes y entrevistas a que sean citadas por las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 


En el evento de que por inactividad del interesado se paralice por más de treinta días el procedimiento por él iniciado, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva podrá apercibirlo para que efectúe las diligencias de su cargo dentro del plazo de treinta días hábiles, bajo pena de declarar el abandono del procedimiento.


Contra la resolución definitiva que emita la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, los interesados podrán interponer reclamación administrativa de conformidad con la ley.


Artículo 16.- La Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, una vez que certifique la discapacidad, remitirá los antecedentes al Registro Nacional de la  Discapacidad, para su inscripción.

TITULO III

Prevención y Rehabilitación


Artículo 17.- La prevención de las discapacidades y la rehabilitación constituyen una obligación del Estado y, asimismo, un derecho de las personas con discapacidad y un deber de su familia y de la sociedad en su conjunto.


El Estado canalizará recursos para colaborar en acciones de prevención y rehabilitación a través de programas orientados a mejorar el acceso de la población discapacitada de escasos recursos, a dichas acciones.

Párrafo 1°

Prevención


Artículo 18.- Prevención de la discapacidad es toda acción o medida, pública o privada, que tenga por finalidad impedir o evitar que una persona experimente una deficiencia que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, así como impedir que ésta llegue a ser permanente.


La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Artículo 19.- Las medidas, planes y programas de prevención se adoptarán en consideración a los factores de riesgo de discapacidad, en especial, los desórdenes genéticos, complicaciones perinatales, enfermedades agudas y crónicas, lesiones, accidentes viales y laborales, violencia, problemas de calidad ambiental, sedentarismo, abuso del alcohol o las drogas, tabaquismo, desórdenes nutricionales, maltrato infantil, condiciones sanitarias deficientes, falta de acceso a los servicios de salud o estrés.


Toda persona tiene derecho a información pública, permanente y actual, sobre las conductas, lugares y condiciones que pueden causar discapacidad. El Estado deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el ejercicio libre y eficaz de este derecho.

Párrafo 2°

Rehabilitación


Artículo 20.- La rehabilitación integral es el conjunto de acciones y medidas que tienen por finalidad que las personas con discapacidad alcancen el mayor grado de participación y capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, en consideración a la deficiencia que cause la discapacidad.


Las acciones o medidas de rehabilitación, tendrán como objetivos principales:


1.- Proporcionar o restablecer funciones.


2.- Compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.


3.- El desarrollo de conductas, actitudes y destrezas que permitan la inclusión laboral y educacional.


4.- La interacción con el entorno económico, social, político o cultural que puede agravar o atenuar la deficiencia que se trate.


Toda persona tiene derecho, a lo largo de todo su ciclo vital y mientras sea necesario, a la rehabilitación, y a acceder a los apoyos, terapias y profesionales que la hagan posible.


Artículo 21.- Las personas con discapacidad tienen derecho a que el proceso de rehabilitación integre y considere la participación de su familia o de quienes las tengan a su cuidado.


El proceso de rehabilitación se considerará dentro del desarrollo general de la comunidad. El Estado fomentará preferentemente la rehabilitación con base comunitaria como estrategia para hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad.


Sin perjuicio de lo anterior, el Estado fomentará la creación de centros públicos o privados, de prevención y rehabilitación integral.


Durante la rehabilitación se prestará asistencia en salud mental, con el propósito que la persona sometida a ella desarrolle al máximo sus capacidades. De ser necesario, dicha asistencia podrá extenderse a la familia.

TITULO IV

Medidas para la Igualdad de Oportunidades

Párrafo 1º

Medidas de Accesibilidad


Artículo 22.- El Estado, a través de los organismos competentes, impulsará y aplicará medidas de acción positiva para fomentar la eliminación de barreras arquitectónicas y promover la accesibilidad universal.


Artículo 23.- Toda persona o institución, pública o privada, que ofrezca servicios educacionales, capacitación o empleo, exigiendo la rendición de exámenes u otros requisitos análogos, deberá realizar los ajustes necesarios para adecuar los mecanismos, criterios, prácticas y procedimientos de selección en todo cuanto se requiera para  resguardar la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad que participen en ellos. 


Artículo 24.- Los canales de la televisión abierta y los proveedores de televisión por cable, deberán aplicar mecanismos de comunicación audiovisual que posibiliten a la población con discapacidad auditiva el acceso a su programación.


Toda campaña de servicio público financiada con fondos públicos; la propaganda electoral, debates presidenciales y cadenas nacionales que se difundan a través de medios televisivos o audiovisuales, deberán ser transmitidas o emitidas con subtitulado y lengua de señas.


Artículo 25.- Se reconoce la lengua de señas como medio de comunicación natural de la comunidad sorda. El Estado deberá fomentar la formación y capacitación en lengua de señas, en particular, chilena, y su uso en espacios institucionales, tanto públicos como privados.


Artículo 26.- Las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios.


Artículo 27.- Toda nueva edificación colectiva, y las antiguas, cuya carga de ocupación sea mayor a cincuenta personas, todo edificio de uso público y todo edificio sin importar su carga de ocupación que preste un servicio a la comunidad, así como las vías públicas y los accesos a todos los medios de transporte público, parques, jardines, pasarelas peatonales y plazas, y los accesos a los bienes nacionales de uso público de interés histórico, cultural o recreacional, tales como bordes costeros, de lagos, ríos y centros turísticos, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad, especialmente aquellas con movilidad reducida. Si contaren con ascensores, éstos deberán tener capacidad suficiente para transportarlas.


Corresponderá al Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecer las condiciones y plazos para que las actuales edificaciones y las obras existentes en el espacio de uso público, se ajusten a las disposiciones del inciso precedente. La fiscalización del cumplimiento de esta normativa será de responsabilidad de las direcciones de obras municipales que deberán denunciar su incumplimiento ante el juzgado de policía local, aplicándose al efecto las disposiciones del Título VI de esta ley. Para el mejor cumplimiento de la fiscalización, las direcciones de obras municipales podrán celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, corporaciones o fundaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, la denuncia por incumplimiento podrá ser realizada por cualquier persona.


Artículo 28.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, dentro de sus programas habitacionales, contemplará subsidios especiales para adquirir y habilitar viviendas destinadas a ser habitual y permanentemente habitadas por una o más personas con discapacidad, por su familia, cuidador o representante, con quienes ellas vivan. 


La Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones contendrá las exigencias de accesibilidad que deban cumplir  las viviendas destinadas a personas con discapacidad.


Artículo 29.- Para asegurar a las personas con discapacidad la accesibilidad a todos los medios de transporte colectivo, sean estos aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, los organismos competentes del Estado y las municipalidades, deben velar o incentivar las habilitaciones y adecuaciones que se requieran para el acceso expedito y seguro de esas personas a todo medio de transporte y a la infraestructura de apoyo, tales como paraderos, estaciones de intercambio modal, terminales, aeropuertos, estaciones de trenes urbanos y suburbanos, superficiales o subterráneos, embarcaderos, funiculares o ascensores verticales, entre otros.


Los operadores de transporte deberán adoptar las medidas y ajustes necesarios para no incurrir en prácticas discriminatorias en la prestación del servicio de transporte de pasajeros. De modo alguno pueden exigir a un pasajero con discapacidad el cumplimiento de requisitos o condiciones especiales para acceder al servicio de transporte.


Todos los medios de transporte colectivo, aéreos, terrestres, marítimos o fluviales, deberán asegurar la accesibilidad de los pasajeros con discapacidad y contar con la señalización, asientos y espacios suficientes, de fácil acceso, cuyas características, dependiendo de cada medio de transporte, serán establecidas en el reglamento que al efecto se dicte que deberá ser suscrito por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación. 


Artículo 30.- Las edificaciones con destino industrial, toda edificación de uso público y los espacios de uso público, que requieran estacionamientos para vehículos, deberán contar con un número suficiente de ellos para el uso de las personas con discapacidad, conforme a las disposiciones de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. Corresponderá a la municipalidad respectiva velar por el adecuado cumplimiento de esta obligación.


El diseño de estos estacionamientos deberá considerar las necesidades de desplazamiento y de seguridad de las personas con discapacidad que hagan uso de ellos, conforme a las características establecidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.


Los establecimientos que cuenten con estacionamientos para personas con discapacidad al interior de sus dependencias, como malls y supermercados, y posean servicios de vigilancia privada, deberán velar por su correcto uso, denunciando a las autoridades competentes, a los vehículos infractores. La administración de estos establecimientos será solidariamente responsable por el uso indebido de los estacionamientos para personas con discapacidad. Sólo podrán hacer uso de ellos los vehículos que cuenten con el correspondiente distintivo (Cruz de Malta y similares) y credencial de discapacidad en un lugar visible del parabrisas, de acuerdo con lo establecido en la Ley del Tránsito.

Párrafo 2°

De los perros de asistencia para personas con discapacidad


Artículo 31.- Toda persona con discapacidad, tendrá el derecho a ser acompañada permanentemente por un perro de asistencia, a todo edificio, construcción, infraestructura o espacio de uso público, sea de propiedad privada o pública, destinado a un uso que implique la concurrencia de público.


Asimismo, estas personas, junto con sus perros de asistencia, tendrán derecho a acceder y circular en cualquier medio de transporte terrestre o marítimo de pasajeros que preste servicios en el territorio nacional, sea gratuito o remunerado, público o privado, individual o colectivo. El acceso y circulación en los medios de transporte aéreo se regirá por la normativa vigente.


Artículo 32.- El acceso, la circulación y la permanencia, en los lugares y medios de transporte señalados en el artículo precedente, por parte del perro de asistencia que acompañe a la persona con discapacidad, no quedarán sujetos al pago de una suma de dinero, ni podrán ser condicionados al otorgamiento de ninguna clase de garantía, salvo que para ello deba incurrirse en un gasto adicional avaluable en dinero, lo cual deberá informarse previamente a quien lo requiera.


Artículo 33.- Para los efectos previstos en esta ley, se entenderá por "perro de asistencia" aquel que fuere individualmente entrenado para realizar labores en beneficio de una persona con discapacidad.


Los perros de asistencia podrán ser entrenados para realizar labores de perros guía, de señal, de servicio o de otro tipo, en conformidad con las características y condiciones que fije el reglamento.


Artículo 34.- Los perros de asistencia deberán estar debidamente identificados, mediante el distintivo de carácter oficial que determine el reglamento.


Artículo 35.- Corresponderá al dueño del perro de asistencia, o a quien se sirva de él, adoptar las medidas necesarias para asegurar una sana convivencia y evitar disturbios o molestias a las demás personas.


Las personas con discapacidad no podrán ejercer los derechos establecidos en este párrafo cuando el perro de asistencia presente signos de enfermedad, agresividad y, en general, cuando el animal se constituya en un evidente riesgo para las personas.


Artículo 36.- El entrenamiento de perros de asistencia estará a cargo de instituciones con personalidad jurídica o personas naturales que cumplan con las normas que establezca el reglamento. Estas instituciones o personas serán las encargadas de seleccionar, criar y entrenar perros para personas con discapacidad, además de preparar al usuario del perro de asistencia para su utilización y cuidado.

Párrafo 3°

De la educación y de la inclusión escolar


Artículo 37.- El Estado garantizara el acceso de todas las personas con discapacidad a los establecimientos públicos y privados comunes de enseñanza o establecimientos de educación especial, según corresponda.


Artículo 38.- La Educación Especial es una modalidad del sistema escolar que provee servicios y recursos especializados, tanto a los establecimientos de enseñanza regular como a las escuelas especiales, con el propósito de asegurar aprendizajes de calidad a niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales asociadas o no a una discapacidad, asegurando el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades, para todos los educandos.


Artículo 39.- Los establecimientos de enseñanza regular deberán incorporar las innovaciones y adecuaciones curriculares, de infraestructura y los materiales de apoyo necesarios para permitir y facilitar a las personas con discapacidad el acceso a los cursos o niveles existentes, brindándoles los recursos adicionales que requieren para asegurar su permanencia y progreso en el sistema educacional.


Cuando la integración en los cursos de enseñanza regular no sea posible, atendida la naturaleza y tipo de la discapacidad del alumno, la enseñanza deberá impartirse en clases especiales dentro del mismo establecimiento educacional o en escuelas especiales.


Asimismo, el Ministerio de Educación deberá hacer las adecuaciones necesarias para que los alumnos y alumnas con necesidades educativas especiales puedan participar en las mediciones de la calidad de la educación.


Artículo 40.- La necesidad de las personas con discapacidad de acceder a la educación especial, se determinará sobre la base de informes emanados de los equipos multiprofesionales del Ministerio de Educación y de otros organismos acreditados para estos efectos, los que deberán considerar la opinión de los respectivos establecimientos educacionales, del alumno y su familia, cuidadores y guardadores, sin perjuicio de las facultades que esta ley otorga a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y de los certificados que ellas emitan, todo ello de acuerdo a lo que disponga el reglamento de que trata el artículo 4° de esta ley.


Artículo 41.- Las escuelas especiales, además de atender a las personas que de conformidad al inciso segundo del artículo 38 lo requieran, podrán proveer de recursos especializados y prestarán servicios y asesorías a los jardines infantiles, a las escuelas de educación básica y media, a las instituciones de educación superior o de capacitación en las que se aplique o se pretenda aplicar la integración de personas que presenten necesidades especiales.


Artículo 42.- El Ministerio de Educación cautelará la participación de las personas con discapacidad en los programas relacionados con el aprendizaje, desarrollo cultural y el perfeccionamiento. 


Las instituciones de educación superior deberán contar con mecanismos que faciliten el acceso e ingreso de las personas con discapacidad, así como adaptar los materiales de estudio y medios de enseñanza para que dichas personas puedan cursar las diferentes carreras.


Asimismo, las instituciones de educación superior, deberán incorporar en las mallas curriculares de todas sus carreras, materias relacionadas con la discapacidad.


Artículo 43.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine, o que estén en tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación les proporcionará la correspondiente atención escolar en el lugar que, por prescripción médica, deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.


Artículo 44.- El Ministerio de Educación, establecerá mecanismos especiales y promoverá el desarrollo de ofertas formativas acorde a las necesidades específicas de los alumnos a fin de facilitar el ingreso a la educación o a la formación laboral de las personas que a consecuencia de su discapacidad no hayan iniciado o concluido su escolaridad obligatoria.


Artículo 45.- Los establecimientos educacionales deberán, progresivamente, adoptar medidas para promover el respeto por  las diferencias lingüísticas de las personas con discapacidad sensorial, sean sordas, ciegas o sordo-ciegas en la educación básica, media y superior, con el fin de que éstos puedan tener acceso, permanencia y progreso en el sistema educativo.

Párrafo 4°

De la capacitación e inserción laboral


Artículo 46.- El Estado, a través de los organismos competentes, promoverá y aplicara medidas de acción positiva para fomentar la integración e inclusión laboral de las personas con discapacidad, especialmente deberá:


a) Fomentar y difundir prácticas laborales de inclusión y no discriminación;


b) Promover la creación y diseño de procedimientos, tecnologías, productos y servicios  laborales accesibles y difundir su aplicación;


c) Crear y ejecutar programas de acceso al empleo para personas con discapacidad, y 


d) Difundir los instrumentos jurídicos y recomendaciones sobre el empleo de las personas con discapacidad aprobado o divulgado por la Organización Internacional del Trabajo. 


e) Crear instrumentos tributarios que favorezcan la contratación de personas con discapacidad en empleos permanentes.


Artículo 47.- El Estado desarrollará planes, programas e incentivos que tendrán por finalidad favorecer la inserción laboral y el acceso a beneficios de seguridad social por parte de las personas con discapacidad. El Ministerio del Trabajo y Previsión Social informará semestralmente a la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento de los programas existentes y los resultados alcanzados.


Artículo 48.- La Administración del Estado y sus organismos, las municipalidades, los órganos de la administración de justicia y el Ministerio Público, reservarán preferentemente cupos, en igualdad de condiciones y mérito, a personas con discapacidad.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Planificación determinará la forma de dar cumplimiento a esta disposición. 


Artículo 49.- La capacitación laboral de las personas con discapacidad comprenderá, además de la formación laboral, la orientación profesional que deberá otorgarse teniendo en cuenta la evaluación de sus capacidades reales del la persona, la educación efectivamente recibida y sus intereses. 


Artículo 50.- Las personas con  discapacidad podrán celebrar el contrato de aprendizaje contemplado en el Código del Trabajo, sin limitación de edad.

Párrafo 5°

De las exenciones arancelarias


Artículo 51.- Todas las personas con discapacidad, o representado por sus cuidadores o guardadores, accederán al beneficio para la importación de vehículos establecido por el artículo 6º de la ley Nº 17.238.


En ningún caso los vehículos a que se refiere el inciso primero podrán tener un valor FOB superior a US$ 27.500, sin considerar el mayor valor que representen los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para personas con discapacidad que se señalen en los certificados, que para los efectos de esta ley, debe emitir la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando resulte pertinente. En el caso de vehículos de transporte de mercancías, estos no podrán tener un valor FOB superior a US$ 32.500. Dichas cantidades se actualizarán anualmente. 


Los beneficios establecidos en este artículo serán aplicables también a la importación de vehículos destinados exclusivamente al transporte colectivo de personas con discapacidad.  El valor FOB de dichos vehículos no podrá exceder de US$ 47.500, sin considerar los elementos opcionales constitutivos del equipo especial para  personas con discapacidad que señale el reglamento.


Los vehículos que se importen mediante la franquicia establecida en este artículo permanecerán por un lapso no inferior a 3 años afectos al uso y transporte de personas con discapacidad. 


Los valores máximos establecidos en el presente artículo se actualizarán anualmente.


Las personas jurídicas sin fines de lucro, que tengan por objeto la asistencia, cuidado o apoyo de personas con discapacidad podrán impetrar los beneficios establecidos en este artículo, para importar vehículos destinados exclusivamente al transporte de personas con discapacidad que ellas atiendan en el cumplimiento de sus fines.


Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará los procedimientos y competencias para el otorgamiento de autorizaciones, control y fiscalización de los beneficios establecidos en este artículo.


Artículo 52.- Libérase de la totalidad de los gravámenes aduaneros la importación de los siguientes bienes:


a) Prótesis auditivas, visuales y físicas;


b) Órtesis;


c) Equipos, medicamentos y elementos necesarios para la terapia y rehabilitación de personas con discapacidad;


d) Equipos, maquinarias y útiles de trabajo especialmente diseñados o adaptados para ser usados por personas con discapacidad;


e) Elementos de movilidad, cuidado e higiene personal necesarios  para facilitar la autonomía y la seguridad de las personas con discapacidad;


f) Elementos especiales para facilitar la comunicación, la información y la señalización para personas con discapacidad;


g) Equipos y material pedagógico especiales para educación, capacitación y recreación de las personas con discapacidad;


h) Elementos y equipos de tecnología de la información y de las comunicaciones destinados a cualquiera de los fines enunciados en las letras anteriores, y.


i) Ayudas técnicas y elementos necesarios para prestar servicios de apoyo que importe el Fondo Nacional de la Discapacidad.


Artículo 53.- Sólo podrán impetrar el beneficio que otorga el artículo anterior, las personas con discapacidad, o representados por sus cuidadores o guardadores, para la importación de elementos destinados al uso exclusivo de las personas con discapacidad y las personas jurídicas sin fines de lucro que, de conformidad con sus objetivos, actúen en el ámbito de la discapacidad e importen elementos necesarios para el cumplimiento de sus fines o para el uso o beneficio de personas con discapacidad que ellas  atiendan.


Artículo 54.- Los bienes importados bajo esta franquicia no podrán ser objeto de enajenación ni de cualquier acto jurídico entre vivos que signifique la transferencia de su dominio, posesión, tenencia o uso a terceras personas distintas del destinatario, salvo que hayan transcurrido 3 ó más años desde su importación o que conste que ya no prestan utilidad a dicho destinatario.


La enajenación prevista en el inciso anterior, relativo a los bienes que no presten utilidad al destinatario, sólo podrá efectuarse respecto de otra persona con discapacidad.


Artículo 55.- El Servicio de Impuestos Internos, a solicitud de los beneficiarios de las exenciones arancelarias establecidas en este párrafo, autorizará el pago del Impuesto al Valor Agregado que  devengue la internación de los vehículos a que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 17.238 o de los bienes señalados en el presente párrafo, en cuotas iguales mensuales, trimestrales o semestrales, siempre que no exceda el plazo de  sesenta meses contados desde la fecha de emisión de la factura respectiva. Para estos efectos, el importador será sujeto del Impuesto al Valor Agregado que corresponda pagar por la importación de los citados bienes. Las cuotas de impuesto que se determinen deberán expresarse en unidades tributarias mensuales y se solucionarán al valor que éstas tengan a la fecha de pago de cada cuota. El Servicio de Impuestos Internos podrá exigir las garantías personales o reales que estime conveniente para el debido resguardo de los intereses fiscales.


Artículo 56.- Un reglamento suscrito por el Ministerio de Hacienda determinará el procedimiento de obtención de los beneficios arancelarios y tributarios establecidos en los artículos precedentes, así como el de enajenación de los bienes a que los mismos artículos se refieren.


Artículo 57.- Todo aquél que solicite u obtenga indebidamente los beneficios tributarios y arancelarios de que trata este párrafo, proporcionando antecedentes falsos o que transgreda lo dispuesto en el artículo 55 precedente, incurrirá en los delitos establecidos en los artículos 168 de la Ordenanza de Aduanas y el 97 N° 25 del Código Tributario.

TITULO V

Del Registro Nacional de la Discapacidad


Artículo 58.- El Registro Nacional de la Discapacidad, a cargo del Fondo Nacional de la Discapacidad, tiene por objetivo reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de los organismos que se señalan en el artículo siguiente, en la forma que establezca el reglamento.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Planificación establecerá la estructura y funcionamiento del Registro Nacional de la Discapacidad.


Artículo 59.- El Registro Nacional de la Discapacidad deberá:


a) Inscribir a las personas cuya discapacidad sea certificada por la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez;


b) Inscribir a las personas con discapacidad que lo soliciten, previamente certificadas por la COMPIN;


c) Inscribir a las personas naturales que presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. El reglamento determinará la naturaleza de estos servicios y los requisitos que deben cumplir estas personas para su incorporación en este registro;


d) Inscribir a las personas jurídicas que atiendan o se relacionen con personas con discapacidad. Estas personas deberán acreditar su existencia legal;


e) Otorgar las credenciales de inscripción y los certificados que determine el reglamento, y


f) Cancelar la inscripción de las personas señaladas en las letras a), b) y c) en los casos que señale el Reglamento.

Título VI

Acciones Especiales


Artículo 60.- Sin perjuicio de las normas administrativas, y penales existentes, toda persona que por causa de acción u omisión arbitraria o ilegal sufra la amenaza o privación en el ejercicio de los derechos consagrados en esta ley, podrá concurrir por sí o por cualquiera a su nombre ante el juez de policía local de su domicilio para que adopte las providencias necesarias para asegurar y restablecer el derecho afectado.


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, las personas jurídicas serán solidariamente responsables de las faltas cometidas por sus dependientes o subordinados.


Artículo 61.- El que causare herida, trauma o muerte injustificada a un perro de asistencia, será obligado al pago de las cuentas veterinarias y de los costos de reemplazo del perro a su dueño, si aquél no pudiere seguir ejerciendo sus labores o fuere muerto, sin perjuicio de la responsabilidad civil indemnizatoria correspondiente.


Artículo 62.- El que fuere sancionado como autor de un acto u omisión arbitraria o ilegal, en los términos previstos en el artículo 60 de esta ley, pagará una multa de 10 a 120 unidades tributarias mensuales. 


Esta suma ingresará a las arcas del respectivo municipio, para su destinación exclusiva a programas y acciones en beneficio de las personas con discapacidad de la comuna. Estas sanciones se duplicarán en caso de reincidencia.


Para el caso de que el denunciado o demandado no adopte las medidas de accesibilidad ordenadas por el juzgado de policía local correspondiente o bien insista en el incumplimiento de la normativa, además de la sanción pecuniaria el juez podrá decretar la medida de clausura del establecimiento de que se trate.


Artículo 63.- Las causas a que dieren lugar las acciones previstas en este Título, se sustanciarán conforme al procedimiento establecido en la ley Nº 18.287. En caso que el denunciado o demandado comparezca asistido por abogado, el tribunal, de oficio, le designará al denunciante o demandante el abogado de turno, resolución que se notificará por quien designe el juez sin costo para el actor.


Si comparecieren personas con discapacidad sensorial, el tribunal velará por que se utilicen medios idóneos que les permitan comunicarse de manera clara y transparente, y acceder a los antecedentes del proceso de manera que se garanticen adecuadamente sus derechos.


En la tramitación del recurso de apelación, se estará a lo dispuesto en la ley N° 20.146.

TITULO VII

Del Fondo Nacional de la Discapacidad


Artículo 64.- El Fondo Nacional de la Discapacidad, servicio público funcionalmente descentralizado, tiene por finalidad promover el proceso de equiparación de oportunidades y la inclusión y participación de las personas con discapacidad.


Artículo 65.- El Fondo Nacional de la Discapacidad se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Planificación, su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de los demás especiales que pudiere establecer y, podrá usar la sigla "FONADIS" para identificarse en todos sus actos y contratos.


Sus funciones serán las siguientes:


a) Ejecutar políticas, planes y programas en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad de las personas con discapacidad, a fin de promover su plena inclusión; 


b) Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad; 


c) Financiar, total o parcialmente, la adquisición de elementos, implementos o servicios de apoyo requeridos por una persona con discapacidad para mejorar su funcionalidad y autonomía personal;


d) Realizar acciones de difusión y sensibilización de las normas y prácticas de equiparación de oportunidades, no discriminación y accesibilidad dirigidas a promover la inclusión social de las personas con discapacidad;


e) Ejecutar programas y proponer medidas que favorezcan la inserción laboral de las personas con discapacidad; 


f) Ejecutar programas o proyectos que tengan por finalidad el fortalecimiento de las organizaciones de y para personas con discapacidad;


g) Apoyar la participación y diálogo social e intersectorial dirigidos a promover los derechos de las personas con discapacidad;


h) Fomentar prácticas y criterios de inclusión de las personas con discapacidad;


i) Administrar y gestionar el Registro Nacional de la Discapacidad, y


j) Velar por el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con la protección de los derechos de las personas con discapacidad. Esta facultad incluye la atribución de denunciar los posibles incumplimientos ante los organismos o instancias jurisdiccionales respectivas, y ejercer acciones y hacerse parte en toda causa en que estén afectados los intereses de las personas con discapacidad, de conformidad a la ley.


El Fondo Nacional de la Discapacidad estará organizado en un Consejo, una Dirección Nacional, una Subdirección Nacional y direcciones regionales en cada región del país. 


Artículo 66.- El Consejo es un órgano colegiado que tendrá las funciones consultivas y resolutivas que señale esta ley. Este Consejo deberá hacer efectiva la participación y el diálogo social en el proceso de equiparación de oportunidades y de inclusión política, económica, social y cultural de las personas con discapacidad.


El Consejo se integrará como sigue:


a) El Ministro de Planificación, o su representante, quien lo presidirá y dirimirá los empates;


b) Los Ministros de Hacienda, Educación, Justicia, Trabajo y Previsión Social, Salud, Vivienda y Urbanismo, Transportes y Telecomunicaciones, Servicio Nacional de la Mujer, Consejo Nacional de la Cultura y del Instituto Nacional del Deporte, o sus representantes;


c) Cinco representantes de organizaciones de personas con discapacidad de carácter nacional que no  persigan fines de lucro. Estos consejeros deberán representar equitativamente a agrupaciones de personas con discapacidad física, auditiva, visual, mental y psíquica. El reglamento establecerá los requisitos que deben cumplir estas entidades para acreditar su carácter nacional.


d) Un representante del sector empresarial;


e) Un representante de organizaciones de trabajadores;


f) Dos representantes de instituciones privadas sin fines de lucro constituidas para atender a personas con discapacidad, y

g) El Director Nacional del FONADIS, quien tendrá derecho a voz y será su ministro de fe.


Los Consejeros no serán rentados en su calidad de tales y, los señalados en las letras c), d), e) y f) serán designados por el Presidente de la República a proposición de las entidades respectivas, que elegirán sus representantes en la forma que determine el reglamento.  Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y podrán ser nuevamente propuestos.


Artículo 67.-  Son derechos de los consejeros:


a) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz y voto, y


b) Acceder en forma completa y oportuna a los antecedentes necesarios para el desempeño de sus funciones con antelación a la celebración de cada sesión del Consejo y, en su caso, a aquellos concernientes al comité respectivo.


Artículo 68.- Son obligaciones de los consejeros:


a) Asistir a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo.


b) Integrar periódicamente los comités que se designen.


c) Contribuir  a la formación de la voluntad del Consejo.


d) Inhabilitarse de conocer asuntos respecto de los tengan un interés directo.


Artículo 69.- Son causales de cesación en el cargo de consejero designado de conformidad con las letras c), d), e) y f), del artículo 65, las siguientes:


a) Expiración del plazo de su designación. Los Consejeros cesarán en sus funciones por el sólo ministerio de la ley una vez expirado el período para el cual fueron designados.


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Ser condenado por delito que merezca pena aflictiva.


d) Inasistencia injustificada a tres sesiones continuas o cuatro sesiones discontinuas dentro de un año calendario. 


e) Actuar a nombre o en representación del Consejo o de FONADIS, sin estar facultado para ello. 


f) Faltar a la probidad en el ejercicio de su cargo.


Si un consejero incurriere en una causal de cesación del cargo, por acuerdo de dos terceras partes del Consejo y a través del Ministro de Planificación, se harán llegar los antecedentes al Presidente de la República, quien podrá solicitar la renuncia al consejero de que se trate.


Artículo 70.- Corresponderá al Consejo:


a) Proponer las principales líneas de acción que deben orientar los planes, programas y proyectos a financiar por el Fondo Nacional de la Discapacidad, en conformidad a la ley y el reglamento;


b) Solicitar de los ministerios, servicios públicos y entidades en los que el Estado tenga participación, los antecedentes e información necesarios para el cumplimiento de sus funciones;


c) Recomendar los criterios y procedimientos de evaluación, selección y supervisión de los proyectos concursables financiados por el Fondo Nacional de la Discapacidad;


d) Resolver y adjudicar los concursos de proyectos;


e) Constituir comisiones de trabajo integradas por consejeros o con personas ajenas al Consejo, y


f) Cumplir las demás funciones que la ley o el reglamento le encomienden.


Los acuerdos a que se refieren las letras a), c), d) y e), necesitarán del voto conforme de los dos tercios de los consejeros presentes.


El Ministerio de Planificación dictará un reglamento de funcionamiento del Consejo, el que dispondrá, a lo menos, los quórum necesarios para sesionar y adoptar acuerdos y los procedimientos de inhabilitación, remoción, suspensión y reemplazo de sus integrantes.


Artículo 71.- La dirección y administración del Fondo Nacional de la Discapacidad corresponderá a un funcionario denominado Director Nacional, el que será nombrado de conformidad a lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Serán funciones  del Director Nacional:


a) Cumplir y hacer cumplir los acuerdos e instrucciones del Consejo y realizar los actos y funciones que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


b) Informar periódicamente al Consejo acerca de la marcha del Fondo Nacional de la Discapacidad y del cumplimiento de sus acuerdos;


c) Nombrar a los funcionarios de su dependencia, asignarles funciones y resolver las sanciones administrativas que correspondan de conformidad con la ley;


d) Adquirir, enajenar, gravar y administrar toda clase de bienes y celebrar cualquier acto o contrato en cumplimiento del objeto y funciones del Fondo; 


e) Encomendar a la subdirección, direcciones regionales y departamentos del Fondo Nacional de la Discapacidad, las funciones que estime necesarias;


f) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;


g) Participar en las sesiones del Consejo con derecho a voz, desempeñándose como ministro de fe, y


h) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


Artículo 72.- Un Subdirector Nacional coordinará la gestión de las unidades del Fondo Nacional de la Discapacidad, de conformidad con los objetivos y las políticas que fije el Consejo y las instrucciones impartidas por el Director Nacional.


Corresponderá al Subdirector Nacional:


a) Subrogar al Director Nacional, en caso de ausencia o impedimento;


b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Director Nacional y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;


c) Colaborar con el Director Nacional en la preparación del plan anual de trabajo, del anteproyecto de presupuestos y de toda otra materia que el Director Nacional le solicite;


d) Controlar la gestión del servicio, en particular, el cumplimiento de las metas y compromisos institucionales;


e) En general, ejercer las demás facultades que sean necesarias para la buena marcha del servicio.


El Subdirector será nominado de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 73.- Habrán direcciones regionales a cargo de un funcionario con la denominación de Director Regional. A los directores regionales les corresponden las siguientes atribuciones y obligaciones:


a) Organizar y dirigir la Dirección Regional y ejecutar las políticas fijadas por el servicio en la respectiva región, de acuerdo a las instrucciones que les imparta el Director Nacional;


b) Coordinar las políticas públicas y planes que conciernan a las personas con discapacidad, realizados por los distintos organismos del Estado a nivel regional;


c) Fomentar la participación social de las organizaciones de y para personas con discapacidad en la gestión de las políticas públicas en la respectiva región;


d) Supervisar el correcto desempeño de las funciones del servicio en la región, de acuerdo a las normas e instrucciones impartidas por el Director Nacional;


e) Administrar los bienes y recursos que se pongan a su disposición y dar cuenta anualmente;


f) Celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el buen funcionamiento del servicio en la respectiva región y,


g) Ejercer las demás atribuciones y funciones que el Director Nacional le delegue o que las leyes le asignen. 


Los directores regionales serán nominados de conformidad con lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882.


Artículo 74.- El patrimonio del Fondo Nacional de la Discapacidad estará formado por:


a) Los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos;


b) Los bienes muebles e inmuebles que se transfieran al Fondo Nacional de la Discapacidad o que éste adquiera a cualquier título y por los frutos de esos mismos bienes;


c) Las donaciones, herencias y legados que el Consejo acepte, en todo caso con beneficio de inventario. Las donaciones a que se refiere este número estarán exentas del trámite de insinuación;


d) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título para el cumplimiento de sus objetivos y, 


e) Los recursos que pueda captar como resultado de trabajos de estudio, investigación o asistencia técnica que contrate con organismos públicos o privados. 


Artículo 75.- Los recursos que administre el Fondo Nacional de la Discapacidad deberán destinarse preferentemente a los siguientes fines:


1.- Financiar, total o parcialmente, la adquisición por parte de terceros de ayudas técnicas destinadas a personas con discapacidad de escasos recursos  o a personas jurídicas sin fines de lucro que las atiendan, y


2.- Financiar, total o parcialmente, planes, programas y proyectos en favor de las personas con discapacidad, que sean ejecutados por terceros y que de preferencia se orienten a la prevención, diagnóstico, rehabilitación e inclusión social de dichas personas.


Artículo 76.- Los recursos a que se refiere el artículo anterior serán asignados en conformidad con las siguientes normas:


1.- Adquisición  de ayudas técnicas: Se asignarán por medio de convenios que celebrará el Fondo Nacional de la Discapacidad con entidades e instituciones estatales o con personas jurídicas privadas que no persigan fines de lucro y cuyo objeto sea la atención a personas con discapacidad.


2.- Ejecución de planes, programas y proyectos: Se asignarán a través de concursos públicos, a los que podrán postular personas naturales o jurídicas, sean o no chilenas y organismos internacionales o extranjeros.


En ningún caso los recursos que el Fondo Nacional de la Discapacidad asigne a las entidades o instituciones estatales podrán destinarse al financiamiento de adquisiciones, programas o actividades regulares.


Artículo 77.- Para la asignación y financiamiento de los servicios y ayudas técnicas que requieran los niños y niñas menores de seis años, será suficiente la determinación diagnóstica del médico tratante y la presentación de un plan de tratamiento. Sin perjuicio de lo anterior, en casos calificados y debidamente fundados, el Fondo Nacional de la Discapacidad podrá requerir al solicitante otros antecedentes, diagnósticos o información adicional.


Artículo 78.- Las personas que presten servicios en el Fondo Nacional de la Discapacidad se regirán por el Código del Trabajo y sus normas complementarias.


Un reglamento determinará la organización interna del Fondo Nacional de la Discapacidad, y los procedimientos a que deba ajustarse su actuación y funcionamiento.


Artículo 79.- Los actos del Fondo Nacional de la Discapacidad estarán sometidos al control de legalidad de la Contraloría General de la República, según las normas generales.


Artículo 80.- Derógase la ley N°19.284, que establece normas para la plena integración social de las personas con discapacidad.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Las disposiciones del artículo 24 deberán encontrarse íntegramente cumplidas dentro del término de tres años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. El Presidente de la República dictará, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley, las normas necesarias para que los canales de radiodifusión televisiva de libre recepción y los servicios limitados de televisión, incorporen programación con subtítulos ocultos u opcionales u otro mecanismo de comunicación audiovisual que posibilite su acceso por parte de las personas con discapacidad auditiva. El reglamento establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de programación accesible de a lo menos un treinta y tres por ciento cada año.


Las exigencias establecidas en los artículos 25, 26 y 45 deberán se cumplidas dentro del plazo de dos años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Un reglamento establecerá, para cada caso, un patrón progresivo de un cincuenta por ciento de cumplimiento para cada año.


El acceso a los bienes nacionales de uso público administrados por el Estado, sus organismo o las municipalidades, tales como, parques, áreas verdes, bordes costeros, de mar, lagos y ríos, a que se refiere el artículo 27, deberán ser accesibles y utilizables en forma autovalente y sin dificultad por personas con discapacidad dentro del plazo de ocho años, contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Las exigencias señaladas en el artículo 30 deberán ser implementadas dentro del plazo de dos años, contado desde la  publicación de esta ley en el Diario Oficial; el reglamento que al efecto se dicte por los Ministerios de Transporte y Telecomunicaciones y de Planificación establecerá un patrón progresivo que contemplará, como mínimo, cuotas de implementación de un cincuenta por ciento por cada año.


El Estado, en conjunto con la comunidad de personas con discapacidad auditiva, definirá, en un plazo de tres años, el lenguaje de señas chileno.


Artículo segundo.- Agrégase en el artículo 154 Nº 7 del Código del Trabajo, a continuación de la expresión “sexo de los trabajadores”, una coma (,) seguida de la frase “y a los ajustes necesarios y servicios de apoyo que permitan al trabajador con discapacidad un desempeño laboral adecuado”.


Artículo tercero.- El Director Nacional será el sucesor legal del actual Secretario Ejecutivo de FONADIS, para los efectos de los decretos con fuerza de ley N°4, de 2003 y N°44, de 2004, ambos del Ministerio de Hacienda.


Artículo cuarto.- El Registro Nacional de la Discapacidad a que se refiere el artículo 58 de esta ley, sucederá al Registro Nacional de la Discapacidad actualmente a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Ese servicio traspasará al Fondo Nacional de la Discapacidad las bases de datos que constituyen actualmente ese registro, con todos los antecedentes que las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez o los solicitantes le hubieren proporcionado. Asimismo, la transferencia incluirá los soportes electrónicos y otros elementos o recursos necesarios que fueren imprescindibles para la continuidad del registro.


Artículo quinto.- Todos los reglamentos a los que se refiere esta ley, deberán dictarse dentro del plazo de seis meses, contado desde su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio de los plazos establecidos en el artículo primero transitorio. Lo anterior, no obsta exigir el cumplimiento de los derechos, garantías y obligaciones consagrados en esta ley.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada con fecha 30 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva y Carlos Ominami Pascual. 

Valparaíso, 6 de noviembre de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ 

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ BARRA, CANTERO, NÚÑEZ, RUIZ-ESQUIDE Y ZALDÍVAR, QUE ESTABLECE FUERO LABORAL PARA DIRIGENTES DEL COLEGIO DE PROFESORES DE CHILE A. G.

(4986-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Roberto Muñoz Barra, Carlos Cantero Ojeda, Ricardo Núñez Muñoz, Mariano Ruiz-Esquide Jara y Adolfo Zaldívar Larraín.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Roberto Muñoz Barra; el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Osvaldo Andrade, acompañado por su asesor legislativo, señor Francisco Del Río y por su asesor jurídico, señor Cristián Pumarino. Asimismo, concurrieron, el Subsecretario del Trabajo, señor Zarko Luksic, acompañado por su asesor, señor Ariel Rossel. 

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Establecer un fuero laboral en beneficio de los directores del Colegio de Profesores de Chile, constituido como asociación gremial.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.


- El decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que  aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación.


- El decreto ley Nº 2.757, de 1979, que establece normas sobre asociaciones gremiales.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Los autores de la Moción que da origen a este proyecto de ley, en fundamento de la misma, sostienen que la única forma de de garantizar el eficaz ejercicio de la función de representación gremial que cumplen los dirigentes del Magisterio, es estableciendo a su respecto un fuero laboral mediante el cual se les otorgue una garantía suficiente de que dicha función no será menoscabada por conducta abusiva alguna por parte de sus respectivos empleadores.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio de esta iniciativa de ley, el Honorable Senador señor Muñoz Barra, en su calidad de coautor de la misma, explicó sus fundamentos y sus principales características.


En primer término, señaló que este proyecto de ley es fruto del esfuerzo mancomunado de sus autores con el propio Colegio de Profesores de Chile A.G., el cual participó en su elaboración y prestó su apoyo al mismo.


Destacó que su objetivo es, en lo esencial, instaurar un fuero laboral en beneficio de quienes integren el directorio de la referida entidad gremial. Lo anterior, por cuanto este es el único colegio profesional que, entre sus funciones, está la de representar a los trabajadores a los cuales agrupa, ante sus respectivos empleadores, en la permanente tarea de mejorar sus condiciones laborales. Es así como ejecuta su acción directamente con alcaldes y corporaciones municipales, ante los cuales plantea los respectivos requerimientos en materia de remuneraciones, asignaciones de perfeccionamiento, feriados y otros beneficios de carácter laboral. 


En ese contexto, enfatizó, el Colegio de Profesores, a diferencia de otros colegios profesionales, es la única asociación gremial que, además de las funciones que les son propias en su calidad de tal, cumple un rol equivalente a la actividad sindical. En efecto, precisó, otras entidades que revisten el mismo carácter concentran su gestión en torno al ejercicio profesional del área respectiva y cumplen una función de control ético respecto de su afiliados. Esta entidad gremial, en cambio, despliega, además, una acción de tipo sindical que no se registra en otras organizaciones de igual carácter. 


Sin embargo, advirtió, sabido es que dicha tarea muchas veces se ve entorpecida por las dificultades inherentes a este tipo de actividad, donde no son pocos los obstáculos que es preciso salvar para cumplir la misión encomendada.


No obstante ello, sus miembros directores no cuentan con la protección laboral que ofrece el fuero y que sí detentan los dirigentes sindicales. De ahí entonces, recalcó, la necesidad de consagrar un fuero que beneficie a los directores del Colegio de Profesores de Chile A.G., a fin de permitir que éstos cumplan esta labor gremial-sindical, que en los hechos ejecutan, resguardados de toda acción que perturbe el ejercicio de dicha función o que afecte su propio empleo.


Explicó que, la propuesta contenida en la iniciativa legal en estudio, establece una gradualidad para definir el número de directores que gozarán de fuero laboral. Conforme a ello, habrá tantos directores aforados según sea el número de trabajadores afiliados a la respectiva asociación gremial. Asimismo, añadió, para tales efectos, se considerará si dicha asociación es de carácter comunal, provincial, regional o nacional.


Entre otros aspectos a subrayar del proyecto, acotó, se encuentran la duración del fuero, el cual se extiende desde la fecha de la elección del director, hasta seis meses después de haber cesado en su cargo. Asimismo, destacan la obligación de comunicar al empleador tanto la fecha de la elección de los directores como la designación de los directores aforados. También es dable mencionar que, en virtud de este fuero, no se podrá poner término al contrato de trabajo de los directores sujetos al mismo, sino con autorización previa del juez competente. Tampoco podrá el empleador ejercer la facultad del artículo 12 del Código del Trabajo, para alterar la naturaleza de los servicios o el sitio o recinto en que ellos deban prestarse, así como tampoco tales directores podrán ser objeto de calificación anual, salvo que así lo solicite expresamente el dirigente aforado.


Finalmente, Su Señoría reiteró la importancia del proyecto de ley en informe, dada la relevancia de la actividad a la que afecta. Por consiguiente, solicitó a los miembros de la Comisión prestar su conformidad al mismo, aprobando la idea de legislar en esta materia, sin perjuicio de las modificaciones que sea necesario introducir, vía indicaciones, durante la discusión en particular.


Enseguida, los miembros de la Comisión efectuaron una ronda de consultas y observaciones, las que se consignan a continuación.


El Honorable Senador señor Allamand acotó que, al tenor de lo señalado, esta sería la primera vez que se otorgaría fuero laboral a quienes ejercen el cargo de director de un colegio profesional, por cuanto el fuero es una institución propia del ámbito sindical.


El Honorable Senador señor Muñoz Barra señaló que ello es efectivo, y la razón está, reiteró, en que este es el único colegio profesional que, en los hechos, cumple una función verdaderamente de índole sindical, ejerciendo un papel que otras asociaciones gremiales, simplemente, no tienen. En este caso, enfatizó, el respectivo colegio actúa en nombre de sus trabajadores afiliados y los representa ante su empleador, esto es, alcaldes y corporaciones municipales.


Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier destacó la importancia de desarrollar un debate en torno a esta materia. Agregó que, al tenor del proyecto de ley en estudio, es posible constatar que éste apunta al ámbito de la educación municipal, por cuanto los profesores que trabajan en colegios particulares o particulares subvencionados, sí pueden conformar organizaciones sindicales y quienes dirigen tales entidades ostentan el respectivo fuero laboral. En cambio, apuntó, los servicios traspasados desde la administración estatal a la municipal -entre los cuales está la educación-, se encuentran en una situación especial que les impide la sindicalización, lo cual los conduce a agruparse en colegios profesionales por intermedio de los cuales canalizan sus requerimientos laborales. Lo propio acontece, apuntó, en el campo de la salud.


En consecuencia, destacó, el problema de que da cuenta esta iniciativa de ley no deriva de la calidad de profesor, sino de la naturaleza del empleador. Recordó que hasta el año 1973, existió en nuestro país el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación. En la actualidad, sólo los profesores que prestan servicios en establecimientos educacionales a cargo de las municipalidades, no se agrupan en sindicatos sino en colegios profesionales. Ahora bien, acotó, el proyecto de ley en informe propone reconocer legalmente el respectivo fuero laboral en beneficio de quienes ejerzan los cargos directivos de tales colegios. Agregó que, en los hechos, el Colegio de Profesores actúa como un verdadero sindicato, por lo que, en el fondo, sólo se está haciendo un reconocimiento legal de lo que ya sucede en la práctica.


Sin embargo, manifestó su preocupación por el mal uso o abuso que pueda hacerse de este fuero que se reconoce. En efecto, explicó, la experiencia ha demostrado que en no pocas ocasiones se hace un mal uso del fuero sindical por parte de los dirigentes de organizaciones sindicales, quienes, mediante la modalidad de renuncias sucesivas, generan una cantidad desproporcionada de trabajadores aforados, distorsionando, en definitiva, el sistema. Por consiguiente, advirtió, durante la discusión en particular de esta iniciativa legal, será necesario analizar este tema e incorporar el pertinente resguardo a su respecto. Asimismo, solicitó a los representantes del Ejecutivo revisar esta materia.


En otro orden de ideas, Su Señoría planteó que, sin ánimo de apartarse de la idea matriz del presente proyecto de ley, podría desarrollarse un debate más amplio donde se analice la pertinencia de este fuero laboral sindical respecto de otras organizaciones gremiales constituidas en nuestro país, las cuales enfrentan la misma situación de desprotección laboral de sus dirigentes.


Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand propuso que, antes de someter a votación la presente idea de legislar, podría escucharse a la Asociación Chilena de Municipalidades a fin de conocer la opinión de dicha organización en torno a la materia en estudio. Lo anterior, precisó, por cuanto las entidades que integran dicha Asociación serán las directamente afectadas por esta iniciativa de ley. 


El Honorable Senador señor Muñoz Barra aclaró que, en todo caso, la iniciativa legal en análisis no involucra ningún compromiso de carácter económico por parte de las municipalidades. Lo único que se propone, puntualizó, es que los dirigentes del Colegio de Profesores -sea a nivel comunal, provincial, regional o nacional-, tengan derecho a un fuero laboral mientras ejercen sus cargos como tales, para los efectos de cumplir cabalmente la función que les ha sido encomendada.


El Honorable Senador señor Letelier advirtió que la solución en esta materia va más allá de la posición que al respecto tengan los empleadores, quienes, por lo general, no comparten la posibilidad de sindicalización de sus trabajadores. En consecuencia, agregó, el tema se vincula, más bien, a las convicciones que se tengan sobre los derechos de los trabajadores. Sin perjuicio de lo anterior, se manifestó de acuerdo con la sugerencia de invitar a la Asociación Chilena de Municipalidades para expresar sus observaciones en torno al proyecto de ley en estudio, pero sólo durante la discusión en particular del mismo, a fin de no retrasar innecesariamente el curso de su tramitación legal.


Finalmente, los miembros de la Comisión compartieron el objetivo del proyecto de ley sometido a su consideración, dada la importancia de la materia que aborda, particularmente en razón de la necesidad de resguardar laboralmente a los profesores que se desempeñan en el ámbito de la educación municipal, en el cumplimiento de sus funciones directivas a nivel gremial. 


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Letelier y Muñoz Aburto.

A continuación, los miembros de la Comisión fundamentaron su voto, en los siguientes términos:


El Honorable Senador señor Allamand señaló que, sin perjuicio de compartir la idea central del proyecto, éste, en verdad, se circunscribiría al ámbito de la educación municipal, por cuanto es allí donde se revela la inexistencia de un fuero laboral en favor de los directores de los respectivos colegios profesionales.


Por otra parte, insistió en su sugerencia de escuchar a la Asociación Chilena de Municipalidades a fin de contar con una visión integral sobre la materia en estudio. Ello permitirá, enfatizó, dar una mejor respuesta a las necesidades planteadas en torno al tema.


El Honorable Senador señor Letelier manifestó coincidir con el objetivo trazado por esta iniciativa legal. Sin embargo, formuló su reserva en cuanto al número de directores aforados que propone el proyecto de ley, el cual estimó excesivo. En razón de ello, anunció que este será un tema respecto del cual habrá que hacer una detenida revisión, a fin de evitar abusos en la utilización del fuero y, por ende, prevenir una indeseada distorsión del sistema. Asimismo, reiteró compartir la propuesta de escuchar la opinión de la Asociación Chilena de Municipalidades, pero, insistió, durante el desarrollo del debate en particular.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto se sumó a la propuesta de esta iniciativa de ley, destacando que ella aborda una materia que, por largo tiempo, ha sido objeto de preocupación. Recordó que, ya desde la época en que se desempeñó como Diputado, existía la permanente inquietud por resolver el problema descrito, mediante el otorgamiento de un fuero laboral a los directores del Colegio de Profesores, quienes, sabidamente, tienen muchas dificultades para desarrollar su labor gremial. En consecuencia, concluyó, presta su aprobación al proyecto de ley en análisis, porque da respuesta a una situación que por tantos años se mantuvo pendiente y sin solución.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY


“ARTICULO PRIMERO.- Los profesionales de la educación señalados en el artículo 1° del D.F.L. N° 1 de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 19.070 que integren los directorios del Colegio de Profesores de Chile Asociación Gremial gozarán de fuero laboral, de conformidad a la presente ley.


ARTICULO SEGUNDO.- El número de directores que gozarán de fuero laboral señalado en el artículo primero, será de:


a) tres directores aforados, si reúne de veinticinco a doscientos cuarenta y nueve trabajadores afiliados;


b) cinco directores aforados, si reúne de doscientos cincuenta a novecientos noventa y nueve trabajadores afiliados;


c) siete directores aforados, si reúne de mil a dos mil novecientos noventa y nueve trabajadores afiliados;


d) nueve directores aforados, si reúne tres mil o más trabajadores afiliados.


En el caso que la asociación gremial tenga presencia en dos más Regiones, el número de directores se aumentará en dos, cuando se encontrare en la situación de la letra d), precedente.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, los directores provinciales o regionales de la asociación gremial de carácter, nacional, gozarán de fuero laboral en la misma proporción señalada en el inciso primero.


Asimismo, los directores comunales de la asociación gremial de carácter nacional, gozarán de fuero laboral de acuerdo a los siguientes quórum:


a) un director aforado, si reúne de 25 a 100 trabajadores afiliados;


b) dos directores aforados, si reúne de 101 a 250 trabajadores afiliados;


c) tres directores afiliados, si reúne de 251 a 749 trabajadores afiliados;


d) cinco directores aforados, si reúne de 750 a 999 trabajadores afiliados;


e) siete directores aforados, si reúne de 1000 ó más trabajadores afiliados.


ARTICULO TERCERO.- El fuero se extenderá desde la fecha de la elección del director y hasta seis meses después de haber cesado en el cargo, siempre y cuando dicha cesación no se produjere por cancelación de la personalidad jurídica de la asociación de conformidad al artículo 18 del D.L. N° 2757; por haber sido censurado por la mayoría absoluta de los afiliados a aquella, conforme al procedimiento establecido en los estatutos; por las causales establecidas en el inciso primero del artículo 243 del Código del Trabajo y 72 letras b; c; d y h del D.F.L. N° 1 de 1996, del Ministerio de Educación.


El todo caso, el fuero laboral no podrá exceder el término establecido en el inciso quinto del artículo 235 del Código del Trabajo.


ARTICULO CUARTO.- El estatuto de la asociación gremial establecerá el procedimiento para la designación de los directores aforados. La designación deberá ser comunicada por escrito a cada uno de sus empleadores o jefatura superior, dentro de los treinta días hábiles siguientes a la elección del directorio. Igualmente, copia de la referida comunicación deberá entregarse a la respectiva inspección del Trabajo o Contraloría General de la República, según correspondiere.


ARTICULO QUINTO.- En los casos de los directores sujetos a fuero laboral, el empleador no podrá poner término al contrato sino con autorización previa del juez competente, quien podrá concederla en los casos de las causales señaladas en los números 4 y 5 del artículo 159; artículo 160 del Código del Trabajo y artículo 72 letras b; c; d del D.F.L. N° 1 de 1996 del Ministerio de Educación, según la  normativa que le sea aplicable.


El juez, como medida prejudicial y en cualquier estado del juicio, podrá decretar, en forma excepcional, y fundadamente, la separación provisional del profesional docente de sus labores, de conformidad al inciso segundo artículo 174 del Código del Trabajo.


Sin perjuicio de lo señalado en este artículo, no se requerirá juicio de desafuero tratándose de la causal establecida en la letra h) del artículo 72 del D.F.L. N° 1 de 1996 del Ministerio de Educación.


ARTICULO SEXTO.- Los trabajadores que sean candidatos al directorio y que reúnan los requisitos para ser elegidos directores de la asociación gremial, gozarán del fuero laboral, desde que se comunique por escrito al empleador o empleadores la fecha en que deba realizarse la elección y hasta esta última. Si la elección se postergare, el goce del fuero cesará el día primitivamente fijado para la elección.


Esta comunicación deberá darse al empleador o empleadores con una anticipación no superior a quince días, contados hacia atrás, desde la fecha de la elección, y de ella deberá remitirse copia, por carta certificada a la Inspección del Trabajo respectiva o a la Contraloría General de la República según corresponda.


El fuero no tendrá lugar cuando no se diere la comunicación a que se refieren los incisos anteriores.


ARTICULO SEPTIMO.- Durante el lapso a que se refiere el artículo tercero, el empleador no podrá, salvo caso fortuito o fuerza mayor, ejercer respecto de los directores aforados las facultades que establece el artículo 12 del Código del Trabajo.


Asimismo, los directores aforados no serán objeto de calificación anual durante el mismo lapso a que se refiere el inciso anterior, salvo que expresamente la solicitare el dirigente aforado. Si no la solicitare, regirá su última calificación para todos los efectos legales.


Los directores aforados podrán ser objeto de las destinaciones señaladas en el artículo 42 del D.F.L. N° 1 de 1996 del Ministerio de Educación, sin que ello signifique menoscabo a su situación laboral, profesional o a su actividad sindical. Con todo, podrán ser siempre objeto de destinación cuando su aplicación se originare por la fusión o cierre del establecimiento educacional. 


DISPOSICION TRANSITORIA.- Para acogerse al régimen jurídico que establece esta ley, el Colegio de Profesores de Chile A.G. deberá adecuar sus estatutos en el plazo de seis meses, contados desde la publicación de esta ley.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 17 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto (Presidente), Andrés Allamand Zavala y Juan Pablo Letelier Morel.

Sala de la Comisión, a 29 de octubre de 2007.

(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE ECONOMÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.983 Y EL DECRETO LEY Nº 825, CON EL OBJETO DE FACILITAR FACTORIZACIÓN DE FACTURAS POR PEQUEÑOS Y MEDIANOS EMPRESARIOS

(4928-26)

HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Economía tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Clemira Pacheco Rivas y Denise Pascal Allende, y señores Sergio Bobadilla Muñoz, Rodrigo González Torres, Enrique Jaramillo Becker, Juan Masferrer Pellizzari, Ignacio Urrutia Bonilla, Mario Venegas Cárdenas y Samuel Venegas Rubio.


Su Excelencia la Presidenta de la República hizo presente la urgencia para el despacho de este proyecto, en el carácter de “simple”.
- - -


Se hace presente que, por acuerdo de la Comisión, la iniciativa fue discutida sólo en general.


Asimismo, cabe señalar que la Sala acordó en su oportunidad, que el proyecto sea conocido por la Comisión de Hacienda, en su caso, por contener normas propias de su competencia.
- - -


A la sesión en que la Comisión estudió este asunto asistió, además de sus integrantes, el Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro.


Asimismo asistieron, especialmente invitados por la Comisión, las siguientes personas: 


Del Ministerio de Economía: el asesor jurídico, señor Carlos Rubio.


De la Asociación Chilena de Factoring Achef A.G.: el Presidente, señor Alan Lolic, el Gerente General, señor Rodrigo Carvallo, y los abogados miembros del Comité Jurídico, señora Cecilia Garretón y señores Pablo De la Cerda y Sebastian Salgo.

De la Bolsa de Productos Agropecuarios: el Presidente, señor César Barros, el Gerente General, señor Jaime March, y el Fiscal, señor Alfredo Alcaíno. 

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





El número 1, letra b), y el número 2 del artículo único, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, conforme lo dispuesto en el artículo  77 de la Carta Fundamental, por lo que deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo prescrito por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO





En lo fundamental, modificar la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura, con el objeto que se cumpla el objeto que tuvo el legislador al dictar la normativa, de facilitar el financiamiento en el corto plazo de la pequeñas y medianas empresas a través del Contrato de Factoring.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:


ANTECEDENTES LEGALES.





1.- Ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura.





2.- Decreto ley Nº 825, de 1974, Ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios.





3.- Ley Nº 20.169, que regula la competencia desleal.
ANTECEDENTES DE HECHO





En la Moción con que se dio origen a esta iniciativa legal, sus autores indican que la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura, publicada en el Diario Oficial el 15 de diciembre de 2004, se dictó con el objeto de establecer un procedimiento expedito para ceder el crédito contenido en una factura y otorgar mérito ejecutivo a este instrumento, de forma que el acreedor o a quien se le haya transferido el crédito contenido en la factura, pudiese efectuar el cobro judicial de la misma, mediante un juicio ejecutivo.


Agregan que la citada ley busca facilitar la cesión del crédito consignado en la factura, como asimismo otorgar certeza jurídica al crédito. Con ello se facilita la cesión del crédito contenido en la factura y permite al emisor de la misma su factorización. No obstante lo anterior, durante la aplicación la citada ley se ha demostrado que en los hechos no se cumplen algunos presupuestos, lo que resta eficacia a las normas.


Concluyen que las modificaciones que se proponen tienen precisamente por objeto solucionar estos inconvenientes, de tal forma que la cesión de los créditos sea materialmente eficiente y la factura cumpla con los requisitos necesarios para llegar a ser título ejecutivo. Luego realizan un breve análisis de cada uno de los inconvenientes que se presentan en la aplicación material de la ley.


Entre estos inconvenientes se señala:


1. Situaciones de hecho de frecuente ocurrencia que impiden o dificultan la cesión del crédito contenido en una factura.


a) Aceptación de la cesión de la factura por parte del deudor.


La Moción indica que muchas empresas, en particular aquellas que cuentan con una posición dominante en el mercado, se oponen abiertamente a que sus proveedores puedan ceder sus facturas a empresas de factoring, a objeto de generar la requerida liquidez, ofreciendo en algunos casos a sus proveedores la alternativa de Pronto Pago a cambio de no seguir factorizando sus facturas. En la mayoría de los casos, agregan, la oposición que este proveedor factorice sus facturas es en forma verbal, consistente en una amenaza del comprador a su proveedor de eventuales represalias comerciales. Lo anterior es fácilmente explicable por la fuerte diferencia de "fuerzas" entre comprador y vendedor, este último habitualmente una empresa Pyme, cuya dependencia del volumen de venta hacia dicho comprador es muy relevante.


b) Retención de la cuarta copia "cedible" por parte de la empresa deudora obligada al pago.

Los autores manifiestan que esta es otra forma que utilizan algunos deudores para impedir que sus proveedores cedan sus facturas a empresas de factoring para generar la liquidez requerida. En este caso, la empresa deudora y obligada al pago le devuelve, en algunos casos, esta cuarta copia a su proveedor al momento de materializarse el pago de la factura. Se presenta el agravante que, mediante este mecanismo de retención de esta cuarta copia, la empresa obligada al pago tampoco está cumpliendo con entregar el acuse de recibo de la mercadería o servicio que establece la letra b) del artículo cuarto de la ley Nº 19.983.



c) Negativa respecto de la notificación de la cesión.



Continúan señalando que otra forma que muchos deudores, obligados al pago de una determinada factura, utilizan para oponerse a que sus proveedores cedan sus facturas, es la negativa de éstos a aceptar la notificación por parte de una empresa de factoring, de que una determinada factura le ha sido cedida por su proveedor. Ello no obstante que la notificación se efectúe de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo de la ley Nº 19.983, en el caso de facturas en papel, y la Circular Nº 23 del SII para las facturas electrónicas. En efecto, la empresa obligada al pago rechaza la notificación con lo cual impide a su proveedor acceder al beneficio que otorgan las operaciones de factoring, justificando el rechazo en razones tales como que la factura aún no ha sido ingresada a la contabilidad.


2. Situaciones que dificultan considerar la factura como titulo ejecutivo.


a) Recepción de la mercadería o servicio por parte de la empresa obligada al pago de una factura.

De acuerdo a la Moción, en la práctica ocurre que, no obstante no existir ningún acuerdo entre el proveedor y su comprador, éste último impone a su proveedor un plazo superior a los 8 días para la recepción de las mercaderías, siendo este plazo en muchas ocasiones llevado al extremo de los 30 días, no entregándose finalmente la cuarta copia, con lo cual el proveedor se ve impedido de ceder una determinada factura. A este respecto hay que considerar que el plazo de pago de la factura empieza a correr desde la fecha de recibo de la mercadería o servicio por parte del obligado al pago.


La ley Nº 19.883 previó esta situación en la letra c) de su artículo quinto, pero, nuevamente, la diferencia de fuerza entre ambas partes explica este tipo de situaciones. Es difícil esperar que una Pyme, con una fuerte dependencia de su volumen de ventas en un comprador que utiliza este tipo de prácticas, denuncie esta situación al Servicio de Impuestos Internos o ante un Juez de Policía Local.

b) Requisitos exigidos para otorgar el "Acuse de Recibo" por parte del comprador.

Los autores de la Moción estiman que, de la actual redacción de la letra b), del artículo 4° de la ya indicada ley, resulta fácil que se omita llenar uno de estos requisitos, por ser excesivos, con lo que se resta mérito ejecutivo a la factura por omitirse algunos de los requisitos formales del acuse de recibo de como tal.


Agregan que, en la legislación vigente no queda claro si el uso de timbres es suficiente para entender que existe acuse de recibo, dado que por regla general no se podrá colocar dicho timbre en el lugar destinado para hacer el acuse de recibo. Lo mismo aplica al uso de firmas abreviadas, en lugar de la firma completa de quien otorga el acuse de recibo.


3. Situaciones respecto de las facturas de compra.

a) Acuse de recibo de una Factura de Compra.


En los fundamentos de la Moción se señala que parece excesivo que se solicite el acto material de realizar el acuse de recibo de una Factura de Compra por parte del obligado al pago que, en este caso, es el mismo emisor. Es decir, en los casos en que es el propio deudor quien emite el documento tributario y su cuadruplicado o copia cesible, la factura de compra, es una manifestación de su voluntad de obligarse al pago.


b) Fecha de pago de la Factura.

Los autores manifiestan que, de acuerdo a lo expuesto en los puntos anteriores, la fecha de pago se torna difusa pues depende esencialmente de cuando se otorga la recepción de la mercadería o servicio por parte del obligado al pago.


Desde el punto tributario, no obstante que el pago de una determinada factura permanece incierto para el proveedor o cesionario, la empresa deudora ha aprovechado el crédito del IVA en el mismo mes que reciben la factura por parte de su proveedor. En otras palabras, la empresa deudora, al efectuar esta contabilización y aprovechamiento del IVA está directamente reconociendo un pasivo y en consecuencia podría existir un reconocimiento tácito del mérito ejecutivo de dicha factura.


4.- Pago efectuado por el deudor de una factura que le ha sido notificada por una empresa de factoring.

Finalmente manifiestan que, no obstante que el crédito contenido en una determinada factura haya sido cedido a una empresa de factoring, todavía existen muchos deudores obligados al pago de las facturas que continúan emitiendo el pago directamente a nombre del proveedor y no a la empresa de factoring, aún habiendo el deudor aceptado la notificación que claramente establecía que el pago debía efectuarse a nombre de la empresa de factoring.


Si bien ello es debidamente sancionado por la legislación vigente, se hace presente con el único fin de poner en evidencia uno más de los problemas que se presentan en el proceso de cesión de facturas.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





En la sesión en que la Comisión discutió en general el proyecto, escuchó la opinión en relación al mismo de parte del Ministerio de Economía, y de representantes de la Asociación Chilena de Factoring Achef A.G y de la Bolsa de Productos Agrícolas.





En primer término, el señor Alan Lolic, Presidente de la Asociación Chilena de Factoring A.G, dio a conocer a los integrantes de la Comisión los principales aspectos de la institución que preside. Señaló que la Asociación Chilena de Empresas de Factoring, formada en el año 1994, incorpora a 14 bancos, por lo que se le denomina “asociación bancaria”, siendo todo su directorio compuesto por miembros de bancos locales que se iniciaron en el negocio del factoring el año 1989, y con mucha más fuerza el año 2005, a raíz de la promulgación de la ley Nº 19.983. 





Agregó que la industria, desde el 2005 a la fecha, producto de la citada ley, ha mostrado cifras importantes de crecimiento, a tal punto que hoy en día representan el 7,9% del Producto Interno Bruto del país. Aún más, los US $ 11.500 millones producidos por la industria el año 2006, se van a ver incrementados entre un 20% y un 25%, el año 2007; y sus clientes se han incrementado en forma importante en los últimos años, pasando de 4 mil clientes el año 2004, a casi 17 mil el año 2007. Hay inmensas oportunidades para que esta industria se siga desarrollando, como es el caso de la factura electrónica, el factoring internacional, y el confirming o reverse factoring, concluyó.





No obstante, observan en el mercado un gran desequilibrio entre la fuerza que tiene el cliente y el pagador (deudor desde su visión). Les interesa incorporar el factoring sin responsabilidad, esto es, cuando la factura es por si sola un documento tal que tiene la fuerza para que el cliente la pueda ceder, se compre, y que se tenga que ir a cobrar solamente al deudor, a diferencia de lo que ocurre hoy en día en Chile, donde el cliente es el codeudor solidario del pago. Esto abriría un mercado importante, especialmente para la pequeña y mediana empresa.





Luego el señor Pablo De la Cerda, miembro del Comité Jurídico de la Asociación Chilena de Factoring A.G., expuso las observaciones de la misma en relación al proyecto de ley en comento. Manifestó que el proyecto busca introducir mejoras a la ley, producto principalmente de las falencias que se han observado en la práctica con la aplicación de la misma. A este respecto, estiman que deben corregirse ciertos detalles en la ley.





En primer término, se refirió a las menciones que deben consignarse en la factura al momento de ser recibida por el comprador por el beneficiario del servicio, contempladas en la letra b), del artículo 4°, de la ley Nº 19.983. Ello pues la falta de cualquiera de ellas provoca que la factura no pueda cederse, y no tenga mérito ejecutivo. En la práctica, muchos comercios, deudores de facturas, no llenan todas las menciones, y al momento del pago lo invocan.





En el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados se establece que esas menciones sean llenadas por el tenedor de la factura. No obstante, como Asociación consideran más beneficioso que se establezcan normas supletorias para el caso que el comprador o beneficiario del servicio omitan colocar dichas menciones, de manera que a falta de mención expresa, la ley subsane el defecto. Estiman que las menciones que no pueden faltar son las siguientes:




a) Identificación de la persona que recibe la mercadería o servicio;




b) La firma del que recibe la mercadería o servicio, y





c) La fecha de la recepción. 





Las demás menciones, como ha señalado, podrían suplirse, puesto que deben estar consignadas en la factura, a saber, nombre completo, Rut y domicilio del comprador, al igual que el recinto de entrega. Por ejemplo, se puede establecer que se presumirá que el domicilio de entrega es el consignado en la factura, de manera que si no se coloca uno diverso por el deudor, se presume entregada en éste.





Por tanto, proponen que se modifique el actual artículo 4°, letra b), y el artículo 5° letra c) por los siguientes:





 “Artículo 4……………….





b) Que en la misma conste el recibo de las mercaderías entregadas o del servicio  prestado, con indicación del recinto y fecha de la entrega o de la prestación del  servicio y del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio e identificación de la persona que recibe, más la firma de esta última persona. En el evento que se omitiere consignar alguna de estas menciones, se subsanará de la siguiente manera: i) Si se omitió consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura; y ii) Si se omitió consignar el recinto de entrega, se presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado en la factura.”.




“Artículo  5………..





c) Que en la misma conste el recibo de las mercaderías entregadas o del servicio prestado, en los términos dispuestos en la letra b) del artículo 4° de esta ley.”.




En cuanto a la prohibición de la cesión por parte del deudor, manifestó que la propia ley Nº 19.983 ya lo contempló, prescribiendo que es nula cualquier estipulación que atente contra la libre circulación de la factura. Consideró que esa protección debe mantenerse, y debe fortalecerse, en cuanto a que no se considerarán las excepciones personales que los deudores puedan tener en contra del cedente. Esto pues, en la práctica, los deudores de las facturas excepcionan su pago frente al cesionario por la circunstancia de existir una excepción personal, por ejemplo, una compensación de deuda respecto del cedente. Ello hace que la posibilidad que la factura pueda circular en el mercado se dificulta.





En ese sentido, propuso incorporar el siguiente texto:





“Toda estipulación que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura se tendrá por no escrita, siéndole, además, inoponibles a los cesionarios de facturas, las prendas, embargos, prohibiciones de enajenar o cualquier otra medida cautelar o contrato que grave o afecte a la  factura cedida, así como, también, las compensaciones legales o convencionales que pudieran haber sido válidamente aplicables respecto del dueño original y cedente de las facturas, cuando corresponda. Se exceptúan de lo anterior, las prendas que el adquirente haya conocido y expresamente aceptado, como asimismo aquellas garantías, embargos y prohibiciones que hayan sido notificados judicialmente al cesionario.”.




En este punto, el Honorable Senador señor Pizarro preguntó por el efecto práctico que se produce por esta razón, pues entiende que si es mayor el riesgo, esto se traduce en un aumento del costo.





A este respecto, el señor Lolic manifestó que hoy día el principal obstáculo en esta materia es la relación entre proveedor y cliente, pues es informal, y recién se transforma cuando se notifica la cesión de la factura, cuando ésta se ha factorizado. Muchas veces, en el caso de la factorización, grandes pagadores retrasan hasta 30 días en el pago respecto de aquellas facturas que no van a factoring. Hay una desigualdad en la relación competitiva entre el proveedor y cliente que es necesario equilibrar, y está el problema del riesgo, que si se puede disminuir en cuanto a que el deudor va a estar obligado a pagar directamente, naturalmente al aumentar el número de transacciones, de facturas cedidas, los precios van a variar. Hoy en día rondan el 1%, del cual a lo menos un 30% implícito corresponde a cobranza. Reduciendo el riesgo, y aumentando el tamaño de la industria, habría una baja del precio final del orden del 30%.





El Honorable Senador señor Vásquez formuló algunos comentarios. La emisión de una factura genera una obligación respecto de un tercero, lo que constituye una gran diferencia con los títulos de crédito. El único documento que contiene la firma del obligado, que es el receptor del bien o servicio, es la guía de despacho, por lo que con ella obtenemos un respaldo a la veracidad de los términos de la factura. Siendo así, indicó, la factura debiera regirse por las normas de los títulos de crédito, contenidas en la ley Nº 18.092, e hizo presente una serie de normas internacionales en relación a los títulos de crédito, entre ellas, que se trata de títulos no causales, salvo respecto de las partes.





Consultó respecto del sentido de liberar de responsabilidad al cedente, que es el emisor, en circunstancias que en los títulos de crédito la obligación nace en quien emite el documento, y todos son solidariamente responsables.





La señora Cecilia Garretón, miembro del Comité Jurídico de la Asociación Chilena de Factoring, respondió a lo planteado por el Honorable Senador señor Vásquez. Al respecto precisó que la situación es bastante diferente a la de los títulos de crédito, que son documentos que dan cuenta de una obligación de pago, a diferencia de la factura que, por definición, es un documento tributario, que manifiesta la entrega de bienes o servicios, y en el propio Código de Comercio se establece la posibilidad del deudor de objetar el contenido de la factura, que es también una mención que establece la ley Nº 19.983. En la factura hay una relación entre proveedor y cliente que es prácticamente imposible de suprimir, y son las excepciones derivadas de esta relación las que dificultan la circulación de la factura. Efectivamente la guía de despacho acredita la recepción de las mercaderías, y a este respecto el bodeguero tiene un poder de representación, en relación a la recepción de las mercaderías, pero no acredita la calidad de la mercadería ni las especificaciones técnicas del contrato, por lo que se establece un plazo de reclamación. Con la guía de despacho no se cuenta con la aceptación del deudor.





El señor De la Cerda complementó lo anterior, en orden a que la guía de despacho está hoy reconocida tanto en el Código de Comercio cuanto en la ley Nº 19.983. En cuanto al aspecto tributario, precisó que, de acuerdo a la ley Nº 18.010 sobre operaciones de crédito de dinero, las cesiones de saldos de precio de operaciones de compra y venta de mercadería, no constituyen operaciones de crédito de dinero. Con respecto a la causalidad, insistió que lo interesante es que el documento pueda circular prescindiendo de la relación que pueda existir entre los partícipes de la operación, que sea un instrumento.





El Honorable Senador señor Orpis consultó por el porcentaje de facturas que presentan obstáculos para su cobro y pago.





La señora Cecilia Carretón manifestó que una gran cantidad de facturas presentan dificultades para su pago. Agregó que como Asociación han tenido que vetar a grandes empresas, que establecen una serie requisitos tan difíciles de cumplir, como son renovar las personerías tanto de cedente como de cesionario cada treinta días, cotizaciones provisionales, etcetera, que obstaculizan la libre circulación de la factura.




En consideración a lo anterior, agregó, proponen que se establezca en la ley que, para efectos de realizar el pago, sólo será lícito al deudor exigir al cesionario el cuadruplicado cedible de la factura. No es procedente que busquen validar la cesión de crédito.





El Honorable Senador señor Vásquez reiteró la idea de que en esta materia es necesario crear un titulo de crédito autónomo.





El señor De la Cerda precisó que, en su momento, se optó por no identificar la factura a los títulos de crédito, a fin de que no quedara afecta al pago del impuesto contenido en la Ley de Timbres y Estampillas.





A continuación el Ministro de Economía, señor Alejandro Ferreiro, dio a conocer la opinión del Ejecutivo en relación al proyecto. Hizo presente  que en el debate de este proyecto en la Cámara de Diputados, participó activamente el Ministerio que preside, y que el texto despachado en ese trámite constitucional les parece, en general, satisfactorio. 





Respecto de lo que se ha planteado, observó que, en rigor, la factura cesible pasa a ser una suerte de título de crédito autónomo, una vez que cumple los requisitos, en primer lugar, para su cesión, y, luego, para adquirir mérito ejecutivo, por lo que hay un desfase temporal pues esta última condición supone el no reclamo oportuno respecto de las condiciones en que fue entregada la mercadería o prestado el servicio, lo que le parece razonable e inexcusable. En ese momento, ese título puede perfectamente circular, especialmente considerando toda la normativa que busca impedir que se entorpezca su circulación. 





Hace referencia a lo planteado en torno a eliminar la responsabilidad del cedente. Le parece que no existe una imposibilidad de orden normativo para excluir de toda responsabilidad al cedente, sino que más bien hay una cuestión económica, un riesgo del cesionario que la empresa de factoring puede manejar mejor por la vía de poder dirigirse tanto contra uno como contra el otro; riesgo que tiene un precio. Específicamente pregunta cuál es la modificación legal que lograría el efecto que busca la Asociación, pues le parece que más bien lo que se busca es que, a través de las otras modificaciones, sea comercialmente rentable eximir de responsabilidad al cedente.





El señor De la Cerda coincidió con el señor Ministro en cuanto a que, fortaleciendo la factura y su cobro, aún cuando no se elimine la responsabilidad del cedente, ella va a ser menos necesaria a medida que circule sin dificultades y se depure de las excepciones personales.





La señora Garretón agregó que, en materia de responsabilidad, la norma fundamental es el artículo 1907 del Código Civil por lo que la ley no debiera introducir modificaciones. Es factible realizar las cesiones de crédito con y sin responsabilidad.





El Honorable Senador señor Vásquez manifestó su aprensión respecto a la aplicación de esta norma del Código Civil. Estimó que la ley Nº 18.092 resuelve el problema.





Cabe hacer presente que la Asociación Chilena de Factoring hizo llegar a la Comisión un documento que contiene otra propuestas en relación al proyecto de la referencia, entre ellas:





- En el tema de las facturas de compra, su propuesta sería reemplazar el actual artículo 6° por el siguiente:





“Será, asimismo, cedible y tendrá mérito ejecutivo, desde su emisión, la copia de la factura extendida por el comprador o beneficiario del servicio, sin necesidad de adicionar un acuse de recibo, en la medida en que cumpla con los requisitos señalados en las letras b) y d) del artículo 5° anterior.”.






- En lo relativo a la cesión de facturas, proponen complementar el inciso segundo del artículo 7 de la ley agregando al final del mismo:




“Por lo tanto, transcurrido el antes referido plazo, el crédito contenido en la factura sólo se entenderá solucionado si el pago es efectuado al cesionario del crédito. El deudor de la factura no podrá invocar ningún tipo de convenio o acuerdo con el cedente de la factura que le permita legitimar el pago efectuado a este último.”.





- En referencia a la labor fiscalizadora del Servicio de Impuestos Internos, solicitan se considere modificar la letra c), inciso 4° del artículo 4°, de la siguiente manera:





“El cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior será fiscalizado por el Servicio de Impuestos Internos, quien deberá denunciar las infracciones de que tenga conocimiento al Juez de Policía Local del domicilio del infractor. El titular del crédito contenido en la factura también podrá denunciar o demandar dicha infracción ante el mencionado Tribunal. La infracción será sancionada con multa, a beneficio del  titular del crédito contenido en la factura, de hasta el 50% del monto de la factura, con un máximo de 40 unidades tributarias anuales, la que será aplicada conforme a las disposiciones de la ley Nº 18.287.”.




- En cuanto al requisito para que el cuadruplicado cedible tenga mérito ejecutivo, estiman necesario eliminar en la letra d) del artículo 5º, la siguiente mención: “…..o la falta de entrega de la mercadería o de la prestación del servicio, según sea el caso………… ”.





- También hay una observación en cuanto a lo dispuesto en el artículo 5° inciso final, que dispone que el que dolosamente impugne de falsedad cualquiera de los documentos mencionados en la letra c) y sea vencido totalmente en el incidente respectivo, será condenado a la pena que ahí se indica.  En su opinión esta norma genera una duda, en el caso que en un mismo incidente se pueden objetar diversas facturas, pudiendo ser efectiva la objeción respecto de algunas, pero dolosa respecto de otras. En términos estrictos, por aplicación de la ley, la parte que objetó los documentos en un caso como el expuesto no fue totalmente vencida en el incidente promovido, por cuanto su objeción fue acogida respecto de algunas. Si ésta llegara a ser la interpretación correcta, señalan, les parece que debiera adecuarse el sentido de dicha norma en cuanto al que actúa dolosamente debe ser condenado en la forma que indica el inciso, respecto de los créditos que resultaren impugnados dolosamente.





De esta manera, propusieron el siguiente texto, como inciso final del artículo 5°:





“El que dolosamente impugne de falsedad cualquiera de los documentos mencionados en la letra c) y obtenga sentencia desfavorable en el incidente respectivo, será condenado al pago del saldo insoluto y, a título de indemnización de perjuicios, al de una suma igual al referido saldo, mas el interés máximo convencional calculado sobre dicha suma, por el tiempo que corra entre la fecha de la notificación judicial referida en la letra c) precedente y la de pago efectivo.”.





- Finalmente, en relación a las cesiones sucesivas, y con el fin de resolver eventuales dudas acerca de la libre circulación de la factura y reafirmar la modificación propuesta al artículo 4°, inciso final, se propone agregar un nuevo inciso final, al artículo 7°:





“El cesionario de una factura podrá cederla, a su vez, en la medida que dicha cesión cumpla con los requisitos establecidos en esta ley”.





A continuación la Comisión escuchó las observaciones al proyecto que formularon representantes de la Bolsa de Productos Agropecuarios.





El señor César Barros, Presidente de dicha entidad, manifestó que su interés es cooperar con el perfeccionamiento del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.883, con el objeto de adecuarlo a las transacciones de factura que se realizan en la Bolsa, que son distintas de aquellas que realiza la industria del factoring; el factoring siempre tiene un recurso contra el que cede la factura, que básicamente es el emisor, por lo tanto hay menos interés si hay retrasos en el pago o disputas comerciales. En el caso de la Bolsa, como lo contempla la nueva ley de las bolsas de productos agropecuarios, que regula las transacciones de facturas, como las regulaciones de la Superintendencia, ésta no tiene recurso contra el emisor.





A continuación hizo uso de la palabra el señor Alfredo Alcaíno, Fiscal de la Bolsa de Productos Agropecuarios, quien se refirió a un documento que hicieran llegar a la Comisión, en el que se contiene su visión respecto del proyecto. 





Señaló que, con fecha 17 de abril de 2007, se publicó en el Diario Oficial la ley Nº 20.176, a través de la cual se introdujeron modificaciones a la ley Nº 19.220, sobre Bolsas de Productos Agropecuarios. Dentro de las modificaciones introducidas y que dice relación con la ley  Nº 19.983, se agregó un nuevo numeral 4) al artículo 5 de la señalada ley, a objeto de disponer expresamente que podrán ser objeto de negociación por intermedio de las Bolsas de Productos: “Las facturas que se emitan con arreglo a las disposiciones de la ley N° 19.983, que reflejen toda clase de operaciones civiles o comerciales con bienes o servicios, sean o no éstos de naturaleza agropecuaria. Las bolsas reglamentarán las condiciones y requisitos de seguridad que, en razón de su naturaleza, deberán cumplir las facturas, estableciendo, al menos, controles que aseguren que sólo podrán transarse en bolsa facturas únicas, auténticas, íntegras e irrevocablemente aceptadas …”.





Con la modificación anterior, agregó, a través de la cual se autoriza la transacción bursátil de facturas dentro de las bolsas de productos agropecuarios, se está dando un gran impulso a las pequeñas empresas a las cuales se les permite acceder a los beneficios del mercado de capitales chileno, que hasta ahora ha servido prioritariamente a las grandes empresas.  Al efecto,  poder transar facturas en un mercado bursátil permite a los partícipes de dicho mercado:




- Acceder directamente a los inversionistas institucionales, entre ellos, fondos mutuos, fondos de inversión, compañías de seguros y en el futuro AFP, como inversionistas adquirentes de facturas;  




- La transacción de facturas de forma transparente, informada  y abierta; 




- Asegurar un mercado abierto a muchos participantes, que por la vía del remate, llevan las condiciones de precio al óptimo; 



- Lograr un mercado de información transparente que da un precio único para un determinado riesgo. De esta forma un emisor de facturas sabrá de antemano con que descuento se transforma  su factura en dinero; 




- Descontar facturas sin verse expuesto a recursos posteriores contra quien la descontó, esto es, el vendedor de la factura no queda expuesto a la eventualidad de acciones de cobro en su contra.





Manifestó que la incorporación de las facturas como instrumentos de transacción bursátil en las bolsas de productos agropecuarios, obra sobre la premisa de la calidad de título ejecutivo que les ha dado la ley Nº 19.983, donde la factura se basta a si misma para su posterior cobro y donde no es factible la discusión acerca de la procedencia de su pago. No podría ser de otra manera, al tratarse de instrumentos de transacción pública en esas bolsas. Precisó que al ser las facturas instrumentos de emisión unilateral, se requiere, para bastarse a si misma, la aceptación y confirmación explícita de sus términos por parte del pagador. La ley Nº 19.220, sobre Bolsas de Productos Agropecuarios, protege al inversionista, al impedir descuentos unilaterales, y también judiciales, por parte del pagador o de otros terceros cualesquiera que ellos sean.





Aún considerando todo lo señalado, y dentro de este contexto, se hace necesario reforzar la protección que requiere el inversionista que adquiere facturas en una bolsa de productos agropecuarios, en el sentido que la factura que adquiera no podrá ser objetada ni excepcionado su pago por el pagador; tener esa certeza en forma indubitada, pues muchas veces existen problemas incubados, pero que no han surgido. Al efecto, estimó que se hace necesario establecer la obligación del pagador o deudor en orden a confirmar los siguientes aspectos: la validez de la factura, para proteger al comprador o inversionista de facturas falsas; la fecha y el importe a pagar, y la conformidad con los bienes o servicios facturados, como medio de protección contra disputas comerciales entre terceros distintos de las bolsas, o los inversionistas que las adquieran a través de ellas.





Concluyó que, de esta forma, las bolsas de productos agropecuarios, requieren de resguardos adicionales a los ya planteados por la industria del factoring, que solicitó sean considerados en el proyecto de ley en estudio, de modo que las facturas transadas en bolsas de productos agropecuarios estén plenamente protegidas, y tengan título ejecutivo en forma efectiva e inmediata, reforzando la seguridad de su pago,  mediante la eliminación de toda posible discusión o excepción de cualquier naturaleza por parte del pagador, todo lo cual se obtiene, con la concurrencia del pagador, confirmando y certificando los términos de la factura conforme fueran insertos por  su emisor. Así las bolsas de productos agropecuarios contarán con el acuerdo de emisor y pagador en forma explícita, que refuerza la seguridad de pago de la factura, a su sola presentación. 





Conforme lo señalado, propuso el siguiente texto, incorporando un nuevo inciso final al artículo 4º de la ley Nº 19.983, en el que se impone a los pagadores de facturas, la obligación de certificar determinados hechos relativos a las facturas de que sean deudores, que den cuenta de compraventas o prestación de servicios, a requerimiento de las bolsas de productos agropecuarios, bajo sanción de multa. El texto propuesto es el siguiente:





 “A requerimiento de una bolsa de productos agropecuarios, únicas entidades bursátiles autorizadas para transar facturas, o bien a requerimiento  de un corredor de estas bolsas, los pagadores de facturas a que se refiere el artículo Nº 4 de la ley Nº 19.220, deberán certificar por escrito o bien por medios electrónicos, con relación a las facturas que se les detallen, la efectividad de los siguientes hechos:




a) Que las facturas son auténticas y dan cuenta de la venta de los productos o prestaciones de servicios descritos en ellas;




b) Que las facturas fueron debidamente recibidas, recepcionadas e ingresadas en los registros del pagador y, por ende, se encuentran irrevocablemente aceptadas;





c) Que los productos o servicios facturados fueron recibidos y aceptados a satisfacción;




d) Que de encontrase vigente, el pagador renuncia al plazo de 8 días establecido en el artículo 3º de esta ley o a cualquier otro de mayor extensión que se hubiere convenido, para rechazar las facturas;




e) Que el importe de las facturas será pagado por el monto de que den cuenta y   en la respectiva fecha de vencimiento de la factura;





f) Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 de esta ley y en el artículo 1.902 del Código Civil, el deudor de las facturas acepta expresa y anticipadamente todas y cada una de las cesiones que de ellas se efectúen, a favor de una bolsa de productos agropecuarios.




La certificación deberá emitirse por el deudor de las facturas dentro del plazo de 4  días hábiles siguientes,  a la fecha de envío por correo certificado del requerimiento escrito. La sanción por el incumplimiento a esta obligación, podrá ser denunciada por el requirente y se sujetará al procedimiento y multas establecidos en el párrafo final de la letra c) del artículo 5º de esta ley.”.




El señor Alcaíno agregó que, hoy en día, los corredores de bolsas de productos, ante el interés de los proveedores de bienes o servicios de los distintos pagadores de estas facturas, solicitan inscribir los pagadores, que en definitiva son los deudores de las facturas, a la Bolsa. La Bolsa luego de un análisis, hace la presentación a la Superintendencia, que aprueba la inscripción en el Registro de Productos, y luego la Bolsa los inscribe en sus propios registros. Pero el procedimiento ha sido unilateral, impulsado por los proveedores interesados en vender sus facturas en el mercado bursátil, con tasas sustancialmente más bajas que las que operan en el factoring, además de la garantía del mercado bursátil de ser un mercado público y transparente.





Continuó señalando que cuando se va a ejecutar el negocio, antes que la factura se venda en la Bolsa, ésta solicita que la factura esté irrevocablemente aceptada, como una forma de garantizar al inversionista que la factura cumplirá los requisitos para tener mérito ejecutivo. Pero actualmente el pagador se puede negar, y eso es lo que se quiere evitar en virtud del texto que se propone. 




El señor Barros agregó que, en el caso del factoring, cuando hay retraso en el cumplimiento de lo que denominó “grandes pagadores”, más que perjudicarles les conveniente, pues cobran una tasa de sobregiro al emisor de la factura, y tienen la seguridad casi plena que el pagador cumplirá. En cambio en el caso de la Bolsa, no se tiene recurso contra el emisor, por tanto requiere perentoriamente que se pague en esa fecha y que el título se baste a si mismo.




El Honorable Senador señor García consultó por el monto de las tasas de interés que está implícito en estas operaciones.





Al respecto, el señor Barros hizo presente que los intereses que cobra la Bolsa son sustancialmente inferiores a los del factoring, en el caso de las empresas pequeñas, y se constituyen en la única puerta de entrada para las pymes al mercado de capitales. La situación es distinta en el caso de las grandes empresas, en que el factoring bancario, en algunas ocasiones, puede cobrar un interés menor. Los intereses de la Bolsa han fluctuado entre un 0,5% y un 0,8%, dependiendo del riesgo de la factura.




El Honorable Senador señor Orpis, conforme lo planteado, precisó que lo que se busca no es alterar la naturaleza jurídica del título, sino que dotarlo de una mayor certeza. 





Agregó que, las dos posiciones que se han expresado en la presente sesión, apuntan a momentos distintos de la factura, y el proyecto puede ser perfeccionado en ambos sentidos.





Los integrantes de la Comisión estuvieron de acuerdo que el proyecto es perfectible, por lo que estimaron procedente votarlo sólo en general. 
APROBACIÓN EN GENERAL


Puesto en votación el proyecto en informe, fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Orpis (Presidente), García, Pizarro y Vásquez.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley que la Comisión de Economía os propone aprobar en general. Éste corresponde al despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y cuyo tenor es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura:


1. En el artículo 4°:


a) Modifícase la letra b) del inciso primero de la siguiente forma:


i) Suprímese la frase “y del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio”.


ii) Agrégase a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo: "Para estos efectos, el propio emisor de la factura podrá completar las demás menciones antes señaladas.".


b) Reemplázase su inciso final, por el siguiente:


"Se prohíbe todo acuerdo, convenio, estipulación o actuación de cualquier naturaleza que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura. Asimismo, queda prohibida la retención, destrucción, inutilización u ocultamiento de la copia cedible de la factura, así como la no entrega del recibo señalado en la letra c) del artículo 5°. En caso de infracción, el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del infractor aplicará una pena en favor del afectado, por el monto equivalente a dos y hasta cinco veces el valor de la o las facturas objeto de la infracción. El propio afectado, cualquier interesado o las asociaciones gremiales que agrupen a empresarios de cualquier tipo, podrán incoar la acción judicial tendiente a la aplicación de esta sanción, la que será conocida por el tribunal conforme a las disposiciones de la ley Nº 18.287.".


2. Modifícase la letra c) del inciso primero del artículo 5°, en la forma que se indica:


a.- Suprímense los términos “, del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio”.


b.- Elimínase su párrafo cuarto.


3.Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:


"Artículo 6°.- Será, asimismo, cedible y tendrá mérito ejecutivo, la copia de la factura extendida por el comprador o beneficiario del servicio, en la medida en que cumpla con los requisitos señalados en las letras b) y d) del artículo anterior, en los casos en que éstos deban emitirla en conformidad a la ley.".".

- - -



Acordado en sesión celebrada el día 30 de octubre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon (Presidente), José García Ruminot, Jorge Pizarro Soto y Guillermo Vásquez Ubeda.



Sala de la Comisión, a  5 de noviembre de 2007.

(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, QUE CREA LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN

(5083-04)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


Cabe señalar que este proyecto de ley fue discutido sólo en general, en virtud del artículo 36 del Reglamento del Senado.


A las sesiones en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros:


Del Ministerio de Educación, la Ministra, señora Yasna Provoste; la Subsecretaria, señora Pilar Romaguera; los asesores de la Ministra, señores Eduardo Escalante y Freddy Ramos; el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señor Rodrigo González; la abogada de la División Jurídica, señora Misleya Vergara; el Jefe de la Unidad Curriculo y Evaluación, señor Pedro Montt; el Jefe de la División de Educación Superior, señor Julio Castro; el Jefe del Departamento Jurídico de la División de Educación Superior, señor Cristián Inzulza; la Abogada de la División Jurídica, señora Jenny Stone; la Jefa de la Unidad de Apoyo a la transversalidad, señora Elisa Araya, y la Asesora de Prensa del Ministerio, señora Patricia Armingol.


Del Ministerio de Hacienda, la Asesora de la Subsecretaría, señora Tania Hernández.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor José Antonio Viera-Gallo y el abogado asesor, señor William García.


De la Contraloría General de la República, el Contralor, señor Ramiro Mendoza y el Jefe de la División Jurídica de la Contraloría, señor Gastón Astorquiza.



De la Sociedad de Instrucción Primaria, su Presidenta, señora Patricia Matte.



De la Corporación Nacional de Colegios Particulares (CONACEP), el Presidente, señor Rodrigo Bosch; el Vicepresidente, señor Alejandro Hasbún; el Secretario Nacional, señor Leonardo Giavio; el Director Rodrigo Keterer; el Director, señor Alejandro Cifuentes; el Presidente de CONACEP V Región, señor Hendrich Zieller y la Secretaria de CONACEP V Región, señora Ana Rosa Ramos.


De la Asociación Chilena de Municipalidades, el Director Jurídico, señor Claudio Radonich.


Del Instituto Libertad, la Economista, señora Alejandra Candia.


De la Universidad de Chile, el Investigador del Programa en Educación, señor Cristian Bellei y el Profesor Investigador del Departamento de Ingeniería Industrial, señor Pablo González.


De la Universidad Alberto Hurtado, el Decano de la Facultad de Educación y Director del Centro de Investigación Desarrollo Educación (CIDE), señor Juan Eduardo García Huidobro.


De la Secretaría General de la Presidencia, el Abogado Asesor, señor William García.


De Libertad y Desarrollo, la Investigadora del Programa Social, señora Carolina Velasco, y el Director del Programa Legislativo, señor Sebastián Soto.

De la Federación de Instituciones de Educación Particular, el Secretario Ejecutivo, señor Carlos Veas y, el Abogado, señor Rodrigo Díaz.

Representantes de la Enseñanza Media, la Dirigenta del Liceo 7º de Santiago, señorita Camila Cancino; el Presidente del Internado Nacional Barros Arana, señor Daniel Olivares; de la Comisión Política Zonal Centro ANES, señor Hans González; del Liceo 7 de Providencia, la señorita Rosario Zúñiga, y de la Ex Comisión Política ANES, el señor Diego Calderón.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Crear una Superintendencia de Educación, cuyo objetivo será la evaluación y fiscalización de los sostenedores y de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado en los niveles parvulario, básico y medio, a fin de que cumplan con los estándares establecidos para el sistema educativo. Asimismo, la Superintendencia proporcionará información en el ámbito de su competencia, a los miembros de la comunidad educativa y otros usuarios e interesados, atendiendo los reclamos y denuncias de éstos, estableciendo las sanciones que en cada caso corresponda.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que deben aprobarse como normas de carácter orgánico constitucionales los artículos 1°, 3°, 44, 45, 46, 47, 48, 52, 60 y los artículos transitorios primero, tercero, cuarto, quinto y undécimo, por tratarse de un conjunto de normas que se refieren a la creación, organizaciones y funcionamiento de los Servicios Públicos y de la carrera funcionaria. Asimismo, deben aprobarse con el mismo quórum los artículos 35 y 56 por tratarse de normas que establecen un recurso administrativo. Todo esto en virtud de lo dispuesto en los artículos 19 N° 11 y 38 de la Constitución Política de la República y del decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575 sobre Bases Generales de la Administración del Estado, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El artículo 19 N° 11 de la Constitución Política de la República, indica que una ley orgánica constitucional señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento.

Cabe dejar constancia que, en su oportunidad, esta Corporación ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objetivo de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, la que emitió su opinión por Oficio N° 197, de 3 de julio de 2007, en el que se hace una prevención respecto del artículo 56 de este proyecto de ley.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, lo siguiente:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º y 11º del artículo 19 de la Constitución Política, que consagran, respectivamente, las garantías del derecho a la educación y de libertad de enseñanza.



b) La ley N° 19.882 que regula la nueva política de personal de los funcionarios que indica.


c) La ley N° 18.956 que reestructura el Ministerio de Educación Pública.


d) El decreto ley N° 3.551, de 1981 que fija las normas sobre remuneraciones y sobre el personal para el sector público.


e) El decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


f) La ley N° 19.863 sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados.


g) El decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado.


h) El decreto ley N° 3.166, de 1980, que autoriza entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica.


i) La ley N° 19.979 que modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales.


j) El decreto supremo N° 69, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que establece el Reglamento sobre concursos del Estatuto Administrativo.


k) El decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


l) El decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1996, sobre Subvención del Estado a establecimientos educacionales.


m) El Código Tributario en sus artículos 53, 57 y 58.


n) El Código Civil en su artículo 2132.


B.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que inicia el presente proyecto de ley destaca la necesidad de mejorar la calidad de la educación de manera que ésta constituya un instrumento para el desarrollo de cada una de las personas que conforman la comunidad nacional. Comenta que esta necesidad ha sido recogida por el Gobierno, luego de conocer los planteamientos formulados por el movimiento estudiantil del año recién pasado. En esa oportunidad, continúa, se alcanzaron una serie de acuerdos, a fin de implementar una educación de calidad y equitativa.

Para estos efectos, señala que el Gobierno constituyó el Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, organismo consultivo integrado por personalidades ligadas al campo de la educación y al cual le encargó la elaboración de un conjunto de recomendaciones para elevar la calidad de la educación. Estas recomendaciones y conclusiones, prosigue, han sido estudiadas por un Comité de Ministros, encargado de proponer y de elaborar los proyectos de ley y otras medidas destinadas a implementar las reformas para mejorar cualitativamente la educación chilena.


Advierte que una reforma profunda al sistema educacional no sólo requiere de un aumento de los recursos, sino que también debe contar con una modificación del marco regulatorio existente. Sostiene que tales reformas deben considerar: la incorporación dentro de las garantías fundamentales el derecho a una educación de calidad, la modernización del marco institucional actual, a objeto de garantizar un sistema que en su conjunto llegue a todos los sectores y una administración eficiente, responsable y transparente de los recursos destinados a ese fin. 


Dentro de las medidas adoptadas por el Ejecutivo destaca el envío a la Honorable Cámara de Diputados de un proyecto de reforma constitucional dirigido a equilibrar el derecho a la educación con la libertad de enseñanza y asegurar el derecho a una educación de calidad, y del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación. Este segundo proyecto de ley, continúa, tiene por objeto: establecer y explicitar los principios, fines, deberes del Estado; los derechos y obligaciones de los actores del proceso educativo; y fijar las disposiciones generales sobre los tipos, niveles y modalidades del sistema educativo, así como de las normas que fijen el ordenamiento de un currículo nacional flexible, moderno, democrático.


Luego, afirma que para el logro de una educación de calidad se requiere, además, de la existencia de un verdadero sistema integral de aseguramiento de la calidad, y cita como ejemplo la ley Nº 20.129 que establece el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior, la cual ha creado toda una institucionalidad destinada a velar por la calidad de la educación en este ámbito. Comenta que dentro de este sistema nacional de aseguramiento de la calidad se encuadra el presente proyecto de ley que crea una Superintendencia de Educación, concebida como una agencia de aseguramiento de la calidad, y como una instancia planificadora y promotora de las políticas educativas que le corresponden al Ministerio de Educación.


Señala que estas reformas también deben abordar la modernización de la gestión de la educación pública, su sistema de financiamiento y la rendición de cuentas de los recursos públicos destinados a la educación, y menciona el proyecto de ley que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables, destinado, por un lado, a incrementar los recursos a disposición de los establecimientos que atienden estudiantes vulnerables y, por el otro, a estimular en ellos una gestión escolar que eleve sus logros de aprendizaje.


Enseguida, indica que nuestro sistema educativo ha alcanzado varios logros educativos, destacando entre otros: las altas tasas de escolarización, el aumento del tiempo de escolaridad de sus alumnos, la inclusión de niños de los sectores más desfavorecidos, la generación de dispositivos compensatorios para escuelas con necesidades especiales, el establecimiento de un currículo actualizado, la profesionalización de su cuerpo docente, la mantención en el tiempo de herramientas de evaluación, la incorporación de innovaciones, el estrechamiento de la brecha digital, la existencia de mecanismos de evaluación de sus docentes y un significativo esfuerzo para aumentar el presupuesto destinado a la educación. En este sentido, acota que Chile posee un activo previo, que permite concentrar toda su agenda educativa en el mejoramiento de la calidad y la equidad, a fin de asegurar a todos una educación de calidad.


Observa que pese a todos los esfuerzos que se han realizado en esta área, no se han alcanzado los resultados esperados. Agrega que tampoco se han modificado los componentes organizacionales de nuestro sistema educacional. Bajo este contexto, estima que es fundamental generar cambios significativos en las condiciones institucionales y enfrentar las fallas de nuestro sistema escolar. Las soluciones, continúa, pasan por regular la prestación del servicio educativo, mejorando su funcionamiento; generando indicadores de calidad; transparentando los resultados y el uso de los recursos; creando los incentivos adecuados; y adoptando las medidas que correspondan cuando los oferentes no entregan un servicio de calidad.


Sostiene que para el Ejecutivo es fundamental la creación de un sistema de aseguramiento de la calidad educativa, porque considera que éste contribuirá a su mejoramiento, ya que permitirá la transparencia y la rendición de cuentas por los resultados. Advierte que ello es necesario, dado las características del sistema educacional chileno, el cual reconoce un sistema mixto de financiamiento compartido y de financiamiento público.


El desafío de velar por la calidad de la educación, prosigue, demanda una nueva institucionalidad educativa y un currículo nacional moderno y actualizado, orientado a recoger los avances de la ciencia y del conocimiento, y que sea flexible a los nuevos requerimientos de los educandos. También, precisa que se requerirá de la definición de los roles de todos los actores y de los estándares nacionales para medir objetivamente sus desempeños. Agrega que este nuevo sistema deberá exigir resultados, cuyos parámetros sean determinados socialmente por instituciones de carácter plural y de la más alta competencia. Por último, indica que se requerirá de la creación de nuevas instituciones para ejercer la supervigilancia y el control del desempeño de las instituciones educativas y de sus actores. En efecto, arguye que este proyecto de ley tiene por finalidad crear la institución que contribuirá, en el marco de su competencia, al aseguramiento de la calidad de la educación.


Repara en que no existe en la actualidad un sistema claro, explícito y transparente de responsabilidad de los establecimientos educacionales que tienen un mal rendimiento permanente, ya que el diseño del sistema impide que se establezcan medidas correctivas para estos establecimientos. Por otra parte, reconoce que los incentivos que existen parecen no ser suficientes, ni estar correctamente orientados como para provocar una mejora en los desempeños de los distintos actores.


Enseguida, comparte lo expuesto por el Consejo Asesor, en el sentido de que debe establecerse un régimen de aseguramiento de la calidad que suponga la existencia de una institución pública y autónoma, a la que se le conceda la atribución de ejecutar diversas acciones periódicas, a fin de: verificar el cumplimiento de los estándares nacionales; constatar la mantención de los requisitos de las instituciones educacionales reconocidas oficialmente; disponer o sugerir a la autoridad el cierre de las instituciones que no han alcanzado el rendimiento mínimo esperado; proveer de información completa y fidedigna a la ciudadanía acerca de los niveles de logro del sistema escolar, y velar por el derecho a la educación, prestando asesoría legal a los padres y familias que sientan que se les ha vulnerado este derecho.


En materia de Derecho Comparado, comenta que la gran mayoría de las experiencias internacionales muestran que el éxito de los sistemas de aseguramiento de la calidad de la educación están relacionados con la aplicación de un marco institucional específico, el cual debe orientarse a crear un marco de aseguramiento efectivo que establezca en forma clara y explícita las responsabilidades para todos los niveles y actores del sistema educativo. Agrega que un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación, conforme a la experiencia internacional, reconoce las siguientes características: la formulación de requisitos de operación para ingresar y permanecer en el sistema educativo para los establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y directivos; el establecimiento de estándares o metas de desempeño para cada persona o institución que participa en la producción de la calidad educativa, considerando no sólo los indicadores del aprendizaje, sino también los de los procesos y de los resultados intermedios; la evaluación de desempeño de cada uno de los actores e instituciones; la comunicación de los resultados de las evaluaciones de desempeño, incluyendo la frecuencia, el contenido, la calidad, y los públicos objetivos de la información sobre desempeño de cada uno de los niveles del sistema; la evaluación de impacto de las políticas y programas existentes; el aseguramiento de los recursos adecuados y equitativos que dicen relación con los sistemas de gestión y los mecanismos de financiamiento y administración; el control, intervención y apoyo a los actores e instituciones en el logro de los estándares de desempeño, lo que incluye inspecciones, asistencia técnica-pedagógica a docentes y directivos y la coordinación entre el Estado y privados, y la rendición de cuentas.


Bajo este contexto, declara que para crear un sistema de aseguramiento de la calidad de la educación se requiere del rediseño del actual sistema educacional y de su institucionalidad.


Explica que el sistema de aseguramiento de la calidad que se busca desarrollar para los niveles de la educación parvularia, básica y media, tendrá que ejercer funciones de carácter normativo, de fomento, de evaluación, de información y de fiscalización de la calidad de la educación y velar por el cumplimiento de todos los derechos y deberes establecidos en las leyes y reglamentos de carácter educacional. Informa que la tuición del cumplimiento del total de todas estas funciones será asumida por tres organismos públicos, a saber: el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación y el Consejo Nacional de Educación. 


En el sistema diseñado, continúa, corresponderá al Ministerio de Educación, además de sus funciones tradicionales, diseñar e implementar las políticas y programas destinados a fomentar la calidad de la educación, y elaborar los estándares nacionales. A la Superintendencia de Educación, prosigue, le corresponderá constituirse como agencia de aseguramiento de la calidad, informando, evaluando, fiscalizando, interpretando normas y sancionando, cuando proceda. En el caso del Consejo Nacional de Educación -hoy Consejo Superior de Educación-, entre otras funciones, le corresponderá la aprobación de marcos y bases curriculares y de los estándares de calidad, así como del plan de mediciones nacionales e internacionales de los logros de aprendizaje de los alumnos. 


Bajo este contexto, señala que resulta fundamental que el Ministerio de Educación retome su rol planificador y promotor educativo, reasumiendo las funciones de elaboración de marcos y bases curriculares y de planes y programas de estudio; de formulación de estándares de logros de aprendizaje y de desempeño; de diseño e implementación de políticas y programas; de formulación de planes de mediciones, tanto nacionales como internacionales; de desarrollo de estudios; y de apoyo pedagógico y de intervención a los establecimientos educacionales que así lo necesiten. 


Expone que este proyecto de ley presenta algunos cambios respecto del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación, el cual fue formulado sin este órgano. En efecto, explica que el presente texto entrega a la Superintendencia de Educación funciones que en aquel proyecto eran asignadas al Ministerio de Educación, tales como: la evaluación de la calidad de la educación, a través de la aplicación de mediciones de logros del aprendizaje de los alumnos, tanto de carácter nacional como internacional; la evaluación de desempeño de establecimientos; la calendarización de las evaluaciones de desempeño, y la difusión pública de los resultados obtenidos. Aclara que estos temas, junto con otros que surjan en el debate de ambos proyectos de ley, serán coordinados a través de indicaciones que en su oportunidad presentará el Ejecutivo en el respectivo trámite constitucional. 


Por otra parte, comenta que en la educación chilena la figura de una Superintendencia es de larga data. En el año 1953, continúa, se creó la Superintendencia de Educación Pública, como un organismo específico para ejercer esta función. Sin embargo, acota que esta entidad careció de la capacidad ejecutiva, jurídica y material para fiscalizar la calidad de la educación nacional, ya que fue concebida más bien como un órgano asesor y consultivo. Esta Superintendencia, prosigue, albergó en su seno al Consejo Nacional de Educación de la época, el cual era un alto organismo colegiado, de representación de los principales actores sociales e institucionales del campo de la educación que, en conjunto y en diálogo con las autoridades ministeriales, debía pronunciarse sobre las materias de política educativa y sobre los cambios curriculares. Observa que la consulta al Consejo era obligatoria, pero sus resoluciones no afectaban las potestades decisorias propias del poder Ejecutivo. 


En el año 1974, refiere que la Superintendencia fue incorporada y absorbida por el Departamento de Presupuesto del Ministerio de Educación, asumiendo el rol de una oficina de planificación y de presupuesto, hasta desaparecer formalmente con la entrada en vigencia de la nueva Ley Orgánica del Ministerio de Educación.


En la actualidad, informa que el sector público chileno engloba bajo el concepto y la denominación de Superintendencias a las entidades de fiscalización de sujetos acotados, con fuertes potestades, caracterizadas orgánicamente por ser servicios públicos, descentralizados, dotados de personalidad jurídica y de patrimonio propio, que se relacionan con el Ejecutivo a través de los Ministerios que atañen a su actividad. En efecto, refiere que las actuales Superintendencias son organismos destinados a: fiscalizar o controlar los actos realizados por otra persona u órgano de acuerdo a un procedimiento previamente establecido; verificar que los actos que se ejecutan cumplan con los requisitos establecidos en el marco normativo; formular exigencias a los fiscalizados; resolver conflictos; aplicar sanciones cuando el marco normativo lo faculte, e informar a los usuarios sobre el funcionamiento del sistema con el fin de orientarlos en la toma de decisiones.


Indica que al revisar los marcos legales de las actuales Superintendencias se establece que éstas en la mayoría de los casos tienen las siguientes atribuciones:


1) fiscalizar el funcionamiento de los entes supervisados en sus aspectos jurídicos, administrativos y financieros; 


2) velar por el cumplimiento de los requisitos mínimos fijados para la obtención de autorización para operar en un sector; 


3) proponer reformas legales y reglamentarias orientadas a perfeccionar el funcionamiento del sistema respectivo; 


4) interpretar la legislación y reglamentación vigentes e impartir normas generales y obligatorias para su aplicación por parte de los entes sujetos a su supervigilancia; 


5) ejercer funciones sancionatorias de carácter punitivo, correctivo o disciplinarias, tales como amonestar, imponer multas, revocar la autorización de funcionamiento o, incluso, administrar provisionalmente el servicio cuya calidad sea deficiente;


6) proporcionar a los entes participantes del sistema información fidedigna;


7) participar judicialmente, y 


8) coordinarse con otros órganos del Estado.


La Superintendencia de Educación que se plantea crear a través de la presente iniciativa de ley, continúa, sigue el mismo modelo de las actuales Superintendencias. No obstante, acota que a nivel funcional se establece que ésta deberá velar por la calidad del sistema educativo. Agrega que esta función central contribuirá al mejoramiento del desempeño de los establecimientos educativos y del sistema escolar en su conjunto y que será ejercida mediante la evaluación, información, fiscalización, interpretación administrativa de normas, atención de denuncias y reclamos, control del cumplimiento de las leyes y fiscalización efectiva.


En cuanto a su organización, precisa que la Superintendencia de Educación se concibe como un organismo fiscalizador, funcionalmente descentralizado, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Agrega que este organismo estará a cargo de un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, quien será el Jefe Superior de la Superintendencia y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma, el cual será designado conforme al mecanismo de la Alta Dirección Pública.


Informa que esta norma le entrega un variado catálogo de atribuciones para el cumplimiento de su cometido, tales como: la evaluación del nivel de logro de los estándares de calidad del sistema educativo; el diseño, aplicación y la validación de los instrumentos de medición y de evaluación respecto de los alumnos, los establecimientos, los sostenedores y los docentes; el resguardo del cumplimiento de las leyes, reglamentos e instrucciones que imparta; la fiscalización del uso de los recursos públicos; la inspección; la recepción de consultas, denuncias y reclamos de los distintos miembros de la comunidad escolar; la formulación de cargos, sustanciación y resolución de los procesos sancionatorios; la adopción de medidas para el resguardo del servicio educativo; la fiscalización de los requisitos para obtener el reconocimiento oficial del Estado; la aplicación de sanciones; la interpretación de leyes, reglamentos y demás normas educacionales; la facultad normativa; la realización de estudios y análisis de las estadísticas del sistema educativo y la publicación de los resultados de los mismos; proporcionar asesorías al Ministerio de Educación en materias de su competencia, y, en general, la adopción de todas las medidas que estime necesarias para el resguardo de todos los usuarios del servicio educacional y del interés público.


Enseguida, comenta que este proyecto de ley concibe a la Superintendencia de Educación como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y con patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Agrega que esta entidad constituye una institución fiscalizadora en los mismos términos que el decreto ley  N° 3.551, de 1981 y añade que estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley N° 19.882.


Asimismo, señala que el domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que se creen en cada una de las regiones del país. Al respecto, indica que se faculta al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley, cree dichas instancias regionales, definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.


Por otra parte, precisa que esta Superintendencia tendrá por objeto la evaluación y fiscalización de los sostenedores y de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado en los niveles parvulario, básico y medio, a fin de que éstos cumplan con los estándares establecidos para el sistema educativo. A su vez, menciona que la Superintendencia deberá proporcionar información en el ámbito de su competencia a los miembros de la comunidad educativa y a otros usuarios e interesados, y deberá atender los reclamos y denuncias que éstos presenten, aplicando las sanciones que en cada caso correspondan.


Reitera que para el cumplimiento de su objetivo principal, la Superintendencia de Educación ha sido dotada de atribuciones normativas, fiscalizadoras, sancionatorias, de asesoría, de coordinación, de información y de atención a usuarios y de mediación. 


Dentro de las atribuciones normativas, señala que a la Superintendencia le corresponderá aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones legales, reglamentarias y las demás normas que rigen la prestación del servicio educativo, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de carácter general al sector sujeto a su fiscalización. 


En el ámbito de las atribuciones fiscalizadoras, precisa que deberá fiscalizar y evaluar el grado de cumplimiento de los estándares establecidos para el sistema educativo; fiscalizar el uso de los recursos públicos traspasados a los sostenedores educacionales y exigir la rendición de cuentas de los mismos; fiscalizar que las personas o instituciones cumplan con las leyes, reglamentos, e instrucciones que ella imparta, y controlar el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional. Asimismo, podrá ordenar auditorías a la gestión financiera de los sostenedores educacionales que reciben recursos públicos y en el caso de establecimientos particulares, sólo podrá intervenir en la medida que existieran denuncias o reclamos.


Asimismo, expone que podrá acceder libremente a los establecimientos educacionales y dependencias administrativas del sostenedor, a objeto de ejercer las funciones que le son propias. También, indica que podrá revisar todos los documentos, libros o antecedentes que sean necesarios para cumplir su función fiscalizadora, y examinar todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas y entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios. Las mismas facultades tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren y presten servicios a los establecimientos educacionales.


La Superintendencia, continúa, podrá requerir al Ministerio de Educación que designe a un administrador provisional para que administre a los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado que tengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos.


Finalmente, la Superintendencia podrá citar a declarar a los sostenedores, representantes, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para el cumplimiento de sus funciones.


En cuanto a las atribuciones sancionatorias, señala que el presente proyecto de ley plantea que esta Superintendencia también puede aplicar, según sea la gravedad y naturaleza de la infracción, algunas de las siguientes sanciones: amonestación, multa, inhabilitación temporal o perpetua de la calidad de sostenedor o para ejercer cualquier actividad relacionada con la administración de los establecimientos educaciones, y la revocación del reconocimiento oficial. En este orden de ideas, comenta que este proyecto de ley se encarga de describir las conductas que configuran las infracciones graves, menos graves y leves y, enseguida, menciona las circunstancias atenuantes y agravantes de esta responsabilidad.


A continuación, señala que la Superintendencia podrá efectuar funciones de asesoría y coordinación, no sólo con el Ministerio de Educación sino también con otros organismos de la Administración del Estado. Al respecto, dispone que la Superintendencia podrá asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y otros organismos técnicos en materias de su competencia. Asimismo, podrá convenir con otros organismos de la administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones. 


Establece que la Superintendencia podrá elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia. Asimismo, indica que podrá requerir de los sostenedores y docentes directivos de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados con la educación y que podrá recoger toda la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla y distribuirla entre los usuarios.


Además, informa que estará facultada para poner a disposición del público toda la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de los establecimientos educacionales, los sostenedores, los docentes y los estudiantes. Agrega que para tales efectos, podrá crear y administrar todos los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.


Por otra parte, señala que la Superintendencia de Educación podrá responder consultas, investigar denuncias y resolver reclamos que los distintos miembros de la comunidad escolar le presenten. Señala que podrá promover instancias de mediación respecto de las denuncias y reclamos que se presenten ante ella. Este procedimiento de mediación, continúa, sería regulado mediante un decreto con fuerza de ley.


Advierte que la Superintendencia de Educación, estará sujeto a control, como corresponde en todo Estado de Derecho. En razón de lo anterior y para asegurar los derechos de las personas y la legalidad de sus actuaciones, prosigue, en el presente proyecto de ley se contemplan diversos recursos administrativos y un reclamo judicial que podrán interponer las personas afectadas, para impugnar las actuaciones de la Superintendencia que consideren contrarias a derecho. Asimismo, indica que la Superintendencia estará sometida al control que ejerce la Contraloría General de la República en lo concerniente al examen de las cuentas de entradas y gastos.


Enseguida, indica que este proyecto de ley dispone que la Superintendencia se desconcentrará territorialmente a través de las Direcciones Regionales, de conformidad a lo establecido en esta ley. Por otra parte, señala que el Jefe Superior de la Superintendencia será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, quien detentará a la vez el título de Superintendente de Educación, y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma. El Superintendente, continúa, establecerá la organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas.


Por otro lado, refiere que este servicio estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882. En este mismo sentido, precisa que la planta de la Superintendencia será provista, mediante el traspaso sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, la Subsecretaría y otros servicios dependientes o relacionados por su intermedio.


Para dar cumplimiento a lo anterior, prosigue, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece el artículo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones antes mencionadas. Agrega que podrán concursar todos los funcionarios de planta o a contrata, que cumplan los requisitos de los cargos concursados y que estén calificados en listas 1 o 2. Con respecto a los funcionarios a contrata, comenta que, además, se exige que se hayan desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos a dicho concurso. Finalmente, señala que se faculta al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, dicte las normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso antes indicado.


Luego, destaca que uno de los aspectos más relevantes de este proyecto de ley es la creación de un nuevo sistema de evaluación de la calidad de la educación que viene a complementar los instrumentos existentes. En efecto, arguye que esta iniciativa de ley establece que la evaluación del sistema educativo la realizará la Superintendencia a través de diversos procedimientos, entre otros, menciona a: la de medición de los logros de aprendizaje de los alumnos, y a la evaluación del desempeño de los sostenedores y de los establecimientos educacionales.


Enseguida, informa que se establece que la evaluación del sistema educativo se realizará a través de distintos procesos, tales como: el diseño y aplicación de mediciones de logros de aprendizaje de carácter nacional; las aplicaciones de mediciones internacionales de logros de aprendizaje; la evaluación de desempeño de los establecimientos y de sus sostenedores; la auditoría selectiva del proceso de evaluación de desempeño establecidos en la ley; las auditorías selectivas de evaluación de desempeño de los docentes de aula y de los docentes directivos y técnicos pedagógicos de los establecimientos municipales; la validación de dichos procesos en los establecimientos particulares subvencionados y en aquellos regidos por el decreto ley Nº 3.166 de 1980, así como también en los establecimientos particulares pagados que lo soliciten, y la ejecución de auditorías de rendición de cuentas.


El proyecto, continúa, establece que las bases de la evaluación para cada ámbito a ser evaluado son: el sostenedor, los establecimientos educacionales, los alumnos y los docentes. En el caso de la evaluación de desempeño de los sostenedores, prosigue, se consideran los siguientes elementos: los resultados de los compromisos de gestión de los directivos; los resultados de la evaluación de los establecimientos a su cargo; la aplicación de los instrumentos para medir el grado de satisfacción de alumnos, padres y apoderados, y la participación de la comunidad educativa; el manejo de los recursos públicos y la gestión financiera de los establecimientos, y los demás que la Superintendencia determine.

Respecto de la evaluación de los establecimientos, informa que se revisarán los procesos y resultados en materia de: liderazgo pedagógico y directivo; gestión del currículo; gestión pedagógica y directiva del establecimiento; autoevaluación; administración de recursos; convivencia escolar y apoyo a los estudiantes; resultados educativos de los alumnos, y el grado de satisfacción de los padres, apoderados y de los alumnos.


En el caso de los docentes municipales, precisa que se auditará selectivamente la evaluación de desempeño establecido en la ley y se validarán los procedimientos creados por los sostenedores particulares subvencionados para este efecto.


Por otra parte, explica que este proyecto de ley establece que la evaluación de desempeño se realizará conforme a una calendarización fijada por la Superintendencia, con instrumentos de diseño público establecidos por ésta en concordancia con los estándares de desempeño respectivos. Observa que la evaluación considerará el proyecto educativo de cada establecimiento. Señala que el proceso de evaluación dará origen a un informe que establecerá el grado de cumplimiento de los estándares medidos y formulará las observaciones y recomendaciones pertinentes.


Tratándose de los establecimientos particulares pagados, comenta que éstos sólo podrán ser evaluados en caso de denuncia o reclamo, y previa constatación de incumplimiento de la normativa educacional vigente.


En materia de rendición de cuentas, prescribe que los sostenedores y entidades educacionales rindan cuenta de la gestión educativa y financiera de sus establecimientos, según el calendario y de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la Superintendencia, la que será obligatoria para los establecimientos que reciban financiamiento del Estado, con la periodicidad y en los plazos establecidos por esta entidad. En el caso de establecimientos particulares pagados, acota que éstos deberán rendir cuenta en las oportunidades en que la Superintendencia lo exija, si se ha constatado el incumplimiento a la normativa educacional, o si existen denuncias o reclamos en su contra.


A su vez, comunica que este proyecto de ley establece los ítems respecto de los cuales se deberá rendir cuenta, como balances, resultados financieros y logros. En el caso que se detectaren infracciones, arguye que la Superintendencia estará facultada para abrir el proceso correspondiente y formular los cargos que procedan.


Este proyecto de ley establece que la fiscalización de la Superintendencia tiene por objeto verificar: la mantención de los requisitos que dieron origen al reconocimiento oficial del Estado; el cumplimiento de los estándares de calidad establecidos en conformidad a la ley; el cumplimiento de los requisitos que dan origen a la subvención educacional del Estado y otros aportes públicos, y el cumplimiento de los deberes y derechos establecidos en la normativa educacional y en las instrucciones emanadas de ésta. Establece que para el cumplimiento de esta función la Superintendencia podrá actuar de oficio o a petición de parte y sostiene que el incumplimiento de cualquiera de estos elementos podrá dar lugar a la formulación de cargos. 


Faculta a la Superintendencia para solicitar a los sostenedores y directivos de los establecimientos educacionales todo tipo de información relativa a su gestión técnico pedagógica, administrativa y financiera. Asimismo, dispone que la no entrega de información, la entrega incompleta o la entrega inexacta, será considerada como infracción grave a las disposiciones de esta ley y dará lugar a la formulación de cargos y al correspondiente proceso administrativo.


Por otra parte, comunica que los procesos de fiscalización serán seguidos ante el Director Regional, quien mediante resolución fundada, designará a un fiscal instructor encargado de su tramitación y de formular cargos, en el caso que sea procedente. El fiscal designado, continúa, deberá investigar los hechos y disponer las diligencias que estime necesarias. Asimismo, informa que la resolución que ordena la instrucción del proceso deberá ser notificada personalmente y por carta certificada al representante legal del sostenedor. Agrega que el sostenedor deberá presentar los descargos y los medios de prueba que hará valer en el plazo de diez días contados desde la fecha de la notificación. Presentados los descargos, o transcurrido el plazo antes mencionado, refiere que el fiscal instructor deberá elaborar un informe, proponiendo al Director Regional la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda. El Director Regional, prosigue, luego de apreciar la prueba rendida y mediante resolución fundada, aplicará la sanción propuesta o el sobreseimiento, según sea el caso.


Enseguida, informa que el Superintendente podrá aplicar sanciones de carácter administrativo, las que podrán consistir, dependiendo de la gravedad de los hechos, en: una amonestación; una multa a beneficio fiscal, la que no podrá ser inferior a 50 Unidades Tributarias Mensuales ni exceder a 1.000 Unidades Tributarias Mensuales; la inhabilitación temporal o a perpetua de la calidad de sostenedor o para ejercer cualquier actividad relacionada con la administración de establecimientos educacionales, o la revocación del reconocimiento oficial del Estado.


Advierte que las multas a beneficio fiscal impuestas por la Superintendencia deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo que establece esta ley y en el caso de los establecimientos educacionales subvencionados procederá el descuento, por el valor de la multa correspondiente, de la subvención mensual a percibir. Agrega que el retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario. 


Destaca que en el caso que la Superintendencia aplique la sanción de revocación del reconocimiento oficial, el Ministerio de Educación deberá aplicar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial sea revocado.


Asimismo, señala que en contra de las sanciones de amonestación no procederá recurso administrativo alguno y que en contra de las resoluciones que dicte el Director Regional, procederá el recurso de reclamación ante el Superintendente. A su vez, precisa que en contra de los actos de la Superintendencia que se consideren ilegales procede un recurso de apelación ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del reclamante, el cual deberá ser interpuesto dentro del plazo de diez días contados desde la notificación de la resolución recurrida.


Por otra parte, indica que se dispondrá de supervisores de evaluación habilitados como fiscalizadores, quienes tendrán el carácter de ministros de fe respecto de todas las actuaciones que realicen en el ejercicio de sus funciones. Afirma que los hechos constatados e informados de oficio o a requerimiento por estos funcionarios constituyen presunción legal.


Enseguida, destaca que se contempla un sistema de atención de denuncias y reclamos de los distintos integrantes y usuarios del sistema educacional, facultándose a la Superintendencia para conocer de las denuncias que se formulen y que se refieran a materias de su competencia y sin perjuicio de las acciones legales que correspondan. 


Para estos efectos, señala que esta norma entiende por denuncia, todo acto que se pone en conocimiento de la Superintendencia que implique una supuesta irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan. A su vez, precisa que un reclamo es una petición formal realizada a la Superintendencia para que ésta resuelva una controversia entre algún usuario del sistema educativo y una entidad fiscalizadora.


Respecto de los reclamos que se formulen, indica que un reglamento establecerá la forma de su tramitación y los requisitos que deben cumplir las diligencias, actuaciones y las medidas precautorias que se decreten, debiendo velar porque se respete la igualdad entre los involucrados, la bilateralidad de la audiencia, la imparcialidad y la transparencia del proceso. Informa que la Superintendencia deberá mantener un registro público con las estadísticas de denuncias y reclamos conocidos y resueltos.


Con respecto al personal de la Superintendencia, comenta que éste se regulará por esta ley y supletoriamente por las normas del Título I del decreto ley Nº 3.551, de 1981 y del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, en lo que le fuere aplicable. Además, agrega que se regirá por el Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882. Establece que el ingreso del personal se efectuará por concurso público de antecedentes y oposición, según las normas de esta ley.


Por otra parte, comunica que el Ministerio de Educación constituye uno de los elementos que forman parte del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación. En tal sentido, expone que este proyecto de ley modifica la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, proponiendo incorporar un artículo 2º bis, nuevo, que plantea otorgar nuevas atribuciones y funciones al Ministerio de Educación, tales como: la formulación las políticas destinadas a fomentar la calidad de la educación; la elaboración de los marcos y bases curriculares; la formulación de los estándares de aprendizaje de los alumnos, y de desempeño de los docentes, sostenedores y establecimientos; la mantención de un sistema de información pública; el desarrollo de estadísticas y de indicadores que mejoren el diseño e implementación de las políticas y programas; la administración de los registros públicos que determine la ley, y la proposición de los planes nacionales e internacionales de mediciones de los niveles de aprendizaje de los alumnos.


Asimismo, indica que este proyecto de ley establece un sistema de información pública de la educación parvularia, básica y media, con el objeto de lograr una mayor transparencia de los logros del aprendizaje de los alumnos, de la gestión técnico pedagógica, administrativa y financiera de los establecimientos educacionales y de los sostenedores. Agrega que este sistema de información pública facilitará la evaluación y supervisión que deberá ejercer la Superintendencia, el estudio y el diseño de las políticas, planes y programas educativos, el ejercicio de los derechos, y la toma de decisiones por parte de los alumnos y de las familias. En virtud de lo anterior, informa que se plantea agregar en la ley Nº 18.956, un nuevo Título III, que regule las atribuciones del Ministerio de Educación para administrar estos registros de información pública que se crean.



Esta información, continúa, será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla. No obstante, advierte que tendrá el carácter de confidencial respecto de la identidad de los alumnos y de los docentes evaluados de conformidad a la ley. Para el cabal cumplimiento de esta normativa, prosigue, se establece la obligación de los sostenedores de otorgar la información solicitada por el Ministerio de Educación, en especial, de aquella relativa a indicadores de eficiencia, como: la repitencia, promoción, abandono o retiro de los alumnos; los compromisos de gestión o metas institucionales del establecimiento; los programas de apoyo y de cobros a los alumnos, cuando procediere.


Enseguida, expone que a partir de la información recopilada por el Ministerio de Educación se elaborará una Ficha Escolar, que resumirá la información relevante de cada establecimiento escolar sujeto a esta ley, la que será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, los cuales tendrán la obligación de entregar dichas Fichas a los padres y apoderados, y a los nuevos postulantes al respectivo establecimiento educacional. 


Agrega que los Registros de Información comprenderán los antecedentes de los sostenedores; de los establecimientos reconocidos oficialmente por el Ministerio de Educación; de los establecimientos que reciban subvenciones u otros aportes estatales; de los docentes, y de las Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo. Luego, refiere que el Ministerio de Educación deberá administrar y mantener actualizado dichos registros. Advierte que la no entrega de la información requerida, o su entrega incompleta o inexacta será sancionada como infracción grave por la Superintendencia de Educación.


El presente proyecto de ley, continúa, contempla una serie de disposiciones transitorias. La primera de ellas, prosigue, faculta a S.E. la Presidenta de la República, por intermedio del Ministerio de Educación, a dictar un decreto con fuerza de ley para regular las Direcciones Regionales de la Superintendencia. 


La segunda, informa que establece que el Ministerio de Educación tendrá el plazo de dos años para fijar los estándares de desempeño educativo de los sostenedores y de los establecimientos educacionales. En un principio, arguye que éstos serán evaluados en base a la aplicación de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación. La tercera, indica que faculta a S.E. la Presidenta de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije la planta del personal de la Superintendencia y su régimen de remuneraciones. La cuarta, informa que mientras no se seleccione por el Sistema de Alta Dirección Pública al Superintendente, S.E. la Presidenta de la República podrá designar en forma transitoria y provisional al respectivo Superintendente.


La quinta, continúa, establece que la planta de la Superintendencia será provista mediante el traspaso del personal del Ministerio de Educación, de la Subsecretaría de Educación y de otros servicios dependientes, previo concurso público. La disposición sexta transitoria, prosigue, faculta a S.E. la Presidenta de la República para regular los cargos de planta que queden vacantes, mientras que en el artículo séptimo transitorio, se establece que los traspasos de personal no podrán significar una disminución de remuneraciones, ni una disminución de los derechos previsionales de los trabajadores.


Por su parte, agrega que la octava norma transitoria faculta a S.E. la Presidenta de la República para conformar el primer presupuesto de la Superintendencia y que la novena transitoria faculta al Ministerio de Bienes Nacionales para que determine los bienes muebles e inmuebles fiscales que pasarán a formar parte del patrimonio de la Superintendencia.


Enseguida, señala que el artículo décimo transitorio faculta a S.E. la Presidenta de la República para que mediante un decreto con fuerza de ley regule el procedimiento de mediación por denuncias o reclamos que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten ante la Superintendencia y que la última disposición transitoria la faculta para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, modifique las distintas normas legales del personal, con el objeto de adecuarlas al traspaso de funciones que este proyecto establece, autorizándola para reestructurar dichas plantas.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Durante la discusión general del proyecto, la señora Ministra de Educación señaló que el país requiere de una nueva arquitectura para el sistema escolar, ya que se necesita de un nuevo cambio para asumir los avances logrados en los últimos años. Indicó que la educación es un tema de preocupación ciudadana que requiere de nuevos consensos.

Continuó diciendo que el sistema actual posee importantes trabas en materia de gobernabilidad, porque no exige resultados a los distintos agentes que intervienen en el proceso educativo. Asimismo, señaló que existe desigualdad en el acceso a la información entre las instituciones educativas y las familias. A su vez, indicó que se ha constatado un mala distribución y uso inadecuado de las capacidades técnico pedagógicas y un sistema de financiamiento no diferenciado según las características de los alumnos y no bien informado.
Comentó que dadas esta circunstancias se deben adoptar un conjunto articulado de medidas para implementar un sistema educativo orientado hacia una educación de calidad. Bajo este contexto, precisó que se enmarca esta iniciativa de ley, la cual está estrechamente vinculada con el proyecto de ley que establece la ley general de educación y el que establece una subvención escolar preferencial para niños y niñas socio-económicamente vulnerables.


Señaló que el sistema de aseguramiento de la calidad debe contemplar los siguientes puntos: el establecimiento de  requisitos de operación, que regulen quienes pueden ofrecer servicios educativos, sus requisitos de ingreso y permanencia en el sistema educativo; la fijación de estándares de desempeño de los aprendizajes de los alumnos, de los establecimientos educacionales, de los sostenedores y de los docentes; la instauración de un sistema de evaluación de desempeño, para determinar el logro de los estándares; la implementación de un sistema de información pública; las evaluaciones del impacto de las políticas y programas educativos; el aseguramiento de los recursos adecuados y equitativos para garantizar que los estándares de desempeño se puedan lograr; el control, intervención y apoyo en materia de recursos e instrumentos no financieros para asistir a los actores e instituciones en el logro de los estándares, en una gradiente de menor a mayor grado de apoyo según sus resultados; la creación de un sistema de rendición de cuentas, que permita la aplicación de sanciones relacionadas con el logro de los estándares.

Informó que las instituciones que participarán en el sistema de aseguramiento de la calidad son:


- El Ministerio de Educación, quien deberá diseñar e implementar las políticas públicas en la materia; elaborar los estándares y prestar apoyo a los establecimientos y a los sostenedores.

- La Superintendencia, la cual estará encargada de evaluar y fiscalizar el cumplimiento de los estándares y el mantenimiento de los requisitos de operación de los establecimientos educacionales.

- El Consejo Nacional de Educación, órgano que deberá aprobar los estándares de calidad y el plan de mediciones de aprendizaje. 


Destacó que el Consejo Nacional de Educación tendrá las tareas de aprobar el marco curricular para cada uno de los niveles de enseñanza regular, los planes y programas, los estándares y el plan de evaluaciones nacionales e internacionales elaborados por el Ministerio de Educación.


Por otra parte, informó que al Ministerio de Educación se le entregan las siguientes atribuciones: elaborar los marcos y bases curriculares y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación; formular y presentar los estándares de aprendizaje de los alumnos, y los de desempeño de los establecimientos educacionales, de los sostenedores y de los docentes para que sean aprobados por el Consejo Nacional de Educación; diseñar e implementar políticas y programas, así como acciones de apoyo técnico pedagógico para los sostenedores y los establecimientos educacionales; proponer el plan de mediciones nacionales e internacionales de la calidad de los aprendizajes de los alumnos; desarrollar estadísticas, indicadores y estudios de evaluación del sistema educativo y del impacto de las políticas y programas implementados por el Ministerio de Educación; mantener un sistema de registros de información pública, y nombrar al administrador provisional de los establecimientos de educación de bajo desempeño reiterado, cuando la Superintendencia así lo haya dispuesto. 
Luego, señaló que se implementará un sistema de información y de registros, administrados por el Ministerio de Educación, según las normas que establece esta ley. Informó que se crearán los registros de sostenedores, de establecimientos reconocidos oficialmente, de establecimientos subvencionados, de docentes y de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo. Agregó que estos registros estarán habilitados para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para la elaboración y ejecución de su Plan de Mejoramiento Educativo. Comunicó que, además, existirán bases de datos y una ficha escolar de los establecimientos, de libre acceso al público.

A continuación, precisó que la Superintendencia, además, tendrá las siguientes atribuciones específicas: diseñar y aplicar los instrumentos de evaluación del desempeño educativo de los sostenedores y de los establecimientos; diseñar y aplicar un sistema de medición de la calidad de los aprendizajes de acuerdo a los estándares y al marco curricular elaborado por el Ministerio de Educación, aprobado por el Consejo Nacional de Educación; validar los procedimientos de la evaluación docente que realicen los establecimientos particulares subvencionados y auditar selectivamente los procedimientos de la evaluación docente del sector municipal; designar a un administrador provisional para que se encargue de la gestión de los establecimientos educacionales que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos; fiscalizar el cumplimiento de los requisitos para mantener el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales, y en caso de incumplimiento grave de los estándares de calidad o de los requisitos para operar, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que revoque dicho reconocimiento; colocar a disposición del público la información de los establecimientos educacionales, de los sostenedores, de los docentes y de los estudiantes; interpretar administrativamente y fijar normas, e impartir instrucciones referidas a la prestación del servicio educativo en el ámbito de su competencia; formular cargos, sustanciar y resolver procesos que se sigan por incumplimiento a las normas vigentes que regulan esta materia; ordenar auditorías sobre la gestión de los establecimientos educacionales; fiscalizar el uso de los recursos del Estado y exigir rendición de cuentas de los mismos; recibir consultas, investigar denuncias y resolver reclamos que pudieran presentar los distintos miembros de la comunidad escolar, pudiendo en estos casos actuar como instancia mediadora; imponer las sanciones que establecen las leyes; adoptar las medidas necesarias en resguardo de los intereses de los usuarios del servicio educacional y del interés público, y asesorar al Ministerio de Educación en las materias de su competencia. 

Por otra parte, señaló que la Superintendencia estará facultada para recibir denuncias y resolver reclamos que formulen los distintos integrantes y usuarios del sistema educacional, pudiendo también realizar mediaciones, sin perjuicio de las acciones legales que pudieran entablarse. Advirtió que esta facultad se extiende a las denuncias y reclamos que se formulen en contra de los establecimientos particulares pagados. 

En cuanto a la organización de la Superintendencia, explicó que el Superintendente será el jefe superior de este servicio, quien tendrá la calidad funcionario de Alta Dirección Pública, y que será nombrado por el Presidenta de la República. Dentro de sus atribuciones, mencionó, entre otras, la facultad de planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia; la celebración de actos y de convenios con terceros para el cumplimiento de su cometido; el nombramiento y remoción del personal del servicio; la interpretación administrativa de las normas; conocer y fallar los recursos que establezca la ley, e imponer las sanciones y multas que las disposiciones legales regulen para la actividad educacional.
Asimismo, comentó que el personal de la Superintendencia se regulará por normas de esta ley y por los reglamentos que se dicten conforme a ella. Agregó que supletoriamente se aplicarán las normas del Estatuto Administrativo.
Luego, precisó que los artículos transitorios se refieren a las siguientes materias: al establecimiento de la estructura y planta de la Superintendencia; al plazo que tiene el Ministerio de Educación para  fijar los estándares, y como se operará en este período de transición; al mecanismo mediante el cual se proveerán los cargos de la Superintendencia, y la concursabilidad de los mismos, y la adecuación de la estructura y dotación del personal del Ministerio de Educación y de otros servicios relacionados con las funciones que tendrán que realizar en el nuevo sistema educacional.

A continuación, el señor Contralor General de la República señaló que la Contraloría General de la República cumple con emitir su parecer acerca del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación, el cual fuera remitido por la Presidenta de la República al Senado por Mensaje N° 216-355, de 23 de mayo pasado, y que se encuentra actualmente en estudio en el Senado. Indicó que el presente informe tiene dos objetivos primordiales. Primero, el de comentar las disposiciones del proyecto que proponen la intervención físcalizadora de la aludida Superintendencia de Educación en ámbitos orgánicos y funcionales que el ordenamiento jurídico vigente somete al control de esta Entidad Fiscalizadora Superior. Luego, el de expresar su opinión acerca de la cuestión -no menos importante- que se suscita en torno al tratamiento normativo que prevé el proyecto con respecto al régimen de fiscalización a que estaría afecta dicha Superintendencia, atendida su condición de servicio de la Administración del Estado sujeto, por imperativo del artículo 98 de la Constitución Política de la República, al control jurídico y financiero de la Contraloría General.

Adicionalmente, al final de este informe, indicó que se ha estimado pertinente un apartado que incluye, a título ejemplar, algunas de las imprecisiones que se observan en el texto analizado.




Para mayor claridad la Contraloría General cree indispensable hacer previamente, desde su punto de vista, una mención general de algunos aspectos generales del proyecto.

1. En primer lugar, se refirió a algunos aspectos significativos del proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación. En este sentido, expresó que el mensaje del Gobierno propone crear una Superintendencia de Educación, que es concebida por el artículo 1° del proyecto como "servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio" e "institución físcalizadora en los términos del DL N° 3551, de 1980".

El artículo 2° prevé como objeto principal de la Superintendencia el de "evaluar y fiscalizar que los sostenedores y los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado, en los niveles parvulario, básico y medio, cumplan con los estándares establecidos por el sistema educativo". Si bien el objeto así definido pareciera referirse a una competencia orientada a supervigilar la efectiva sujeción de los establecimientos educacionales a determinados estándares técnicos de calidad en el orden pedagógico, otras normas del proyecto evidencian la idea de dotarlo de atribuciones fiscalizadoras importantes en materias relacionadas con la actividad financiera de los sostenedores públicos y privados del sistema educacional.

Para estos últimos efectos, el proyecto reconoce a la Superintendencia atribuciones físcalizadoras generales -artículo 3°, número 4- y específicas en el orden de las auditorías de la gestión financiera y del examen de las rendiciones cuentas que los sostenedores públicos y privados del sistema educacional le deben rendir -artículo 3°, números 5 y 6, entre otros. También la dota, entre otras, de atribuciones interpretativas -artículos 3°, números 15, y 44, letra g-investigativas -artículo 3°, número 11, entre otros- y sancionadoras -artículo 3°, número 14, entre otros- de importancia. En el orden de las auditorías e investigaciones que acometa, se le confieren amplísimas potestades para acceder libremente a los establecimientos educacionales, a las dependencias administrativas del sostenedor y a la documentación de propiedad del sostenedor o de los "terceros que administren y presten servicios a los establecimientos educacionales" -artículo 3°, números 7 y 8. Puede la Superintendencia aplicar sanciones que en su grado más severo contemplan la de "revocación del reconocimiento del establecimiento educacional" (artículo 23, letra d).

Con motivo de este comentario, es imprescindible destacar que, no obstante la importancia de la Superintendencia que se prevé, el proyecto propone, que esté sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos" (artículo 54). Para reclamar de los actos de este servicio, el proyecto contempla la sola instancia jurisdiccional (artículo 56).

2. Luego, se refirió a cuestiones relacionadas con la función físcalizadora de la Contraloría General de la República con respecto a los sostenedores de establecimientos educacionales y señaló que el proyecto de ley confiere a la Superintendencia atribuciones tanto en las cuestiones relacionadas con el cumplimiento de los estándares de calidad de la educación y la normativa técnica pedagógica que los sostenedores de establecimientos de enseñanza financiados en todo o en parte con recursos públicos, deben cumplir, como también en lo que concierne a la administración de dichos recursos, con cuyo motivo estaría facultada para disponer auditorías de su gestión financiera y exigirles que rindan cuenta de los fondos respectivos.

Así, por ejemplo, el artículo 3°, otorga atribuciones a la Superintendencia, en su número 5, para "ordenar auditorías a la gestión fínaciera de los sostenedores educacionales que reciben recursos públicos", en su número 6, para "fiscalizar el uso de los recursos públicos traspasados a los sostenedores educacionales y exigir rendición de cuentas de los mismos". El párrafo 3° del Título I del proyecto -De la Rendición de Cuentas- regula con mayor minuciosidad sus pertinentes atribuciones.

Las atribuciones que el proyecto de ley reconoce a la Superintendencia en materia de control financiero, colisionan ciertamente con las de la Contraloría General, órgano autónomo al cual el artículo 98 de la Carta Fundamental encomienda, además del control de legalidad de los actos de la Administración, la fiscalización de la inversión de los fondos del Fisco y de las Municipalidades, entre otros entes, y le otorga para tal efecto atribuciones para los efectos de controlar financieramente, con énfasis variable, el uso de los recursos públicos correspondientes, a lo menos para verificar que con motivo del gasto respectivo se ha cumplido la finalidad prevista por la ley. Diversas disposiciones del ordenamiento complementan, en lo que interesa, la norma constitucional. Así, las de la propia ley N° 10.336, Orgánica de la Contraloría General, que en sus artículos 7°, 16, inciso segundo, 21 A y 25, hacen procedente que el Ente Contralor intervenga para verificar la regularidad de las operaciones financieras en distintos ámbitos del sector público y del privado. También la Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado, aprobada por decreto ley N° 1.263, de 1975, reconoce a la Contraloría General amplias atribuciones fiscalizadoras en el ámbito de los órganos y servicios públicos. En fin, el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades -N° 18.695- le otorga especiales atribuciones para controlar las operaciones financieras de “las corporaciones, fundaciones o asociaciones municipales de cualquier naturaleza”.

Dicho vasto marco normativo permite a la Contraloría General de la República ejercer atribuciones en todo el ámbito de sostenedores públicos y privados del sistema educacional que reciben aportes estatales, a los cuales este proyecto pretende someter en esta materia a la fiscalización de la nueva Superintendencia.

Esta realidad adquiere connotación todavía más severa, si se considera que diversas disposiciones del proyecto confieren, además, a la Superintendencia de Educación, atribuciones para emitir pronunciamientos jurídicos e instrucciones obligatorias. De acuerdo con el artículo 3°, número 15, le correspondería "fiscalizar e interpretar administrativamente las disposiciones legales, reglamentarias y las demás normas que rigen la prestación del servicio educativo, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de carácter general en el sector sujeto a su fiscalización". Por su parte, el artículo 45, en su letra g, confiere facultades al Superintendente para "interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento". Dada la competencia físcalizadora de carácter financiero que el proyecto propone para la Superintendencia, es razonable entender que tal atribución para emitir pronunciamientos interpretativos e instrucciones podría extenderse a dicho orden de materias, lo cual sería inconciliable ciertamente con las que la Contraloría General tiene para emitir dictámenes e instrucciones sobre el particular.

Para precisar la situación en que se encuentran los sostenedores de establecimientos educacionales con respecto a la fiscalización de la Contraloría General, corresponde considerar la distinta naturaleza de sus sostenedores. Por una parte, están los servicios de educación prestados directamente por las Municipalidades a través de sus Departamentos de Educación. Además, están los establecimientos educacionales administrados por corporaciones municipales. En fin, existen establecimientos privados administrados por sostenedores del sector privado que reciben subvenciones o aportes estatales.

En lo que atañe a los establecimientos de educación que fueran traspasados a las municipalidades al amparo de lo dispuesto en el en el decreto con fuerza de ley N°1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, es preciso tener presente que ellos se encuentran integrados en las respectivas municipalidades como dependencias suyas. Por tal motivo, la Contraloría General ejerce en este ámbito una fiscalización jurídica y financiera amplia, solamente circunscrita por la exclusión del régimen de control preventivo que afecta a los municipios. Ello significa que en dicha esfera no sólo tiene atribuciones en lo pertinente al control financiero mediante la auditoría, el examen y el juzgamiento de las cuentas, sino que también para utilizar los demás instrumentos de control de legalidad de que dispone. Entre dichos instrumentos se encuentran, por cierto, los dictámenes e instrucciones jurídicas que este Organismo Contralor emite con carácter obligatorio en el ejercicio de sus funciones.

Con respecto a los establecimientos de educación administrados por corporaciones municipales, debe recordarse que estas corporaciones son fiscalizadas por la Contraloría General conforme al mandato contenido en el artículo 136 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades -Ley N° 18.695-. Prescribe esta norma que "sin perjuicio de lo establecido en los artículo 6° y 25 de la ley N° 10.336, la Contraloría General de la República fiscalizará las corporaciones, fundaciones o asociaciones municipales, cualquiera que sea su naturaleza, -.con arreglo al Decreto con Fuerza de Ley N° 1-3.063, del año 1980, del Ministerio del Interior, o de cualquiera otra disposición legal, respecto del uso y destino de sus recursos, pudiendo disponer de toda la información que requiera para este efecto".

Se puede apreciar que la disposición aludida reconoce también en el ámbito de la administración de los recursos de estas entidades, amplias atribuciones de control financiero a la Contraloría General. Estas aparecen potenciadas por las que posee como consecuencia de la remisión que hace dicho precepto al artículo 6° de la ley N° 10.336, Ley Orgánica de esta Entidad Fiscalizadora Superior, que se refiere a la potestad de la Contraloría para emitir dictámenes jurídicos en las materias de su competencia, y específicamente para "informar sobre cualquier asunto que se relacione o pueda relacionarse con la inversión o compromiso de los fondos públicos, siempre que se susciten dudas para la aplicación de las leyes respectivas".

A juicio del Organismo Contralor, el proyecto debería precisar con mucha claridad la improcedencia de que la Superintendencia de Educación pueda intervenir, por la vía del control financiero y del examen de cuentas, en el ámbito de los servicios educacionales administrados tanto por los Departamentos de Educación Municipal como por corporaciones municipales, sujetos a la intensa fiscalización de la Contraloría General de acuerdo a las disposiciones inequívocas que, de conformidad con la Constitución Política, prevé el ordenamiento sobre el particular. Como consecuencia de ello, no sólo debería estarle vedado a la Superintendencia realizar auditorías o examinar cuentas, sino que también emitir pronunciamientos o instrucciones jurídicas en estas materias.

La competencia de la Superintendencia de Educación, particularmente en estos sector, debería circunscribirse a los aspectos relacionados con los aspectos técnicos de orden educacional.

Similar criterio podría plausiblemente sostenerse con respecto a los establecimientos particulares que reciben subvenciones estatales, ya que ellos están sujetos también a la fiscalización de la Contraloría General, y de manera específica, al régimen de fiscalización que señala el artículo 25 de la ley N° 10.336 para los efectos de verificar la correcta inversión de los fondos públicos respectivos en lo que atañe al cumplimiento de la finalidad prevista por la ley autorizatoria.

Continuó diciendo que debía recordarse que la asignación de los recursos pertinentes es verificada por la Contraloría General por la vía de la fiscalización del órgano que los asigna, esto es, el Ministerio de Educación.

A juicio de del Organismo Contralor, para que la fiscalización de orden financiero de la Superintendencia de Educación pudiera entenderse compatible con la que, en armonía con el artículo 98 de la Constitución Política, reconoce a la Contraloría General el artículo 25 de la Ley N° 10.336, sería imprescindible precisar normativamente de manera explícita que tal actividad deberá realizarse con sujeción a la superintendencia técnica de la Entidad Fiscalizadora Superior y sin perjuicio de sus atribuciones de control.

3. En cuanto a cuestiones concernientes al régimen de fiscalización a que está sujeta la Superintendencia de la Educación en cuanto órgano de la Administración del Estado, señaló que el Organismo Contralor estima imprescindible destacar con especial énfasis lo relacionado con el régimen de control a que estaría sujeta la Superintendencia de Educación en caso de prosperar el proyecto de ley que se analiza. De acuerdo con su artículo 54, se prevé que la Superintendencia esté sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República "exclusivamente en lo que concierne al examen de cuentas de entradas y gastos".




Recordó que en este sentido, de acuerdo con el artículo 98, inciso primero, de la Constitución Política de la República, la Contraloría General "ejercerá el control de legalidad de los actos de la Administración", complejo orgánico este último del que pasaría a formar parte la Superintendencia de Educación en su calidad de servicio público descentralizado, en caso de prosperar este proyecto de ley. De ello resulta que la proposición legal aludida, en cuanto pretende excluir a los actos de dicho servicio administrativo del control de legalidad -y de los instrumentos del mismo en el orden del examen preventivo, de la facultad y de las acciones de auditoría de regularidad de las operaciones- se aparta drásticamente de la fórmula constitucional definitoria del sistema de poderes, competencias, limitaciones y controles recíprocos interorgánicos que es particular de la institucionalidad chilena, y vulnera concretamente la clara disposición que en materia de control de la actividad administrativa consagra e! mencionado precepto de la Carta Fundamental.

El propósito de excluir a los actos de la Superintendencia que se pretende crear, de la tutela físcalizadora de la Contraloría General, se vuelve a poner de manifiesto en el artículo 56 del proyecto, que parece privar a las personas de la posibilidad de reclamar ante este Órgano Contralor de las contravenciones administrativas que consideren lesivas de sus derechos o vulneratorias de los intereses colectivos.

La intención del proyecto de establecer, sin aparente justificación, un estatuto de fiscalización especial para la Superintendencia, se manifiesta, por lo demás, desde el punto de vista del control financiero, ya que el mismo artículo 54 sólo admite la intervención de Entidad Fiscalizadora Superior para los efectos del "examen de las cuentas de entradas y gastos", locución cuyo empleo parece querer excluir la posibilidad del juzgamiento de esas cuentas, de acuerdo con lo prescrito también por el artículo 98 de la Constitución Política.

Lo anterior es contradicho por el propio proyecto de ley, cuyo artículo 55 somete a la Superintendencia a las normas de la Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado, aprobada por el decreto ley N° 1.263, de 1975. Es sabido, en efecto, que este cuerpo legal, al referirse en su Título V al Sistema de Control Financiero, contempla como elemento del mismo la participación de la Contraloría General, que tiene por objeto "fiscalizar el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias que dicen relación con la administración de los recursos del Estado y efectuar auditorías para verificar la recaudación, percepción e inversión de sus ingresos y de las entradas propias de los servicios públicos" (artículo 52, inciso primero), como también examinar y juzgar "las cuentas de los organismos del sector público, de acuerdo con las normas contenidas en su Ley Orgánica" (artículo 54 del decreto ley N° 1.263, de 1975).

La aludida Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado dota a la Contraloría General de importantes potestades para llevar a cabo sus funciones de control, que incluyen la de formular observaciones y reparos a las cuentas (artículo 59 del decreto ley N° 1.263, de 1975), como asimismo las de suspender al empleado o funcionario responsable de la no entrega oportuna de las cuentas (artículo 60, inciso primero, del decreto ley N° 1.263, de 1975) y de retener las remuneraciones, desahucios y pensiones de quienes no hayan rendido su cuenta o cumplido reparos del Organismo de Control (artículo 60, inciso segundo, del decreto ley N° 1.263, de 1975).

Se advierte, así, que el régimen de fiscalización que el proyecto prevé para el servicio que pretende crear, no sólo se aparta del que contempla la pertinente normativa constitucional, sino que es contradictorio con el sistema de administración y control financiero a que el propio artículo 55 del proyecto sujeta a la Superintendencia.

La excepcionalidad del régimen de control a que aparece sometida esta Superintendencia, parece un elemento altamente crítico en un servicio como éste, dotado de atribuciones y potestades tan importantes y exorbitantes como las que de paso se mencionaron anteriormente en esta exposición, susceptibles de ser ejercidas tanto en el ámbito de actividades, establecimientos y recursos públicos y privados, muchas veces sin aparentes limitaciones significativas.

Se sugiere en esta parte someter a la Superintendencia de Educación a la plena fiscalización de la Contraloría General de la República. No parecen haber razones que lo desaconsejen.

4. Entre los aspectos de especial relevancia cabe hacer presente que el proyecto en análisis incurre en diversas imprecisiones e incongruencias. Entre ellas vale la pena mencionar las que enseguida se señalan:




El artículo 15 confiere a la Superintendencia la potestad para instruir procesos de subvenciones, en circunstancias de que dicha atribución la posee el Ministerio de Educación, según lo prescrito en el Título IV del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de esa Secretaría de Estado.

La imprecisión de que adolece el proyecto en estudio, también se refleja en el artículo 22, ya que en éste se dispone que la Superintendencia realizará los procesos destinados a sancionar las infracciones a la normativa que regula las subvenciones educacionales y que, sin embargo, corresponderá al Ministerio de Educación aplicar la medida que proceda, lo cual ocasiona una mayor incertidumbre en cuanto a la exactitud de las competencias de uno y otro organismo.

Ahora bien, si la intención es que sólo la Superintendencia que se crea posea competencia en materias tales como la anotada, sería necesario que, con el objeto de evitar futuras dificultades en la aplicación e interpretación de la normativa de que se trata, se deroguen expresamente las disposiciones, que respecto de ellas, le confieren potestades al Ministerio de Educación.

Por otra parte, es dable consignar que en el artículo 32, no se precisa cuáles son las medidas que se pueden adoptar para asegurar la continuidad de la educación que se imparte en los establecimientos cuyo reconocimiento oficial se revoca, ni la duración de las mismas, como tampoco se precisa lo que ocurrirá con la subvención educacional que corresponda.

Enseguida, es preciso anotar que en el N° 12 del artículo 3°, se señala que corresponderá a la Superintendencia "disponer el nombramiento de un administrador provisional para la gestión de los establecimientos educacionales", lo que se encuentra en contradicción con lo prescrito en la letra g) del artículo 2° bis, que el artículo 60 agrega a la ley N° 18.956, ya que según esta nueva disposición, corresponderá al Ministerio de Educación "designar a un administrador provisional" en los referidos establecimientos.

Asimismo, cabe mencionar que en el proyecto en estudio no se precisan las facultades de que gozarán los referidos administradores provisionales, ni el plazo de su cometido en casos calificados, como tampoco se determinan las responsabilidades que a aquéllos les asistirían como consecuencia de su gestión.

En el artículo 44 se confiere al Superintendente de Educación la calidad de "funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República", en circunstancias que en el artículo 1°, inciso segundo, se dispone que la Superintendencia "estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública", lo que implica que dicha autoridad sólo poseerá la calidad de empleado de la exclusiva confianza en lo que respecta a su remoción, tal como lo precisara la Contraloría General a través de su dictamen N° 3.586, de 2006.

En este sentido es preciso recordar que, según lo establecido en el artículo 49, inciso final, de la ley N° 18.575, son funcionarios de la exclusiva confianza aquellos que se encuentran sujetos a la libre "designación y remoción" de la autoridad facultada para disponer su nombramiento.

En este mismo orden de ideas, es oportuno manifestar que en la letra a) del artículo 52, se faculta al Superintendente para declarar la vacancia de un cargo "por necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio", lo que no sólo vulnera la carrera funcionaría amparada en el artículo 38 de la Constitución Política, sino que, además, también transgrede lo prescrito en el artículo 46 de la ley N° 18.575, según el cual el personal de la Administración goza de estabilidad en el empleo y sólo podrá cesar por las causales que expresamente indica.

Así, pues, cumple la Contraloría General con informar al Senado acerca del juicio que, en lo pertinente, le merece el proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación.


A continuación hizo uso de la palabra la señora Patricia Matte, Presidenta de la Sociedad de Instrucción Primaria, quien señaló que el sistema actual de fiscalización en el área de la educación tiene una excesiva burocracia e involucra altos costos, que deben ser soportados por los sostenedores de los establecimientos educacionales. Asimismo, precisó que éste se centra en los procesos educativos y no en la evaluación de los objetivos.


Destacó que existe un consenso nacional de promover y garantizar la calidad de la educación y el buen uso de los recursos, a través del cumplimiento de estándares previamente fijados por la autoridad.


En cuanto al proyecto de ley en estudio, señaló que la Superintendencia que se pretende crear tendrá las siguientes atribuciones: evaluar la calidad de la educación; fiscalizar la mantención de las condiciones que permiten el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales; auditar la rendición de cuentas, en materia de gestión educativa y financiera de los sostenedores; aplicar sanciones; atender denuncias y reclamos, y entregar información a los usuarios del servicio educativo. Enseguida, opinó que la fortaleza de esta Superintendencia es que se constituirá en un órgano abastecedor de información para los usuarios, al encomendársele la administración de una serie de bases de datos y de registros de los prestadores del servicio educativo.


Por otra parte, consideró que las debilidades de este proyecto de ley son: que entrega a una misma institución la fiscalización y el control de la calidad de la educación; que concede excesivas atribuciones a la Superintendencia, que coartan la discrecionalidad de los sostenedores al momento de gestionar el proceso educativo, y que genera incertidumbre por la constante amenaza que involucra la diversidad del sistema educacional.

Al respecto reparó que el Superintendente puede acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para cumplir sus fines de fiscalización. Asimismo, precisó que podrá examinar por los medios que estime convenientes, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas y entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que requiera para ejercer una mejor fiscalización.


Asimismo, comentó que se entregan amplias atribuciones al Superintendente, a modo de ejemplo señaló que se le faculta para: citar a declarar a los sostenedores, administradores y dependientes de las instituciones; formular cargos y resolver procesos respecto de cualquier incumplimiento o falta que detecte a la normativa educacional; aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones legales, reglamentarias y las demás normas que rigen la prestación del servicio educativo; adoptar las medidas que estime necesarias en resguardo de los usuarios del servicio educacional y del interés publico, en aquellas materias de su competencia; validar los mecanismos de evaluación docente de aula, docente directiva y del personal técnico pedagógico en los establecimientos subvencionados; disponer el nombramiento de un administrador provisional en aquellos establecimientos subvencionados con resultados educativos deficientes; evaluar el desempeño educativo de los sostenedores y de los establecimientos educacionales, y exigir rendiciones de cuenta, a fin de evaluar la gestión financiera de los sostenedores.


Indicó que no es apropiado que, también, se le faculte para revisar procesos y resultados, extendiendo su competencia incluso a los establecimientos particulares pagados cuando se han formulado reclamos o denuncias en contra de ellos. 


Por otra parte, indicó que la Superintendencia tendrá atribuciones para interpretar las normas relativas al servicio educativo y para aplicar las sanciones que contemple la ley para los sostenedores que infrinjan las disposiciones que regulan esta materia. Luego, afirmó que no es conveniente que este organismo sea, a la vez, juez y parte.


Asimismo, señaló que existe una duplicación de funciones entre esta nueva Superintendencia y el Ministerio de Educación, por tal motivo sugirió definir claramente el ámbito de competencia de ambos órganos, realizando la respectiva concordancia normativa.


En cuanto a la sanción de revocar el reconocimiento oficial de los establecimientos educacionales, precisó que se debe regular claramente las situaciones en que procede aplicar esta sanción y no dejarla al arbitrio del Director Regional, como lo dispone el artículo 23 letra d) del texto del proyecto de ley en estudio.


A su vez, reparó que esta iniciativa de ley afecta gravemente a la libertad de gestión educacional, ya que propone una abundante normativa que merma la libertad de gestión de los sostenedores. Agregó que no sólo evalúa resultados, sino también los procesos educativos.

Asimismo, advirtió que este proyecto de ley es justamente lo contrario de lo que han solicitado los alcaldes, en su calidad de sostenedores de la educación municipalizada, y estimó que constituye un especial menoscabo para la educación municipal.


Luego, señaló que se trata de un proyecto de carácter centralizador, ya que incluso somete a su fiscalización a la educación particular privada, en caso de reclamos y denuncias de los usuarios. 


Comentó que de la lectura del texto del proyecto de ley pareciera entenderse que se legisla partiendo de la mala fe de los sostenedores de los establecimientos educacionales y que confunde los términos de fiscalización, control y evaluación de la calidad de la educación.


A continuación, refirió que el proyecto alternativo presentado por la Alianza al proyecto de ley que establece Ley General de Educación, plantea crear un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad (SNAC), conformado por instituciones especializadas, que se orienten a buscar la calidad de la educación. Bajo este contexto, precisó que la Superintendencia debe restringirse a fiscalizar y el Ministerio de Educación a evaluar los resultados de los procesos educativos.


Agregó que se necesita contar con un sistema de aseguramiento de la calidad independiente, que provea más y mejor información, inspeccione los establecimientos y asesore a los que presenten problemas. Asimismo, señaló que se debe instaurar un sistema que se oriente a reforzar las capacidades de autoevaluación, que aplique sanciones graduales para el evento de resultados insatisfactorios reiterados, que mejore la información entregada a los padres y que establezca evaluaciones estandarizadas para todos los establecimientos educacionales.


En relación a la Superintendencia de Educación, sugirió dotarla sólo de un rol fiscalizador del cumplimiento de la normativa vigente en materia de educación, eliminándose sus facultades discrecionales y la excesiva burocracia de este órgano. Propuso, asimismo, que la Superintendencia se encargue de: aplicar instrumentos objetivos y simples; conocer los reclamos presentados en primera instancia; recabar información para clasificar escuelas en base a los resultados obtenidos en las mediciones nacionales; elaborar bases de datos, y confeccionar una nómina pública de los sostenedores.


En cuanto al régimen sancionatorio, planteó consagrar y aplicar sanciones y multas claramente establecidas en la ley.

El Decano de la Facultad de Educación de la Universidad Alberto Hurtado, señor Juan Eduardo García-Huidodro, señaló que legislar sobre esta materia es una necesidad y que es evidente que después de más de 20 años de funcionamiento del sistema educacional actual queda de manifiesto que su regulación es insuficiente y que ésta debe ser enriquecida con acciones específicas que aseguren la calidad y la equidad.

Comentó que la idea de crear una Superintendencia surgió después de las protestas estudiantiles de mayo de 2006 y que dicha iniciativa fue incluida en la agenda de S.E. la señora Presidenta de la República en el mes de junio de 2006. Informó que esta propuesta fue tratada en el Consejo Asesor Presidencial, siendo uno de los temas que concitó mayor consenso entre sus participantes y agregó que la idea de Superintendencia también fue retomada en el proyecto alternativo de la Alianza. 

Enseguida, insistió en que el marco regulatorio del sistema educacional es insuficiente para asegurar calidad y equidad. Señaló que en la actual regulación el Estado se limita a establecer algunos requisitos básicos de operación, financiar a las escuelas mediante la subvención por alumnos y proporcionar alguna información a las familias para facilitar su elección de la escuela para sus hijos. 

Bajo estas condiciones, prosiguió, se produce una competencia entre la escuela y los padres. En la práctica, continuó, con este sistema no se está garantizando la supervivencia de las buenas escuelas y la salida de las escuelas con bajo desempeño. Declaró que en el año 2004 un Informe de la Educación Chilena de la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OCDE) señaló que el sistema educacional chileno no garantizaba la calidad de la educación. Asimismo, trajo a colación el Estudio sobre el Diseño Institucional de un Sistema Efectivo de Aseguramiento de la Calidad de la Educación en Chile del Banco Mundial, que compara el sistema chileno con nueve sistemas educativos exitosos de distintas culturas e ideologías, en los cuales existe una regulación estatal más fuerte en la legislación chilena. 
Añadió que en el Mensaje de esta iniciativa de ley se señala que la experiencia de las políticas educativas de las últimas décadas muestra que el mercado y la competencia por sí solas no bastan para asegurar la calidad de la educación y precisó que la Superintendencia viene a suplir este déficit, implementando acciones específicas que aseguran la calidad de la educación, que protegen el derecho de los ciudadanos a recibir una educación de calidad y que, además, imponen una adecuada fiscalización de los recursos públicos traspasados a los sostenedores.

Con respecto a este proyecto de ley, señaló que falta una visión global del marco de la políticas en que se inscribe y comentó que forma parte del Programa de Reforma Educacional, anunciado en el Mensaje del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación.

Reparó, enseguida, respecto de la estrategia legislativa que ha utilizado el Gobierno para abordar los múltiples temas de esta nueva reforma educacional, porque ha presentado diversos proyectos de ley, sin una secuencia lógica, lo que ha dificultado la percepción de una visión global sobre la nueva institucionalidad educativa.

En el caso de la Superintendencia, observó que hay aspectos poco claros con respecto a la forma en que ésta entidad se relacionará con las escuelas, ya que todavía no existe certeza si habrán modificaciones a la gestión de las escuelas municipales. Advirtió que en el Mensaje del presente proyecto de ley se menciona que se están preparando iniciativas legales para fortalecer la gestión educacional descentralizada, para elevar el desempeño de la educación pública, sin precisarse el sentido, ni la forma en que se afectará el accionar de la futura Superintendencia. 

Hizo presente que el caso de la administración municipal es particularmente relevante, ya que existen abundantes antecedentes para sostener que este sistema está en crisis. Bajo este contexto, sugirió la implementación de agencias administrativas fuertes y técnicas, que tengan un rol sustantivo en lo que es el seguimiento y apoyo pedagógico de las instituciones escolares a su cargo. Planteó que la Superintendencia evalúe y fiscalice a estos organismos intermedios, disminuyendo así su rol de fiscalización directa sobre las escuelas y liceos.

En relación a las escuelas particulares subvencionadas, precisó que existen, al menos, tres puntos que debieran aclararse para poder determinar su rol. Informó que en el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación se estipula que todos los sostenedores de educación particular subvencionada deberán ser entidades sin fines de lucro, cuya única finalidad sea la educación escolar. Reparó que esta iniciativa de ley no parece referirse particularmente a esta realidad, que supone un tipo especial de fiscalización económica, ni tampoco al período de transición entre la situación actual y la futura.

Enseguida, advirtió que el proyecto de ley que establece la Ley General de Educación no incorpora regulaciones para el financiamiento compartido, ni tampoco establece controles para el ingreso de nuevos establecimientos educacionales al mercado. Opinó que sin estos controles el sistema no tendrá la necesaria efectividad para disminuir la segregación social y para mejorar la calidad de la educación. Precisó que esta falta de regulación en las materias indicadas afectará las tareas de la nueva Superintendencia, especialmente en lo que se refiere a la creación de nuevos establecimientos.

Indicó que en Chile tenemos una alta cobertura educacional, lo que puede implicar que en varios sectores no se necesiten nuevos establecimientos educacionales. Estimó que esta situación obliga a diseñar algún mecanismo que regule la creación de nuevos establecimientos educacionales, sugiriendo que la nueva Superintendencia debiera tener la facultad de aceptar o rechazar a los nuevos establecimientos que se van a crear, y cuando exista la necesidad de crear nuevos establecimientos, en un sector determinado, planteó que se llame a concurso público y se seleccione al mejor proyecto. Asimismo, precisó que la creación de nuevos establecimientos no debe tener mayores restricciones, salvo que cuente con una matrícula razonable de unos 30 alumnos por curso al tercer año de funcionamiento.
Por otra parte, señaló que el presente proyecto de ley explicita en detalle las atribuciones de la Superintendencia de evaluar y de fiscalizar a los establecimientos educacionales, y no profundiza en el tratamiento de las otras funciones vinculadas al Sistema de Aseguramiento de la Calidad y Equidad. Bajo este contexto, arguyó que percibe un fuerte desequilibrio entre el control y el apoyo técnico pedagógico, sin perjuicio, de que en el Mensaje de esta iniciativa legal se sostiene que para el logro de una educación de calidad se requiere la existencia de un verdadero Sistema Integral de Aseguramiento de la Calidad y reparó que en el texto de este proyecto de ley no se advierte esta integración.

Precisó que un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación debe centrase en tres tipos de acciones interrelacionadas: la determinación de los estándares de calidad y equidad que se exigirán, debiendo ser revisados períodicamente, para que aseguren el cumplimiento de las metas propuestas; la implementación de un sistema de control, que involucre la fiscalización y la evaluación del cumplimiento de las metas propuestas, y la entrega de un apoyo diferenciado a los establecimientos educacionales.

Observó que este proyecto de ley presenta un desequilibrio, ya que pone únicamente énfasis en el control y en la evaluación de los resultados y en el uso de los recursos, en desmedro del apoyo y asesoría para las escuelas que deben mejorar sus resultados. Opinó que el balance entre el apoyo prestado a los establecimientos y la exigencia de cumplir ciertos estándares es fundamental para mejorar la calidad y la equidad. Refirió que probablemente la falta calidad y de equidad se deban a una desproporción entre las características del establecimiento y los problemas que enfrenta. Por tanto, arguyó que la fiscalización y el control deben ir acompañados de un despliegue de mecanismos de asesoría y de acompañamiento técnico-pedagógico, principalmente en los establecimientos de mayores riesgos educativos. Informó que este proyecto de ley señala sucintamente que esta tarea le corresponderá al Ministerio de Educación, sin desarrollar el modo en que se implementará frente a distintos tipos de establecimientos y cómo se complementarán y articularán estas dos funciones. De este modo, sugirió darle mayor énfasis a la supervisión técnico-pedagógica del Ministerio de Educación, a fin de complementar la tarea de la Superintendencia.

Asimismo, comentó que debe precisarse con mayor claridad la exigencia de revisar y enriquecer constantemente los estándares nacionales, que deben aprobar el Consejo Nacional de Educación a propuesta del Ministerio de Educación. Insistió sobre la importancia de este punto, ya que equivale a definir el tipo de educación que queremos para el país y los conocimientos, destrezas y valores que estamos privilegiando.

A su vez, señaló que este proyecto de ley carece de estrategias diferenciadas para tratar a los distintos tipos de establecimientos. En Chile, prosiguió, existen más de 11.500 establecimientos educacionales, de los cuales 4.600 corresponden a pequeñas escuelas y liceos rurales, de distinta complejidad y características y, por supuesto, de diferente calidad. Afirmó que a pesar de esta evidente diversidad, esta iniciativa de ley no prevé mecanismos, ni obligaciones diferenciadas. Sugirió hacer algunas distinciones respecto a la evaluación de los distintos establecimientos o, al menos, establecer algunos criterios de diferenciación, citando a modo de ejemplo el proyecto de ley que establece una subvención preferencial para niños y niñas socioeconómicamente vulnerables, en el cual se distinguen según su desempeño tres tipos de establecimientos, con distintos niveles de autonomía.

Enseguida, señaló que dentro de las funciones de la Superintendencia debería incluirse la coordinación de las tareas y programas de apoyo que lleve adelante el Ministerio de Educación, ya que éste es un insumo indispensable al momento de ejercer las funciones de evaluación y de fiscalización. Asimismo, planteó que como a la Superintendencia se le encomienda la evaluación del desempeño de los sostenedores, de los establecimientos y la medición del aprendizaje de los alumnos debiera tener un rol más activo en el proceso de la evaluación docente, y no restringir su participación a las difíciles tareas de validar los mecanismos de evaluación docente que utilizan los establecimientos particulares subvencionados, la realización de  auditorias selectivas de lo obrado en el sector municipal y la acreditación de los instrumentos de evaluación que voluntariamente presenten los sostenedores, en el caso de la educación pagada. Asimismo, consideró que la evaluación docente que se aplica en Chile, que mide la idoneidad profesional para actuar competentemente en la administración de una enseñanza coherente con un currículum determinado nacionalmente debe aplicarse a todos los docentes y no sólo a los profesionales que ejercen en el área municipal y deben establecerse metas y plazos de mejoramiento para los que no han sido bien evaluados. 

Con respecto a los establecimientos particulares pagados, estimó que también deben ser fiscalizados y evaluados, ya que son establecimientos que imparten educación con reconocimiento oficial y, por ende, tienen la obligación de cumplir con el marco curricular común a todos y están lógicamente afectos a las normas generales de no discriminación de los alumnos y de participación de los padres y apoderados.

Opinó que en materia de evaluaciones se debería fijar la periodicidad de los distintos tipos de evaluaciones y de los procedimientos que se aplicarán. Por otra parte, valoró que esta norma considere a los proyectos educativos de los establecimientos, su autonomía de gestión y los resultados de sus procesos de autoevaluación y sugirió que se acompañe en cada proceso de autoevaluación un plan de desarrollo que enriquezca su proyecto educativo cada año.

En materia de fiscalización señaló que el legislador debe ser más explícito en relación a los temas que tienen que ver con los derechos de los estudiantes a no ser discriminados y con la garantía de acceso al aprendizaje, armonizando estos temas con la legislación vigente y con los proyectos de ley que se están tramitando en el Congreso.

Finalmente, reparó que existe una duplicidad de atribuciones entre el Ministerio de Educación y la Superintendencia en materia de entrega y fiscalización de las subvenciones y planteó dejar todo lo vinculado a subvenciones en manos del Ministerio de Educación. 

El Profesor Investigador del Departamento de Ingeniería Industrial de la Universidad de Chile, señor Pablo González, señaló que las fuerzas del mercado están presionando para mejorar la calidad de la educación, ya que el diseño institucional del sistema escolar chileno no está dando los resultados esperados. Refirió que una competencia informada y una elección racional de los padres incentivaría que los establecimientos de buena calidad aumenten su matrícula y los otros desaparezcan.

Comentó que la educación debe visualizarse como un derecho, en donde todos tengan acceso a él y se garantice una educación de calidad. Observó que debe transitarse desde un Estado subsidiario a un Estado garante, ya que el mercado no garantiza el cumplimiento de las metas propuestas, por lo cual deben generarse mecanismos adicionales, que transformen a los beneficiarios pasivos de la educación en ciudadanos activos.
Señaló que para que una relación de mercado produzca resultados eficientes se requiere de un acuerdo mutuamente conveniente. En caso contrario, estimó que se necesitaría de la presencia de los siguientes criterios: mensurabilidad, verificabilidad por terceros y exigibilidad.

Enseguida, mencionó que existe un problema adicional respecto de la información que se tiene acerca de lo que se concibe como calidad en materia de educación y agregó que una medición externa podría tender a uniformar y limitar los servicios educativos. Por otra parte, afirmó que existe una asimetría de poder entre las partes involucradas. Señaló que las familias aspiran, en principio, a tener una relación de largo plazo con los establecimientos educacionales. No obstante, éstos pueden poner fin unilateralmente al contrato de prestación del servicio educativo.

Asimismo, precisó que la pérdida de matrícula en el caso de una mala provisión del servicio educativo es un proceso paulatino, que involucra un costo psicológico para los niños que deben cambiarse de colegio y, también, para los niños que se quedan. Comentó que en la mayoría de los casos de deterioro de la calidad o de quiebre de una empresa no se generan costos para los consumidores, lo que no ocurre en materia de educación.

Acotó que en las en zonas geográficas de baja densidad poblacional no hay espacio para más de un proveedor e informó que en esta zonas el costo de provisión por alumno es mayor, por lo que se ha aumentado la subvención escolar con el piso rural y la tabla de ruralidad. No obstante, arguyó que no se sabe con claridad cuál será la fuerza que incentivará al mejoramiento de la calidad de la educación en estas zonas.

Luego, refirió que un sistema de aseguramiento debe verificar el cumplimiento de los estándares; verificar si los establecimientos mantienen los requisitos ingreso; entregar información respecto a los logros; propender a la defensa del derecho a la educación, e intervenir, cerrar o licitar los establecimientos educacionales que obtengan reiteradamente resultados insatisfactorios.

En cuanto a los estándares, señaló que es fundamental definir con claridad qué se va a exigir y cómo, a fin de medir el logro educacional individual, el cual depende de variables exógenas a las escuelas, tales como: los niveles educacionales de los padres; el tipo de familia; los niveles de ingreso familiar; la concentración de alumnos vulnerables, y las historias personales. Precisó que en la gestión de las escuelas y en las aulas en cada curso se deben considerar las capacidades y los recursos con que cuentan las escuelas. 

Para conocer qué establecimientos no estarían cumpliendo con los estándares fijados por la autoridad, planteó establecer una regla simple, que se base en determinar los establecimientos que sistemáticamente, en varias mediciones sucesivas, se encuentren por debajo del promedio de la desviación estándar. Como otra alternativa, sugirió que esta regla se fije teniendo como base a los alumnos que alcancen un determinado nivel de logro.

Por otra parte, comentó que frente a resultados deficientes de los establecimientos en varias mediciones, se deben considerar todas las variables exógenas, a objeto de corregir y aislar y, consecuencialmente, causar algún efecto en la escuela.

Declaró que cuando entre en operación la subvención preferencial, la relación negativa entre los recursos y los resultados educacionales debería quebrarse. Advirtió que será necesario evaluar en qué medida se alterará esta relación, debiendo afinarse dicho sistema. Todo esto, prosiguió, para determinar si la calidad de la educación continúa siendo deficiente.

En el evento que existan establecimientos educacionales que continúen con resultados deficientes, sostuvo que se deben prestar los apoyos técnicos pedagógicos en forma sistemática que se requieran y, si aún persisten los malos resultados, opinó que es fundamental que los estudiantes sufran el menor perjuicio posible. Para estos efectos, sugirió reubicar a los alumnos, en el caso en que se opte por el cierre del establecimiento, y si no es posible reubicarlos propuso optar por otro tipo de sanciones, como: la intervención, la licitación o la concesión de la escuela o de la suspensión de rigidez administrativa impuesta por el Estatuto Docente, en el ámbito de la educación municipal.

Con respecto a los requisitos de ingreso y de funcionamiento de los establecimientos afirmó que se debe prevenir que los sostenedores obren de mala fe y, para tales efectos, sugirió que se contrate a un auditor autorizado o que cada sostenedor constituya una garantía monetaria. Para corregir los errores del sistema escolar actual planteó: realizar una acreditación de la gestión institucional y de los procesos; evitar la generación de modelos únicos, y consagrar y aplicar sanciones efectivas como el cierre de los establecimientos por malos resultados, lo que según él debería generar una dinámica entre los sostenedores de hacer mejor las cosas.

En materia de información, señaló que prevé un avance paulatino en las recomendaciones de la Comisión SIMCE y advirtió que la calidad debe ser multidimensional, para que entregue efectivamente un valor agregado. Sostuvo, asimismo, que deben gestionarse acciones de perfeccionamiento en las áreas más débiles y establecer un sistema de rendición de cuentas.

Enseguida, destacó que el sistema escolar requiere de distintos apoyos especializados y advirtió que en este ámbito existen fallas de coordinación, externalidades y economías de escala que exigen un rol más activo del Ministerio de Educación en esta función.

En cuanto a la defensa del derecho a la educación, precisó que existe una buena especificación del derecho, ya que se eliminan las áreas grises y se hace coherente con la legislación vigente. En esta materia, planteó que la Superintendencia se convierta en un órgano mediador o que se consagre un sistema de arbitraje privado, con el objeto de no recargar de funciones a la Superintendencia.

Enseguida, estimó que será necesario modificar y adecuar la norma que establece una subvención preferencial para los alumnos socio-económicamente vulnerables y reparó que este proyecto de ley no ha considerado los objetivos de integración social y cultural de la educación nacional.


La Economista del Instituto Libertad, señorita Alejandra Candia, señaló que existe un consenso respecto de la necesidad de asegurar la calidad de la educación y refirió que la creación de la Superintendencia surgió como una propuesta del Gobierno en respuesta a las demandas de los pingüinos, lo que fue corroborado en las conclusiones del Consejo Asesor, al plantear la urgencia de contar con un régimen de aseguramiento de la calidad de la educación.

Dentro de las funciones de la Superintendencia, mencionó: la evaluación del desempeño educativo de los sostenedores, establecimientos, docentes, y la medición de la calidad del aprendizaje de los alumnos; publicación de los resultados obtenidos; la fiscalización del cumplimiento de los requisitos para mantener el reconocimiento oficial; la rendición de cuentas, la formulación de cargos y la aplicación de sanciones. 

Luego, comentó que la institucionalidad que se cree debe estar, efectivamente, al servicio del cometido de asegurar la calidad de la educación, a fin de que sea independiente del Gobierno de turno. Para tales efectos, precisó que se debe fomentar una gestión eficiente amparada en la ley marco y actuar con absoluta independencia, lo que según ella se lograría  al establecer que este órgano forme parte del Sistema de la Alta Dirección Pública.

Estimó que este proyecto de ley establece excesivas atribuciones de fiscalización en torno a los procesos llevados a cabo en los establecimientos y limita la gestión que ellos realizan, lo que en definitiva perjudica el objetivo final de esta norma, cual es mejorar la calidad de la educación.

Por otra parte, señaló que se exige a los establecimientos con financiamiento estatal cumplir con una detallada rendición de cuentas, sin aportar los recursos que se requieran para asumir estos nuevos costos y que se desvía la atención desde una gestión pedagógica hacia una financiera.

Precisó que una rendición de cuentas según instrumentos y formatos estandarizados por la Superintendencia, requerirá de la contratación y del financiamiento por parte del propio establecimiento educacional de auditorías, para evitar, en caso de no cumplimiento de estos engorrosos procesos, perder el reconocimiento oficial o ser sancionado con la suspensión del otorgamiento de la subvención escolar. 

A su vez, reparó en que esta norma faculta a la Superintendencia para evaluar el desempeño educativo de los sostenedores y de los establecimientos, lo que le permitirá incidir en los procesos educativos y no en los resultados.

También, señaló que esta excesiva atribución de facultades a la Superintendencia entorpecerá la labor propiamente educativa de los establecimientos. Asimismo, trajo a colación el Informe emitido por el Controlar General de la República, el cual concluye que las atribuciones que este proyecto de ley reconoce a la Superintendencia en materia de control financiero, colisionan con las funciones entregadas a la Contraloría General de la República.

Advirtió que los buenos resultados en materia educacional están fuertemente relacionados con la autonomía en la gestión realizada por quienes imparten la labor educativa. Agregó que es clave permitir la autoevaluación, consagrando un sistema de premios y de sanciones, en base a metas propias que respeten los estándares fijados por la autoridad, entregando incentivos para mejorar la labor realizada.

Comentó que esta iniciativa legal es contradictoria porque, por una parte, fomenta la autoevaluación de los establecimientos educacionales y, por otra, promueve que la Superintendencia efectúe una revisión constante de las autoevaluaciones, limitando así la posibilidad de innovar en esta materia, lo que atenta contra la diversidad.

Recalcó que la autonomía asegura el respeto al proyecto educativo institucional e incentiva una comunidad educativa comprometida. Agregó que restringir la autonomía merma la capacidad de los sostenedores para tomar decisiones en cuanto al proceso llevado a cabo en su establecimiento y no permite terminar con la falta de claridad existente en materia de responsabilidades entre los actores del sistema educativo.

Reparó que la excesiva fiscalización y la exigencia de rendición de cuentas detallada, atentan contra el libre manejo de los recursos de los sostenedores al momento de planificar su labor educativa y, además, limita la posibilidad que tienen de sortear exitosamente el desafío de ofrecer una educación de calidad. Bajo este contexto, sostuvo que este proyecto de ley sólo hace una declaración de principios al establecer que en las evaluaciones se deben considerar, especialmente, el proyecto educativo del establecimiento, su autonomía de gestión y los resultados de procesos de autoevaluación.

Estimó más sensato liberar a los sostenedores de esta desmesurada rendición de cuentas, en la medida que los establecimientos demuestren un buen desempeño, de manera de generar un incentivo a alcanzar. Agregó que la independencia en el manejo de los recursos permitirá incentivar la obtención de resultados de calidad.

Por esta razón, arguyó que se propone que la fiscalización sea obligatoria respecto de los establecimientos que obtengan resultados bajo los estándares mínimos establecidos por la autoridad educacional. En caso de no encontrarse en esta situación, sugirió que los establecimientos opten voluntariamente someterse a un sistema de diagnóstico.

Señaló que una falencia actual del sistema escolar es la falta de información que se entrega a los padres. Por tal motivo, valoró que este proyecto de ley otorgue a la Superintendencia la función de proporcionar información, en el ámbito de su competencia, a la comunidad educativa y a todos los usuarios e interesados. También, respaldó la atribución de esta institución de recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, poniendo a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de los establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y los estudiantes, creando y administrando los registros que sean necesarios para ejercer estas funciones.

En relación a las nuevas funciones que este proyecto de ley entrega al Ministerio de Educación destacó el desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Agregó que esta información será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla. No obstante, acotó que tendrá el carácter de confidencial respecto de la identidad de los alumnos y de los docentes evaluados de conformidad a la ley. Sin embargo, opinó que esta iniciativa de ley no asegura que los padres y apoderados reciban oportunamente la información recabada por la Superintendencia y el Ministerio de Educación.
En este mismo orden de ideas, señaló que para cumplir con la función de informar a la comunidad educativa, la Superintendencia debería: informar sobre la nómina de los sostenedores habilitados para recibir la subvención, entregando antecedentes de libre acceso al público en la página web de la Superintendencia; entregar información relevante para que la comunidad escolar se forme una apreciación respecto del aporte del establecimiento al aprendizaje de sus hijos; y proporcionar información sobre los establecimientos que reciben financiamiento estatal que no cumplen los estándares mínimos de calidad  y de la medida que se aplique en caso de que el mal desempeño fuese reiterativo.

Advirtió que la creación de una Superintendencia de Educación resulta una condición necesaria, pero no suficiente para asegurar la entrega de una educación de calidad. Refirió que la calidad hay que financiarla, y actualmente aún no se han sincerado los costos de una educación de calidad. 

Con respecto al financiamiento de este proyecto de ley, expuso que debe aclararse la frase “mayor gasto fiscal anual que en régimen significará la aplicación de la iniciativa”. Lo anterior, prosiguió, por cuanto mayor gasto significa la generación de un nuevo gasto para el Estado, lo que no tiene sentido para el caso del personal de planta de la Superintendencia, puesto que según lo señala el articulado transitorio de esta norma, ésta estará conformada por ex funcionarios del Ministerio de Educación. Agregó que esta aclaración es fundamental, ya que según las cifras entregadas en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, el costo de la planta de la Superintendecia correspondería a prácticamente dos tercios del supuesto mayor gasto fiscal anual que en régimen significará la aplicación de esta iniciativa legal. 
El Presidente de la Corporación de los Colegios Particulares (CONACEP), señor Rodrigo Bosch, señaló que la CONACEP valora cualquier iniciativa destinada a mejorar la calidad educacional y que está comprometida con apoyar este proyecto de ley con su experiencia.
Informó que el sector particular subvencionado hoy educa a 1.500.000 alumnos, en todas la modalidades de educación, con la participación de más de 80.000 trabajadores directos (docentes, paradocentes, personal administrativo y auxiliares). Agregó que alrededor de un 30% de sus alumnos son considerados vulnerables y que un 70% de ellos  están matriculados en instituciones con fines de lucro. Asimismo, indicó que el 75% de los niños con discapacidades y necesidades especiales se educa en los establecimientos particulares subvencionados y que el 40% de los colegios privados subvencionados no cobran financiamiento compartido, son gratuitos y, por ende, no tienen la posibilidad de recibir recursos adicionales como los colegios municipales.

Destacó que hoy Chile muestra avances significativos, gracias a una adecuada colaboración público privada la que le ha permitido tener un 100% de escolaridad y contar con una educación general obligatoria de 12 años. Bajo este contexto, prosiguió, Chile asume el desafío de asegurar la calidad de la educación, mejorando los resultados de aprendizaje de los alumnos. Sin embargo, observó que se asume este desafío sin considerar lo que realmente necesita el país y sin mantener la diversidad del sistema escolar chileno.

Reparó, también, que hoy se propone dejar fuera de este desafío al sector privado, a pesar de los tremendos logros de esta acción público-privada. Estimó que esta reforma educacional está centrada en la desconfianza en esta relación, porque se ha responsabilizado únicamente a los sostenedores de los malos resultados educacionales obtenidos.

Sostuvo que, también, se culpa a la educación privada de la segmentación de los resultados por grupos socio-económicos, como si del sector privado educacional dependiera el monto de la subvención que se entrega, el diseño segmentado de la política pública de vivienda, y la estructuración socio económica cultural tradicional de Chile.

Por otra parte, señaló que el sector subvencionado no es un sector no sujeto a regulación y reparó en la afirmación que comúnmente se hace de que el Estado no ha tenido suficientes atribuciones para fiscalizar los recursos públicos, ya que la entrega de la subvención escolar está sujeta a fuertes restricciones que llegan a perjudicar la gestión de dicha subvención. Estimó que la única explicación para la ocurrencia de ilícitos, como el caso de la escuela Britania, no es la falta de atribuciones de fiscalización, sino la flagrante violación de las normas existentes. Consideró que en nuestro sistema educacional falta mejorar las normas y el sistema de control.

Agregó que toda la regulación actual pone especial énfasis en los requisitos de entrada al sistema y en el control de los recursos, y no en la calidad del servicio educativo. Afirmó que el proyecto de ley en estudio perfecciona este mismo modelo, ya que se centra únicamente en evitar que los sostenedores lucren o malgasten los recursos públicos.

Enseguida, consideró necesario la creación de una Superintendencia de Educación que evalúe los estándares de los resultados de aprendizaje; que provea de información; que establezca consecuencias por el no cumplimiento de los estándares de aprendizaje, y que tenga claridad respecto del costo que tiene la calidad de la educación que se espera.

En consecuencia, arguyó que apoya la creación de una Superintendencia, pero con un énfasis diverso. Afirmó que debe seguirse un modelo de aseguramiento de la calidad basado en los siguientes criterios: potenciación de las confianzas entre los actores del mundo educacional; estimulación de las transparencias; mayor coherencia con el sistema educativo presente y una mejor coordinación con los entes reguladores y fiscalizadores del Estado, y el establecimiento de un marco básico para un mayor financiamiento de calidad.

Comunicó que rechaza el texto del proyecto de ley en estudio, porque, por una parte, plantea crear un costoso sistema de evaluación de los proveedores de la educación escolar, atendiendo aproximadamente a unos 11.000 colegios, 3.100 sostenedores, 80.000 trabajadores y a 1.500.000 de usuarios y, por otra, porque supone un sistema de calidad basado en la vigilancia y en el castigo, que controla en exceso los procesos y califica los gastos, cuestión que según él hará que las escuelas tiendan a la homogenización. Estimó que hoy lo que se requiere es estimular una oferta educativa que reconozca la diversidad, con capacidad para atender alumnos de múltiples características. Afirmó que este modelo homogeniza la gestión educativa en busca de una receta única, que sacrifica la diversidad. 

Advirtió que la educación no es el resultado de una cadena de montajes, sino que es el ensamble de las capacidades de los gestores y del personal docente, por tal motivo sugirió que la responsabilidad educativa debe estar centrada en ellos, potenciándose un sistema de auto evaluación.

Asimismo, observó que este proyecto de ley duplica funciones fiscalizadoras, ya presentes en el sistema educativo, generando un desperdicio de recursos y una gran burocratización. Al mismo tiempo, comentó que confunde la garantía de los derechos ciudadanos, al crear una Superintendencia originada en la desconfianza y estimó que la fórmula debe centrarse en crear confianzas y garantizar derechos.

Refirió que falta establecer una mayor fiscalización respecto de los proveedores ineficientes, y dotar de una mayor autonomía a los eficientes. Señaló que existe una gran incertidumbre sobre los requisitos, facultades y consecuencias de la aplicación de este modelo, ya que no se conocen los estándares que se perseguirán, y el sistema de financiamiento asociado. Agregó que no resulta conveniente que la Superintendencia tenga las funciones de evaluación de la fiscalización y de verificar el cumplimiento de las sanciones, porque pasaría a convertirse en juez y parte, a la vez.

Reparó, finalmente, que esta Superintendencia está orientada a evaluar la gestión educativa y financiera, requiriendo de auditorías para comprobar la veracidad y la exactitud del gasto y advirtió que esto no asegura la calidad.

El Investigador del Programa en Educación de la Universidad de Chile, señor Cristián Bellei, señaló que es necesario reformar la institucionalidad educacional para mejorar el aprendizaje de los alumnos y sugirió concentrarse en este objetivo, en lugar de desgastarse en debates sobre la institucionalidad del sistema escolar. En efecto, precisó que mucha evidencia recomienda desconfiar de las reformas estructurales como medio de mejoramiento de los logros de aprendizaje. Advirtió que lo imprescindible es el mejoramiento de las capacidades docentes y su trabajo en el aula, ya que la investigación comparada muestra que es posible obtener buenos resultados de aprendizaje en sistemas educacionales organizados de forma muy diversa.

Afirmó que políticamente las reformas estructurales son de alto riesgo y a pesar de requerir de una inmensa inversión de recursos políticos, económicos y de tiempo, el impacto de ellas en los logros de aprendizaje es muy incierto. Nuestra propia historia, continuó, nos enseña que grandes movimientos o reformas orientadas a mejorar la calidad, no han tenido mayor impacto.

En este mismo orden de ideas, relató que nuestro actual sistema ha sido moldeado por la reforma estructural de los años 80 y por la reforma educativa del año 1990. Observó que esta reforma no ha mejorado nuestro sistema educativo porque contiene bajas exigencias para abrir escuelas; establece un sistema de selección de alumnos por parte de las escuelas que distorsiona los indicadores de calidad, ya que confunde mejores resultados y mejor calidad; establece un modelo de financiamiento compartido que segmenta aun más el sistema; no estimula a que las familias elijan la escuela para sus hijos, según un criterio de calidad instruccional; el Estado no cuenta con las herramientas necesarias para exigir calidad; las escuelas con resultados ineficientes no se cierran, pero inician procesos de descomposición institucional; las escuelas que ganan pueden mantener su liderazgo sin proveer una buena educación, ni estar presionadas por mejorar, por falencias sistémicas en materia de capacidades de los docentes, estructura de los ciclos, currículum, y bajas expectativas. Bajo este contexto, concluyó que la reforma de mercado no ha logrado conectar virtuosamente la institucionalidad del sistema con los procesos de mejoramiento educativo a nivel de las escuelas. Más aún, estimó que parece haber generado algunos procesos negativos a ese nivel.

Enseguida, comunicó que los programas del nuevo currículum y de la Jornada Escolar Completa tuvieron un impacto limitado en los resultados de aprendizaje, debido a defectos de diseño de los programas y a una mala implementación de los mismos; escasos recursos asignados para compensar las profundas desventajas; ausencia de modificación de las condiciones de trabajo, organización y gestión de las escuelas; confusión de responsabilidades entre los actores (docente-escuela-sostenedor-Ministerio de Educación), lo que ha generado una suerte de irresponsabilidad de los resultados de las escuelas; instauración de dinámicas de segregación y de competencia que dañan a las escuelas, especialmente a las focalizadas, y ausencia de resolución de los problemas básicos, como las capacidades docentes. De este modo, afirmó que la lógica de los programas de mejoramiento y la lógica de la organización del sistema no logran acoplarse institucionalmente. Agregó que las políticas educacionales de la década de 1990 abordaron directamente los procesos de enseñanza/aprendizaje, pero obtuvieron resultados insatisfactorios, por la institucionalidad en que operaron.

Compartió en la necesidad de generar un cambio institucional para avanzar hacia el mejoramiento de la educación y sostuvo que este proyecto de ley deber ser una parte de dicha reforma institucional. A continuación, enunció algunos de los problemas que se deben enfrentar: mejorar el sistema de reconocimiento oficial y de acceso a fondos públicos; mejorar los mecanismos de intervención y de responsabilidad de las escuelas con malos resultados educativos, y la creación de un sistema de aseguramiento de la calidad.

Destacó que debe tenerse presente que en los sistemas escolares con cobertura universal y en los países con bajo crecimiento poblacional, la hipótesis de que los sistemas mejoran por la fuerza destructiva de la competencia es sólo eso una ilusión. Informó que todos los sistemas desarrollados tienen un fuerte compromiso con el éxito de las escuelas que financian. Afirmó que el punto central de esta reforma es crear una institucionalidad que combine, lo más sabiamente posible, la presión-exigencia por mejorar el servicio educativo y la obtención creciente de mejores resultados, con el apoyo necesario para generar capacidades y sostener procesos de mejoramiento en las escuelas.

Enseguida, hizo presente que la actual institucionalidad educativa mezcla en una sola agencia -el Ministerio de Educación- las funciones de generación de estándares, evaluación, fiscalización, diseño e implementación de políticas y apoyo. En cambio, señaló que la nueva institucionalidad que se está configurando separa y especializa funcionalmente en diferentes agencias estos roles. En efecto, indica que este sistema plantea que el Ministerio de Educación proponga el currículo y los estándares que deben ser aprobados por el Consejo Superior de Educación y promueva el mejoramiento de la calidad de la educación. Por su parte, agrega que la Superintendencia debe evaluar y fiscalizar a los proveedores y opinó que estas funciones deben verse fortalecidas con esta mayor especialización institucional.

Valoró que este proyecto de ley implemente un sistema de fiscalización del buen uso de los recursos públicos y sugirió que éste se inspire en los siguientes principios: transparencia en su uso; mayor información sobre la disponibilidad de los recursos, para resguardar la fe pública y las políticas de equidad, y garantizar la equidad en los recursos destinados a la educación de los niños. No obstante, opinó que estas normas tendrán un carácter más crítico de aprobarse las normas del proyecto de ley que establece la Ley General de Educación que prohíbe el lucro a los sostenedores. 

Con respecto a la función de la Superintendencia de recibir, investigar y resolver reclamos y denuncias de los usuarios, consideró que es vital conocer la experiencia del Programa Mineduc 600. Advirtió que en un sistema escolar tan descentralizado, con libre elección de los padres, con sistemas de selección y cobro a las familias, la función de resguardo de los derechos esenciales es imprescindible, puesto que su ausencia atenta contra el alma del sistema escolar, ya que ni los estándares, ni los derechos de los consumidores se respetan en la institucionalidad tradicional que tenemos. Refirió que esta función se hará aún más relevante de aprobarse la nueva carta de derechos y deberes de los miembros de la comunidad escolar que propone el proyecto de ley que establece una Ley General de Educación, dada la relevancia que han adquirido, en la actualidad, los siguientes temas: selección no discriminatoria de alumnos, regulación del co-pago de los padres, formulación de un proyecto educativo y dictación de reglamentos internos como verdaderos contratos educativos. Bajo este contexto, opinó que esta función de la Superintendencia será enormemente valorada y requerida.

Por otra parte, señaló que es fundamental crear un mecanismo de intervención de la gestión de las escuelas que prestan un mal servicio educativo, sean públicas o privadas que reciban recursos público. Agregó que en la materia existe un enorme vacío en nuestra institucionalidad, lo que se ha visualizado con las ineficaces sanciones aplicadas en el caso de los Colegios Britania, o con las improvisadas intervenciones que ha promovido el Ministerio de Educación frente a escuelas en una situación crítica a nivel institucional.

Reparó que nuestra autoridad educacional ha reducido la visión de los procesos evaluativos en el sistema escolar a la aplicación de una prueba de resultados finales a tres grados y en dos o tres asignaturas. Advirtió que un sistema evaluativo como el SIMCE no permite orientar el mejoramiento de la educación, ya que no considera al sostenedor como agente que requiere ser evaluado en su desempeño, ni tampoco evalúa a las escuelas en otras dimensiones.

En relación a este proyecto de ley, sugirió mejorar el sistema de fiscalización y de evaluación de la Superintendencia, distinguiendo cuatro dominios en el área de la fiscalización, a saber: requisitos para el reconocimiento oficial; requisitos para el otorgamiento de la subvención; respeto de deberes y derechos de los actores y de la normativa educacional, en general, y cumplimiento de los estándares de calidad. Sobre estos cuatro dominios, continuó, deben instaurarse mecanismos de verificación y de sanción por incumplimiento. No obstante, precisó que existirán situaciones en que el desacato a la norma no será tan evidente como en el ámbito de los derechos y deberes, porque en muchos de estos casos se tratarán de conflictos de convivencia escolar, por lo cual sugirió, también, contemplar dispositivos de mediación, asesoría para el mejoramiento de la convivencia en la escuela, y de monitoreo en el tiempo de solución satisfactoria de los casos.

Con respecto al dominio de cumplimiento de los estándares de calidad, explicó que éste no es asimilable a los otros, ya que no le es aplicable la lógica de fiscalización-sanción, sino de evaluación-mejoramiento. En efecto, señaló que no es razonable sancionar económicamente a una escuela que está obteniendo bajos resultados, ya que dicha medida podría agravar su situación escolar. Informó que en educación no satisfacer los estándares de calidad puede deberse a negligencia e irresponsabilidad, pero, también, puede ser por falta de recursos y de capacidades, o por una dificultad objetiva para aprender y desarrollar formas alternativas de trabajo que sean más efectivas. Bajo este contexto, afirmó que mientras no se comprendan las causas del bajo desempeño, no tiene sentido alguno la aplicación de sanciones. En este mismo orden de ideas, señaló que lo importante es contar con un adecuado repertorio de acciones, idóneas para resolver las causas de esa indeseable situación.

Asimismo, observó que en el proyecto de ley en estudio no se explicita suficientemente la conexión entre los procesos evaluativos y los de mejoramiento de las escuelas. En esta materia, señaló que se debiera aclarar que las evaluaciones institucionales son miradas complejas, que no se remiten al cálculo de indicadores estandarizados, que se vinculan con los estándares de lo que es una buena escuela o una escuela efectiva, que se apoyan en los procesos de auto-evaluación de las escuelas, que se enmarcan en un proceso continuo de mejoramiento escolar objetivado con planes de desarrollo plurianuales, que derivan en recomendaciones sobre cómo fortalecer los procesos de mejoramiento en el tiempo. Advirtió que esas evaluaciones son el insumo principal para las acciones de mejoramiento y de apoyo que deberá emprender el Ministerio de Educación y el sostenedor.

Sostuvo, también, que se debe graduar la intensidad-frecuencia de estos procesos evaluativos según la calidad del desempeño de la escuela en cuestión, según la siguiente fórmula: a mejor desempeño mayor autonomía y viceversa. Para que este criterio sea efectivo, prosiguió, se requieren evaluaciones válidas de la calidad del desempeño de los establecimientos y un sistema de control de los procesos selectivos de los alumnos.

Independiente de lo anterior, consideró que los bajos resultados educativos deberán desencadenar en procesos más intensivos de evaluación. Dichos procesos, continuó, deberán estar primeramente dirigidos a comprender las causas de esos bajos resultados, para que posteriormente pueden formular sugerencias de mejoramiento. Refirió que estos procesos pueden derivar en la necesidad de un mayor apoyo técnico y la necesidad de mayores recursos para las escuelas. Advirtió que con estas medidas no se está proponiendo premiar al mal desempeño, ya que los profesionales y responsables de la escuela deben estar sujetos a eventuales sanciones. Agregó que, obviamente, los programas de mejoramiento deben estar asociados a compromisos con plazos definidos. 

Afirmó que el sistema en su conjunto debe estar abierto a aprender de los casos crónicos de mal desempeño o de los que demuestran grandes dificultades para mejorar. A veces, prosiguió, la explicación es una simple falta de compromiso, pero, también, existen otras situaciones en que aparentemente se hace todo lo requerido, pero los resultados siguen siendo negativos. Recalcó que un sistema inteligente debiera abordar esos casos con especial dedicación, pues ellos son fuente de aprendizaje.

En términos más generales, precisó que no se debe olvidar que la gran agenda ausente en todo este proceso de reforma es la creación de capacidades a la base del sistema. Al respecto, comentó que la experiencia internacional es contundente en esta materia, existiendo sistemas más exigentes basados en estándares y “accountability”, los cuales no son efectivos si no se desarrollan las capacidades profesionales a la base del sistema. 

En otro orden de ideas, estimó que este proyecto de ley acierta al considerar al sostenedor como un actor a evaluar. No obstante, observó que no se considera la diversidad de los sostenedores. Bajo este contexto, reparó que no reconoce la especificidad de la educación pública, en la cual el sostenedor municipal presenta características muy peculiares. Al respecto, comunicó que tanto el Consejo Asesor como el Informe del Banco Mundial recomiendan estudiar y hacer distinciones en cuanto al tipo de relación con el Estado entre los sostenedores privados y los públicos.

Por otra parte, refirió que los sostenedores poseen distintas capacidades y grados de complejidad, sugiriendo modificar al sistema de reconocimiento oficial, agregando una nueva distinción que reconozca al sostenedor reconocido que tiene la posibilidad de abrir otra escuela. Más aún, agregó que se pueden establecer estándares para certificar o, al menos, para graduar la calidad de los sostenedores.

Asimismo, planteó que este sistema de evaluación-fiscalización diferencie entre los sostenedores de reconocida experiencia y los que recién están comenzando a prestar el servicio educativo. Con respecto a los nuevos sostenedores, planteó que éstos adquieran su autonomía luego de un período de prueba. La idea, prosiguió, es tratar de mejorar los proveedores educacionales de cada zona.

En materia de educación preescolar, precisó que esta norma implicará un cambio en el arreglo institucional del área preescolar, ya que en ese nivel el reconocimiento oficial no es obligatorio, como tampoco lo es asistir a él, por lo mismo, señaló que existen varias instituciones que operan sin dicho reconocimiento. Además, refirió que la nueva normativa ha implicado que muchos jardines infantiles, incluso los públicos, no puedan ser reconocidos. Bajo este contexto, consultó si los jardines infantiles que no cuentan con el reconocimiento oficial quedarán exento de la inspección de la referida Superintendencia y, además, preguntó como se conciliarán con las atribuciones de la Superintendencia con las de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI).

El Director Jurídico de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Claudio Radonich, señaló que el tema fundamental de esta reforma debe ser la calidad y la equidad en la educación. Enseguida, informó que las municipalidades co-financian a la educación pública en más 120.000 millones de pesos, lo que justifica su interés en el contenido de esta normativa.

En relación al presente proyecto de ley, reparó que la Superintendencia de Educación, prácticamente, tenga las mismas facultades que la Contraloría General de la República en materia de fiscalización e interpretación de norma legales y reglamentarias. En cuanto a su atribución fiscalizadora, acotó que el control de la gestión administrativa, basado en el balance estandarizado es distinto al de la contabilidad gubernamental que contempla el Estatuto Administrativo. Esta duplicidad de sistemas contables, continuó, podría implicar para los sostenedores municipales la obligación de tener que llevar ambos sistemas, lo que involucraría, sin duda, mayores gastos para los municipios. También, reparó que no es recomendable que una misma institución tenga facultades fiscalizadoras y sancionadoras, a la vez.

Por otra parte, sostuvo que no existen las condiciones para que las municipalidades puedan realizar una mejora de la gestión de sus recursos. Bajo este contexto, estimó que para los municipios será muy dificultoso alcanzar los nuevos estándares de calidad. Asimismo, refirió que las municipalidades no tienen autonomía en materia de contratación docente y, por lo mismo, están impedidas de intervenir en la calidad docente. En consecuencia, afirmó que no es viable aplicar este sistema a la educación pública municipal.

El Director del Programa Legislativo de Libertad y Desarrollo, señor Sebastián Soto, expuso que en el año 1954 en Chile se creó la primera Superintendencia de Educación que despertó fuertes críticas. Al respecto, comentó que el profesor Alejandro Silva Bascuñan señaló que las atribuciones que se concedían a esta Superintendencia sobrepasaban la letra y el espíritu de la Constitución vigente y no se ajustaba a la interpretación que resultaba de la historia fidedigna de su establecimiento. 


Por otra parte, refirió que la Corte Suprema de Estados Unidos en diversos fallos resolvió que el Estado no puede regular la educación particular en forma tan invasiva como para convertir, en la práctica, a un establecimiento particular en uno público. Sobre este punto, señaló que la doctrina ha elaborado el principio de las condiciones inconstitucionales, el cual establece que el Estado no puede exigir que el receptor de un beneficio público renuncie a alguno de sus derechos fundamentales, aún cuando el Estado no tenga la obligación de conceder ese beneficio.

Asimismo, mencionó dos fallos del Tribunal Constitucional Español, en los cuales se reconoce el derecho al ideario educativo. Explicó que este derecho implica excluir que el financiamiento de la educación con fondos públicos suponga la posibilidad de exigirle al titular del establecimiento educacional la renuncia al ejercicio de sus derechos fundamentales. Informó que la Constitución española regula el deber de los poderes públicos de respetar este derecho y, asimismo, les impone la obligación de no exigir una prestación que implique la desaparición de los derechos fundamentales del titular del beneficio.

En el caso particular de nuestro país, señaló que existen dos fallos del Tribunal Constitucional, Roles 410 y 423, que citan normalmente nuestras Cortes de Apelaciones y Corte Suprema. De estas sentencias destacó tres grandes temas: primero, la importancia del proyecto educativo, lo que se refleja a través de la libertad de enseñanza garantizada por la Constitución Política de la República, la cual supone el respeto y la protección de la plena autonomía del fundador o del sostenedor del establecimiento respectivo. Explicó que de acuerdo a estos fallos la libertad de enseñanza permitiría al sostenedor la consecución de su proyecto educativo en los ámbitos docente, administrativo y económico y sostuvo que si no se goza de una certeza jurídica en el cumplimiento de tales supuestos esenciales, se podría afirmar que no existe tal libertad.

Como segundo punto destacó que los establecimientos municipales son, también, objeto de la libertad de enseñanza, ya que según estas sentencias la libertad de enseñanza debe ser aplicada a todos los sostenedores, en cuanto titulares de este derecho, sean establecimientos de enseñanza, públicos o privados. Aclaró que el Ministerio de Educación no es dueño de los establecimientos educacionales municipales, ya que según nuestro Tribunal Constitucional éstos pertenecen a los municipios. Comentó que estas sentencias aclaran que la libertad de enseñanza incluye el derecho de abrir, organizar y mantener establecimientos educacionales, precisando que en estas tres facultades se condensan, por consiguiente, los elementos definitorios e inafectables de la libertad de enseñanza, consagrada en nuestra Carta Fundamental.

Y como tercer tema, mencionó a las obligaciones de los establecimientos subvencionados. Al respecto, recalcó que los establecimientos para recibir la subvención se encuentran obligados a cumplir determinadas exigencias legales, las cuales deben ser adecuadas y proporcionales al control que ellas llevan consigo y, por lo mismo, acotó que estas obligaciones deben ser ponderadas y razonables. Agregó que el Tribunal Constitucional declaró que el carácter de subvencionado de un establecimiento educacional no habilita a los órganos estatales para exigir el cumplimiento de condiciones, prohibiciones o requisitos que les impidan o tornen muy difícil o gravoso el ejercicio de un derecho constitucionalmente asegurado. Afirmó que en las obligaciones que se impongan al sostenedor debe haber un criterio de proporcionalidad y, en consecuencia, advirtió que no puede imponérsele cualquier carga a los establecimientos educacionales por el hecho de ser subvencionados.

En relación a este proyecto de ley, observó que el tipo de la fiscalización que se está planteando conlleva una excesiva carga para los establecimientos educacionales subvencionados. A modo de ejemplo, mencionó todas las exigencias relativas a la información financiera que los sostenedores deben presentar a la Superintendencia. Afirmó que estas exigencias implican un costo enorme para los sostenedores y, por ende, se tratan de cargas desproporcionadas e irracionales para el fin que se desea alcanzar.


Reparó que se entregan atribuciones excesivas a la Superintendencia, como las que le permiten acceder y examinar cualquier tipo de documento, archivo, libro o antecedente. Advirtió que ni siquiera al Ministerio Público se le ha dotado de tan amplias facultades y sólo mediante una resolución judicial podría acceder a dicha documentación. También, consideró excesiva la facultad que tiene la Superintendencia de citar a declarar a los sostenedores y a los administradores respecto de algún hecho que estime necesario.


Enseguida, cuestionó la atribución de la Superintendencia de intervenir incluso de oficio en el ámbito de la educación particular pagada y opinó que no es adecuada esta intromisión, ya que no existen recursos públicos comprometidos y, además, porque se vulnera la libertad de enseñanza.


En cuanto a la facultad de designar a un administrador provisional, estimó que si esta figura tiene como único objeto asegurar el derecho a la educación durante el respectivo año escolar, no adolecería de un vicio de inconstitucionalidad, puesto que la libertad de enseñanza y el derecho a la educación se complementarían para asegurar que los alumnos de un establecimiento puedan terminar su año escolar. De lo contrario, afirmó que esta figura sería inconstitucional, puesto que no precisa las atribuciones que tendría este administrador, ni el tiempo que duraría su cargo. Acotó que estos temas deben ser regulados en esta norma, a fin de evitar que se vulnere el derecho de propiedad de los sostenedores y de los padres y apoderados para llevar a cabo con completa autonomía su proyecto educativo.


Por otra parte, cuestionó el fundamento constitucional de este proyecto de ley, ya que en el Mensaje del proyecto de reforma constitucional que establece como deber del Estado el velar por la calidad de la educación, que se tramita en la Cámara de Diputados, se reconoce por el Gobierno que para velar por la calidad de la educación se requiere previamente de una reforma constitucional que así lo establezca. Dadas estas circunstancias, estimó que no sería pertinente aprobar primero esta iniciativa de ley, si aún no se aprueba la citada reforma constitucional.

Con respecto al rango de este proyecto de ley, opinó que esta norma debe ser votada como una norma de rango orgánico constitucional de acuerdo al artículo 19, numeral 11°, inciso quinto de la Constitución Política de la República, en el cual se consagra que una ley orgánica constitucional señalará las normas objetivas, de general aplicación, que permitan al Estado velar por su cumplimiento.

A continuación hizo uso de la palabra el Jefe del Departamento Jurídico de la Federación de Instituciones de Educación Particular (FIDE), señor Rodrigo Díaz. quien expuso que en general las Superintendencias que existen en nuestro país, tienen por finalidad preservar el mínimo estándar de un determinado servicio, normalmente entregado por particulares. Es decir, las Superintendencias de Bancos, de Salud, de AFP  de Valores y Seguros, de Seguridad Social, de Combustibles, de Servicios Sanitarios, tienen como meta resguardar el derecho de los usuarios de esos servicios, pero en todas ellas se respeta y fomenta un sistema de mercado, es decir, de oferta y demanda de esos servicios. En cambio el proyecto de ley de Superintendencia de Educación, al menos en algunos aspectos, entiende su labor como cogestora, de los procesos internos de los establecimientos educacionales. 


Luego, se refirió a las deficiencias del proyecto en análisis todas ellas referidas a la manera de concebir el servicio educacional como algo estandarizable, pero no solo en los resultados académicos, tema discutible, sino que también en los procesos, con lo cual se introduce en un ámbito que restringe y perturba la marcha interna de un establecimiento.


A fin de hacer más fácil el análisis del proyecto en comento, agrupó las deficiencias en dos apartados, el primero referido a problemas prácticos y el segundo a los procedimientos fijados en el proyecto. En seguida, analizó los artículos de dudosa constitucionalidad, los casos en que no habría responsabilidad administrativa, y finalmente sugirió algunas modificaciones. 


En cuanto a los defectos prácticos se refirió a las dificultades prácticas que tendrá el ejercicio de facultades concedidas a la Superintendencia.


Mencionó en el artículo 3º, especialmente en el numeral tres, que se establece la evaluación docente pero de manera discriminada, ya que se focaliza solo en la educación particular subvencionada, dejando a los docentes de la educación municipalizada, con evaluaciones selectivas. Según su parecer, esto constituye un error de diseño, ya que en todas las mediciones de resultados, la educación municipal se encuentra en desventaja con respecto a la educación subvencionada. Lo razonable, señaló, sería aplicar un mismo método de evaluación docente a todo el sistema subvencionado, permitiendo a cada unidad educativa crear un sistema propio de evaluación que se adapte el proyecto educativo.


En el mismo artículo, en el numeral 22 (Adoptar las medidas que estime necesarias en resguardo de los usuarios del servicio educacional y del interés público, en aquellas materias de su competencia), indicó que se establecen facultades que son amplísimas, de manera tal que, verdaderamente se entrega una suerte de “voto de confianza”, a la Superintendencia, sin ningún tipo de control. Desde el punto de vista administrativo, consideró que constituyen facultades discrecionales, que en el evento de ser mal empleadas, sólo dejan la alternativa de acudir a los tribunales de justicia para evitar los abusos en la aplicación de esta disposición. Agregó que en la normativa educacional actual, no existe ninguna norma de rango legal siquiera semejante. 


En el artículo 4º, indicó que se aprecia claramente que la idea que está en el trasfondo del proyecto, es que el sistema educacional chileno es homogéneo, ya que se permite que los estándares sean fijados por el Ministerio de Educación de manera centralizada. Del mismo modo que se habla de pacto social, debe existir una suerte de pacto educacional, en el cual se establezcan bases comunes en las que todos los actores estén de acuerdo, y ello debe quedar fijado por ley.


En el artículo 6º, se fija un procedimiento cuyo alcance no ha sido suficientemente dimensionado, toda vez que la Superintendencia puede entrar a fiscalizar con el simple reclamo de cualquier particular, respecto de los colegios particulares pagados. Esto puede provocar una avalancha de reclamos, muchos de los cuales no serán atendidos, generando a su vez, desconfianza en la nueva institución creada.


Al menos en 7 oportunidades, especialmente en los artículos transitorios, esta ley solicita delegación de facultades para el Presidente de la Republica, a fin de que regule una serie de materias a través de decretos con fuerza de ley. Señala que lo que impide claridad en la estructura de la Superintendencia, es que la fijación de planta no queda determinada en la ley.


En cuanto a los defectos de control, señaló que se demuestran algunas duplicidades y conflictos de competencia, en la manera de fijar los procedimientos a través de los cuales ejercerá su actividad la Superintendencia.


En el artículo 3º, numeral 3, se establece la discriminación, que no sólo afecta, y determina un prejuicio del legislador, en relación a los colegios particulares subvencionados, sino que también implica un defecto, que tendrá repercusiones en el sistema educacional en su conjunto. Se parte de la premisa de que los docentes de los colegios particulares subvencionados, requieren mayor atención desde el punto de vista de la validación de la evaluación de la docencia de aula, en comparación con los colegios municipales, los que simplemente se verían sometidos a mecanismo de evaluación selectiva. El error de control se encuentra en que el sistema completo de los docentes se enfoca a los resultados de los alumnos, y la separación entre docentes de colegios particulares y municipalizados, que establece el proyecto de ley, no tiene justificación alguna.


En el mismo artículo 3º numeral 5, existe otro defecto, ya que sin mediar justificación alguna se establecen auditorías financieras a los sostenedores particulares que reciben fondos públicos, y por lo tanto, se producen al menos dos conflictos de competencia, ya que por un lado, esto puede colisionar con lo dispuesto en la normativa del Servicio de Impuestos Internos y por otro lado pueden abarcarse elementos que debe regular la Contraloría General  de la República. Si un sostenedor no tiene ningún tipo de problemas con el SII, no se aprecia por qué el MINEDUC puede solicitar auditorías sobre recursos que son controlados o por ese servicio público, o por la Contraloría. Además, cada uno de estos servicios, por su cuenta, tiene normativa que debería a lo menos, ser armonizada con la emanada por la Superintendencia.


En el numeral 13 del artículo 3º, la fiscalización en el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantenerse como sostenedor, en principio incumben al Ministerio de Educación, salvo que esta facultad expresamente se le arrebate a dicha repartición pública, y sea entregada a la Superintendencia. De hecho el actual decreto supremo 177 de 1996, del Ministerio de Educación, establece que es un funcionario del Ministerio el que supervigila esta situación.


En el artículo 16 se está ante una facultad que es amplísima, y desconoce los procedimientos internos de cada establecimiento Educacional. En efecto en dicho artículo, especialmente en el inciso segundo, se establece que las acciones de fiscalización se pueden realizar en cualquier momento. Cree que debió indicarse, en el texto de la ley, que la fiscalización debería respetar los horarios internos del establecimiento.


En el artículo 31, inciso segundo, se crea una facultad, que implica necesariamente, una modificación a la actual ley de subvenciones, la que por su parte dispone que este tipo de retenciones de subvención debe ser efectuado previo proceso de subvenciones.


En cuanto a posibles inconstitucionalidades, la creación de una Superintendencia de Educación, si bien está dentro de las posibilidades que actualmente permite la Constitución, debe enmarcarse, tanto en la creación, como en la concreción misma de  esta idea, dentro del margen de las garantías constitucionales, que la carta fundamental reconoce a los ciudadanos.


Desde este punto de vista, estimó que el articulado analizado contiene las siguientes cuestiones de constitucionalidad, o a lo menos de constitucionalidad dudosa, ya que afectan garantías constitucionales por las que el mismo Estado debiera velar, cuales son la libertad de enseñanza y el derecho a la educación.


En cuanto a la libertad de enseñanza, las facultades indicadas en el artículo 3º, numerales 6, 7, 9, 11, 17 y 22, entre otras vulneran diversas garantías constitucionales, o al menos, pueden inducir a lesionar los derechos que dicha garantía asegura. Si a esto se agrega la posibilidad de recurrir a la Corte de Apelaciones por la vía del recurso de protección, se encuentra reducida, especialmente en términos temporales, y en cuanto los efectos de la sentencia, considera que perturba la posición del administrado frente a los actos de la autoridad.


En el caso del numeral 6 considera que se ha cambiado la naturaleza jurídica de la subvención, la que desde su percepción, siempre se ha entendido que es dinero particular, que el sostenedor  ha percibido por un servicio prestado, y que por ende, una vez agotados los ítems que la ley establece para su inversión o gasto, pasa a ser dinero del sostenedor. En este caso, además de vulnerar el artículo 19, Nº 11, afecta el derecho de propiedad del artículo 19, Nº 24.


En el caso del numeral 7, además de afectar la facultad de administrar y organizar el establecimiento educacional, afecta la autonomía profesional asegurada en el artículo 16 del estatuto docente, ya que un profesor en clase puede ver interrumpido su proceso, por una visita de la Superintendencia.


El numeral 9, al fijar la posibilidad de citaciones, sin proceso previo, afecta la garantía del debido proceso, y en el fondo se está prejuzgando al sostenedor por “comisiones especiales” y no por tribunales creados conforme a la ley.


El numeral 11, establece facultades normales, pero con una excepción, y es que se pueden formular cargos en caso de incumplimiento de dictámenes, e instrucciones de la misma Superintendencia, con lo cual se vulnera también el debido proceso. Este mismo tipo de atribuciones tiene el SII, y por lo mismo, ha sido objeto de críticas de falta de imparcialidad que justamente hace que se esté tramitando en el Congreso un proyecto de ley sobre juzgados tributarios. En un sentido similar se ha pronunciado ante el Senado, la Excelentísima Corte Suprema, en cuanto a generar en la Superintendencia una instancia adicional a las legales.


En el numeral 17 se instaura una serie de facultades que no tiene limitaciones normales como el respeto a la privacidad de las personas. 


En el numeral 22 se instala una facultad que devela el prejuicio que existe respecto de los sostenedores, ya que se habla simplemente de usuarios del sistema educacional y en base a ello, la Superintendencia puede “adoptar las medidas que estime necesarias”. Es decir, sin límite expreso a esas atribuciones, en aras de las garantías como la libertad de enseñanza.


Asimismo, considera que también se vulnera la libertad de enseñanza en el caso del artículo 4°, ya que los estándares de calidad serían determinados por el Ministerio de Educación, es decir por un lado, se centraliza la manera de llevar y analizar el currículo a nivel nacional, en la elaboración de los estándares, y por otra parte, también se centraliza,  en el control de los mismos.


En el caso del artículo 6º, en especial su inciso segundo, permite un control desmesurado de los sostenedores, ya que en el inciso primero establece  los criterios de evaluación de desempeño de los sostenedores, incluyendo las instrucciones de la Superintendencia y en el inciso segundo, permite que en base a cualquier falta, incluso respecto de las instrucciones la Superintendencia, se fiscalice y evalúe incluso a los colegios particulares pagados.


Finalmente, sugiere la creación de una Superintendencia de Educación, que si bien puede ser resistida por algunos sectores, debería ser considerada de parte de los redactores del proyecto, como una oportunidad para la modernización del control público del sistema educacional chileno. En este sentido, y para que fuera razonable su creación, al igual que otras superintendencias, debería partir de bases menos prejuiciosas, respecto de los prestadores del servicio educacional. En efecto todas las Superintendencias respetan la posibilidad de que, antiguos servicios públicos, administrados y entregados directamente por el Estado, ahora se sometan a reglas de mercado, premisa que no se aprecia dentro en la estructura y normativa del proyecto analizado.


Estima que el proyecto debió también tomar en consideración, la necesidad de renovar el personal a través del cual se realizaría la gestión de la Superintendencia. Si se va  a fiscalizar el sistema educacional chileno, especialmente el sector privado, con funcionarios del Ministerio de Educación, que incluso públicamente han señalado su no conformidad con un sistema de mercado, no debieran formar parte de ella, lo contrario es algo más que inquietante para los afiliados.


Los errores mencionados, y las posibles inconstitucionalidades del proyecto, debieran ser profundamente analizadas en el Congreso, ya que se insiste mucho en la labor de fiscalización, e incluso de control directo de algunos sostenedores, y poco en los índices de calidad que debieran ser medidos, y objeto de la principal atención de esta Superintendencia.


Terminó expresando que el proyecto hace mucho hincapié en controles y servicios de la Superintendencia a los usuarios, pero debería considerar un acápite para controlar los excesos de los demás funcionarios públicos que, en no pocas ocasiones entorpecen el buen funcionamiento de un centro educativo.


Enseguida, el dirigente estudiantil, Diego Calderón, estimó que hubiera sido más adecuado aprobar primero los proyectos de ley que aseguran la calidad de la educación.


Señaló que los sostenedores de los colegios subvencionados cometen graves irregularidades para continuar manteniendo su derecho a percibir la subvención escolar y mantener su reconocimiento oficial. Bajo este contexto, consideró que la Superintendencia debe ser un órgano fuerte con amplias facultades para fiscalizar y revisar incluso los reglamentos internos de los establecimientos educacionales, a fin de evitar que se sigan cometiendo actos que atentan contra los derechos fundamentales de los alumnos. Valoró que este proyecto de ley le otorgue facultades para revisar cualquier tipo de documentos o antecedentes que estime necesario para ejercer su función fiscalizadora. Asimismo, consideró positivo que tenga atribuciones para citar a declarar a los sostenedores y a los miembros administrativos de las escuelas.


Opinó que, también, deben ser objeto de fiscalización los colegios particulares pagados y estimó que las sanciones que se apliquen a los establecimientos deben ser acordes al número de alumnos matriculados en dicho establecimiento.


Reparó que esta iniciativa legal no contemple algún mecanismo para mejorar el nivel de los docentes, ya que estimó que los profesores adolecen de una mala formación.


Por otra parte, instó a la autoridad a realizar una reforma profunda al sistema educacional, ya que con dos o tres proyectos de ley aislados no se va mejorar la calidad de la educación y destacó la importancia de eliminar el concepto del lucro y los procesos de selección de los alumnos.


Consideró que en la práctica no existe una libertad de enseñanza, aunque así lo reconozca la normativa vigente y acotó que lo que realmente existe es una libertad de empresa, porque se permite a cualquier persona instalar un colegio. Finalmente, hizo un llamado a los miembros de la Comisión a suscribir un pacto político que recoja las distintas inquietudes que han planteado los distintos actores sociales.


Por su parte, la Investigadora del Programa Social de Libertad y Desarrollo, señora Carolina Velasco, cuestionó los roles que se le están asignando a la Superintendencia, especialmente los de fiscalización, inspección y supervisión, ya que estas funciones hoy ya están en manos del Ministerio de Educación. Respecto de la calidad de la educación, opinó que para crear un órgano orientado hacia la calidad se requiere contar con personal especializado. De lo contrario, observó que no se logrará el fin último de este proyecto de ley, cual es asegurar la calidad de la educación y sólo se incrementará la revisión formal de los procesos de enseñanza.


El Honorable Senador señor Núñez consideró fundamental, antes de votar en general esta iniciativa de ley, definir si estamos ante un proyecto de ley constitucional o no, ya que de acuerdo a la exposición del representante de Libertad y Desarrollo este proyecto de ley adolecería de un evidente vicio de inconstitucionalidad.


El Honorable Senador señor Navarro señaló que este proyecto de ley viene a corregir las deficiencias del sistema educacional subvencionado. Opinó que estamos ante un problema ideológico que debe ser zanjado para asegurar la calidad en la educación. Por otra parte, consultó a los representantes de la FIDE sobre el resultado de sus colegios y sobre las alternativas de solución que proponen para mejorar la calidad de la educación chilena.


El Abogado de la FIDE apoyó la idea de crear una Superintendencia. No obstante, acotó que deben eliminarse todas las atribuciones que excedan el ámbito de su competencia. Por otra parte, refirió que la autoridad debe transparentar cuánto se debe gastar en educación para poder llegar a los estándares que el Gobierno pretende alcanzar y precisar cuánto es lo que se proyecta mejorar. Asimismo, señaló que de precisarse cuántos puntos se pretenden subir en el SIMCE con la subvención preferencial.


Comentó, también, que debe adoptarse alguna medida con los malos docentes, ya que éstos deben salir del sistema. Para esto, continuó, debe obligarse a los docentes a ser sometidos a un proceso de evaluación. Reparó que el Colegio de Profesores ha evitado por todos los medios someterse al proceso de evaluación docente, lo que estaría perjudicando la calidad de la educación.


Por su parte, el Secretario Ejecutivo de la FIDE refirió que el tema central debe ser mejorar la calidad de la educación y no el lucro y la selección de los alumnos. Para mejorar la calidad de la educación, prosiguió, debe asumirse que no existe una única calidad de la educación, sino que hablarse de varias calidades, ya que nuestro sistema educativo es diverso. No obstante, estimó que las políticas que está adoptado el Ministerio de Educación tienden hacia la homogenización del sistema. Opinó que lo peor que le puede suceder a nuestro sistema educativo es tender hacia la homogenización, siendo que todos los países tienden a proteger la diversidad en materia educativa.


Por otra parte, aseguró que la selección de alumnos se opone a la exclusión, puesto que constituye un mecanismo óptimo para nivelar las distintas asimetrías que tiene el sistema. Reparó que el sorteo sea el instrumento idóneo para reemplazar a la selección, porque deja igual a un porcentaje de los alumnos fuera del sistema escolar. Afirmó que la exclusión se elimina definitivamente mejorando la calidad de la educación de todas las escuelas.


Consideró que no puede tratarse a todas las escuelas con el mismo tratamiento jurídico y acotó que debe implementarse un sistema que reconozca esta diversidad con escuelas que tengan la capacidad para atender a todo tipo de alumnos. En la actualidad, prosiguió, las escuelas están incapacitadas para recibir a todo tipo de alumnos, por lo cual planteó dotar de suficientes recursos humanos y financieros para mejorar la calidad del servicio educativo que presta. Asimismo, planteó mejorar la relación entre el Ministerio de Educación y las escuelas, respetando la autonomía de los establecimientos educacionales.


- Sometida a votación la idea de legislar en la materia fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


Como consecuencia del acuerdo adoptado, vuestra Comisión tiene el honor de proponer a la Sala la aprobación en general del siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

De la Superintendencia de Educación

Párrafo 1º

Naturaleza, Objeto y Atribuciones


Artículo 1°.- Créase la Superintendencia de Educación, en adelante “la Superintendencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. 


La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del DL N° 3.551, de 1981 y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la Ley N° 19.882.


El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que existirán en cada una de las regiones del país.


Artículo 2°.- El objeto de la Superintendencia es evaluar y fiscalizar que los sostenedores y los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado, en los niveles parvulario, básico y medio, cumplan con los estándares establecidos para el sistema educativo. Asimismo, proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a las comunidades educativas y otros usuarios e interesados, y atenderá los reclamos y denuncias de éstos, estableciendo las sanciones que en cada caso corresponda. 


Artículo 3°.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá especialmente, las siguientes atribuciones:


1. Diseñar y aplicar instrumentos de evaluación de desempeño educativo de los sostenedores y los establecimientos educacionales, y fomentar la autoevaluación de los establecimientos educacionales.


2. Diseñar y aplicar un sistema de medición de los niveles de aprendizaje de los alumnos dentro del marco curricular nacional, de acuerdo al plan de medición establecido por el Ministerio de Educación. Asimismo, le corresponderá informar públicamente sus resultados y coordinar la participación de Chile en mediciones de carácter internacional en este ámbito. 


3. Validar los mecanismos de la evaluación docente de aula, docente directiva y del personal técnico pedagógico para establecimientos educacionales administrados por sostenedores particulares subvencionados por el Estado o que reciban aportes de éste. En el caso de los docentes del sector municipal, realizará auditorías selectivas de los instrumentos y procedimientos de evaluación establecidos en la ley. 


En el caso de los establecimientos particulares pagados, acreditará los instrumentos de evaluación que voluntariamente presenten sus sostenedores.


4. Fiscalizar que las personas o instituciones fiscalizadas cumplan con las leyes, reglamentos e instrucciones que ella imparta. 


5. Ordenar auditorías a la gestión financiera de los sostenedores educacionales que reciben recursos públicos.


6. Fiscalizar el uso de los recursos públicos traspasados a los sostenedores educacionales y exigir rendición de cuentas de los mismos.


7. Acceder libremente a los establecimientos educacionales y dependencias administrativas del sostenedor, a objeto de realizar las funciones que le son propias. 


8. Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin alterar el normal desenvolvimiento de las actividades del afectado, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas y/o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la mejor fiscalización. La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en el propio establecimiento educacional. Las mismas facultades tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren y presten servicios a los establecimientos educacionales.


9. Citar a declarar a los sostenedores, representantes, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para el cumplimiento de sus funciones.


10. Resolver consultas, investigar denuncias y resolver reclamos que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten, pudiendo desarrollar instancias de mediación.


11. Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o faltas que detecte respecto de la normativa educacional de su competencia y de las instrucciones y dictámenes que imparta, así como de los que conozca por la vía de denuncias o reclamos del público o por denuncia que formule el Ministerio de Educación u otros órganos públicos.


12. Disponer el nombramiento de un administrador provisional para la gestión de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos.


13. Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional y, en caso de verificar su incumplimiento, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste, en un plazo no superior al término del año escolar, proceda a la revocación del reconocimiento señalado.


14. Imponer las sanciones que establece esta ley.


15. Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones legales, reglamentarias y las demás normas que rigen la prestación del servicio educativo, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones de carácter general al sector sujeto a su fiscalización.


16. Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.


17. Requerir de los sostenedores y docentes directivos de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados con la educación la información que estime necesaria para el cumplimiento de sus funciones. Asimismo, podrá recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios.


18. Poner a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y estudiantes, y crear y administrar los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.


19. Convenir con otros organismos de la administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones. 


20. Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y otros organismos técnicos en materias de su competencia.


21. Cobrar y percibir los derechos por registro, aprobaciones, actuaciones y certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones.


22. Adoptar las medidas que estime necesarias en resguardo de los usuarios del servicio educacional y del interés público, en aquellas materias de su competencia. 


23. Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.

Párrafo 2°

De la evaluación del sistema educativo


Artículo 4°.- La Superintendencia será la encargada de evaluar el sistema educacional a través de la medición de los siguientes elementos:


a) Los logros de aprendizaje de los alumnos;


b) El desempeño educativo de los sostenedores, y


c) El desempeño educativo de los establecimientos educacionales.


Para estos efectos, la evaluación comprenderá la medición permanente del grado de cumplimiento de los estándares fijados por el Ministerio de Educación para cada uno de los ámbitos señalados en el inciso precedente.



La Superintendencia podrá desarrollar las referidas evaluaciones directamente o a través de terceros.


Artículo 5º.- La Superintendencia evaluará el sistema educacional a través de los siguientes procesos:


a) Diseño y aplicación de mediciones, de carácter nacional, de logros de aprendizajes de los alumnos; 


b) Aplicación de mediciones de carácter internacional de los logros de aprendizaje de los alumnos;


c) Evaluación de desempeño de establecimientos y sus sostenedores; 


d) Auditoría selectiva del proceso de evaluación de desempeño establecido en la ley de los docentes de aula, docentes directivos y técnico-pedagógicos del sector municipal;


e) Validación de los mecanismos de evaluación de desempeño de los docentes de aula, docentes directivos y técnico-pedagógicos aplicados en los establecimientos particulares subvencionados y en aquellos regidos por el Decreto Ley Nº3.166, de 1980;


f) Validación de los mecanismos de evaluación de desempeño de los docentes de aula, docentes directivos y técnico-pedagógicos de los establecimientos particulares pagados que lo soliciten, y


g) Auditorías de las rendiciones de cuentas.


Artículo 6º.- La evaluación de desempeño educativo de los sostenedores considerará los siguientes elementos: los resultados de los compromisos de gestión de directivos; los resultados de la evaluación de los establecimientos a su cargo; la aplicación de los instrumentos para medir el grado de satisfacción de alumnos, padres y apoderados y la participación de la comunidad educativa; el manejo de los recursos públicos y la gestión financiera de los establecimientos, y los demás que la Superintendencia determine.


En caso que la Superintendencia constate el incumplimiento o faltas a la normativa educacional objeto de su fiscalización, de oficio o en caso de denuncia o reclamo, podrá someter a esta evaluación a los establecimientos particulares pagados.


Artículo 7º.- La evaluación de desempeño educativo de los establecimientos revisará procesos y resultados en dimensiones como liderazgo pedagógico y directivo; gestión del currículo; gestión pedagógica y directiva del establecimiento; autoevaluación; administración de recursos; convivencia escolar y apoyo a los estudiantes; resultados educativos de los alumnos; y grado de satisfacción de los padres y apoderados y alumnos.


En caso que la Superintendencia constate incumplimiento o faltas a la normativa educacional objeto de fiscalización en los establecimientos particulares pagados, podrá someter a estos establecimientos a la evaluación del inciso anterior.


Artículo 8º.- El proceso de evaluación de que trata este párrafo, dará origen a informes que establecerán el grado de cumplimiento de los estándares medidos o evaluados y a las observaciones y recomendaciones que ameriten dicho proceso.


Artículo 9º.- Las evaluaciones de desempeño se realizarán conforme a una calendarización fijada por la Superintendencia, y con instrumentos establecidos por ésta en concordancia con los estándares de desempeño respectivos. 


Las evaluaciones considerarán especialmente el proyecto educativo del establecimiento, su autonomía de gestión y los resultados de procesos de autoevaluación.

Párrafo 3º

De la Rendición de Cuentas


Artículo 10.- Los sostenedores y los establecimientos educacionales que reciban aportes o subvenciones del Estado en algunos de los niveles a que se refiere el artículo 2º de la presente ley, deberán rendir cuenta de la gestión educativa y financiera de sus establecimientos, según el calendario y de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la Superintendencia.


La Superintendencia examinará dichas rendiciones de cuenta a fin de evaluar la gestión educativa y financiera realizada por el sostenedor. Además, podrá requerir que se efectúen auditorías para comprobar la veracidad y exactitud de la información financiera que le hayan proporcionado. La contratación y financiamiento de estas auditorías corresponderá a la entidad requerida. El auditor deberá ser aprobado por la Superintendencia.


Artículo 11.- En el caso de denuncia o reclamo, o de constatación de incumplimientos o faltas a la normativa educacional objeto de su fiscalización respecto de los establecimientos particulares pagados, la Superintendencia podrá exigirles rendición de cuentas. 


Artículo 12.- Los instrumentos y formatos de rendición de cuentas podrán incluir, entre otros, los siguientes componentes:



a) Balance según formato estandarizado;


b) Estado de resultados financieros;


c) Inversión en infraestructuras y materiales pedagógicos; 


d) Operaciones con personas o entidades relacionadas;


e) Información referida al cumplimiento de los requisitos de reconocimiento oficial;


f) Estado de los logros en los distintos ámbitos que componen el quehacer educativo y de los procesos destinados a conseguirlo; 


El informe a que dé origen el literal anterior, podrá contener, entre otros, información sobre los siguientes aspectos:


a) Cumplimiento de planes y programas;


b) Cumplimiento de estándares del sistema educativo establecidos en conformidad a la ley, y


c) Cumplimiento de otros deberes y obligaciones que emanen de las disposiciones legales y reglamentarias en materia educativa. 


Artículo 13.- De las auditorías sobre las rendiciones de cuenta, la Superintendencia deberá levantar un informe con las observaciones y recomendaciones que amerite. Si detectare infracciones que puedan ser objeto de sanción, deberá abrir el proceso sancionatorio correspondiente y formular los cargos que procedieren.
Párrafo 4º

De la Fiscalización

Artículo 14.- La fiscalización de la Superintendencia tiene por objeto verificar:


a) La mantención de los requisitos que dieron origen al reconocimiento oficial del Estado;


b) El cumplimiento de los estándares establecidos en conformidad a la ley para el sistema educativo;


c) El cumplimiento de los requisitos para impetrar la subvención educacional del Estado;


d) El cumplimiento de los deberes y derechos establecidos en la normativa educacional, en el ámbito de su competencia, y en las instrucciones dictadas por la Superintendencia.


Artículo 15.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado.


La Superintendencia formulará cargos e instruirá el respectivo procedimiento en caso de verificar, por sí o a través de terceros, la existencia de una o más contravenciones a lo dispuesto en el artículo precedente.


En el caso de denuncias derivadas de las actividades de fiscalización y de inspección de subvenciones del Ministerio de Educación, la Superintendencia ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del respectivo proceso.


Artículo 16.- Para todos los efectos de la presente ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá el carácter de Ministro de Fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones, dentro de las cuales podrá tomar declaraciones bajo juramento. Los hechos constatados por los funcionarios y de los cuales deban informar, de oficio o a requerimiento, constituirán presunción legal de veracidad para todos los efectos de la prueba judicial. 


Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto en cualquier momento, para lo cual los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los referidos funcionarios.

Párrafo 5º

De las Sanciones


Artículo 17.- En caso de detectar alguna irregularidad, el Director Regional competente, mediante resolución fundada, ordenará la instrucción de un proceso y designará un fiscal instructor encargado de su tramitación, de formular cargos, de investigar los hechos, solicitar informes, ponderar las pruebas que se presenten en los descargos y/o disponer diligencias que correspondan.


Artículo 18.- La resolución que ordena instruir el proceso deberá notificarse personalmente y/ o por carta certificada al sostenedor o a su representante legal, dejando constancia en el expediente de la misma. La notificación por carta certificada se enviará a la dirección del establecimiento educacional donde hubieren ocurrido los hechos que dan origen a los cargos, o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate, o a la dirección electrónica registrada por el sostenedor ante la Superintendencia, agregándose al expediente como constancia de la notificación el certificado o boleta del servicio de correos, o la constancia de la notificación electrónica, según corresponda. En este caso, el sostenedor se entenderá notificado transcurridos tres días desde la fecha en que se remitió la carta certificada o el correo electrónico.


En el caso de infracción a lo dispuesto en el artículo 25 letra b) de esta ley, la notificación se efectuará al obligado a proporcionar la información que se solicite.


Artículo 19.- La persona en contra de la cual se formulen los cargos, podrá presentar los descargos y medios de prueba que estime pertinentes en el plazo de diez días contados desde la fecha de la notificación.


Artículo 20.- Presentados los descargos, o transcurrido el plazo para tal efecto, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Director Regional respectivo la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.


Artículo 21.- El Director Regional correspondiente apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica, los medios de prueba y mediante resolución fundada, aplicará la sanción o sobreseimiento, según corresponda.


Artículo 22.- La Superintendencia enviará al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan, para la aplicación de las sanciones establecidas en las letras b), c) y d) del artículo 52 del D.F.L. Nº 2 de 1998, del Ministerio de Educación, cuando ello sea procedente.


Artículo 23.- Comprobada la infracción a las disposiciones de la presente ley, la normativa educacional y/o a las instrucciones que emanan de la Superintendencia, y sin perjuicio de la responsabilidad penal que proceda, el Director Regional podrá aplicar las siguientes sanciones, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de éstas:


a) Amonestación;


b) Multa, a beneficio fiscal, la que no podrá ser inferior a 50 Unidades Tributarias Mensuales (U.T.M.) ni exceder de 1.000 Unidades Tributarias Mensuales (U.T.M.);


c) Inhabilitación temporal o a perpetuidad de la calidad de sostenedor o para ejercer cualquier actividad relacionada con la administración de establecimientos educacionales;


d) Revocación del reconocimiento oficial.


Artículo 24.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas, serán graves, menos graves y leves.


Artículo 25.- Son infracciones graves:


a) No efectuar la rendición de cuentas con la periodicidad, en el plazo y forma establecida por la Superintendencia.


b) No llevar o entregar los documentos, libros o antecedentes necesarios para dar cumplimiento a la obligación de rendir cuentas y/o no entregar la información requerida por la Superintendencia, entregarla en forma incompleta o inexacta. 


c) No prestar el servicio educativo en conformidad a la ley, los reglamentos e instrucciones de general aplicación que hubiere dictado la Superintendencia o incurrir en incumplimiento de los convenios educacionales suscritos.


d) Perder o dejar de cumplir alguno de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.


e) No cumplir reiteradamente los estándares exigidos en conformidad a esta ley.


f) Infringir los deberes y derechos establecidos en la ley, los reglamentos, o en las órdenes e instrucciones que hubiere dictado la Superintendencia.


g) Realizar maquinaciones dolosas destinadas a impedir, entorpecer u obstaculizar la fiscalización de la Superintendencia. 


h) Realizar maquinaciones dolosas destinadas a obtener la subvención educacional.


i) No cumplir con las obligaciones de evaluación de desempeño, así como no desarrollar las auditorías de rendiciones de cuentas que contempla esta ley.


Artículo 26.- Son infracciones menos graves: 


a) No validar los instrumentos de evaluación de los docentes de aula, docentes directivos y técnico pedagógicos de los establecimientos educacionales subvencionados y de aquellos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, a que se refiere esta ley. 


b) No cumplir las recomendaciones de la Superintendencia o de los entes de apoyo técnico pedagógico, en su caso, formuladas con ocasión de la evaluación, conforme a lo establecido en esta ley.


En caso de infracciones que tengan el carácter de menos graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

Artículo 27.- Son infracciones leves aquellas que los sostenedores de establecimientos educacionales cometieren en contra de las leyes, reglamentos y/o a las instrucciones impartidas por la Superintendencia que no tengan señaladas una sanción especial.


En este caso, podrán ser amonestados o sancionados con multa, a beneficio fiscal, de hasta 50 Unidades Tributarias Mensuales (U.T.M.).


Artículo 28.- Corresponderá a la Superintendencia, sin perjuicio de la facultad de los tribunales, la calificación de la plausibilidad y racionalidad del o los motivos o justificaciones que presente el sostenedor para eximirse de la responsabilidad administrativa a que hacen referencia las infracciones descritas en los artículos anteriores. 


Artículo 29.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad administrativa:


a) Cumplir las recomendaciones formuladas por la Superintendencia, o los entes de apoyo en su caso, o subsanar los incumplimientos reportados por ella, dentro del plazo de 30 días contados desde la notificación.


b) No haber sido sancionado en los tres años anteriores con ninguna de las sanciones previstas por este cuerpo normativo o en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 2005, del Ministerio de Educación, o en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación. 


Artículo 30.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad: 


a) La no concurrencia de los sostenedores, representantes, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas a las citaciones a declarar efectuadas por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el número 9 del artículo 3º de la presente ley.


b) El incumplimiento reiterado de las recomendaciones formuladas por la Superintendencia, respecto de los resultados de los procedimientos de evaluación de desempeño o de auditoría de cuentas.


c) Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente.


Artículo 31.- La sanción de multa podrá acumularse a la de inhabilitación temporal o perpetua de la calidad de sostenedor y a la de revocación del reconocimiento oficial del Estado.


Tratándose de multa aplicada a establecimientos educacionales subvencionados, el pago de la misma se efectuará a través del descuento, total o en cuotas, de la multa correspondiente de la subvención mensual a percibir.


Un reglamento fijará la forma, modalidad y oportunidad en que este descuento se hará efectivo.


En los casos restantes, las multas impuestas por la Superintendencia serán de beneficio fiscal y deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días contado desde la fecha de la notificación de la resolución respectiva, ingresándose los comprobantes en sus oficinas dentro de quinto día de efectuado el pago.


El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.


Declarada judicialmente la improcedencia total o parcial de la multa, la Superintendencia deberá ordenar su devolución por la Tesorería General de la República, debidamente reajustada en la forma que señalan los artículos 57 y 58 del Código Tributario.


Asimismo, tratándose de establecimientos educacionales subvencionados a los que se les haya aplicado descuento de la subvención, conforme a lo establecido en el inciso segundo de este artículo, se efectuará el reintegro de dicho descuento en la forma, modalidad y oportunidad que establezca el reglamento.


El pago de las multas más los reajustes e intereses deberá efectuarse dentro del quinto día de ejecutoriado el fallo.


Artículo 32.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar la continuidad de la educación de los alumnos del establecimiento educacional cuyo reconocimiento oficial se revoca.


Artículo 33.- Tratándose de infracciones reiteradas sancionadas con multa, podrá aplicarse la sanción de multa máxima que correspondiere a la infracción cometida aumentada en un 50%.


Artículo 34.- Contra la sanción de amonestación no procederá recurso administrativo alguno.


Artículo 35.- En contra de la resolución del Director Regional que aplique cualquiera de las sanciones señaladas, procederá el recurso de reclamación ante el Superintendente de Educación, el cual se interpondrá dentro del plazo de cinco días, contados desde la notificación de la resolución que se impugna.


El recurso y sus correspondientes medios probatorios, deberán interponerse ante la respectiva Dirección Regional, la que deberá remitir, sin más trámite, por correo electrónico y paralelamente por correo, los antecedentes al Superintendente.


Contra la resolución del Superintendente podrá interponerse el reclamo a que se refiere el artículo 56.

Párrafo 6º

De la Atención de Denuncias y Reclamos


Artículo 36.- La Superintendencia recibirá las denuncias y resolverá los reclamos que se formulen por los miembros de la comunidad escolar y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.


Artículo 37.- Para los efectos de esta ley, denuncia es el acto por medio del cual una persona o grupo de personas, claramente individualizadas, ponen en conocimiento de la Superintendencia una supuesta irregularidad con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan, sin que el o los denunciantes se apersonen al procedimiento.


Por su parte, se entenderá por reclamo la petición formal realizada a la Superintendencia, en el ámbito de su competencia, por alguna de las personas señaladas en el artículo anterior, en orden a que ésta resuelva la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante al procedimiento.


Artículo 38.- Formulada una denuncia o recibido un reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previo con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar un procedimiento.


Artículo 39.- Admitido una denuncia o reclamo a tramitación, el Director Regional ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al denunciado o reclamado.


Artículo 40.- El funcionario designado podrá citar a los interesados a una audiencia de mediación, en la cual ayudará a las partes a buscar una solución a su conflicto. Las opiniones que emita en esa audiencia no lo inhabilitarán para seguir conociendo de la causa. 


Artículo 41.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día desde la fecha de su despacho en la oficina de correos.


Artículo 42.- Un reglamento establecerá la forma de tramitación y los requisitos que deben cumplir las diligencias, actuaciones y las medidas precautorias que se decreten, debiendo velar porque se respete la igualdad de condiciones entre los involucrados, la facultad del reclamante de retirarse del procedimiento en cualquier momento, la bilateralidad de la audiencia, la imparcialidad y la transparencia del proceso. 


Artículo 43.- La Superintendencia deberá mantener un registro público con las estadísticas de denuncias y reclamos conocidos y resueltos.

Párrafo 7º

De la Organización de la Superintendencia


Artículo 44.- Un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación, será el Jefe Superior de la Superintendencia y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma. Dicho funcionario será seleccionado conforme al sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.


Artículo 45.- Corresponderá al Superintendente especialmente:


a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio.


b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.


c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza. 


d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.


e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.


f) Contratar las labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados conforme al reglamento respectivo.


g) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento.


h) Conocer y fallar los recursos que la ley establece.


i) Imponer las sanciones y multas que establece la presente ley y las demás disposiciones legales que regulen la actividad educacional, en el ámbito de su competencia.


j) Ejercer las demás funciones que le encomienden las leyes y reglamentos.


Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los organismos pertinentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades fiscalizadoras que les sean propias.


Artículo 46.- La Superintendencia se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales de conformidad a lo establecido en la presente ley.


Artículo 47.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y por la de los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 48.- El Superintendente, con sujeción a la planta y la dotación máxima de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.


El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.


El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.


Artículo 49.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.

Artículo 50.- El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.


Artículo 51.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.


Artículo 52.- Sin perjuicio de las causales previstas en el DFL N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales: 


a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.


Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recepcionarán la información y antecedentes requeridos al efecto.


b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 


El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 53.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley N° 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Artículo 54.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.

Párrafo 8º

Del Patrimonio


Artículo 55.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por los bienes muebles e inmuebles que adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por:


a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;


b) Los recursos otorgados por leyes especiales;


c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquieran a cualquier título;


d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes patrimoniales y servicios;


e) Las donaciones que se le hagan y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación;


f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste;


g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título, y


h) Los demás que señale la ley.


La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias. 

TÍTULO II

OTRAS NORMAS

Párrafo 1º

Otras Disposiciones


Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente a su domicilio, dentro del plazo de diez días contados desde la notificación de la resolución que se impugna.


La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.


Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de diez días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 


La Corte no podrá decretar medida alguna que suspenda los efectos del acto reclamado, salvo que se produjere daño irreparable producto del cumplimiento del acto o sea imposible el cumplimiento de lo que se resolviere en caso de acogerse el recurso.

La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días. Contra ésta, se podrá apelar ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que conocerá en la forma prevista en los incisos anteriores.


Artículo 57.- Los reglamentos que se dicten con ocasión de esta ley serán expedidos por el Ministerio de Educación, y serán suscritos, además, por el Ministro de Hacienda.


Artículo 58.- Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.


Artículo 59.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con cargo al ítem 50-01-03-24-03-104.

Párrafo 2º

Modificaciones a la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación


Artículo 60.- Intercálase, a continuación del artículo 2º de la ley Nº 18.956, el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las atribuciones señaladas en el artículo anterior, también corresponderá al Ministerio:


a) Elaborar los marcos y bases curriculares, según corresponda, y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Superior de Educación;


b) Formular los estándares de aprendizaje y de desempeño para alumnos, docentes, sostenedores y establecimientos educacionales para la aprobación del Consejo Superior de Educación, cuando corresponda; 


c) Diseñar e implementar políticas y programas, así como acciones de apoyo técnico pedagógico a sostenedores y establecimientos educacionales;


d) Proponer el plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de los alumnos para la aprobación del Consejo Superior de Educación, el que en el caso de las mediciones nacionales establecerá los grados a evaluar, los sectores de aprendizaje a medir y la frecuencia; 


e) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia, y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla. No obstante, tendrá carácter confidencial respecto de la identidad de los alumnos y los docentes evaluados de conformidad a la ley.


f) Establecer y administrar los registros públicos que determine la ley;


g) Designar a un administrador provisional en establecimientos subvencionados o que reciban aportes del Estado, que obtengan resultados educativos reiteradamente deficientes de sus alumnos, de conformidad a los estándares nacionales que se establezcan para tales efectos, cuando la Superintendencia de Educación lo haya dispuesto. El Ministerio no podrá negarse a dicha solicitud.


Se entenderá por resultados educativos reiteradamente deficientes, no cumplir con los estándares nacionales considerando a lo menos las últimas tres mediciones realizadas.


El Ministerio designará al administrador provisional de entre sus funcionarios o de entre  instituciones acreditadas en el Registro que para estos efectos llevará el mismo Ministerio.


El administrador provisional asumirá las funciones que competen al sostenedor, con el fin de asegurar el adecuado funcionamiento del establecimiento y la continuidad del servicio educativo sólo hasta el término del año laboral docente en curso.


El nombramiento del administrador provisional regirá de inmediato y permanecerá vigente durante el año laboral docente en curso, pudiendo extenderse en casos calificados.


El administrador provisional tendrá las facultades consignadas en el artículo 2132 del Código Civil, especialmente, la de percibir la subvención, y las demás establecidas en la ley.


El administrador provisional deberá dar cuenta documentada de su gestión al Subsecretario de Educación dentro de los treinta días siguientes al término de sus funciones, la cual deberá ser incorporada a un registro de carácter público.


h) Aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen las leyes.”.


Artículo 61.- Incorpórase el siguiente Título III nuevo, a la ley Nº 18.956, pasando el actual Título III a ser Título IV, ordenándose sus artículos correlativamente:

“TÍTULO III


Artículo 17.- Para los efectos de los registros establecidos en la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación y, en especial, aquélla relativa a indicadores de eficiencia, tales como repitencia, promoción, abandono y retiro de alumnos, compromisos de gestión o metas institucionales del establecimiento, programas de apoyo propios o con otras instituciones u organismos, cobros efectuados a los alumnos en los establecimientos en que así procediere y aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979, en los casos que corresponda.


Artículo 18.- A partir de la información a que se refiere el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional. 


La Ficha Escolar será distribuida a los respectivos establecimientos educacionales, y será obligación de éstos su entrega a los padres y apoderados y también a los postulantes al establecimiento. 


La información a que se refiere el inciso precedente estará a disposición de cualquier interesado. 


Artículo 19.- Los Registros de Información comprenderán, al menos, los siguientes:


a) Registros de Sostenedores, el que deberá incluir, al menos, la constancia de su personalidad jurídica, representante legal y cumplimiento de los requisitos de éste, domicilio, historial de infracciones, si las hubiera, y, en el caso de percibir subvención y/o aportes estatales, deberá también informarse sobre los recursos que el sostenedor percibiera. 


b) Registros de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, donde deberá incluirse, al menos, el nombre y domicilio del establecimiento educacional, identificación del sostenedor y representante legal, en su caso, la singularización del acto administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial, fecha de dicho reconocimiento, datos sobre la matrícula de alumnos en el establecimiento, nivel de enseñanza y modalidad que imparte, tipo de financiamiento y los resultados de las evaluaciones de desempeño y gestión, tanto del establecimiento educacional como de los profesionales de la educación, cuando corresponda.


c) Registros de Establecimientos que reciban Subvenciones y/o Aportes Estatales, el que deberá incluir, al menos, monto de dichas subvenciones y/o aportes y resultados de las evaluaciones de desempeño y gestión del establecimiento educacional.


d) Registro de Docentes, el que deberá incluir el establecimiento educacional donde se desempeña, así como información pertinente relativa a la obtención del título profesional, estudios conducentes a postítulo y/o postgrados y asignaciones a que tiene derecho, medidas judiciales o sentencias condenatorias relativas a la idoneidad para ejercer la profesión de conformidad a la ley.


e) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales para ser designadas como administradores provisionales y para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo. Tratándose de personas jurídicas, se deberá incluir, al menos, la constancia de su personalidad jurídica, domicilio y representante legal.


El registro podrá contemplar categorías según las especialidades técnicas de las entidades, pudiendo éstas optar a todas o sólo a algunas de ellas. Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros de especialidades que se creen; el procedimiento de selección de las mismas; el tiempo de duración en el registro y las causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la calidad técnica y especialidad de dichas entidades. 


El Ministerio de Educación deberá administrar y mantener con información actualizada los registros señalados en el inciso anterior, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia de Educación de establecer otros registros que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones.


Artículo 20.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma serán sancionadas por la Superintendencia de Educación como infracción grave a la normativa educacional.


Artículo 21.- Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en que deberá requerirse y publicarse la información establecida en los artículos 17 y 18, en especial el contenido de la Ficha Escolar.


Artículo 22.- Las universidades e Institutos profesionales deberán remitir al Ministerio de Educación la nómina de profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, la deberán remitir, dentro del plazo de 1 año, contado desde la publicación de la presente ley.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones Regionales de la Superintendencia de Educación, definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.


Artículo segundo transitorio.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de dos años desde la entrada en vigencia de esta ley, para fijar los estándares de desempeño educativo de los sostenedores y los establecimientos educacionales. Durante este período, el desempeño de los sostenedores y los establecimientos educacionales será evaluado en base al resultado de la aplicación de los instrumentos diseñados por el Ministerio de Educación para los efectos del artículo 21 del DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Educación y las rendiciones de cuenta que efectúe.


Artículo tercero transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije la planta de personal de la Superintendencia de Educación y el régimen de remuneraciones que le será aplicable. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta de personal que fije, así como los requisitos para el desempeño de los cargos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año.


Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de inicio de funciones de la Superintendencia de Educación.


El costo anual que represente la planta de personal de la Superintendencia no podrá exceder la cantidad de $6.700.000 miles. 


Artículo cuarto transitorio.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente, quién asumirá de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


Artículo quinto transitorio.- La planta de la Superintendencia será provista mediante el traspaso, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, siguiendo el procedimiento que se establece en el inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


Conforme lo anterior, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece por el artículo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones enumeradas en el inciso primero, sean de planta o a contrata, los que deberán cumplir los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de distinción o buena, respectivamente. Los funcionarios a contrata deberán, además, haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.


La Subsecretaría de Educación en forma previa, según la planta y sus requisitos, definirá, conjuntamente con el Superintendente, los factores, subfactores, competencias y/o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones. 


El concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:


a) En la convocatoria se especificarán los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.


b) En un solo acto, se postulará a una o más de las plantas o escalafones de la Superintendencia sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas, salvo que se postule sólo a determinadas localidades especificadas en la convocatoria.


c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.


d) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme a los siguientes criterios: en primer término con el personal de planta, si quedaran vacantes se procederá con los funcionarios a contrata. De subsistir la igualdad se procederá conforme al resultado de la última calificación obtenida en la institución de origen. Por último, de mantenerse la igualdad se pronunciará el Superintendente. 


e) El traspaso regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior si así éste lo estableciera.


Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando en lo que estime pertinente, los preceptos del decreto N° 69 (H) de 2004. 


Artículo sexto transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule los cargos de planta que quedaren vacantes, en el o los servicios en virtud de la creación de la Supertendencia de Educación. En el ejercicio de esta facultad además, podrá establecer la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados.


Artículo séptimo transitorio.- Los traspasos de personal no podrán significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


Artículo octavo transitorio.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio y aquellos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley a la Superintendencia.


Artículo noveno transitorio.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse por el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se destinarán a la Superintendencia. El Superintendente requerirá de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el sólo mérito del decreto supremo antes mencionado.


Artículo décimo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule el procedimiento de mediación relativo a las denuncias o reclamos que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten.

Artículo undécimo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, modifique las disposiciones orgánicas del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a objeto de adecuarlas al traspaso de funciones que en virtud de la presente ley se efectúa a la Superintendencia de Educación. Asimismo reestructurará las plantas de personal de las referidas instituciones ajustándolas a las funciones que conserva el Ministerio o los servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, debiendo en todos ellos suprimir los empleos asociados a las funciones traspasadas.”.

- - -






Acordado en las sesiones celebradas los días 29 de agosto, 5, y 12 de septiembre y 3, 10 y 31 de octubre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick  Piñera, Ricardo Núñez Muñoz (Pedro Muñoz Aburto) y Alejandro Navarro Brain.


Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE DERECHOS MORALES Y PATRIMONIALES DE INTÉRPRETES DE EJECUCIONES ARTÍSTICAS FIJADAS EN FORMATO AUDIOVISUAL

(5143-24)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el rubro, en segundo trámite constitucional, iniciado en un Mensaje de S.E. la Presidente de la República.


Se deja constancia que, en conformidad con el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, la Comisión discutió el proyecto en general.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, en representación del Ministerio de Educación: el Jefe de la División Jurídica del Ministerio, señor Rodrigo González; la abogada de la División Jurídica, señora Misleya Vergara y el asesor de la señora Ministra de Educación, señor Eduardo Escalante.


Del Ministerio de Hacienda, concurrió la asesora de la Subsecretaría, señora Tania Hernández.


De la Secretaría General de la Presidencia, asistió el Abogado Asesor, señor William García.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


En lo fundamental, este proyecto de ley busca regular los derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.
- - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


a) Los numerales 10º, 11º y 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que consagran las garantías del derecho a la educación, de libertad de enseñanza y de propiedad, respectivamente.


b) La ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO


Con fecha 30 de mayo de 2007 se envió a la Honorable Cámara de Diputados el Mensaje N° 84-355 de S. E. la Presidente de la República, el cual señala que el fomento de la cultura y de las artes es un importante eje de acción de este Gobierno e indica que se trata de la continuación de una política permanente de los últimos gobiernos. Por medio de esta política, continúa, se ha dado cumplimiento al mandato establecido en el inciso quinto del N° 10° del artículo 19  de la Constitución Política de la República, el cual dispone que corresponderá al Estado estimular la creación artística y la protección e incremento del patrimonio cultural de la Nación.

Precisa que el proceso de creación artística es altamente complejo, y a veces, resulta difícil de delimitar, lo que puede generar grandes dificultades a la hora de definir las políticas específicas. Bajo este contexto, informa que la producción cultural presenta, a lo menos, las siguientes facetas:

1.- La creación del artista individual, que se ejecuta sin colaboración alguna, ya que es el único responsable de su obra y

2.- Los que intervienen en obras de creación colectiva, que aportando sus diversas cualidades, en coordinación y colaboración, contribuyen a producir una obra que les trasciende.

También, expone que debe considerarse, a efectos de analizar las dimensiones en que se expresa el arte, que éste tiende a manifestarse de los más variados modos Refiere que el arte puede expresarse a través de las artes tradicionales o mediante los medios más avanzados que la tecnología ha puesto a disposición de los creadores.

Enseguida, observa que cada uno de los participantes de las manifestaciones artísticas se relaciona de manera distinta con su obra, generando derechos subjetivos que corresponde al Estado identificar, consagrar y resguardar. Lamenta que en este proceso la legislación siempre esté un paso más atrás, ya que el proceso artístico, por su propia naturaleza, está llamado a buscar permanentemente nuevos medios de expresión.

Reconoce que el arte no es estático, por lo cual se debe observar con detención, para así asegurar que se respeten los derechos de los artistas. La legislación, acota, debe manifestar la voluntad clara del país de permitir a los artistas disfrutar de los derechos que derivan de sus creaciones, porque éste es uno de los medios que tiene el Estado para promover la cultura, cumpliendo con su deber constitucional de promover que los artistas se beneficien con la riqueza patrimonial y cultural de la obra que generan.

Con ello, sostiene que se incentiva la creación y se asegura a los creadores talentosos la posibilidad de procurarse sustento ejerciendo su actividad artística, que es uno de los pilares de la identidad nacional.

Dentro de los fundamentos de este proyecto de ley, señala que uno de los sectores artísticos nacionales que ha sido víctima del desfase que existe entre el arte y la legislación, es el de los intérpretes de obras audiovisuales. En efecto, continúa, la normativa sobre propiedad intelectual, contenida en la ley Nº 17.336, ofrece muy pocas normas que se pueden aplicar a los intérpretes o ejecutantes de las obras audiovisuales grupo que se encuentra en evidente desmedro respecto de otros artistas que, encontrándose en situaciones similares, cuentan con un mayor nivel de amparo jurídico.

Informa que las normas fundamentales de la Ley de Propiedad Intelectual aplicables a los intérpretes de obras audiovisuales están contenidas en su Título II, sobre Derechos Conexos al Derecho de Autor. 
Explica, enseguida, que respecto de los artistas, intérpretes y ejecutantes, la ley reconoce derechos conexos al derecho de autor, los cuales los facultan para permitir o prohibir la difusión de sus producciones y para percibir una remuneración por el uso público de las obras, sin perjuicio de las que corresponden al autor de la obra. 
Advierte que la ley hace la salvedad de que estos derechos no podrán interpretarse o aplicarse en menoscabo de los derechos del autor de la obra.

Por otra parte, comenta que la ley prohíbe grabar, reproducir, transmitir o retransmitir por los organismos de radiodifusión o televisión, o utilizar por cualquier otro medio, las interpretaciones o ejecuciones personales de un artista, sin su autorización o la de su heredero o cesionario.

Luego, estima que esta protección jurídica es insuficiente, por los siguientes motivos:

1.- No definen los derechos conexos de los intérpretes, sólo señala sus consecuencias;

2.- Se refieren únicamente a la dimensión patrimonial de los derechos de los artistas, sin reconocer expresamente su derecho moral sobre sus interpretaciones, y

3.- No regula expresamente los derechos de los artistas audiovisuales relativos a sus interpretaciones o ejecuciones, una vez que éstas se encuentran fijadas o representadas en un soporte audiovisual, lo que permitiría su comunicación al público y su alquiler.

Continúa señalando que en este exiguo marco regulatorio los actores deben enfrentar condiciones de negociación contractuales en situación de desequilibrio, viéndose obligados, en muchas ocasiones, a renunciar expresamente a derechos que deberían ser irrenunciables, ya que no derivan de una simple prestación de servicios laborales, sino del ejercicio de una actividad de creación intelectual.

En virtud de lo anterior, precisa que el Gobierno ha considerado necesario efectuar una serie de correcciones normativas que permitan solucionar estos problemas, entendiendo que los intérpretes tienen un derecho inmaterial sobre el registro de sus actuaciones personales, que es susceptible de amparo a través del sistema de protección a la propiedad intelectual.

Informó, asimismo, que esta iniciativa legal viene a materializar el compromiso que asumió S.E. la Presidenta de la República con Chileactores, durante su campaña presidencial, el 21 de diciembre de 2005. Refiere que este compromiso involucra asumir la defensa y promoción de los derechos de propiedad intelectual en el ámbito de las interpretaciones de los actores de las obras cinematográficas y audiovisuales, comprometiéndose a mejorar la legislación actualmente existente en materia de propiedad intelectual, a fin de que los intérpretes participantes en producciones audiovisuales logren una mejor protección de sus derechos intelectuales.

Comenta que el presente proyecto de ley ha sido elaborado con la colaboración de Chileactores, teniendo a la vista el proyecto de ley que modifica la ley N° 17.366, de propiedad intelectual, para perfeccionar el concepto de derechos conexos y precisar su contenido y efecto, agregar nuevos resguardos en beneficio de las interpretaciones y ejecuciones de un artista, y establecer reglas sobre estipulaciones contractuales, presentada por las Honorable Diputadas señoras Isabel Allende, Carolina Goic y Denise Pascal y Honorable Diputados señores René Aedo, Jorge Burgos, Alfonso De Urresti, Eduardo Díaz, Andrés Egaña, Alvaro Escobar, Ramón Farías y Gonzalo Uriarte. 

Indica que este proyecto de ley consta de cuatro artículos permanentes, en los cuales se regula:

1.- El derecho moral del intérprete, que se consagra como un derecho perpetuo de todo artista a reivindicar la asociación de su nombre sobre sus interpretaciones o ejecuciones; y a oponerse a toda deformación, mutilación u otro atentado sobre su actuación o interpretación, que lesione o perjudique su prestigio o reputación. Acota que este derecho se establece como un reconocimiento al derecho moral de los intérpretes sobre sus actuaciones, con independencia de los derechos patrimoniales del artista.

2.- El derecho patrimonial, concebido como el derecho de todo artista, intérprete y ejecutante audiovisual a percibir una remuneración por:

a) La comunicación pública de sus interpretaciones o ejecuciones audiovisuales fijadas, cuando éste sea realizado por alguno de los canales de televisión, cable y organismos de radiodifusión en general, ya sea que la transmisión sea por medios digitales o analógicos, incluyendo Internet.

b) La difusión de las interpretaciones audiovisuales por medios digitales.

c) La entrega en arriendo de soportes que contengan interpretaciones o ejecuciones audiovisuales.

De este modo, precisa que el que se beneficie económicamente mediante algunas de estas formas de utilización de los registros audiovisuales, será obligado al pago de una remuneración a sus ejecutantes. 
Sin perjuicio de lo anterior, y para garantizar un equilibrio de intereses, señala que no quedarán sujetas al cobro de una remuneración las utilizaciones que se realizan a partir de las emisiones que ya han debido pagar una remuneración, por terceras personas, como por ejemplo, cuando la interpretación es redifundida a un público mediante un aparato receptor de televisión en un local comercial, o bien cuando se trate de utilizaciones sin interés comercial. 

3.- El cobro del derecho patrimonial. El cobro de esta remuneración podrá realizarse a través de la entidad de gestión colectiva que represente a los actores. 

Con ello se mantiene el sistema actual, que fortalece las posibilidades de los intérpretes de enfrentar las negociaciones en plano de igualdad y permite una gestión eficiente de sus intereses.

- - -

DISCUSIÓN GENERAL


Al iniciarse la discusión del referido proyecto de ley, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide instó a los miembros de la Comisión a aprobar en general esta iniciativa, por cuanto protege a los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual.

El Honorable Senador señor Núñez consultó si este proyecto de ley se vincula con el que modifica la ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual.


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que la normativa actual reconoce los derechos de los artistas sobre sus creaciones y en el caso particular de este proyecto de ley precisó que se busca regular el derecho de los artistas sobre sus obras, cuando éstas han sido fijadas en un formato audiovisual. Enseguida, sugirió aprobar en general esta iniciativa de ley que por su temática se vincula directamente con el proyecto de ley que modifica la ley N° 17.336 sobre Propiedad Intelectual.

- Puesto en votación general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables senadores señores Cantero, Chadwick, Núñez, Muñoz Aburto y Ruiz-Esquide.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general: 

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Los derechos de propiedad intelectual de los artistas, intérpretes y ejecutantes de obras o fijaciones audiovisuales, se regirán por las disposiciones especiales de esta ley y, en lo no previsto en ella, por la ley N° 17.336, en cuanto sea aplicable.

Artículo 2°.- Con independencia a sus derechos patrimoniales, e incluso después de la transferencia de éstos o de su extinción, el artista, intérprete y ejecutante gozará, de por vida, del derecho a reivindicar la asociación de su nombre sobre sus interpretaciones o ejecuciones; y de oponerse a toda deformación, mutilación u otro atentado sobre su actuación o interpretación, que lesione o perjudique su prestigio o reputación.

El ejercicio de estos derechos es transmisible a los herederos del artista intérprete y ejecutante, que tengan el carácter de legitimarios, de acuerdo a los órdenes abintestato establecidos en la ley. Estos derechos son inalienables, siendo nulo cualquier pacto en contrario.

Artículo 3°.-  El artista intérprete y ejecutante de una obra audiovisual, incluso después de la cesión de sus derechos patrimoniales, tendrá el derecho irrenunciable e intransferible de percibir una remuneración por cualquiera de los siguientes actos que se realicen respecto de soportes audiovisuales de cualquier naturaleza, en que se encuentran fijadas o representadas sus interpretaciones o ejecuciones audiovisuales:

a) La comunicación pública y radiodifusión que realicen los canales de televisión, canales de cable, organismos de radiodifusión y salas de cine, mediante cualquier tipo de emisión, análogo o digital;

b) La puesta a disposición por medios digitales interactivos;

c) El arrendamiento al público, y

d) La comunicación pública con fines de lucro de un audiovisual fijado, en recintos o lugares accesibles al público, mediante cualquier instrumento idóneo.

La remuneración a que se refiere este artículo procederá con efecto retroactivo y no se entenderá comprendida en las cesiones de derechos que el artista hubiere efectuado con anterioridad a esta ley y no afecta los demás derechos que a los artistas intérpretes de obras audiovisuales les reconoce la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual.

Artículo 4°.- El pago de la remuneración será exigible de quien lleve a efecto alguna de las acciones a que se refiere el artículo precedente.

El cobro de la remuneración podrá efectuarse a través de la entidad de gestión colectiva que los represente, y su monto será establecido de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 100 de la ley N° 17.336.”.

- - -


Acordado en la sesión celebrada el día 31 de octubre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Mariano Ruiz-Esquide Jara (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Andrés Chadwick Piñera, Pedro Muñoz Aburto y Ricardo Núñez Muñoz.

Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2007.

(Fdo.):MARÍA ISABEL DAMILANO PADILLA,

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES; LA LEY Nº 18.965, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES, Y OTROS CUERPOS LEGALES, EN RELACIÓN A FONDO COMÚN MUNICIPAL

(4040-06)

HONORABLE SENADO:



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

Hacemos presente que de conformidad con el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento de la Corporación, esta iniciativa se discutió solamente en general.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: la Subsecretaria, señora Claudia Serrano; el Jefe de la División de Municipalidades, señor Samuel Garrido; el Jefe de la División Jurídico Legislativa, señor Rodrigo Cabello; el Jefe de Gabinete, señor Axel Callis y los Asesores, señores Juan Carlos Anabalón; Víctor Hugo Miranda, y Alvaro Villanueva, y del Instituto de Jueces de Policía Local: el Presidente, señor Cristián Arévalo y el Director, señor Edmundo Lema.
I. OBJETIVOS DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe tiene por objeto perfeccionar la fórmula de distribución del Fondo Común Municipal con el propósito de incrementar la parte correspondiente a la redistribución solidaria entre las comunas; redestinar al municipio un porcentaje de las multas impuestas por los jueces de policía local por infracciones a las normas del tránsito, y fortalecer los organismos de control y disciplina financiera de los gobiernos locales.

- - -

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los números 1) y 3) y la letra a) del número 5) del artículo 2º del proyecto, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, pues afectan normas de esa jerarquía, como con las que se refieren a las atribuciones de la Contraloría General de la República (artículo 99 de la Constitución Política) y a las atribuciones y funcionamiento del municipio y al mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos municipales, Fondo Común Municipal (artículos 119 y 122 del mismo texto constitucional).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Este proyecto de ley está estructurado en cinco artículo permanentes y un artículo transitorio. Los artículos permanentes modifican la Ley Orgánica de Municipalidades, la Ley de Rentas Municipales; la ley de procedimiento ante los juzgados de policía local y la ley que asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Constitución Política, artículos 3º, 99, 119 y 122.


2. Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


3. D.S. Nº 2. 385, de 1996, de Interior, que fijó el texto de la Ley de Rentas Municipales.


4. Ley Nº 18.280, sobre procedimiento ante los juzgados de policía local.


5. D.F.L. Nº 1-18.359, de 1985, de Interior, que traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.


6. Ley Nº 19.602, que modifica la Ley Orgánica de Municipalidades en materia de gestión.

4.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. la señora Presidenta de la República inició la tramitación de este proyecto, señala que el Fondo Común Municipal es un mecanismo que tiene por finalidad la redistribución solidaria de los ingresos propios entre todas las municipalidades del país, mecanismo impulsado por el artículo 3º y reproducido por el artículo 122, ambos de la Constitución Política (artículo 14, Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades).


Agrega el mensaje que el Fondo Común Municipal, durante el período 1990 - 2004, ha experimentado un incremento en sus ingresos de un 270% real, elevándose de $ 115.000.000 miles en el año 1990, a cerca de $ 430.000.000 miles en el año 2004. Expresa que un 77% de las municipalidades depende de este Fondo para el financiamiento de más del 50% de sus ingresos, cifra que asciende al 80% en aquellas comunas con menos de 5.000 habitantes. 


La complejidad en el cálculo de los coeficientes y la variabilidad en las asignaciones anuales del Fondo dificulta su replicabilidad y comprensión por parte de los municipios, y acarrea problemas para la estabilidad de las finanzas municipales, razón por la cual algunos indicadores, particularmente los de pobreza y población, requieren ser actualizados.


En el contexto descrito y haciéndose cargo de los desafíos y demandas de mejores instrumentos de gestión requeridos por los propios municipios representados por la Asociación Chilena de Municipalidades, el proyecto en informe propone perfeccionamientos en el Fondo mediante un rediseño de su estructura de distribución, basado en los siete aspectos que se revisarán a continuación.


En primer término, sugiere la supresión del componente del 10% de distribución anual relativo a gestión y emergencia, pues su conformación muestra importantes variaciones en el tiempo, impidiendo que los municipios puedan estimar claramente las sumas finales con las que contarán por tales conceptos. Tampoco cumple con su propósito redistributivo.


Enseguida, propone elevar de un 90% a un 98% el componente del Fondo destinado a la redistribución de recursos entre las municipalidades.


En tercer término, destina el 2% del Fondo al mejoramiento de la gestión municipal, con el objeto de incentivar su eficiencia mediante el cumplimiento de metas que obedecen a parámetros objetivos y preestablecidos.


A continuación, plantea que, para asegurar mayores grados de transparencia y simplificación del sistema, la información con la cual se realizan los cálculos provenga de organismos oficiales y, también, que el número de indicadores de distribución sea menor. (La información oficial a que hace mención el mensaje, es la validada y reconocida por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y por la Asociación Chilena de Municipalidades.).


En quinto lugar el proyecto de ley permite utilizar la encuesta CASEN, ponderada de acuerdo a la población de cada comuna, para perfeccionar la distribución del Fondo y, con ello, asegurar una mayor cobertura.


Continúa el mensaje señalando que se aumentará la vigencia del coeficiente a 4 años -período que coincide con la gestión edilicia-, a efectos de entregar mayor certeza en la recepción de recursos durante dicho espacio de tiempo, razón por la cual la primera aplicación del coeficiente regirá sólo durante los años 2007 y 2008.


Finalmente, y de acuerdo con la variabilidad del Fondo a que se hizo mención en un párrafo precedente, el proyecto considera un mecanismo de estabilización que permitirá el normal funcionamiento de los presupuestos municipales y que, por ende, impedirá que el municipio sufra mermas en su participación en los recursos del Fondo.


Bajo el acápite “Composición del Fondo Común Municipal”, el mensaje propone nuevas reglas para su distribución.


A este respecto, expone que se hará una distribución del 98% del Fondo como componente distributivo. La fórmula de reparto cuadrianual de dicho porcentaje -según los ítem ponderación e indicador-, se desglosa como sigue:


a) 25%, en partes iguales entre las comunas;


b) 10%, según la pobreza de la población; 


c) 30%, de acuerdo al número de predios exentos, y


d) 35%, conforme a los mayores ingresos por ingreso propio permanente.


Para el 2% restante, el mensaje explica que su objeto es la redistribución de acuerdo a criterios de gestión. Su monto anual se fijará por decreto del Ministerio del Interior. Señala como condición para su entrega que las municipalidades no registren deudas con el sistema previsional o con el Fondo, y para su asignación se tendrá presente la inversión en capacitación y tecnología, la promoción del fomento productivo y el cumplimiento de la normativa municipal.


Se ocupa enseguida el mensaje de otras materias, tales como modificaciones formales para la adecuada implementación de la ley; la redestinación de porcentajes en materia de multas cursadas por los juzgados de policía local, y el establecimiento de normas de disciplina financiera aplicables a las municipalidades.


A propósito del redestino de las multas impuestas por los juzgados de policía local, se introducen modificaciones a la Ley Orgánica de Municipalidades para que un 20% de ellas por infracción del artículo 118 bis de la ley número 18.290 (mal uso del sistema TAG) se destine al municipio en que se aplica la respectiva sanción. Del mismo modo considera modificaciones a la ley número 15.231, a efectos de que las municipalidades entreguen a los juzgados de policía local los medios necesarios para el buen ejercicio de sus funciones, lo que deberá fiscalizarse por la unidad de control respectiva. 


En relación con las normas de disciplina financiera municipal, el mensaje expresa que ésta persigue mayor eficiencia en la gestión al facilitar el acceso a la información pública de sus actividades, mejorando con ello el control ciudadano, como también elevar los estándares de fiscalización del concejo municipal, pues éste contará con una información veraz al momento de discutir el presupuesto municipal, en aspectos tales como las deudas con proveedores y empresas de servicio o de pasivos derivados de demandas judiciales. A mayor abundamiento, señala el mensaje que para el caso de las municipalidades que tengan deudas por no pago de sus obligaciones previsionales, se faculta a los funcionarios agraviados para recurrir al Tribunal Electoral Regional a efectos de que declare la respectiva responsabilidad (remoción del responsable).


Finalmente, se elimina la inembargabilidad de los depósitos a plazo a nombre del municipio.
- - -

V. DESCRIPCIÓN GENERAL DEL TEXTO DEL PROYECTO APROBADO POR LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS


Cual se señaló en un acápite precedente, el proyecto en informe está conformado con cinco artículos permanentes y un artículo transitorio. Consignamos a continuación una descripción de dichos preceptos, de los numerales que los integran y de las normas que éstos y aquéllos modifican o suprimen.


El artículo 1º, en sus tres números, propone enmiendas a la ley sobre Rentas Municipales, contenida en el D.S. Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior.


El numeral uno se ocupa del artículo 38 de ese cuerpo legal, precepto que regula la forma de recaudación y de distribución del Fondo Común Municipal. Esta última, en líneas generales, se desagrega en un 90% en los siguientes términos:


1) Un 10% por partes iguales entre las comunas.


2) Un 10% en relación con la pobreza relativa de las comunas definida en la forma que establezcan los indicadores fijados por el reglamento.


3) Un 15% en proporción a la población de cada comuna.


4) Un 30% en proporción al número de predios exentos de contribuciones con respecto al total de predios exentos en todo el país.


5) Un 35% en proporción directa al promedio de los tres años anteriores precedentes al último trienio anterior, del menor ingreso propio por habitante de cada comuna, en relación con el promedio nacional de ese ingreso por habitante.


En las regulaciones posteriores este precepto del texto vigente establece el procedimiento para fijar los factores que sirven para determinar los coeficientes de distribución.


Finalmente, señala que el 10% restante del total del Fondo Común Municipal se distribuirá por mitades en razón de los siguientes parámetros:


La primera mitad para promover la eficiencia en la gestión municipal, entendiendo por tal la destinación de una menor proporción del gasto operativo para realizar sus funciones, en relación con sus ingresos propios de los años anteriores.


El otro 50% para apoyar proyecto de prevención de emergencias o gastos derivados de ellas.


El texto de reemplazo para este artículo dispone que la distribución del Fondo se ajustará a los siguientes indicadores:


1) Un 25% por partes iguales a todas las comunas del país.


2) Un 10% en relación con el número de pobres de la comuna, ponderado con el número de pobres del país.


3) Un 30% en proporción directa con el número de predios exentos de contribuciones de cada comuna, con respecto a los predios exentos de todo el país.


4) Un 35% en proporción directa a los menores ingresos propios del municipio del año precedente al cálculo.


Agrega que para determinar los ingresos propios se considerarán las rentas de propiedad municipal; el excedente del impuesto territorial, una vez descontado al aporte al Fondo Común; el 37,5% de la recaudación por permisos de circulación; la recaudación de patentes de beneficio directo; las patentes mineras y acuícolas que correspondan al municipio; derechos de aseo; licencias de conducir; derechos varios y de concesiones; el ingreso que corresponda al municipio por la explotación de casinos de juego, y las multas que éstos apliquen.


En lo tocante a la Isla de Pascua, se considerarán como ingresos propios los recursos del Fondo, previo a su distribución, que se le asignen en compensación por los valores que deja de percibir por contribuciones, permisos de circulación y patentes municipales.


En un inciso siguiente, el precepto de reemplazo dispone que en diciembre de cada año se determinarán los coeficientes de distribución de estos recursos y se consignarán las ponderaciones para fijar el número de habitantes de las comunas que sean declaradas balnearios o que reciban un flujo significativo de población flotante en determinada época del año.


El penúltimo inciso de este artículo sustitutivo prevé que las comunas que experimenten disminución de ingresos por la aplicación de las normas de distribución precedente, serán compensadas total o parcialmente con cargo a la disponibilidad de recursos estimados para cada año. Se fijará anualmente el monto destinado a la compensación y la cuota que corresponderá en ella a cada municipio.


Finalmente, la norma sustitutiva remite al reglamento la regulación de los demás aspectos de la operatoria del Fondo, especialmente en lo que corresponde al mecanismo de recaudación y los criterios para su aplicación, incluyendo indicadores, el sistema de estabilización y las cifras oficiales de información necesarias para el cálculo y distribución de estos ingresos.


El número 2) del artículo 1º del proyecto modifica el Nº 7 del artículo 41, precepto que faculta a los municipios para cobrar derechos por la transferencia de vehículos con permiso de circulación: 1,5% sobre el precio de venta, considerando el precio de venta en plaza.


La enmienda consiste en agregar una norma que dispone que el pago de ese derecho se enterará en cualquier banco o institución financiera autorizados, al momento de la compraventa y será de cargo del vendedor, salvo convención contraria. El Servicio de Tesorerías incorporará al Fondo estos valores. Concluye obligando a los notarios y oficiales civiles a comprobar, antes de autorizar la transferencia, que se ha enterado el pago del último permiso de circulación.


El número 3) de este artículo 1º del proyecto reemplaza el artículo 61 de la Ley de Rentas Municipales, que regula el pago de los aportes de los municipios al Fondo Común Municipal.


El texto de reemplazo dispone que estos pagos deberán enterarse en oficinas bancarias (el texto vigente señala para tal efecto a la Tesorería General de la República) u otras autorizadas, a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente al de la recaudación.


En un inciso segundo declara que los municipios que no enteren este pago dentro de plazo, lo harán en las Tesorerías Regionales o Provinciales, u otros lugares designados por el Servicio de Tesorerías. Agrega que los aportes morosos se reajustarán con la variación del IPC entre la fecha de vencimiento y la del pago efectivo y quedarán afectos, además, a un interés del 1,5% mensual, calculado sobre los valores reajustados.


El artículo 2º del proyecto en informe, estructurado en cinco números, propone enmiendas a la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.


El numeral 1 modifica el número 6 del artículo 14 de ese texto orgánico. Esta norma prescribe que el Fondo Común Municipal estará integrado, entre otros, con los recursos correspondientes al 100% de la recaudación por multas impuestas por los juzgados de policía local a las infracciones de las normas de tránsito detectadas por medio de equipos de registro de infracciones.


La enmienda consignada en el numeral 1 del artículo 2º del proyecto consiste en agregar al precepto descrito una norma que dispone que tratándose de multas por infracciones al artículo 118 bis de la ley Nº 18.290, sólo el 70% de ellas pasarán al Fondo, quedando el remanente a beneficio del municipio en cuyo territorio se aplicó la multa.


(El artículo 118 bis prescribe que en los caminos en que opere un sistema electrónico de cobro de tarifas o peajes, sólo podrán circular vehículos provistos de un dispositivo que permita el cobro.).


El numeral 2) del artículo 2º del texto propuesto por el Ejecutivo modifica el artículo 27 de la ley municipal, disposición que en los cinco literales que lo conforman, señala las funciones de la unidad de administración y finanzas.


La enmienda consiste en intercalar una letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f). El nuevo literal e) impone como función de esta unidad la de remitir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo los antecedentes de las letras c) y d) del mismo precepto, debiendo informar la Subsecretaría a la Contraloría General de la República los antecedentes consignados en el literal c).


(El literal c) mencionado dispone que es función de esta unidad de administración y finanzas informar trimestralmente al concejo sobre el detalle mensual de los pasivos acumulados, desglosando las cuentas del municipio y las de las corporaciones municipales.


El literal d), a su turno, obliga a esta unidad a mantener un registro mensual -abierto al público- acerca del desglose de los gastos del municipio. Declara también que los concejales tendrán acceso directo y permanente a todos los gastos de la municipalidad).


El número 3) de este precepto del Ejecutivo sugiere modificaciones al artículo 29 de la Ley Municipal, disposición que enuncia las funciones de la unidad de control.


En lo pertinente a este informe, el inciso segundo y final de esta norma dispone que la jefatura de esta unidad se proveerá por concurso y no podrá estar vacante más de seis meses consecutivos. El jefe de la unidad sólo podrá ser removido por las causales de cesación en el cargo aplicables a los funcionarios, previo sumario.


La modificación consiste en agregar, a continuación del vocablo sumario, una frase que exprese que respecto de este funcionario, en caso de incumplimiento de sus funciones, en especial la señalada en el inciso primero del artículo 81 (representar al concejo los déficit que advierta en el presupuesto municipal), el sumario será instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del concejo.


El numeral 4) del artículo 2º del proyecto introduce enmiendas al inciso primero del artículo 81.


Esta disposición impone al concejo la limitación de aprobar presupuestos debidamente financiados (“sólo podrá aprobar”), y encarga al jefe de la unidad de control, o al que haga sus veces, la obligación de representarle a aquél (el concejo) los déficit que advierta en el presupuesto. Para tal efecto, el concejo ha de examinar trimestralmente el programa de ingresos y gastos, introduciendo las correcciones que le proponga el alcalde.


La enmienda persigue dos propósitos.


Uno) Intercalar entre las palabras “aquél” y “los” la frase “mediante un informe”, antecedida de una coma.


Es decir, el jefe de la unidad de control representará al concejo, mediante un informe, los déficit que advierta en el presupuesto municipal.


Dos) La segunda enmienda consiste en extender la obligación del jefe de esta unidad a la de informar al concejo, además del déficit en el presupuesto municipal, el déficit que advierta en los pasivos derivados entre otros, de demandas judiciales y las deudas con proveedores, empresas de servicios y entidades públicas, que puedan no ser servidas por el presupuesto municipal.


El número 5) del artículo 2º del proyecto, también introduce enmiendas a la Ley Municipal, esta vez a su artículo 88, disposición que regula la dieta que tendrán derecho a percibir los concejales.


Mediante la primera, el proyecto intercala dos nuevos incisos cuarto y quinto a este precepto.


El primero prescribe que para la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecida en el inciso sexto (actual inciso cuarto que pasa a ser sexto en virtud de la intercalación de estos dos nuevos incisos, que dispone que los concejales gozarán de una dieta adicional pagadera en enero de cada año, equivalente a seis unidades tributarias mensuales, en caso que durante el año anterior hayan asistido, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas por el concejo), no se consideran las inasistencias por razones de salud debidamente acreditadas. También exime al concejal por su inasistencia en razón del fallecimiento de hijos, cónyuges o de sus padres, ocurrido dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión.


El nuevo inciso quinto agrega que tampoco se considerarán las inasistencias motivadas en cometidos autorizados por el concejo.


La segunda enmienda propone el reemplazo del inciso final de este artículo (regula el reembolso al concejal por viáticos).


La norma de reemplazo dispone que un concejal, en cometidos de representación de la municipalidad, tendrá derecho a percibir fondos para gastos de alimentación y alojamiento, no sujetos a rendición, equivalentes al que corresponda al alcalde por iguales conceptos.


El artículo 3º del proyecto propone enmiendas al inciso cuarto del artículo 24 de la ley Nº 18.287, sobre procedimiento en los juzgados de policía local.


El artículo 24 mencionado, en general, se refiere a las infracciones a las normas del tránsito y del transporte terrestre.


En lo pertinente a este informe, el inciso cuarto declara que el municipio que recibe el pago de una multa impuesta por el juez de policía local de otra comuna percibirá el 20% de su valor, remitiendo al Registro (el de Multas del Tránsito) el 80% restante, y éste a su vez, dentro de los 90 días siguientes hará llegar dicho valor (el 80%) al municipio que corresponda.


No obstante, tratándose del número 6) del inciso segundo del artículo 14 de la Ley Municipal, la municipalidad que reciba el pago, lo enterará en su totalidad directamente al Fondo Común Municipal.

(El número 6) es el enmendado en la forma descrita por el numeral 1) del artículo 2º de este proyecto).


La modificación propuesta por el proyecto consiste en reemplazar la frase destacada por “lo enterará, según corresponda, en su totalidad o en la proporción respectiva, directamente al Fondo Común Municipal.”.


El artículo 4º del proyecto propone enmiendas al número 4) de la letra g) del artículo 2º del D.F.L. Nº 1-18.359, de 1985, del Ministerio del Interior. (Traspasa y asigna funciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo).


El número 4) de su letra g), en lo pertinente, dispone que esa Subsecretaría de Estado tendrá la función de determinar los factores sobre los cuales se fijarán los coeficientes de distribución del Fondo Común Municipal. También le corresponderá establecer el monto total del menor ingreso que presenten los municipios para cubrir sus gastos de operación.


La enmienda propuesta en el proyecto consiste en reemplazar el referido número 4) por otro que le encarga a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo elaborar y proponer al Jefe del Estado los coeficientes de distribución del Fondo para el efecto de determinar anualmente, en diciembre del año anterior a su aplicación, los coeficientes de distribución de los recursos. (La obligación de determinar anualmente esos coeficientes, cual se señaló en párrafos anteriores, está dispuesta por el inciso cuarto del nuevo artículo 38 que este proyecto de ley propone para la Ley de Rentas Municipales).


Dichos coeficientes -continúa el nuevo número 4)-, junto con los aportes y recursos recibidos, deudas pendientes y renegociaciones con el Fondo Común Municipal, se publicarán en Internet para conocimiento público.


El artículo 5º del proyecto sustituye el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 19.602. (Modificó la Ley Orgánica de Municipalidades en materia de gestión municipal).


(El texto vigente estatuye la obligación municipal de proporcionar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo información relativa a la gestión financiera y presupuestaria, administración de personal y prestación de servicios).


Los dos nuevos preceptos sustitutivos del referido inciso prescriben:


El primero, que el incumplimiento en proporcionar oportunamente la información solicitada, faculta a la Subsecretaría para instruir al Servicio de Tesorerías que se abstenga de remesar los anticipos del Fondo a los municipios morosos, mientras no cumplan su obligación de informar.


El segundo, que en el ejercicio de sus facultades, la Subsecretaría puede verificar en los municipios la información relacionada con la gestión financiera y presupuestaria, administración de personal y prestación de servicios.


Finalmente, el artículo transitorio del proyecto en informe dispone que la distribución del Fondo Común Municipal, dispuesta en el artículo 1º de esta ley, regirá a contar del año siguiente al de su publicación.

VI. DEBATE EN GENERAL


En sesión de día 30 de octubre de 2007, la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano, señaló que este proyecto tiene por finalidad introducir modificaciones a la actual estructura del Fondo Común Municipal, y se originó en un trabajo conjunto desarrollado por la SUBDERE y por la Asociación Chilena de Municipalidades. 


Dentro de los principales aspectos de la iniciativa -en relación con la estructura del Fondo-, destacó los siguientes:


- Eliminación del Fondo Común el actual componente del 10% de distribución anual por conceptos de gestión y emergencia, atendido a que su conformación presenta hoy altos grados de variabilidad en el tiempo, impidiendo una estimación clara de los municipios respecto al monto final con que contarán por tales conceptos. Por otra parte, precisó que este componente no cumple plenamente con su propósito redistributivo.


- En consecuencia, añadió que se considera un aumento de un 90% a un 100% en aquella parte del Fondo destinada a redistribuir recursos entre las comunas, incrementando la redistribución solidaria del Fondo Común Municipal.

- Con el fin de imprimir mayores grados de transparencia y simplicidad al sistema, explicó que se plantea realizar el cálculo del Fondo con un número menor de indicadores de distribución, pasando de 18 a 4 indicadores, originados en información oficial, lo que permitirá, según precisó, la utilización de información validada y reconocida por la SUBDERE y la Asociación Chilena de Municipalidades. 


- Para mejorar los indicadores de distribución del Fondo, la señora Subsecretaria anunció que el proyecto permite aplicar indicadores de pobreza. 


- Expresó también que se establece que el cálculo de coeficientes será anual, con el objeto de posibilitar que los cambios en la realidad comunal sean incorporados con mayor celeridad en el Fondo. De este modo, las variaciones de los ingresos permanentes que no sean atribuibles directamente a la gestión local, o bien a transformaciones en la población o, finalmente, a cambios en los predios afectos o exentos del pago del impuesto territorial, serán incorporados en el cálculo anual de manera oportuna, sin tener que esperar 3 años. Manifestó que la variación anual le otorga mayor estabilidad a los flujos de ingresos municipales ante los cambios por la actualización de los coeficientes. 


- Complementando lo anterior, señaló que se incorpora un mecanismo de estabilización, de manera que en el futuro los efectos derivados de un cambio de coeficientes no impacten significativamente el presupuesto municipal y, por ende, disminuciones importantes en el Fondo respecto del año inmediatamente anterior al del cálculo. La aplicación de este mecanismo para los municipios que experimenten una disminución en su participación en el Fondo, podrá ser parcial o total en razón de la disponibilidad de recursos, según explicó. 


Enseguida, se refirió a las modificaciones complementarias contenidas en la iniciativa, y que son las que señalan a continuación:


1) Mejoras en la percepción de ingresos propios municipales y aportes del Fondo Común Municipal.


a) Se autoriza el pago del aporte al Fondo Común Municipal en sucursales bancarias o lugares expresamente autorizados por el Servicio de Tesorerías, en tanto se efectúe dentro de los cinco días del mes siguiente al de percepción de los ingresos;


b) Destinación de un 30% de las multas por infracciones al sistema TAG en favor de los municipios en que se tramitan los procesos, y


c) Respecto del pago por la transferencia de vehículos motorizados, se establece la obligación del Servicio de Tesorerías de incorporar al Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto, obligando a los notarios que autoricen la transferencia a la exigencia previa de la acreditación del último pago del permiso de circulación.


2) Fortalecimiento de la transparencia e información en la gestión municipal.

a) Reforzamiento de la obligación de la unidad de control respecto de su obligación de informar al concejo acerca de los déficit que advierta en el presupuesto municipal, debiendo incluir en su informe los pasivos contingentes derivados de demandas judiciales y las deudas con proveedores y empresas de servicios que no puedan ser servidas en el marco del presupuesto anual, y


b) Robustecer la facultad de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para requerir información a los municipios que tenga relación con la labor municipal, específicamente en lo relativo a su gestión financiera y presupuestaria, administración de personal y prestación de servicios, facultando a la Subsecretaría para instruir a la Tesorería General de la República se abstenga de efectuar remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras el municipio respectivo no entregue la información solicitada.
3) Mayores facultades a los concejales.


a) Se reconoce el derecho de justificar las inasistencias al concejo, para efectos de la percepción de la dieta, invocando razones médicas o de salud, fallecimiento de un hijo, cónyuge o padres, o cumplimiento de cometidos autorizados por el propio Concejo, y


b) Se reconoce el derecho a percibir fondos para alimentación y alojamiento, por un monto similar al viático del alcalde, sin existir la necesidad de rendir cuenta por ellos. 


A propósito de las modificaciones efectuadas por la Honorable Cámara en el primer trámite constitucional, la señora Subsecretaria precisó las materias en las cuales se habían introducido indicaciones, que son la dirección de control interno y el incremento de los niveles de transparencia e información de la gestión local. 


Respecto del primer punto, expresó que se propone aumentar el nivel de información que debe entregar el director de control interno, considerando en los pasivos contingentes todo tipo de deudas de esta naturaleza y no solo el derivado de demandas judiciales.


Finalmente, y en relación con el segundo asunto, señaló que se establece la obligación de las municipalidades de informar sobre sus deudas a la SUBDERE, la que, a su vez, deberá remitir la información a la Contraloría General de la República.
- - -


A continuación, la Comisión escuchó al Presidente del Instituto de Jueces de Policía Local de Chile, señor Cristián Arévalo, quien señaló que la variación en el porcentaje de recaudación en el cobro de las infracciones señaladas en el artículo 118 bis de la Ley de Tránsito (circulación por las vías concesionadas sin TAG), que va al Fondo Común Municipal, representa un aumento en los ingresos para el municipio respectivo de un 30%. Expresó que si bien la modificación introducida por la Honorable Cámara es positiva, es insuficiente. Manifestó que la razón de ello está en que los municipios hoy no aportan a los juzgados de policía local los materiales necesarios para tramitar las denuncias de infracciones relativas al sistema TAG, por lo que esta modificación, según dijo, no asegura que dichos tribunales cuenten con los medios necesarios para su buen funcionamiento.


Agregó que el total de las causas por infracciones a la norma mencionada en el párrafo precedente representa un número superior a las 800.000, y el porcentaje de las que son sancionadas alcanza al 15% de ese total.


Enseguida, recordó que se encuentra en trámite una modificación a la ley de concesiones, para que el porcentaje de las multas por infracción al mismo artículo 118 bis de la ley de tránsito considere una distribución diferente a la contenida en la iniciativa que debate esta Comisión, esto es, un 50% para el Fondo Común y un 50% para el municipio respectivo. 


Expuso que la institución que representa es partidaria de una modificación al artículo 53 de la ley orgánica de los juzgados de policía local, con el fin de que la unidad de contraloría municipal pueda fiscalizar el cumplimiento de la obligación municipal de proporcionar los materiales y recursos necesarios para el buen funcionamientos de los tribunales locales. La intención del Instituto, continuó, es que el incumplimiento de la obligación antes descrita constituya una causal de notable abandono de deberes.

Finalmente, manifestó que la actual redacción del texto aprobado por la Honorable Cámara consiste en una mera fiscalización que no tendrá mayores consecuencias, puesto que actualmente el juez de policía local informa al ministro visitador sobre la marcha del tribunal, y éste al Pleno de la Corte de Apelaciones respectiva, pero nada sucede con respecto a los alcaldes. Por la situación descrita, sugirió que se introduzca esta enmienda, con el fin de que sean los tribunales electorales los que califiquen la actuación del alcalde.

- - -

VII. ACUERDO


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión coincidió con los fundamentos del mensaje expuestos en los acápites precedentes de este informe y la consecuente necesidad de enmendar las leyes y preceptos descritos, por lo que, con el voto de los Honorables Senadores señores Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, acordó aprobar la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.


Por tanto, esta Comisión propone a la Sala la aprobación en general de esta iniciativa. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, de Ministerio del Interior, las siguientes modificaciones: 


1.- Sustitúyese su artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- La distribución del Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de la ley Nº18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, se sujetará a los indicadores que se señalan a continuación: 


1. Un veinticinco por ciento por partes iguales entre las comunas del país.


2. Un diez por ciento en relación al número de pobres de la comuna, ponderado en relación con la población pobre del país.


3. Un treinta por ciento en proporción directa al número de predios exentos de impuesto territorial de cada comuna, con respecto al número de predios exentos del país, ponderado según el número de predios exentos de la comuna en relación con el total de predios de ésta.


4. Un treinta y cinco por ciento en proporción directa a los menores ingresos propios permanentes del año precedente al cálculo, lo cual se determinará en base al menor ingreso municipal propio permanente por habitante de cada comuna, en relación con el promedio nacional de dicho ingreso por habitante. Para determinar dicho menor ingreso, se considerará, asimismo, la población flotante en aquellas comunas señaladas en el decreto supremo a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.


Para efectos de lo dispuesto en el Nº 4 precedente, se considerarán como ingresos propios permanentes de cada municipalidad, los siguientes: las rentas de la propiedad municipal; el excedente del impuesto territorial que se recaude en la comuna, una vez descontado el aporte al Fondo Común Municipal que a ésta corresponde efectuar; el treinta y siete coma cinco por ciento de lo recaudado por permisos de circulación; los ingresos por recaudación de patentes municipales de beneficio directo; los ingresos por patentes mineras y acuícolas correspondientes a la municipalidad; los ingresos por derechos de aseo; los ingresos por licencias de conducir y similares; los ingresos por derechos varios; los ingresos por concesiones; los ingresos correspondientes a la municipalidad por el impuesto a las sociedades operadoras de casinos de juegos, establecido en la ley N° 19.995, y los ingresos provenientes de las multas de beneficio directo y sanciones pecuniarias que las municipalidades apliquen.


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, para la comuna de Isla de Pascua, se considerarán, además, como ingresos propios los recursos que, con cargo al Fondo Común Municipal y previo a su distribución, se le asignen como compensación a los menores ingresos que dicha municipalidad deja de percibir por aplicación del artículo 41 de la ley Nº 16.441, por los conceptos de impuesto territorial, permisos de circulación y patentes municipales. La determinación del monto de recursos que por motivo de la señalada compensación se efectuará a la municipalidad de Isla de Pascua, se establecerá en el reglamento del Fondo Común Municipal. En todo caso, dicho monto no podrá ser inferior a 1,1 veces la suma del gasto en personal y en bienes y servicios de consumo del año anteprecedente al del cálculo de esta parte del Fondo.


Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinarán anualmente, en el mes de diciembre del año anterior al de su aplicación, los coeficientes de distribución de los recursos a que se refieren las disposiciones anteriores. En el mismo decreto, se establecerán las ponderaciones para determinar el número de habitantes que corresponda asignar a las comunas que, de acuerdo al procedimiento, metodología y criterios establecidos en el reglamento señalado en el inciso sexto de este artículo, hayan sido declaradas como comunas balnearios, o a otras que reciban un flujo significativo de población flotante, en ciertos períodos del año.


Las municipalidades que, por aplicación de las normas de distribución señaladas anteriormente, reduzcan sus ingresos del Fondo Común Municipal en relación a los ingresos estimados a percibir durante el año del cálculo, serán compensadas con cargo al mismo Fondo. La diferencia que se produzca será compensada total o parcialmente sobre la base de la disponibilidad de recursos estimados para cada año fijándose anualmente, mediante el decreto señalado en el inciso anterior, el monto total que se destinará a dicha compensación y lo que corresponderá por tal concepto a cada uno de los respectivos municipios.


El reglamento del Fondo Común Municipal, expedido a través de los Ministerios del Interior y de Hacienda, regulará en todo lo demás la operatoria de este Fondo, en especial, el mecanismo de recaudación de los recursos y demás criterios necesarios para su aplicación, incluyendo sus indicadores y variables, el mecanismo de estabilización y las fuentes o cifras de información oficiales que se aplicarán en cada caso.”.


2.- Incorpórase en el Nº 7 del artículo 41, a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma (,), el siguiente texto:


“salvo prueba en contrario. El pago del derecho mencionado se efectuará en cualquiera de los bancos e instituciones financieras autorizados para recaudar tributos, al momento de celebrarse el contrato de compraventa, y será de cargo del vendedor, salvo pacto en contrario. El Servicio de Tesorerías deberá incorporar al Fondo Común Municipal las cantidades recaudadas por este concepto. Los notarios y oficiales civiles que autoricen la transferencia deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación y estarán facultados para emitir el giro correspondiente.”.


3.- Reemplázase el artículo 61 por el siguiente:


“Artículo 61.- Los pagos por aportes que las municipalidades deban enterar al Fondo Común Municipal deberán ser efectuados en las oficinas bancarias u otras entidades o lugares autorizados por el Servicio de Tesorerías, a más tardar el quinto día hábil del mes siguiente al de la recaudación respectiva.


Sin perjuicio de las responsabilidades que correspondan, las municipalidades que no enteren dichos pagos dentro del plazo señalado, deberán pagarlos exclusivamente en las Tesorerías Regionales o Provinciales del país, y demás lugares que determine el Servicio de Tesorerías. Las referidas Tesorerías deberán liquidar los aportes morosos, reajustados de conformidad con la variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre la fecha de vencimiento y la de pago efectivo, y estarán afectos, además, a un interés de uno y medio por ciento mensual. Este interés se calculará sobre los valores reajustados en la forma señalada precedentemente.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:


1.- Agrégase en el N° 6 del inciso tercero del artículo 14, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, el siguiente texto:


“No obstante, tratándose de multas por infracciones o contravenciones al artículo 118 bis de la ley N° 18.290, sólo el 70% de ellas pasarán a integrar el Fondo Común Municipal, quedando el porcentaje restante a beneficio de la municipalidad en que se hubiere aplicado la multa respectiva.”.


2.- Incorpórase en el artículo 27, la siguiente letra e), pasando la actual letra  e), a ser letra f):


“e) Remitir a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, en el formato y por los medios que ésta determine y proporcione, los antecedentes a que se refieren las letras c) y d) precedentes. Dicha  Subsecretaría deberá informar a la Contraloría General de la República, a lo menos semestralmente, los antecedentes señalados en la letra c) antes referida.”.


3.- Agrégase en el inciso segundo del artículo 29, a continuación del punto final (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de incumplimiento de sus funciones, y especialmente la obligación señalada en el inciso primero del artículo 81, el sumario será instruido por la Contraloría General de la República, a solicitud del concejo.”.

4.- Modifícase el inciso primero del artículo 81:


a) Intercálase, entre las palabras “aquél” y “los”, la siguiente frase, antecedida de una  coma (,): “mediante un informe,”.


b) Intercálase, entre la palabra “municipal” y el punto seguido que le sucede, la siguiente frase, antecedida de una coma: “los pasivos contingentes derivados, entre otras causas, de demandas judiciales y las deudas con proveedores, empresas de servicio y entidades públicas, que puedan no ser servidas en el marco del presupuesto anual”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:


a) Intercálanse, a continuación del inciso tercero, los siguientes incisos cuarto y quinto:


“Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecida en el inciso sexto, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el concejo a través del secretario municipal. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del concejo, se podrá eximir a un concejal de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva. 


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de concejales motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio concejo.”.


b) Sustitúyese su inciso final por el siguiente:


“Con todo, cuando un concejal se encuentre en el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al alcalde respectivo por iguales conceptos.”.


Artículo 3°.- Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 24 de la ley N° 18.287, sobre Procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, la frase “lo enterará en su totalidad directamente al Fondo Común Municipal” por la siguiente: “lo enterará, según corresponda, en su totalidad o en la proporción respectiva, directamente al Fondo Común Municipal”.


Artículo 4°.- Reemplázase el número 4 de la letra g) del artículo 2º del decreto con fuerza de ley N° 1-18.359, de 1985, del Ministerio del Interior, por el siguiente:


“4.- Elaborar y proponer al Presidente de la República los coeficientes de distribución de los recursos del Fondo Común Municipal, para efectos de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 38 del decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales. Dichos coeficientes, junto con los aportes, recursos recibidos, deudas pendientes y renegociaciones con el Fondo Común Municipal, deberán ser publicados en Internet de modo que puedan ser revisados en forma gratuita por los usuarios del sistema, sin la necesidad de obtener previamente una clave digital.”.


Artículo 5º.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 4º de la ley N° 19.602, por los siguientes:


“El incumplimiento de la obligación de proporcionar oportunamente la información solicitada, facultará a la Subsecretaría para instruir al Servicio de Tesorerías para que se abstenga  de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, respecto de la municipalidad morosa, mientras no entregue la información solicitada.


La Subsecretaría, en el ejercicio de las facultades que la ley le otorga, podrá verificar en las respectivas municipalidades la información que estime pertinente relacionada con las áreas establecidas en el artículo 2º.”.


Artículo transitorio.- La forma de distribución del Fondo Común Municipal establecida en el Nº 1 del artículo 1° de esta ley, comenzará a regir a contar del año siguiente de su publicación.”. 

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de octubre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hosain Sabag (Presidente), Ricardo Núñez, Jaime Orpis y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2007.

(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,
Secretario de la Comisión
�  Enfermedad crónica: 62,9%; Problemas degenerativos: 15,3%; Accidentes 7,7%; De Nacimiento o hereditaria: 6,6%; Enfermedad laboral: 3,1%; Causa desconocida:2,1%; Problemas en el parto:1,4%.
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Colmena Golden Cross 12,8% 87,2% 189.042

Normédica S.A. 64,8% 35,2% 24.509

ING Salud S.A. 46,6% 53,4% 259.105

Vida Tres S.A. 12,1% 87,9% 71.313

Ferrosalud S.A. 0,6% 99,4% 11.862

Mas Vida S.A. 6,4% 93,6% 113.741

Isapre Banmédica S.A. 11,3% 88,7% 322.606

Consalud S.A. 15,5% 84,5% 285.137

Total Abiertas 20,2% 79,8% 1.277.315
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Dic-02 Dic-03 Dic-04 Dic-05 Dic-06 Jun-07

Excedentes acumulados $ 9.389 $ 7.387 $ 10.449 $ 16.131 $ 25.520 $ 32.623

Excedentes generados $ 22.558 $ 26.754 $ 28.972 $ 31.009 $ 30.638 $ 19.530

Reajustes $ 1.395 $ 537 $ 1.003 $ 1.545 $ 1.170 $ 835

Intereses $ 864 $ 1.016 $ 871 $ 1.095 $ 1.557 $ 863

Comisiones $ 1.390 $ 955 $ 624 $ 486 $ 513 $ 280

Usos $ 25.315 $ 24.188 $ 24.486 $ 23.703 $ 25.491 $ 15.048

Saldo Final $ 7.387 $ 10.449 $ 16.131 $ 25.520 $ 32.623 $ 37.983

(*) Incluye cuentas superiores e inferiores a 0,05 UF.
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Dic-02 Dic-03 Dic-04 Dic-05 Dic-06 Jun-07

Excedentes adicionales generados $ 16.068 $ 21.076 $ 22.147 $ 21.342 $ 20.686 $ 13.400

Reajustes $ 454 $ 226 $ 538 $ 782 $ 531 $ 365

Intereses $ 705 $ 907 $ 703 $ 844 $ 1.072 $ 634

Comisiones $ 578 $ 632 $ 399 $ 213 $ 207 $ 134

Usos $ 18.032 $ 19.054 $ 18.718 $ 16.314 $ 17.211 $ 10.325

(*) Incluye cuentas inferiores a 0,05 UF de cotizantes sin renuncia.
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